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La presente sección de Coloquios tiene por 
objeto dar visibilidad a las presentaciones 
realizadas en las XXII Jornadas de Derecho de 
Energía “Actualidad y desafíos regulatorios”, 
celebradas el día 1 de agosto de 2023, en la 
Facultad de Derecho de la Pontificia Univer-
sidad Católica de Chile, organizadas por el 
Programa de Derecho Administrativo Econó-
mico, en las cuales se abordaron, analizaron y 
discutieron temas de la actualidad jurídica en 
materia de energía y los desafíos que enfrenta 
Chile en esta área.

Hace 22 años consecutivos las Jornadas 
son una instancia que reúne a profesores, in-
vestigadores, abogados y estudiantes especia-
listas en esta área del conocimiento jurídico, 
en un espacio interdisciplinario de reflexión 
en la materia. Con el paso del tiempo se han 
consolidado como una instancia de encuentro 
académico plural, en que se produce un inter-
cambio de experiencias y opiniones jurídicas 
en torno al Derecho de energía.

El objetivo primordial de dichos en-
cuentros académicos es abordar una ma-
teria específica del Derecho, como es la 
energía, mediante las exposiciones de es-
pecialistas en la materia, nacionales y ex-
tranjeros, con la finalidad de contribuir al 
conocimiento y su divulgación. Es por ello 
que, esta nueva sección de la Revista bus-
car dar a conocer algunos de los trabajos 
que se expusieron en aquel encuentro, con 
la finalidad de proporcionar al lector una 
visión actual e integral del Derecho de ener-
gía y de los desafíos en temas regulatorios.

Cabe mencionar y traer a la luz las Actas 
de Derecho de Energía (ADEner)1, a través de 
las cuales el PDAE publicó los trabajos pre-
sentados en algunas Jornadas de Derecho de 
Energía. Las ADEner Nº 1 refieren a las Jorna-
das de Derecho de Energía del año 2011; las 
ADEner Nº 2, a las celebradas en el año 2012; 
ADEner Nº 3, las de 2013; ADEner Nº 4, las 
de 2014; ADEner Nº 5, las del 2015 y ADEner 
Nº 6 las celebradas en 2016.

1  Ver todas las ADEner en: https://derechoadministrati-
voeconomico.uc.cl/publicaciones/actas/107-actas-de-de-
recho-de-energia-adener

A continuación publicamos los siguientes trabajos presentados en dichas jornadas:

Transición energética e integración vertical en el mercado eléctrico 
Andrea Von Chrismar Medina

Los mecanismos de estabilización de precios para la energía eléctrica en Chile. Desafíos y lecciones 
Clemente Pérez E

La autonomía e independencia del Coordinador Eléctrico Nacional 
Diego Perales Roehrs

Sistemas de generación-consumo: oportunidades y desafíos para la reglamentación de la Ley Nº 21.505 
Eduardo Escalona Vásquez y Antonia Jorquera Cruz: 

Transición energética y mutación regulatoria 
Enrique Sepúlveda Rodríguez

Pliego Técnico Normativo Nº 7 y su relación con los Oficios circulares de SEC Nº 26.035 y Nº 19.615 
Loreto Vergara Abarzúa

Desafíos regulatorios en materia forestal para el desarrollo de Proyectos de Medios de Generación Distribuida  
Miguel Pelayo Serna y Luis Machuca Bravo

Criterios jurídicos para la determinación de mínimos técnicos  
Oscar Guzmán Zepeda

Planificación de la transmisión eléctrica: experiencia, diagnóstico y reformas para abordar la transición energética 
Rodrigo Quezada Marín

La servidumbre eléctrica: pasado, presente y futuro  
Sergio Corvalán Valenzuela y Luis Felipe Mengual Henríquez

Actualidad y desafíos regulatorios: XXII 
Jornadas de Derecho de Energía

https://derechoadministrativoeconomico.uc.cl/publicaciones/actas/107-actas-de-derecho-de-energia-ade
https://derechoadministrativoeconomico.uc.cl/publicaciones/actas/107-actas-de-derecho-de-energia-ade
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Transición energética e integración 
vertical en el mercado eléctrico

Energy transition and vertical integration in the electricity market

Andrea Von Chrismar Medina1-2

RESUMEN: En julio de 2023, el Ejecutivo presentó un proyecto de ley que propone, entre otras cosas, modi-
ficar la normativa aplicable a la integración vertical entre los segmentos de transmisión, generación y distri-
bución. Esta propuesta plantea una serie de desafíos, los que se analizan en el artículo. 

Palabras clave:  integración vertical, competencia, transición energética.

ABSTRACT: In July 2023, the Government presented a bill that proposes, among other things, to modify 
the regulations applicable to vertical integration between the transmission, generation, and distribution 
segments. This proposal poses a series of challenges, which are analyzed in the article.

Keywords:  vertical integration, competition, energy transition.

I.	 Introducción

Dentro de los anuncios formulados en el mes 
de abril de 2023 por parte del Ministerio 
de Energía, como parte de la denominada 
“Agenda Inicial para un Segundo Tiempo de 
la Transición Energética”3, se incluyeron una 
serie de acciones, entre ellas, un proyecto de 
ley de transición energética, cuyo foco sería el 
segmento de la transmisión.

En ese contexto, se anunció que el pro-
yecto de ley buscaría, dentro de uno de sus 
ejes, promover la competencia y el fomento 
al almacenamiento, por medio de una regu-
lación acorde a las características actuales del 
mercado eléctrico. En esa línea, el Ministerio 
de Energía indicó que la actual regulación en 
materia de integración vertical sería asimétrica 
y no respondería a las características del mer-
cado eléctrico, por lo que el proyecto de ley 
incluiría, entre otras cosas, la modificación del 
artículo 7 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 4 
que fija el texto refundido, coordinado y siste-
matizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 

1  Abogada, Universidad Adolfo Ibáñez. Master Science in 
Regulation por la London School of Economics and Poli-
tical Science y Magíster en Derecho de los Negocios por 
la Universidad Adolfo Ibáñez. Profesora en la Universidad 
Adolfo Ibáñez, Santiago de Chile. Dirección postal: Alonso 
de Córdova Nº 4355, Vitacura, Santiago de Chile. Correo 
electrónico: avonchrismar@prieto.cl 
2  Agradezco la colaboración de Carolina Soto Stuardo en 
la revisión de la jurisprudencia citada en el presente ar
tículo.
3  Ministerio de Energía, 2023. 

del Ministerio de Minería de 1982, de la Ley 
General de Servicios eléctricos (LGSE)4.

El artículo 7 de la LGSE, actualmente vi-
gente, establece una serie de restricciones a la 
integración vertical en los distintos segmentos 
de transmisión, generación y distribución.

En concreto dispone, por un aparte, una 
prohibición absoluta a las empresas del seg-
mento de la transmisión del sistema nacional 
de participar, por sí mismas o a través de 
personas relacionadas, en los segmentos de 
la distribución y la generación (Prohibición), 
mientras que para desarrollar otras actividades 
no relacionadas a esos segmentos pueden ha-
cerlo por medio de sociedades filiales o coli-
gadas; y por otra parte, una limitación para las 
empresas de distribución y generación para 
participar en el segmento de la transmisión, 
por medio de la posibilidad de que estas em-
presas puedan participar en el segmento de 
transmisión nacional, hasta un límite del 8% 
máximo de participación individual en el valor 
de inversión total de dicho sistema y con un lí-
mite de 40% considerando las participaciones 
de manera conjunta (Limitaciones).

El diseño anunciado preliminarmente 
por el Ministerio de Energía y propuesto en 
el Mensaje 105-371 ingresado al Congreso 
Nacional con fecha 10 de julio de 2023 y se 
encuentra siendo tramitado bajo el Boletín 
Nº 16.078-08, (Proyecto de Ley).

4  Ministerio de Energía, 2023. 

mailto:avonchrismar%40prieto.cl?subject=
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El Proyecto de Ley contempla que sea un 
tribunal especial, en particular el Tribunal de 
Defensa de la Libre Competencia (TDLC), la 
institución encargada de determinar los umbra-
les por medio de una resolución, para limitar 
la integración vertical, sustituyendo así la Pro-
hibición y las Limitaciones establecidas actual-
mente en el artículo 7 de la LGSE, por umbrales 
determinados por dicho tribunal especial.

De acuerdo al texto del Mensaje que dio 
origen al Proyecto de Ley, las modificaciones 
al artículo 7 de la LGSE buscan implementar 
“un proceso de revisión de las condiciones 
de competencia del mercado eléctrico a fin 
de permitir la participación de empresas en 
distintos segmentos. Asimismo, se explicita 
la forma en la que las empresas operadoras y 
propietarias del sistema de transmisión nacio-
nal pueden desarrollar actividades de almace-
namiento que tengan distintos destinos”5.

El artículo único del Proyecto de Ley 
descrito en el Mensaje establece, entre otras 
cosas, que la modificación al artículo 7 de la 
LGSE consistiría, por un lado, en la elimina-
ción parcial de la Prohibición, en el sentido de 
permitir que las empresas del segmento de 
transmisión participen en el segmento de la 
generación, pero manteniendo la prohibición 
respecto de su participación en el segmento 
de la distribución; y por otro lado, modificar 
las Limitaciones, estableciendo ciertos límites 
a la integración vertical entre los segmentos 
de transmisión y generación, de acuerdo a las 
condiciones de competencia que se observen 
en el mercado. Estos límites serían estable-
cidos, según propone el Proyecto de Ley, de 
acuerdo a la siguiente forma:

1.	 Tratándose de las empresas ope-
radoras o propietarias del sistema de 
transmisión nacional en el segmento de 
generación, el TDLC establecería un lími-
te, utilizando como métrica la capacidad 
instalada de generación.

2.	 Tratándose de las empresas de ge-
neración en el sistema de transmisión 
nacional, el TDLC establecería un límite, 
utilizando como métrica el Valor Anual de 
Transmisión por Tramo (VATT).

Para comprender la motivación y los efec-
tos que la modificación contenida en el Proyec-
to de Ley podría tener en el Sistema Eléctrico 
Nacional (SEN), en las siguientes secciones se 
analiza el origen de la disposición contenida 
actualmente en la LGSE, el alcance de la Prohi-

5  Boletín Nº 16078-08, 19. 

bición y las Limitaciones; la forma en la cual se 
ha aplicado el artículo 7 de la LGSE por parte 
de las autoridades en materia de libre compe-
tencia y sectoriales hasta ahora; y los desafíos 
en términos de diseño institucional, de proce-
dimiento y de recursos o medios de impugna-
ción -si los hubiese- respecto de la resolución 
del TDLC que establezca los umbrales en ma-
teria de integración vertical entre los distintos 
segmentos del mercado, así como un análisis 
de las potestades de fiscalización de su cumpli-
miento, en forma posterior, todo esto, en caso 
de materializarse las modificaciones planteadas 
en el texto del Proyecto de Ley.

II.	 Estado actual de tramitación del 
Proyecto de Ley

El Proyecto de Ley, a la fecha de en la cual se 
desarrollaron las jornadas, se encontraba en 
una etapa inicial de su tramitación, atendido 
que fue presentado en julio de 2023. 

A la fecha de elaboración del presente 
artículo (diciembre de 2023) el Proyecto de 
Ley se encuentra en su primer trámite cons-
titucional ante el Senado, y la última gestión 
registrada corresponde a su discusión general 
y aprobación en general, con plazo para pre-
sentar indicaciones durante enero de 2024. 

En términos generales, el texto aproba-
do, en general, por la Comisión de Minería y 
Energía del Senado, contiene las modificacio-
nes incluidas en los mismos términos propues-
tos en el Mensaje que dio origen al Proyecto 
de Ley. 

III.	 Origen del artículo 7 de la LGSE

El artículo 7 de la LGSE que contiene la Prohi-
bición y las Limitaciones actualmente vigentes 
tiene su origen en la Ley 19.940 del año 2004, 
denominada “Ley Corta I”.

El legislador optó en la Ley Corta I por 
un modelo de prohibición absoluta para las 
empresas que participaban en el segmento de 
transmisión de participar en los segmentos de 
generación y distribución, mientras que para 
éstas últimas estableció limitaciones individua-
les y conjuntas para participar, a su vez, en el 
segmento de la transmisión. Además, estable-
ció una obligación de giro exclusivo para el 
caso de las empresas transmisoras. 

Al respecto, y revisada la historia de la 
Ley Corta I, es posible identificar que su ori-
gen buscaba aumentar la competencia en el 
sector de la generación, el cual no tendría 
condiciones de monopolio natural, a diferen-
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cia de la transmisión y la distribución. En este 
sentido, se buscaba rediseñar el funciona-
miento del mercado de la transmisión eléctri-
ca y los demás segmentos, abriendo hacia la 
competencia aquellos segmentos en donde el 
legislador veía eso como posible. 

Resulta ilustrativo de lo anterior, lo se-
ñalado en el Mensaje que dio origen a la Ley 
Corta I, en donde se hacía referencia a que 
“en la mayor parte de las legislaciones compa-
radas se reconoce la inconveniencia de que la 
propiedad de los sistemas de transmisión prin-
cipales esté en empresas relacionadas con las 
que operan en suministro y comercialización 
de energía, ya que se producen incentivos al 
uso discriminatorio de la transmisión como 
instrumento de competencia desleal. No es 
este el caso en Chile, donde actualmente la 
ley no impone condición alguna para la pro-
piedad de la transmisión, y donde el grado de 
integración vertical transmisión-generación ha 
sido alto hasta muy recientemente”6.

En efecto, la Ley Corta I surge en el con-
texto de desintegración de los distintos seg-
mentos del mercado eléctrico, atendido que 
antes se entendía a la transmisión como una 
actividad asociada a la generación. De hecho, 
hasta el año 2001, gran parte de los sistemas 
de transmisión en nuestro país eran de propie-
dad de una de las principales empresas gene-
radoras. Existe cierto consenso en el sentido 
de que el objetivo de la Ley Corta I que intro-
dujo el artículo 7 de la LGSE, y en particular 
el motivo detrás de la Prohibición contenida 
en esa disposición era “impedir que por tener 
lugar el fenómeno de la integración vertical, 
el dueño del insumo esencial –en este caso, 
las líneas de transmisión troncal– favoreciere a 
las empresas generadoras de su propiedad en 
desmedro de las empresas competidoras del 
mismo segmento, cuestión que terminaría por 
desincentivar el ingreso de nuevos actores en 
el mercado de generación, con consecuencias 
negativas para el sistema eléctrico y para los 
usuarios del servicio propiamente tal”.7

Asimismo, otro antecedente interesante 
de tener en consideración para efectos de 
entender el origen de la Prohibición y de las 
Limitaciones contenidas en el actual artículo 
7 de la LGSE se encuentra en la Resolución 
Nº 488 de 1997 que estableció instrucciones 
generales destinadas a aumentar los niveles 
de competencia y transparencia en el desa-

6  Historia de la Ley Nº 19.940, 8.
7  Aporte de antecedentes del Ministerio de Energía en 
ERN 24-2018 del TDLC, de fecha 3 de mayo de 2018. 

rrollo del mercado eléctrico, dictada por la 
entonces Comisión Resolutiva Central, entidad 
que antecedió al TDLC, con ocasión del Re-
querimiento presentado por la Fiscalía Nacio-
nal Económica (FNE) en contra de empresas 
del segmento de generación, distribución y 
transmisión8.

En esa resolución, la Comisión Resolu-
tiva Central instruyó que los suministros de 
las empresas dedicadas a la distribución de 
electricidad se licitaran públicamente, de ma-
nera que estos servicios fueran adjudicados 
bajo condiciones transparentes, objetivas y no 
discriminatorias, eliminando con ello cualquier 
posibilidad de discriminación arbitraria e ilegí-
tima, traspasando a los usuarios los eventuales 
menores costos derivados de ese sistema de 
compras9. La referidas instrucciones fueron 
dictadas en un contexto en el cual, la regula-
ción sectorial vigente en aquel entonces que 
nada disponía sobre la forma de contratar el 
suministro de electricidad por parte de una 
empresa concesionaria de servicio público de 
distribución de electricidad10. En este sentido, 
el razonamiento detrás de la referida reso-
lución fue que, considerando la incompleta 
regulación del sector eléctrico de aquel en-
tonces, resultaba necesario que la comisión 
dictara instrucciones de carácter general “des-
tinadas a aumentar los niveles de competencia 
y transparencia en el desarrollo del mercado 
eléctrico”11.

En ese contexto, la Prohibición y Limita-
ciones establecidas en el artículo 7 de la LGSE 
fue incorporada a la LGSE en el año 2004. 

IV.	 Discusión acerca de la necesidad o no 
de la modificación del actual artículo 7 
de la LGSE ante el TDLC

El Proyecto de Ley propone una modifica-
ción al artículo 7 de la LGSE, consistente en 
eliminar la prohibición para las empresas 
del segmento de transmisión de participar 
en el segmento de la generación, mantener 
la prohibición respecto del segmento de la 
distribución; y establecer ciertos límites a la 
integración vertical entre los segmentos de 
transmisión y generación, de acuerdo a las 
condiciones de competencia que se observen 
en el mercado. 

8  Fiscalía Nacional Económica (1992). 
9  Comisión Resolutiva Central (1997). Resuelvo 4.4.
10  Centro de Regulación y Competencia RegCom de la Univer-
sidad de Chile (2011). 
11  Comisión Resolutiva Central (1997). Resuelvo 4.
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La fórmula propuesta en el Mensaje es 
novedosa. Sin embargo, es coincidente -al 
menos en términos parciales- con la pro-
puesta formulada el año 2018 por la empre-
sa de transmisión Celeo Redes Chile Ltda. 
(Celeo) ante el TDLC y que dio inicio a un 
procedimiento de recomendación normativa 
tramitado ante dicho tribunal bajo el rol ERN 
24-2018, caratulado Expediente de recomen-
dación normativa sobre restricciones a la inte-
gración vertical en servicios de energía. 

En concreto, la propuesta formulada 
en ese caso por Celeo consistía en eliminar 
la Prohibición, de manera que las empresas 
transmisoras pudiesen dedicarse, por sí o a 
través de sus relacionadas, a actividades pro-
pias del giro de generación o distribución de 
electricidad. También, la solicitud de Celeo 
planteaba la eliminación de las Limitaciones, 
es decir, buscar permitir la participación de las 
empresas que operan los otros segmentos, es 
decir, de distribución y generación y de usua-
rios no sometidos a regulación de precios, en 
la transmisión nacional, sin limitación alguna. 

A partir de la propuesta formulada por 
Celeo, se generó un expediente de recomen-
dación normativa ante el TDLC, en el contexto 
del cual diversos actores de la industria y auto-
ridades aportaron antecedentes y una opinión 
respecto de la conveniencia o no de eliminar 
la Prohibición y las Limitaciones contenidas en 
el artículo 7 de la LGSE actualmente vigente. 

A la luz de lo propuesto por el Ejecutivo 
en el Proyecto de Ley presentado durante 
2023, resultan interesantes de observar las 
opiniones vertidas en el referido expediente 
tramitado durante el año 2018, por distintos 
reguladores y operadores, particularmente, 
por el Ministerio de Energía, la Comisión Na-
cional de Energía (CNE), la Superintendencia 
de Electricidad y Combustibles (SEC), el Coor-
dinador Eléctrico Nacional (CEN) y la FNE. 

El Ministerio de Energía fue entonces 
oficiado por el TDLC, y aportó antecedentes 
en el sentido de estar de acuerdo con lo plan-
teado por Celeo, y en consecuencia, estar dis-
puesto a reevaluar la pertinencia y necesidad 
de la Prohibición y las Limitaciones a la integra-
ción vertical entre los segmentos de la indus-
tria eléctrica. En particular, señaló que desde 
la dictación de la Ley Corta I que introdujo el 
artículo 7 de la LGSE, la normativa del sector 
eléctrico y de libre competencia había evolu-
cionado, que las autoridades en la esfera de 
su competencia disponían de herramientas y 
facultades que les permitían evitar y sancionar 

cualquier conducta anticompetitiva y que, por 
tanto, y dado que nos encontrábamos frente a 
un escenario fáctico totalmente distinto al que 
originó la dictación de la citada ley, existían 
claras razones para revisar y reevaluar la actual 
pertinencia y necesidad real de esa regla12.

Por su parte, y en la misma línea que el 
Ministerio de Energía, la CNE manifestó en su 
aporte de antecedentes ante el TDLC en esa 
oportunidad, que el mercado eléctrico había 
evolucionado de manera muy relevante du-
rante los últimos años y, por tanto, el contexto 
en que se introdujeron las restricciones a la 
propiedad establecidas en el artículo 7 de la 
LGSE en el año 2004 difería del contexto del 
año 2018, por lo cual consideraba razonable 
analizar la pertinencia de mantener en los mis-
mos términos la regulación establecida en el 
artículo 7 de la LGSE a la luz del nuevo esce-
nario del mercado eléctrico y las modificacio-
nes legales más recientes, incluyendo la ley de 
transmisión dictada el año 201613.

Por su parte, la SEC aportó anteceden-
tes ente el TDLC, limitándose a informar que 
durante el período 2010-2018, no registraba 
denuncias referidas a posibles incumplimien-
tos de la Prohibición y/o las Limitaciones esta-
blecidas en el artículo 7 de la LGSE. No obs-
tante lo anterior, aclaró la SEC que, durante 
el mismo período, sí se habían registrado una 
serie de presentaciones asociadas a consultas 
interpretativas sobre cuestiones específicas del 
referido artículo, las que habían sido respon-
didas por esa superintendencia en diversos 
pronunciamientos14.

Por otra parte, el CEN manifestó que, a 
su juicio, la limitación a la participación cruza-
da respecto del segmento de transmisión con 
los segmentos de generación y distribución 
eran la mejor opción para prevenir conductas 
estratégicas y que, si bien podría incluirse 
una modificación al artículo 7 de la LGSE que 
permitiera la participación de empresas de 
transmisión en los segmentos de generación y 
distribución, esto en todo caso debiese incluir 
un control ex ante, de manera tal que las em-
presas de transmisión que no superen límites 
establecidos puedan participar en el mercado 

12  Aporte de antecedentes del Ministerio de Energía en 
ERN 24-2018 del TDLC, de fecha 3 de mayo de 2018.
13  Aporte de antecedentes de la CNE en ERN 24-2018 del 
TDLC, de fecha 3 de mayo de 2018.
14  Aporte de antecedentes de la SEC en ERN 24-2018 del 
TDLC, de fecha 9 de mayo de 2018.
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de la generación o distribución y trasmisión de 
electricidad15.

Finalmente, la FNE manifestó su opinión, 
recomendando no eliminar las restricciones 
que contempla el artículo 7 de la LGSE, sin 
perjuicio de observar que sería posible me-
jorar su estructura y redacción para lograr su 
aplicación efectiva y evitar interpretaciones 
que se aparten de sus objetivos regulatorios. 
Subsidiariamente propuso el establecimien-
to límites de participación entre los distintos 
segmentos, tanto individuales como colectivos 
en niveles adecuados para evitar riesgos a la 
competencia16.

Resulta relevante señalar que el TDLC 
resolvió no ejercer la facultad de recomendar 
una modificación normativa al Presidente de la 
República, al haber considerado que el Minis-
terio de energía se había manifestado abierta-
mente a favor de derogar la Prohibición y las 
Limitaciones contenidas en los distintos incisos 
del artículo 7 de la LGSE, entendiendo enton-
ces que ya existía una posición del Ejecutivo 
en ese sentido, perdiendo entonces sentido 
que el TDLC propusiera esto al Ejecutivo en 
ejercicio de su potestad de recomendación 
contenida en el artículo 18 número 4 del De-
creto Ley Nº 211 (DL 211).

Conforme a lo anterior, es posible con-
cluir que, si bien el TDLC no formuló recomen-
dación alguna, durante la discusión que se dio 
en el contexto del expediente de recomen-
dación normativa tramitado ante el TDLC, la 
mayoría de los intervinientes se mostraron a 
favor de eliminar la Prohibición y las Limitacio-
nes contenidas en el artículo 7 de la LGSE. En 
consecuencia, el Proyecto de Ley coincide con 
varios de los lineamientos y posturas formula-
dos en el pasado por las autoridades. 

Con todo, el texto propuesto en el Men-
saje que da origen al Proyecto de Ley propone 
la entrega de facultades especiales al TDLC 
para que sea este tribunal especial quien de-
termine un umbral máximo de acuerdo a las 
condiciones de competencia, tanto en base 
a la capacidad instalada de generación y al-
macenamiento como en base al VATT, para el 
caso de las empresas operadoras o propieta-
rias de los sistemas de transmisión nacional en 
el desarrollo de actividades de generación o 
almacenamiento y para los demás segmentos 
o de los usuarios no sometidos a fijación de 

15  Aporte de antecedentes del CEN en ERN 24-2018 del 
TDLC, de fecha 20 de septiembre de 2018. 
16  Aporte de antecedentes de la FNE en ERN 24-2018 del 
TDLC, de fecha 3 de mayo de 2018.

precios en el sistema de transmisión nacional, 
respectivamente.

V.	 Discusión acerca de la autoridad 
competente para fiscalizar el 
cumplimiento del actual artículo 7 
de la LGSE 

De acuerdo al texto de la LGSE, es la SEC la 
autoridad competente para fiscalizar el cum-
plimiento de lo señalado en ese cuerpo legal. 
Esto resulta importante, para efectos de consi-
derar cuál sería la autoridad competente para 
fiscalizar el cumplimiento de los umbrales que 
eventualmente pueda determinar el TDLC, en 
caso de materializarse la modificación al ar
tículo 7 de la LGSE propuesta en el Proyecto 
de Ley, que reemplace la Prohibición y las Li-
mitaciones.

En esa línea, la FNE ha señalado en 
reiteradas oportunidades, conociendo de 
investigaciones referidas a operaciones de 
concentración en particular, que la autoridad 
competente para fiscalizar el cumplimiento 
del artículo 7 de la LGSE respecto de la in-
tegración en los mercados de la generación, 
transmisión y distribución eléctricas, tal como 
refieren los incisos citados, es la SEC.

En dicho sentido, la FNE se manifestó 
respecto de la adquisición de TerraForm Power 
Inc, presente en Chile a través de Amanecer 
Solar SpA, por parte de Orion US Holdings 1 
L.P., en el Informe de Aprobación de fecha 02 
de octubre del 201717, en el cual, además de 
realizar un análisis competitivo acabado sobre 
los mercados afectados por la operación de 
concentración y los riesgos eventuales para la 
competencia, se refirió a la regulación sectorial, 
indicando que la determinación de si la opera-
ción podría traducirse o no en una infracción a 
lo dispuesto en el mencionado artículo 7 de la 
LGSE, correspondería a la SEC, por lo cual pro-
cedió a oficiar a dicha autoridad.

Una situación similar se replicó hacia el 
2019, en la resolución de aprobación de la 
operación de concentración consistente en 
la adquisición de control en Eletrans S.A. y 
otros, por parte de Chilquinta Energía S.A., 
y la adquisición de control en Chilquinta S.A. 
por parte de State Grid International Develo-
pment Limited,18 en cuya resolución se ofició 

17  Adquisición de Terraform Power y otros por Orion UD Hol-
ding 1 L.P. Rol FNE F-91-2017, del 02 de octubre del 2017.
18  Adquisición de control en Eletrans S.A. y otros por par-
te de Chilquinta Energía S.A. y adquisición de control en 
Chilquinta S.A. por parte de State Grid International Deve-
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a la SEC, con el objeto de que determinara 
el cumplimiento del artículo 7 de la LGSE en 
atención a su calidad de autoridad competen-
te y a raíz de que la transacción se encontraba 
fuera del ámbito de análisis de competencia 
de la FNE. En dicho pronunciamiento, y enten-
demos que en razón del oficio a la Superinten-
dencia, la autoridad de competencia no hizo 
mayor referencia a los posibles incumplimien-
tos a la normativa sectorial.

La uniformidad en el criterio de la FNE 
aplicado en las operaciones señaladas no ha 
sido carente de discusión, atendida particular-
mente la evolución en el escenario eléctrico a 
partir de la creación del CEN19 y su capacidad 
de monitorear las condiciones de competencia 
en el mercado, e incluso las nuevas atribucio-
nes de la FNE referidas al desarrollo de estu-
dios de mercado y de formular recomendacio-
nes normativas, ambas introducidas a través de 
la Ley Nº 20.945 de 201620. Esto supone, sin 
duda, un escenario distinto al existente cuan-
do surgió el artículo 7 LGSE, que suponía una 
posibilidad superior, por parte de las empresas 
del sector eléctrico de incurrir en conductas es-
tratégicas de carácter anticompetitivo.

Uno de los últimos antecedentes que re-
vivió la discusión acerca de si la FNE podría, 
sin perjuicio de la competencia existente por 
parte de SEC, pronunciarse acerca de la in-
tegración vertical entre segmentos del sector 
eléctrico, surgió a propósito de la aprobación 
pura y simple por parte de la autoridad de 
competencia de la operación de concentra-
ción consistente en la adquisición de influen-
cia decisiva por parte de State Grid Interna-
tional Development Limited en NII Agencia 
en Compañía General de Electricidad S.A. y 
otros.21 En su Informe de Aprobación, la FNE 
realizó un análisis que consideró expresamen-
te la regulación sectorial respecto de la inte-
gración vertical, indicando: “El artículo 7 de la 
LGSE establece limitaciones a la integración 
vertical. Así, las empresas generadoras pue-
den participar en el segmento de transmisión 
de manera limitada a un 8% de participación 
individual en el valor de inversión total y 40% 
considerando las participaciones de manera 
conjunta –empresas generadoras, distribuido-
ras y del conjunto de los usuarios no some-
tidos a fijación de precios– sobre el total del 
sistema de transmisión. (…) la fiscalización del 

lopment Limited. Rol FNE F-219-2019, del 27 de febrero 
del 2020.
19  Ley Nº 20.936 de 2016. 
20  Decreto Ley Nº 211, de 1973. Artículos 39 letras p) y q). 
21  Fiscalía Nacional Económica (2020). 

cumplimiento de esta normativa corresponde 
a la SEC”22.

La FNE, además de aprobar la opera-
ción, ofició a la SEC en atención a que la 
interpretación y supervigilancia de la LGSE 
correspondían a dicho regulador sectorial, 
quien contaría con la “potestad de adoptar 
medidas tendientes a corregir las deficiencias 
observadas en relación con el cumplimiento 
efectivo de las disposiciones establecidas en 
la LGSE”23.

Esta resolución motivó la presentación, 
el primero de junio del 2021, por parte de 
la Organización de Consumidores y Usuarios 
(Odecu), de un recurso de reposición ante la 
FNE en el cual manifestó su disconformidad 
con la falta de justificación de esta Fiscalía 
de las razones por las cuales consideró que la 
aplicación del artículo 7 de la LGSE sería com-
petencia exclusiva de la SEC, indicando que el 
bien jurídico protegido por la norma sería la 
libre competencia. 

Al respecto, la FNE resolvió el recurso 
de reposición administrativo,24 rechazándolo, 
no sin antes indicar que, a su juicio, el recurso 
contemplado en la Ley 19.880 que Establece 
Bases de los Procedimientos Administrativos 
que Rigen los Actos de los Órganos de la 
Administración del Estado (LBPA) no procede 
respecto del procedimiento conforme al cual 
la autoridad de competencia conoce de las 
operaciones de concentración, conforme al 
Título IV del DL 211.

En relación a la competencia de la FNE 
y/o de la SEC para conocer de posibles infrac-
ciones al artículo 7 de la LGSE, la resolución 
de la FNE fue clara en señalar que, el hecho de 
que la referida norma se refiera a aspectos de 
libre competencia no es incompatible con que 
sea la autoridad sectorial, en este caso la SEC, 
la competente para fiscalizar su cumplimiento.

Al respecto, la resolución de la FNE ex-
presamente indica que “(…) al examinar el di-
seño institucional de otros órganos sectoriales 
se observa que ellos efectivamente actúan en 
protección del bien jurídico libre competencia 
en el ejercicio de sus facultades regulatorias 
legalmente conferidas” y que “(…) en materia 
eléctrica la ley entrega a la SEC la fiscalización y 
supervigilancia del cumplimiento de las disposi-
ciones normativas relativas a la generación, pro-
ducción, almacenamiento, transporte y distribu-

22  Fiscalía Nacional Económica (2021).
23  Ibid Supra. Pie de página Nº 276.
24  Fiscalía Nacional Económica (2021). 
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ción de electricidad, habilitándola para adoptar 
las medidas tendientes a corregir las deficien-
cias que observare, aplicando e interpretando 
las disposiciones legales y reglamentarias”25.

Finalmente, la FNE también se pronunció 
respecto de la supuesta infracción al deber de 
coordinación contenido en el artículo 37 bis 
de la LBPA que, a juicio de Odecu, tendría el 
actuar de la FNE. Al respecto, la resolución se-
ñaló que la referida disposición “(…) demanda 
a la autoridad la remisión de antecedentes y 
el requerimiento de un informe para precaver 
conflictos de normas al dictar un acto adminis-
trativo de carácter general que tenga efectos 
en ámbitos de competencia de otro órgano”, 
lo que no ocurría en este caso, atendido que la 
resolución de la FNE se refería, específicamen-
te, a una operación de concentración objeto de 
análisis, es decir, a un acto administrativo de 
alcance particular y no de carácter general26.

En todo caso, la misma resolución agrega 
a este respecto, que durante la investigación 
la FNE sostuvo variadas reuniones y efectuó 
diversas solicitudes de información tanto a la 
SEC, como al CEN y la CNE, “(…) con el ob-
jeto de informar y consultar respecto de las 
implicancias y efectos de la operación analiza-
da a la totalidad de las autoridades sectoriales 
intervinientes en los mercados analizados”27.

VI.	 Consideraciones acerca de la 
resolución del TDLC que establezca los 
umbrales a la integración vertical de 
acuerdo a la propuesta contenida en el 
Proyecto de Ley

De acuerdo al texto propuesto en el Proyecto 
de Ley, los umbrales máximos para efectos 
de los límites a la integración vertical entre 
los distintos segmentos del mercado eléctrico 
serán definidos por el TDLC, mediante una re-
solución, a solicitud del Ministerio de Energía. 

De acuerdo al texto del DL 211, las reso-
luciones que dicta el TDLC en el marco de un 
procedimiento de consulta pueden ser objeto 
de recurso de reclamación ante la Corte Su-
prema. Por el contrario, los informes que dicta 
el TDLC por mandato de leyes especiales son 
dictados conforme a un procedimiento no con-
tencioso, y respecto de ellos resulta discutible 
la procedencia del recurso de reclamación.

25  Ídem.
26  Ídem. 
27  Ídem. 

En consecuencia, el hecho que el proyec-
to indique que los umbrales de la integración 
vertical serán establecidos mediante una “re-
solución”, resulta importante, para efectos de 
considerar cuál será el procedimiento aplica-
ble y los eventuales recursos disponibles para 
impugnar el respectivo informe del TDLC que 
dije los distintos umbrales que eventualmente 
pueda determinar el TDLC, en caso de ma-
terializarse la modificación al artículo 7 de la 
LGSE propuesta en el Proyecto de Ley. 

Conforme al Proyecto de Ley, a solicitud 
del Ministerio de Energía debiese iniciarse 
un procedimiento destinado a obtener una 
resolución del TDLC. En términos generales, 
los procedimientos de carácter no conten-
ciosos conocidos como consultad, tienen por 
objeto obtener un pronunciamiento por parte 
del TDLC acerca de la compatibilidad de un 
determinado acto, hecho o contrato existente 
o por celebrarse con el DL 211 y la determi-
nación de las condiciones que deberán ser 
cumplidas en tales hechos, actos o contratos 
para su compatibilidad, en el sentido del ar
tículo 18 número 2 del DL 211. En este caso, 
se entregaría la posibilidad de iniciar ese 
procedimiento únicamente a solicitud del Mi-
nisterio de Energía. De acuerdo al tenor de la 
propuesta, si bien se habla de “resolución”, 
no es posible descartar que el legislador en 
realidad, tenga en mente un procedimiento no 
contencioso que se pueda iniciar únicamente 
por medio de la solicitud que realice el Minis-
terio de Energía, en donde el TDLC ejerza una 
atribución especial determinada por el número 
7 del artículo 18 del DL 211, es decir, referido 
a las atribuciones y deberes del TDLC que le 
señalen las leyes, atendida la referencia que 
sea incluida en el nuevo artículo 7 de la LGSE 

Al respecto, existe una serie de leyes es-
peciales que otorgan facultades específicas al 
TDLC, ya sea para la dictación de informes o 
de resoluciones, que aprueben o que determi-
nen condiciones aplicables a distintas circuns-
tancias en diversas industrias.

A modo de ejemplo, es posible ver la de-
legación que formulan en el TDLC, al menos, 
tres leyes sectoriales: la propia LGSE; la Ley 
Nº 19.542 que Moderniza el Sector Portuario Es-
tatal (Ley General de Puertos) y la Ley Nº 20.920 
que establece el Marco para la Gestión de Resi-
duos, la Responsabilidad Extendida del Produc-
tor y Fomento del Reciclaje (Ley REP).

La misma LGSE contiene, por ejemplo, en 
el artículo 147 literal d), en relación al límite de 
la potencia conectada para que un determina-
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do usuario final tenga derecho a optar por el 
régimen de tarifa regulada o de precio libre, 
que el Ministerio de energía podrá rebajar el 
referido límite, previo informe del TDLC. Re-
cientemente, se inició un procedimiento no 
contencioso a solicitud de la autoridad secto-
rial, con ese objeto, bajo el Rol NC 525-2023.

En el caso de la Ley General de Puertos, 
los artículos 14 y 23 disponen que el TDLC de-
termine las condiciones de competencia bajo 
las cuales se debe llevar a efecto la licitación 
pública de una determinada concesión cuando 
funcione najo un esquema de monooperador en 
el respectivo frente de atraque y no exista otro 
frente de atraque capaz de atender a esas naves 
en los puertos estatales de la misma región. En 
ese contexto, el TDLC ha elaborado múltiples 
informes que contienen condiciones para las 
bases de las respectivas licitaciones públicas y 
que luego rigen las distintas concesiones. Por 
ejemplo, sólo durante el 2022, el TDLC dictó 
cinco informes respecto de estas materias28.

Por su parte, la Ley REP dispone, en sus 
artículos 24 y 26 letra c), que el TDLC debe 
emitir un informe en el sentido de que en las 
bases de licitación para la contratación del 
manejo de residuos con terceros no existen 
reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan 
la libre competencia y que en las reglas y pro-
cedimientos para la incorporación de nuevos 
asociados, y en general, para el funcionamien-
to del sistema de gestión, no existen hechos, 
actos o convenciones que puedan impedir, 
restringir o entorpecer la libre competencia. 
En ese sentido, el TDLC ha dictado siete infor-
mes entre los años 2021 y 202329.

A partir de algunos de los informes, en 
particular aquellos vinculados a la Ley REP, se 
ha desarrollado extensa jurisprudencia acer-
ca de la naturaleza de las resoluciones en las 
cuales el TDLC informa de acuerdo a lo que le 
indican las leyes especiales y, en consecuen-
cia, los recursos de los que pueden ser objeto 
dichos informes.

Esto tiene importancia atendido que el 
recurso de reposición procede respecto de los 

28  Tribunal de defensa de la Libre Competencia (2022) 
Informe Nº 21/2022 (Puerto de San Vicente), Informe 
Nº 22/2022 (Puerto de Chacabuco), Informe Nº 23/2022 
(Puerto de Puerto Montt), Informe Nº 24/2022 (Puertos 
de Puerto Natales y Punta Arenas) e Informe Nº 25/2022 
(Puerto de Antofagasta). 
29  Tribunal de defensa de la Libre Competencia (2021) In-
forme Nº 26/2022 (Sigenem), Informe Nº 27/2022 (Prorep), 
Informe Nº 28/2022 (Giro), Informe Nº 29/2022 (SGN), 
Informe Nº 30/2022 (SGCNFU), Informe Nº 31/2023 (SIG 
CampoLimpio), Informe Nº 32/2023 (SIGA).

informes que le sean encomendados al TDLC 
en virtud de disposiciones legales especia-
les, de acuerdo al artículo 31 del DL 211. Por 
su parte, la misma disposición señala que el 
recurso de reclamación a que se refiere el ar
tículo 27 del DL 211 sólo procede respecto de 
las resoluciones de término. En otras palabras, 
no procedería el recurso de reclamación res-
pecto de los informes dictados por el TDLC 
conforme a leyes especiales el recurso de 
reclamación que se interpone ante el mismo 
TDLC para que lo conozca la Corte Suprema. 

Al respecto, y a partir de algunos recur-
sos presentados en el marco de los informes 
dictados por el TDLC conforme a la Ley REP, el 
TDLC y el Tribunal Constitucional (TC) se han 
pronunciado al respecto.

En concreto, al respecto el TDLC ha dis-
tinguido claramente, en relación a los recur-
sos, que el inciso final del artículo 31 del DL 
211 “(…) comprende dos hipótesis, una refe-
rida a los informes y resoluciones que emite o 
dicta este Tribunal, y otra a las resoluciones de 
término, disponiendo un recurso distinto para 
cada una de ellas. Así, del texto se desprende 
que no procede el recurso de reclamación sino 
el de reposición respecto de los informes emi-
tidos en virtud de la potestad establecida en 
el numeral 7 del artículo 18”30.

De esta forma, entiende el TDLC que, si 
bien han existido puntuales pronunciamientos 
por parte del TC referidos a la inaplicabilidad 
del inciso final del artículo 31 del DL 211 en 
casos concretos,31 esto no altera su conclusión, 
por haberse dispuesto expresamente en esos 
casos por parte del TC que correspondía a las 
particularidades del caso que resultaba pro-
cedente acoger el recurso de inaplicabilidad 
interpuesto32-33.

30  Automotores Gildemeister SpA y otras con Fiscalía Na-
cional Económica (2022).
31  Causas de roles C 454-19, C 455-19 y C 456-19, todas 
del TDLC, referidas a la aplicación del artículo 31 del DL 
211 en relación con la facultad de emitir informes estable-
cida en el artículo 129 bis 9 del código de Aguas. 
32  En efecto, el TC resolvió que “por las particulares carac-
terísticas de este caso concreto, el aspecto fundamental a 
ser dirimido por la Corte Suprema dice relación con cuál 
es la manera jurídicamente correcta de entender el come-
tido que el Código de Agua [sic] le encarga al Tribunal de 
Defensa de la Libre Competencia. La racionalidad y justicia 
procedimental sugiere que la mencionada alta Corte pue-
da conocer y resolver el asunto” (Rol Nº 9847-20 INA, Rol 
Nº 9559-20 INA y Rol Nº 10.246-21 INA, c°18).
33  En la misma línea, por su parte, el TC ha diferenciado 
aquellos casos referidos al artículo 129 bis 9 del Código 
de Aguas de otro caso, tramitado bajo el Rol Nº 1448-
09, referido al informe emitido por el TDLC en el marco 
de la Ley General de Puertos, en donde el TC determinó 
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En consecuencia, de prosperar la tramita-
ción del Proyecto de Ley en los términos plan-
teados, se entregaría una facultad al TDLC de 
dictar una “resolución” y resultará relevante 
definir si se trata de la dictación de una resolu-
ción conforme a las facultades del artículo 18 
número 2 del DL 211, o más bien estaremos 
frente a la atribución del TDLC de emitir un 
informe que determine los umbrales, es decir, 
bajo la facultad del artículo 18 número 7 del 
DL 211, siendo en éste último caso, de acuer-
do al artículo 31 del DL 211, no susceptible de 
ser impugnado por el recurso de reclamación.

De acuerdo al Boletín de Indicaciones de 
fecha 17 de enero de 2024, el artículo del Pro-
yecto de Ley que contempla que los umbrales 
sean establecidos por el TDLC mediante una 
resolución no presenta indicaciones a este res-
pecto, ni especifica los recursos que procede-
rían para impugnarla

Conclusión

Este artículo describe la modificación conte-
nida en el Proyecto de Ley, en el sentido de 
modificar el alcance de la Prohibición y las 
Limitaciones. para comprender el impacto que 
esto puede tener, describe la forma en la cual 
se ha entendido el artículo 7 de la LGSE por 
parte de la FNE y la SEC, y plantea que, en 
términos generales, durante un procedimiento 
de expediente de modificación normativa tra-
mitado el año 2018, se generó cierto consenso 
entre algunas de las autoridades en cuanto a 
la conveniencia de eliminar la Prohibición y las 
Limitaciones, entendiendo que las condicio-
nes de competencia del SEN eran diversas al 
momento de introducirlas en la LGSE, versus 
aquellas reinantes en el año 2018. Finalmente, 
el artículo concluye que, en caso de prosperar 
el Proyecto de Ley, esto de todos modos po-
dría suponer desafíos en términos de diseño 
institucional, de procedimiento y de recursos 
o medios de impugnación respecto de la re-
solución o el informe del TDLC que establezca 
los umbrales en materia de integración vertical 
entre los distintos segmentos del mercado. 
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I.	 Introducción

Durante los complejos meses que siguieron 
al estallido social y a la pandemia en Chile, se 
implementaron dos sistemas de estabilización 
de precios que permitieron evitar fuertes alzas 
en los precios de la electricidad para clientes 
regulados. Ambos mecanismos, de fácil com-
prensión pero de sofisticada implementación, 
cuentan con una serie de características comu-
nes que son interesantes de analizar, por los 
desafíos regulatorios y financieros que impli-
caron, y también como una posible solución a 
analizar para otros países o para Chile en otros 
momentos, en que se requiera estabilizar los 
precios de la energía, sin la necesidad de re-
currir a subsidios públicos.

Dos factores económicos son centrales 
en la necesidad y en la viabilidad de estos dos 
mecanismos: por una parte, los contratos de 
suministro entre las empresas de generación 
(“Generadoras”) y las empresas de distribu-
ción de energía eléctrica (“Distribuidoras”) 
están indexadas en dólares, y se produjo du-
rante esos complejos meses una muy fuerte 
alza del tipo de cambio; y por otro lado, la sig-
nificativa incorporación de las energías reno-
vables, que permitieron contar con relevantes 
bajas futuras en los contratos de suministro. 
Por ello, la lógica de ambos mecanismos de 
estabilización es la de evitar alzas presentes, 
con cargo a las futuras bajas.

Algunas de las características de ambos 
mecanismos han sido las siguientes: (i) fuerte 
respaldo político en la implementación de los 
mecanismos, tanto por parte del Ejecutivo, 
durante los gobiernos de los Presidentes Pi-
ñera y Boric, como por parte del Congreso; (ii) 
arduo trabajo técnico por parte de directivos 
de organismos como la Comisión Nacional de 
Energía, la Dirección de Presupuestos y del 
área privada del Banco Interamericano de De-
sarrollo, BID Invest.

Estas dos operaciones fueron muy com-
plejas por la magnitud de recursos y de acto-
res involucrados. Los temas principales fueron 
de diversos aspectos:

1.	 Como definir los montos no pagados, 
pero reconocidos en favor de las Generadoras. 
Los llamados Saldos PEC, en el primer siste-
ma, y Documentos de Pago (“DDP”), en el 
segundo sistema.

2.	 Como definir la tasa de interés en el 
segundo sistema.

3.	 Como enfrentar los riesgos cambiarios.

4.	 Como establecer un sistema de ga-
rantías, en el segundo sistema, de manera tal 
que se pudiera implementar el mecanismo de 
toma de razón y refrendación, por parte de la 
Contraloría, sin afectar los tiempos de emisión 
de los DDP.

5.	 Como implementar un fondo de esta-
bilización de precios que manejara recursos 
de fuentes privadas (los clientes de la ener-
gía eléctrica, regulados y libres) y destinados 
a privados (las Generadoras), pero recursos 
que serán administrados y garantizados por 
el Estado.

6.	 Como implementar un sistema que 
fuera financiable. Básicamente, un sistema en 
que las cuentas por cobrar fueran cedibles 
a terceros, de manera tal que esos terceros 
pudieran adquirirlas, permitiéndole a las Ge-
neradoras monetizar estas cuentas y mante-
ner la caja necesaria para hacer frente a sus 
obligaciones financieras. En esto cumplió un 
rol muy importante la rama privada del Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID Invest).

II.	 Descripción de los Mecanismos de 
Estabilización

Descripción de los mecanismos de estabiliza-
ción de precios.

correspondía. La implementación de estos mecanismos, llamados, de estabilización de precios, son des-
critos y analizados en este artículo, que también arroja algunas conclusiones y recomendaciones para una 
futura transición que permita que los clientes regulados paguen los precios íntegros que corresponde pagar, 
fruto de las licitaciones de suministro.

Palabras clave:  estabilización de precios, clientes regulados, energía, PEC, fondo de estabilización de tari-
fas, licitaciones de suministro. 

ABSTRACT: Energy prices for regulated customers were frozen or “stabilized” during the complex months 
that followed the social outbreak and then the pandemic. However, the generation companies were granted 
certain credit titles, so that they could recover the revenues that, according to the supply contracts with 
the distribution companies, they were entitled to. The implementation of these so-called price stabilization 
mechanisms are described and analyzed in this paper, which also provides some conclusions and 
recommendations for a future transition that will allow regulated customers to pay the full prices they are 
entitled to pay as a result of the supply tenders.
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A.	 PEC 1

Fruto del estallido social de octubre de 2019 
y con el objeto de evitar una nueva alza del 
valor de los servicios públicos, se aprueba en 
el Congreso la Ley Nº 21.185, conocida como 
“Ley PEC” y posteriormente, como “PEC 1”. 
El concepto de fondo era evitar un alza de 
los precios cobrados a clientes regulados con 
cargo a las futuras bajas de precios obtenidos 
en las licitaciones de suministro, gracias funda-
mentalmente de la incorporación de proyectos 
de energía renovable, en un ambiente de ma-
yor competencia. 

En medio de un convulsionado ambiente, 
se publica esta ley cuya tramitación demoró 
prácticamente una semana. Se ingresó al Se-
nado el 28 de octubre de 2019, a pocos días 
del estallido, y se publicó como ley de la Re-
pública el día 2 de noviembre del mismo año2. 
Se buscaba evitar nuevas alzas, pues debido al 
crecimiento del tipo de cambio, se esperaban 
precios crecientes de la energía para los años 
2019 y 2020, mientras que a mediano y largo 
plazo estos valores disminuirían gracias a la 
incorporación de contratos más convenientes 
para los clientes regulados:

2  El Mensaje presidencial señala: “A través de este meca-
nismo de estabilización, y considerando la coyuntura deri-
vada del alza en los precios de nudo promedio que se ha 
verificado en el último tiempo, se pretende estabilizar este 
precio a los valores vigentes al primer semestre de 2019, 
lo que implica frenar derechamente el alza equivalente a 
un 9,2% verificada con motivo de la fijación de precios que 
entró en vigencia el pasado 10 de octubre”. Mensaje Ley 
21.185, Primer Trámite Constitucional: Senado. Fecha 28 
de octubre, 2019. Mensaje en Sesión 63. Legislatura 367.

Fuente: BID Invest, “Electricity Tariff Stabilization Fi-
nancing Facility”, presentación para los inversionistas, 

febrero de 2020.

Con fecha 2 de noviembre de 2019 fue 
publicada la Ley Nº 21.185 que “crea un 
mecanismo transitorio de estabilización de 
precios de la energía eléctrica para clientes 
sujetos a regulación de tarifas” (el “PEC”), 
la que se reguló con fecha 5 de marzo de 
2020 mediante Resolución Exenta Nº 72 de 
la Comisión Nacional de Energía (en adelante 
“CNE”), y sus aclaraciones Resoluciones Exen-
tas Nº 114 y Nº 340, ambas de 2020, también 
de la CNE.

Esta alza temporal de tarifas sería evitada 
mediante un congelamiento, que daría paso 
a una deuda, que sería pagada entre los años 
2024 y 2027, de acuerdo al gráfico siguiente, 
que fue expuesto en la discusión legislativa:

Fuente: Biblioteca del Congreso Nacional, Asesoría 
Técnica Parlamentaria. “Mecanismo transitorio de 

estabilización de precios de la energía eléctrica, Ley 
21.185”. Octubre de 2020. Página 3.

Producto de este mecanismo de estabi-
lización de precios, las Generadoras recibirán 
un precio menor por parte de las Distribuido-
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ras, que aquel que de otra forma les habría 
correspondido según los “contratos de sumi-
nistro de energía”3. Para suplir la diferencia 
entre el precio del contrato y el precio esta-
bilizado, se establece la emisión de un reco-
nocimiento de una especie de “cuenta por 
cobrar”, creando un título de crédito llamado 
“Saldo PEC”. El procedimiento establecido en 
la normativa es el siguiente:

1.	 Creación del Saldo:

La CNE emite un informe técnico4 en que se-
ñala las diferencias generadas por el mecanis-
mo, indicando pormenorizadamente el monto 
del Saldo generado, al Generador acreedor 
de dichos Saldos y la Distribuidora deudora 
correspondiente, calculados conforme a lo 
dispuesto en el artículo 13° de la Resolución 
Exenta Nº 72. 

2.	 Contabilización de activo por monto del 
Saldo:

La Generadora que se indique como acree-
dora de un Saldo, de acuerdo con el informe 
técnico, reconocerá tal Saldo como un activo.

3.	 Adquisición del Saldo por el Cesionario:

La Generadora podrá ceder el Saldo pues se 
trata de un título de crédito, autónomo y cuya 
fuente es el reconocimiento de este crédito 
en el Decreto Precio de Nudo. El cesionario 
podrá “monetizar” o hacer líquido este título 
de crédito con un descuento respecto de su 
valor nominal, como si fuera un factoring. La 
venta del Saldo tiene por objeto transferir el 
dominio de los derechos emanados de la Ley 
21.185. Se trata de un título de crédito distinto 
e independiente de los contratos subyacentes 
(los contratos de suministro de energía a las 
Distribuidoras o “PPAs”), cuya causalidad se 
encuentra en un acto de autoridad, el Decreto 
de Precio de Nudo.

3  Contrato de suministro de energía: para el servicio pú-
blico de distribución a que se refiere el inciso primero del 
artículo 7° del Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018 de 
2007 “Ley Eléctrica”, suscrito entre las Distribuidoras y sus 
Suministradores.
4  La CNE calculará, para cada “contrato de suministro de 
energía”, las diferencias de facturación que se produzcan 
entre el precio establecido en el Decreto de precios de 
nudo promedio (PNP) y el precio que se hubiera aplicado 
de conformidad a las condiciones de dicho contrato. Cada 
Decreto PNP semestral identificará los “Saldos” origina-
dos por la aplicación del Mecanismo”, identificando al 
Suministrador acreedor de dichos Saldos y la Distribuidora 
deudora correspondientes.

4.	 Emisión del cuadro de pagos:

La CNE deberá, en los próximos años, generar 
excedentes que permitan pagar estas obliga-
ciones, aplicando un factor de ajuste a las tari-
fas si la reducción en el valor de los contratos 
de suministro no es suficiente para generar 
ese excedente que permita pagar a los tene-
dores de los Saldos PEC. 

Una vez que se produzca este superá-
vit, informará tal cosa en el correspondiente 
Decreto PNP. Entonces, el Coordinador en 
consideración a lo establecido en el informe 
técnico, en un plazo de 5 días hábiles desde 
la publicación del decreto PNP respectivo, 
determinará el monto a pagar por concepto 
de Saldos a favor de cada Generadora. Dicha 
determinación, contenida en un “Cuadro de 
Pago de Saldos” deberá ser comunicado por 
el Coordinador. Con eso, la obligación de cré-
dito de dinero se vuelve líquida. 

Los pagos de Saldos señalados se rea-
lizarán a las Generadoras, o a quien éstas lo 
hayan cedido, en este caso al Cesionario.

Esta operación, que bien parece un fac-
toring, representó sin embargo numerosas 
discusiones y desafíos, que fueron resueltas, 
en plena pandemia, en un largo proceso de 
emisión de los títulos de crédito, llamados 
“Saldos PEC”. Estos temas fueron de carácter 
regulatorio: (como definir los montos a pagar), 
tributario, cambiario, y de mercado de capita-
les. Los veremos sucintamente más adelante, 
pues volverán a ser tratados con ocasión de la 
implementación del mecanismo MPC o PEC 2.

Los Saldos PEC fueron comprados semes-
tralmente por el BID Invest, institución multila-
teral que financió una parte y levantó recursos 
de inversionistas internacionales por el monto 
total de USD 1.350 MM, de acuerdo al tope 
establecido en la Ley Nº 21.185 (“Ley PEC”). 
Dado que los títulos de crédito o Saldos PEC 
constaban en los Decretos PNP, la cesión de 
los mismos se realizó mediante la entrega ma-
terial de una copia impresa del Decreto PNP. 
Como se trata de una cesión de créditos, tam-
bién fue necesario notificar por escrito a cada 
Distribuidora cada cesión, mediante un minis-
tro de fe, notario o receptor judicial. La acep-
tación por parte del deudor no es necesaria 
para la consumación y perfección de la cesión.

El BID Invest y otros inversionistas lidera-
dos por el BID y Goldman Sachs, compraron 
los Saldos PEC mirando la valoración crediticia 
de las principales empresas de distribución de 
Chile. Los principales argumentos en los que 
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se basó la confianza de los inversionistas para 
financiar la compra de los Saldos PEC, fueron 
los siguientes: 

a.	 Si bien en Chile (a diferencia de mu-
chos otros países) la distribución eléctrica se 
encuentra en manos de empresas privadas, y 
por tanto empresas que pueden quebrar, nun-
ca una empresa de distribución ha quebrado5. 

b.	 Alto grado de inversión de las 4 prin-
cipales empresas de distribución eléctrica en 
Chile. Dado que cerca del más del 90% de la 
distribución se concentra en estas empresas, 
el carácter precario del resto, especialmente 
de las cooperativas eléctricas, no fue obstácu-
los para los inversionistas, y

c.	 La regulación específica que contem-
pla la LGSE (artículo 146 Ter), incorporado 
por el caso Campanario, que establece un 
conjunto de normas especiales para aquellos 
casos de empresas que puedan “comprome-
ter” o poner en peligro los objetivos a los que 
se refiere el artículo 72° - 1, vale decir: (i) la 
seguridad del servicio en el sistema eléctrico, 
(ii) la operación más económica en el conjunto 
de las instalaciones del sistema eléctrico, y (iii) 
impedir el acceso abierto a todos los sistemas 
de transmisión. 

Esta operación permitió enfrentar un pe-
riodo crítico de nuestra historia sin subir las 
tarifas a los clientes regulados. El costo fue 
asumido íntegramente por las Generadoras, 
las que lo han cuantificado en un costo directo 
que dichas empresas debieron soportar en 
USD 400 MM6, aproximadamente. 

B.	 MPC o “PEC 2” 

Como es sabido, luego del estallido social 
vino la pandemia, la invasión de Rusia a Ucra-
nia, los retiros de los fondos de pensiones, y 
todo eso se tradujo en una fuerte inflación, 
depreciación del dólar y un encarecimiento 
de las tarifas a pagar a las Generadoras. El 
tope de los USD 1.350 MM se agotó antes de 
tiempo.

Se hizo necesario ampliar el mecanismo. 
Afortunadamente, el Ministerio de Energía, 

5  El único caso conocido, la empresa eléctrica de Casa-
blanca (Emelca), en realidad se vio arrastrada a una situa-
ción de no pago de sus obligaciones por una productora 
de trigo, no por la actividad de distribución eléctrica. Dia-
rio Financiero, 2016. 
6  “Los costos financieros por USD 400 millones fueron pa-
gados íntegramente por las empresas de generación, sin 
posibilidad de poder traspasar estos costos a los contra-
tos”. Generadoras de Chile, Asociación Gremial. Comisión 
de Hacienda del Senado 2022, 11. 

Claudio Huepe, se propuso recoger experien-
cias para crear un nuevo mecanismo, que se 
hiciera cargo de las dificultades que había ge-
nerado el PEC 1.

Una de estas dificultades era, obvia-
mente, quien asumía el costo financiero de la 
postergación de los pagos. Las Generadoras 
señalaron que un nuevo descuento en sus in-
gresos afectaría nuevas inversiones y pondría 
en riesgo la necesaria transición energética. 
Por su parte, el BID Invest, que había finan-
ciado y contribuido a financiar la compra de 
todos los Saldos PEC1, señaló que las tasas 
de descuento eran muy altas y que se podrían 
reducir si el Estado garantizaba los títulos de 
crédito. También que el mecanismo de cesión 
de créditos del PEC 1 resultaba muy engorro-
so y anticuado. 

Entonces el Gobierno decidió presentar 
un proyecto de ley que contemplaba un nuevo 
mecanismo, para lo cual presentó la siguiente 
proyección de flujos:

Proyección de flujos PEC1 y PEC 2

Fuente: Ministerio de Energía, junio 2022, Presenta-
ción Proyecto de ley para estabilización y emergencias 

energéticas, lámina 11.

Se busca entonces seguir “aplanando la 
curva”, esta vez con el desafío de pagar los 
Saldos PEC en el plazo comprometido. Por 
ello, se creó un nuevo mecanismo, que priori-
za el pago de los Saldos PEC, y genera nuevos 
títulos de crédito, proyectando el último pago 
esta vez para diciembre de 2032.

Así es como, con fecha 2 de agosto de 
2022 fue publicada la Ley Nº 21.472 que “crea 
un fondo de estabilización de tarifas y esta-
blece un nuevo mecanismo de estabilización 
transitorio de precios de la electricidad para 
clientes sometidos a regulación de precios”, o 
Mecanismo de Protección al Cliente (en ade-
lante “Mecanismo MPC”), también conocido 
como “PEC2”.
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En el contexto de este mecanismo de 
estabilización de precios, las Generadoras 
sufrirán un descuento en el precio que las em-
presas Distribuidoras le pagarán por su ener-
gía. Dicho descuento será compensado por el 
Fondo de Estabilización Tarifaria (“FET”). 

El artículo 8 2. de la Ley establece una 
mecánica para el cobro, pago y contabilización 
del “Beneficio a Cliente Final” consistente en 
que la Generadora deberá emitir un documen-
to de cobro al Coordinador Eléctrico Nacional 
(“Coordinador”) correspondiente a la prorrata 
del “Beneficio a Cliente Final” asignado al 
suministrador respectivo. Una vez que el Coor-
dinador verifique que lo indicado en el docu-
mento de cobro es correcto, deberá informarle 
mensualmente al Ministerio de Hacienda, que 
delegó estas funciones en la Tesorería Gene-
ral de la República, que emitirá un título de 
crédito transferible a la orden, el Documento 
de Pago (“DDP”), que permitirá a su portador 
cobrar la restitución del monto adeudado re-
conocido en el referido documento en la fecha 
que en él se establezca, lo cual no podrá ser 
posterior al 31 de diciembre de 2032.

En suma, el Mecanismo MPC protege 
a los Clientes Regulados cuya energía es su-
ministrada por las Distribuidoras mediante la 
estabilización de los precios de la electricidad 
del sistema eléctrico nacional y de los Siste-
mas Eléctricos Medianos. Establece diferentes 
límites a los precios que las Distribuidoras 
pueden cobrar a los Clientes Regulados en vir-
tud de los Contratos de Suministro con fecha 
de puesta en servicio anterior al 1 de enero de 
2021, dividiendo a los Clientes Regulados en 
tres segmentos según su consumo promedio 
mensual. Cada segmento recibirá un precio 
denominado “Precio Preferencial”.

Si, como resultado del Mecanismo MPC, 
los Precios Preferenciales aplicables durante un 
Periodo Tarifario son inferiores al precio que se 
habría aplicado durante dicho Periodo Tarifario 
si la Ley MPC no estuviera en vigor, la diferen-
cia entre el Precio Preferencial y los precios 
que los Distribuidoras deberían haber pagado 
en virtud de los Contratos de Suministro cons-
tituirá un saldo impagado a favor de cada Su-
ministradora denominado Beneficio a Cliente 
Final (“BCF,”). El cálculo del BFC será realizado 
por las Distribuidoras para cada Cliente Regu-
lado y será supervisado por la Superintenden-
cia de Electricidad y Combustibles (“SEC”).

La CNE registrará el BCF aplicado por 
cada Distribuidora durante cada Periodo Tari-
fario. El valor agregado del BCF determinará, 

para cada Periodo Tarifario, el saldo impagado 
en todo el sistema (el “BCF Acumulado”) re-
sultante de la aplicación del Mecanismo MPC 
para dicho Periodo Tarifario. El BCF Acumu-
lado más los intereses devengados, menos 
los pagos de principal e intereses realizados 
en virtud de los DDP, se define como el Saldo 
Final Restante (“SFR”), que se establecerá ex-
presamente en cada Decreto Tarifario y se ex-
presará y será pagadero en dólares de Estados 
Unidos (“USD”). 

De acuerdo con la Legislación de los 
MPC, el importe del SFR no podrá superar en 
ningún momento los 1.800 millones de USD, 
que incluyen los intereses devengados. El SFR 
es un valor acumulativo, lo que significa que 
el límite máximo señalado no funciona como 
un umbral estático. Por lo tanto, cada pago de 
principal e intereses de cualquier DDP redu-
cirá el SFR en la cantidad que se pague, por 
lo que podrán emitirse DDP adicionales cada 
cierto tiempo, incluso después de que se haya 
alcanzado inicialmente el límite señalado, en la 
medida en que esas emisiones posteriores no 
hagan que el SFR supere el límite legal.

El Mecanismo MPC estará en vigor hasta 
que se reembolsen íntegramente todos los 
DDP, lo que deberá ocurrir el 31 de diciembre 
de 2032 o antes.

La Ley básicamente tiene dos componentes:

a.	 Un Fondo de Estabilización y Emer-
gencia Energética (que se esperaba que fuera 
permanente, pero finalmente no lo es)

b.	 Un Mecanismo Transitorio de Protec-
ción al Cliente 

Como hemos señalado, el Mecanismo 
MPC busca complementar en el tiempo al 
denominado mecanismo transitorio de esta-
bilización de precios de la energía eléctrica 
para clientes sujetos a regulación de tarifas 
(el “PEC”), que permitió congelar las tarifas 
eléctricas para clientes regulados, creado por 
la Ley Nº 21.185.

El proceso de emisión de los DDP es el 
siguiente:
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De acuerdo al Reglamento del FET (ar
tículo 3°), el Fondo será financiado a través de 
las siguientes fuentes:

a.	 Un pago adicional máximo, compren-
dido dentro del cargo por servicio público 
imputable a los consumidores finales, el que 
será fijado anualmente, y será diferenciado por 
tramos de consumo. Para el 2023, este valor 
es entre $0 y 2.8 $/kWh

b.	 Los “cargos MPC”, aplicados a los 
Clientes Regulados, para extinguir el SFR den-
tro del plazo señalado, según lo establecido 
en el artículo 9 de la ley Nº 21.472.

c.	 La rentabilidad e intereses que se ob-
tengan de la inversión de los recursos financie-
ros del Fondo.

d.	 Los aportes anuales que realice el Mi-
nisterio de Hacienda (USD 15 MM el primer 
año y hasta USD 20 MM). 

C.	 Desafíos que debieron ser resueltos para 
implementar los mecanismos en forma 
exitosa

Tal como ocurrió en el PEC, el Mecanismo 
MPC generó numerosos asuntos por resolver, 
debido a la complejidad del mecanismo tari-
fario y a los montos involucrados. Algunos de 
ellos fueron los siguientes:

1.	 Cesión del título de crédito

Ya hemos visto que para ceder los Saldos PEC 
fue necesario realizar una cesión de créditos, 
para cada Saldo, entregar materialmente una 
copia del Decreto PNP donde dicho crédito 
consta (esfuerzo no menor) y notificar a la Dis-
tribuidora respectiva mediante un ministro de 
fe, notario o receptor judicial. Todo esto apare-
ce como un esfuerzo no despreciable de recur-
sos, con sus respectivas incertidumbres atadas.

Para el MPC se resolvió un sistema bas-
tante más expedito: una emisión desmateriali-

zada. Adicionalmente, al utilizar una empresa 
de depósito de valores, el titular del título de 
crédito cuenta con la ventaja de que, en caso 
de no pago, podrá contar con un título ejecu-
tivo, lo que hace que su título sea más seguro7.

El hecho de que un valor sea desmate-
rializado significa que el emisor no emitirá 
valores físicos, sino que registrará el valor en 
su sistema de anotaciones en cuenta. La forma 
desmaterializada no altera la validez o exigibi-
lidad del título de crédito8.

La emisión de DDP se realiza de la si-
guiente manera, el emisor de los DDP, Teso-
rería General, actuando en virtud de la dele-
gación del Ministerio de Hacienda chileno, y 
a nombre del FET, emitirá los DDP e instruirá 
a la empresa de depósito de valores para que 
emita y deposite dichos DDP en la cuenta de 
Tesorería. 

Una vez depositados los DDP, Tesorería, 
actuando en nombre del FET, podrá (a) man-
tener en custodia dichos DDP en su propia 
cuenta, hasta el vencimiento de dichos docu-
mentos, y en ese caso proceder a su abono 
en la cuenta que las Generadoras informen al 
Coordinador, en cada Fecha de Pago de los 
DDP, o (b) transferir electrónicamente los DDP 
a las respectivas cuentas de las Generadoras 
en dicha empresa de depósito, donde serán 
abonados. Este proceso se llevará a cabo me-
diante anotaciones electrónicas en las cuentas 
correspondientes. 

De acuerdo a la Ley MPC, cada DDP es 
un título de crédito transferible a la orden. La 
comunicación a la empresa de depósito de va-
lores es suficiente para cualquier transferencia 
y no se requieren aprobaciones o formalida-
des adicionales.

2.	 Definición de los intereses

Como hemos señalado, los Saldos PEC no re-
cibían intereses (salvo durante los años 2026 
y 2027), lo que habría generado un alto costo 
para las Generadoras. La Ley MPC, en cambio, 
estableció que los DDP sí devengarían intere-
ses desde un principio.

La Resolución MPC indica que la Dipres, 
está facultada para determinar la Tasa de Inte-
rés de los DDP de acuerdo con las condiciones 
imperantes en el mercado en el momento de 

7  Ley Nº 18.876 . Artículo 14 bis: “Los certificados que la 
empresa emita en virtud de los dispuestos en los artículos 
13 y 14, tendrán mérito ejecutivo en contra de los emiso-
res y demás personas obligadas a su pago”. 
8  Ley Nº 18.876, de 1989. Artículo 11. 
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la emisión de dichos títulos de crédito. La Tasa 
de Interés podrá fijarse en USD y se basará en 
la Tasa de Política Monetaria publicada por el 
Banco Central de Chile, más 25 puntos bási-
cos que el Ministerio de Hacienda ajustará de 
acuerdo con las condiciones imperantes en 
el mercado.

A estos efectos, el BID Invest, la Tesore-
ría, la Dipres y el Ministerio de Hacienda han 
suscrito el 27 de julio de 2023 un Acuerdo 
para la emisión, pago y determinación de la 
tasa de interés aplicable a los DDP, que esta-
blece el procedimiento para determinar esta 
tasa en función de las condiciones de merca-
do vigentes en el momento de su emisión. El 
procedimiento consiste en que antes de fijar 
la tasa, Dipres comunica al BID los montos 
y condiciones de pago de los DDP que va a 
emitir. Con dicha información, el BID y Gold-
man Sachs levantan fondos de manera abierta 
y competitiva en el exterior para que, a través 
de un vehículo de inversión, una facilidad de 
financiamiento, compren estos DDP9. Se tra-
ta de un proceso similar a la emisión de un 
bono, el que permite determinar la tasa. Esta 
información se le entrega a la Dipres para que 
la considere al momento de definir la tasa de 
interés aplicable. 

De esta manera, se realiza la colocación 
de fondos suficientes que permitan comprar 
los DDP a las Generadoras, mediante un 
sistema de mercado, abierto y competitivo, 
levantando recursos suficientes para poder 
monetizar los DDP de las Generadoras que así 
lo solicitasen. 

3.	 Garantía

A fin de reducir los costos financieros, que 
finalmente serán pagados por los clientes 
regulados, el Estado otorgará una garantía 
soberana al Saldo Final Restante, vale decir, a 
la totalidad de Documento de Pago emitidos, 
más sus intereses. De acuerdo a la Resolución 
Exenta CNE Nº 334 (artículo 27), en caso de 
que los recursos disponibles en el Fondo de 
Estabilización de Tarifas no resulten suficientes 
para pagar algún Documento de Pago, “la 
garantía del Fisco se hará efectiva mediante 
el pago por parte de la Tesorería, con cargo al 
Tesoro Público, del saldo del Documento de 
Pago que permanezca impago en dicha fecha, 
denominado “Monto Remanente”. La Tesore-
ría deberá realizar dicho pago a más tardar en 
la fecha en la que se cumplen 10 días hábiles 
desde la señalada Fecha de Pago. 

9  Diario El Mercurio, 2023. 

La garantía requiere que cada semestre, 
mediante decreto dictado bajo la fórmula “por 
orden del Presidente de la República, se au-
torice a la Tesorería General a emitir una cau-
ción. El Decreto de Garantía debe ser tomado 
de razón por la Contraloría, mientras que cada 
resolución de caución que emita el Tesorero, 
deberá ser refrendada por el propio Contralor. 

Esta garantía constituye, por tanto, un 
pasivo contingente del Fisco, una obligación 
sujeta a una condición: que el Fondo de Esta-
bilización no cuente con los recursos necesa-
rios. En esa condición de pasivo contingente 
se asimila a otros como (i) las garantías de 
ingresos mínimos de las concesiones de obras 
públicas, (ii) la garantía por deudas de empre-
sas estatales, (iii) las garantías por créditos de 
educación superior, (iv) las provisiones por jui-
cios contra el Fisco, (v) las garantías estatales 
de depósitos, y (vi) las garantías del Fondo de 
Garantía para Pequeños Empresarios (el “Fo-
gape”). La Dirección de Presupuestos debe 
informar periódicamente al Congreso sobre 
estas garantías. 

4.	 Tema tributario

Desde una perspectiva fiscal, la principal dife-
rencia entre el PEC y el MPC, es que en este 
último sistema se introduce un nuevo título 
de crédito.

Mientras que el PEC 1 simplemente es-
tableció un sistema de pago en el que se per-
mitía a las Generadoras posponer sus cobros 
a las Distribuidoras durante varios años, el 
MPC o PEC 2 estableció que las Generadoras 
no cobrarían nada a las Distribuidoras, sino al 
FET. Las Generadoras tendrían que hacer un 
“descuento” a las Distribuidoras, y cualquier 
diferencia creada por dicho descuento sería 
asumida por el FET.

Así, según el PEC 1, las facturas debían 
emitirse cuando las empresas de generación 
cobraran a las empresas de distribución. Estas 
facturas debían estar sujetas al IVA como lo 
están normalmente.

Con el PEC2 no hay cargos por energía, 
sino únicamente un sistema especial de com-
pensación por parte del Estado a favor de 
las empresas de generación. Este sistema de 
compensación se aparta de la naturaleza de la 
energía producida, por lo que no está sujeto 
al IVA.

A través de la Resolución 707 del 1 de 
marzo de 2023, el Servicio de Impuestos In-
ternos ha interpretado que la compra, venta o 
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cobro de los DDP no está afecto a IVA, y que 
no se requiere documentación tributaria (fac-
tura u otra) cuando dichas transacciones son 
realizadas por IDB Invest, o por cualquier otra 
entidad, sea chilena o extranjera.

D.	 Diferencias entre el PEC y el MPC

De modo de resumen, algunas de las princi-
pales diferencias entre los dos mecanismos se 
resumen en el cuadro siguiente:

PEC 1 PEC2 o MPC

Límite (USD) 1.350 MM 1.800 MM

Deudor Distribuidoras Fondo de 
Estabilización

Título de 
Crédito

Saldo PEC (en 
Decreto PNP)

Documento de Pago

Emisor Ministerio de 
Energía

Tesorería General 
de la República

Garantía No Fisco

Vencimientos Hasta 
31/12/2027

Hasta 31/12/2027

Liquidez Cuadro 
de pago 

de Saldos 
emitido por 
Coordinador

Fecha de pago de 
DDP y Fecha de 

pago de Intereses

Aportes Clientes 
Regulados 

vía factor de 
ajuste

a.	 Clientes 
Regulados 
(Cargo MPC)

b.	 Regulados y 
Libres (Cargo 
adicional)

c.	 Estado (máx. 
USD 20 MM/año

Cesión Transferencia 
título de 
crédito

Cesión título 
desmaterializado, 
depositado en DCV

E.	 Lecciones aprendidas

E.1.	 Comentarios generales

1.	 Los mecanismos de estabilización 
constituyen una forma en que el Estado de 
Chile ha tomado medidas para evitar los shoc-
ks en los precios de la energía, que represen-
tan o pueden representar una fuerte presión 
hacia el sistema político, como vimos con el 
alza de otros servicios públicos que dieron 
origen al estallido social, o que permiten en-
frentar de mejor manera escenarios complejos 
como los provocados por la pandemia. Esto 
cobra relevancia a futuro, pues resulta de alta 

complejidad para los hogares enfrentar alzas 
significativas de precios en la energía, situa-
ciones que pueden ser cada vez más comunes, 
por ejemplo, si pensamos en un contexto de 
crisis climática, donde fenómenos como la 
sequía y otros eventos naturales golpean fuer-
temente en los precios de la energía. Más aún, 
por las mismas necesidades de enfrentar la cri-
sis climática, el Estado de Chile se ha compro-
metido a cerrar progresivamente las centrales 
termoeléctricas a carbón en un plazo definido, 
lo que impone aún más exigencias al sistema 
eléctrico nacional desde el punto de vista de 
proveer un suministro confiable y seguro de 
energía eléctrica a los diversos consumidores.

2.	 Es positivo que los mecanismos de es-
tabilización propuestos, tanto transitorio como 
permanentes, prácticamente no contemplen 
subsidios10. Existe una vasta experiencia com-
parada que demuestra que los subsidios al 
consumo de energía afectan fuertemente la si-
tuación fiscal de los países que los contemplan, 
y constituyen una mala señal en términos del 
combate al cambio climático. Sin perjuicio de 
lo anterior, el Estado ha querido contribuir con 
una garantía para el pago del Saldo Final Res-
tante, pero cabe señalar que dicha garantía es 
sólo de carácter contingente (sujeta a la condi-
ción que no haya fondos disponibles en el FET), 
y tiene por objeto reducir los costos financieros 
del mecanismo transitorio propuesto.

3.	 Es fundamental para el éxito del 
MPC y para que los costos financieros sean 
los menores posibles, que el documento de 
pago que emita el Coordinador Eléctrico sea 
claramente un título de crédito, indubitado, y 
que garantice que el portador de dicho docu-
mento podrá recibir el pago adeudado. Este 
elemento es relevante pues, en la experiencia 
del PEC, algunas Distribuidoras han venido a 
solicitar los contratos de suministro (“PPAs”) 
que motivan el despacho de energía de las 
Generadoras a las Distribuidoras, pero esos 
PPAs no son, bajo el esquema del PEC, ni tam-
poco bajo el esquema del MPC, la causa de 
la obligación de pago, sino que es solamente 
el título emitido por el Ministerio de Hacienda 
(delegado en definitiva al Tesorero). En conse-
cuencia, este título debe contar con todas las 
características de un título de crédito. 

10  Nos referimos a que (salvo un aporte máximo de USD 
20 millones por año del Estado) no existe, prácticamente, 
subsidios directos del Estado hacia los consumidores. 
Pero sí hay un subsidio cruzado, pues las tarifas de los 
segmentos de menor consumo se congelan más que las 
de mayor consumo. Además, el cargo adicional, que cons-
tituye una de las tres fuentes de ingreso del PEC, afecta 
tanto a clientes regulados como a los clientes libres. 
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4.	 Una virtud de ambos mecanismos, 
PEC1 y PEC2, es que han sido incorporados 
en el proceso de definición de tarifas de los 
clientes regulados. Los cargos son incluidos en 
el Decreto PNP respectivo para cada semestre. 
No es un sistema paralelo. Eso significa que se 
encuentran en medio del proceso regulatorio, 
en la lógica vigente. No son bonos que se re-
galan, como cajas de mercadería, ni normas 
que pueden ser vulneradas, postergadas u ol-
vidadas por los ministerios y servicios a cargo.

5.	 Agrega mucho valor la garantía del 
Estado, pues sin distorsionar los precios y 
operando sólo como un pasivo contingente, 
consigue reducir el costo del endeudamiento, 
sin afectar los niveles de deuda pública. Obvio 
que esto sólo debe ser entendido de manera 
excepcional y en la medida que el FET logre 
responder con sus obligaciones de pago.

6.	 Los mecanismos de estabilización, en 
suma, pueden ser considerados como formas 
efectivas de enfrentar periodos excepcionales, 
pero sólo funcionan de manera excepcional. 
No debieran perpetuarse en el tiempo, pues a 
la larga, a los costos de la energía se le agre-
gan los costos financieros y la incertidumbre 
del proceso regulatorio. Lo fundamental, para 
no perderlo de vista, es que los costos de la 
energía vayan a la baja, lo que ha ocurrido en 
nuestro país únicamente cuando se incorpo-
raron con fuerza las energías renovables y se 
agregaron mayores niveles de competencia en 
las licitaciones de suministro eléctrico de las 
Distribuidoras.

Índice de abreviaturas

Las abreviaturas que se utilizan en este artículo 
son las siguientes:

Bid Invest: División de soluciones del 
sector privado del Banco Interamericano de 
Desarrollo.

CNE: Comisión Nacional de Energía

DDP: Documentos de Pago del Meca-
nismo MPC, títulos de crédito emitidos por el 
Estado, actuando a nombre del Fondo MPC 
y garantizados por el Fisco, para pagar a las 
Generadoras, o a sus cesionarios, como conse-
cuencia del mecanismo de estabilización MPC. 

Mecanismo MPC: sistema de estabiliza-
ción de precios, creado por la Ley Nº 21.472 
que “crea un fondo de estabilización de tarifas 

y establece un nuevo mecanismo de estabili-
zación transitorio de precios de la electricidad 
para clientes sometidos a regulación de pre-
cios”, definido legalmente como Mecanismo 
de Protección al Cliente, también conocido 
como “PEC2”.

PEC o PEC1:	 sistema de estabiliza-
ción de precios creado por la Ley Nº 21.185 
que “crea un mecanismo transitorio de estabi-
lización de precios de la energía eléctrica para 
clientes sujetos a regulación de tarifas.

PPAs: contratos de suministro de energía 
eléctrica entre empresas de generación o Su-
ministradoras y las Concesionarias de Distri-
bución eléctricas, celebrados luego de un pro-
ceso de licitación pública, de acuerdo a la ley. 
Saldos PEC: títulos de crédito reconocidos en 
los Decretos Precio de Nudo para pagar a las 
Generadoras, o a sus cesionarios, como conse-
cuencia del mecanismo de estabilización PEC. 
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La autonomía e independencia del 
Coordinador Eléctrico Nacional

Autonomy and independence of the Electric Coordinator in Chile

Diego Perales Roehrs1

RESUMEN: La creación del Coordinador Eléctrico Nacional es el resultado de un proceso regulatorio gradual 
y coherente que ha tomado varios años en implementarse. La situación actual da cuenta de un órgano que 
goza de una evidente independencia frente a las empresas coordinadas. Si algún grado de preocupación 
admite la independencia del Coordinador es respecto de la autoridad política y no de las empresas. Los 
desafíos del Coordinador se relacionan con equilibrar la operación segura del sistema eléctrico con la ope-
ración económica. Una mejora deseable en su regulación es el desarrollo de una más completa normativa 
técnica que disminuirá la discrecionalidad del Coordinador al momento de fijar los criterios de seguridad. 

Palabras clave:  Coordinador Eléctrico Nacional; independencia de la operación del sistema eléctrico; segu-
ridad en la operación del sistema eléctrico; evolución de la regulación eléctrica en Chile.

ABSTRACT: The creation of the National Electric Coordinator is the result of a gradual and coherent 
regulatory process that has taken several years to implement. The current situation shows an entity 
that enjoys a clear independence from the companies it coordinates. If there is any concern about 
the Coordinator’s independence, it is related to the political authority rather than the companies. The 
Coordinator’s challenges involve balancing the operational security of the electricity system with its 
economic efficiency. A desirable improvement in its regulation would be the development of a more 
comprehensive technical standards that reduce the Coordinator’s discretion when setting security criteria.

KEYWORDS:  Independent System Operator, Electric Coordinator in Chile, security in the operation of the 
electricity system, evolution of electricity regulation in Chile.

diego.perales@garrigues.com

Introducción

En todo sistema eléctrico se distinguen tres 
segmentos: la generación, la distribución y la 
transmisión. La distribución más los clientes 
libres, conectados directamente a la red de 
transmisión, representan al consumo. La trans-
misión permite conectar al consumo con la 
generación. Para coordinar que los consumos 
sean abastecidos existe el operador eléctrico 
del sistema. Aquel, mediante la emisión de 
instrucciones obligatorias y con la ayuda de 
automatismos desplegados en la red, hace 
coincidir la oferta y la demanda eléctrica. Un 
sistema eléctrico debe operar necesariamen-
te calzando en todo momento la oferta con 
la demanda.

Este operador recibe diferentes nombres 
en cada país. Por ejemplo, en el mercado nor-
te americano corresponde al “Independent 
System Operator” o “ISO”. En el mercado 
español dicha función es desarrollada por la 

sociedad Red Eléctrica S.A., la que bajo la re-
gulación europea recibe la denominación de 
TSO “Transmission System Operator”.

En Chile al operador del sistema primero 
se le llamó CDEC (que corresponde a acróni-
mo del Centro de Despacho Económico y Car-
ga), y luego Coordinador del Sistema Eléctrico 
Nacional, CEN, o simplemente Coordinador.

Hay sistemas eléctricos donde la opera-
ción es relativamente sencilla, y otros, donde es 
muy compleja. Chile es uno de ellos. Tenemos 
uno de los sistemas eléctricos más extensos del 
mundo dada nuestra particular geografía. Ade-
más, nuestra generación está concentrada en 
los extremos opuestos del sistema eléctrico, lo 
que aumenta su complejidad.

Una función diferente a la operación del 
sistema eléctrico es la operación del mercado. 
En esta última se registran las transacciones 
que se producen entre los agentes, en el de-
nominado mercado de corto plazo2. En Chile, 
la operación del sistema eléctrico y la opera-

2  Decreto Nº 125, de 2019. El capítulo 2 de ese cuerpo 
legal regula el mercado de corto plazo. 

1  Abogado Pontificia Universidad Católica de Chile, ex 
jefe jurídico de la Comisión Nacional de Energía, Correo 
electrónico: diego.perales@garrigues.com Dirección postal: 
Isidora Goyenechea 3477, Las Condes, Santiago de Chile.

https://doi.org/10.7764/redae.39.25
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ción del mercado de corto plazo han estado 
siempre a cargo de un mismo organismo. 

En los párrafos siguientes describiremos las 
funciones del Coordinador Eléctrico Nacional, y 
de cómo llegamos a la regulación vigente, con 
especial énfasis en lo que se refiere a la inde-
pendencia de dicho organismo, y los temas más 
debatidos asociados al Coordinador, tales como 
la operación segura y la facultad de dictar nor-
mas que afectan la operación del mercado.

I.	 Sobre la coordinación del sistema y 
el rol privado en el sector eléctrico 
chileno

Como es de esperarse la coordinación del sis-
tema eléctrico es parte de la regulación eléc-
trica desde su inicio, esto es, el DFL Nº 1 de 
1982. Es decreto con fuerza de ley se considera 
el estatuto fundacional de nuestra regulación. 

Fue en la regulación del año 1981 donde 
se establecieron los principios que con cam-
bios menores rigen hasta la actualidad. 

Uno de esos principios consiste en el 
carácter privado de nuestro sistema eléctrico. 
Todos los segmentos del mercado eléctrico 
chileno son de responsabilidad de empresas 
privadas. No existe participación estatal en 
la actividad eléctrica, incluso, la participa-
ción de las empresas del Estado es mínima o 
inexistente. En este sentido, la operación del 
sistema eléctrico siempre ha estado a cargo 
de organismos no adscritos a la administración 
del Estado3.

Así fue concebido desde un inicio nues-
tra regulación eléctrica que fue pionera en 
el mundo. La esencia del DFL Nº 1 de 1982 
permanece inalterada, pese a los múltiples y 
reiterados cambios legales en nuestro sistema 
eléctrico. Esta regulación además goza de 
gran consenso político sin que se recuerde 
ningún proyecto de ley que busquen estatizar 
actividades del mercado eléctrico, incluida la 
de la operación del sistema eléctrico.

La falta de participación estatal en la acti-
vidad eléctrica es compensada con una fuerte 
regulación. En Chile no existe ningún mercado 

3  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. 
Art. 212-1, inciso 3: “El Coordinador no forma parte de 
la Administración del Estado, no siéndole aplicable las 
disposiciones generales o especiales, dictadas o que se 
dicten para el sector público, salvo expresa mención. 
Su organización, composición, funciones y atribuciones 
se regirán por la presente ley y su reglamento”. Si bien 
esta norma se refiere al Coordinador actual, los antiguos 
CDEC, en los hechos sucedía lo mismo. 

más regulado que el eléctrico. Para prueba 
de lo anterior basta revisar el mapa normativo 
emitido por el Ministerio de Energía que des-
cribe cientos de cuerpos legales, reglamenta-
rio y normativos4.

II.	 Funciones del Coordinador Eléctrico 
Independiente

Partiremos con la descripción de la regulación 
actual del Coordinador Eléctrico Nacional, 
para luego explicar cómo llegamos a donde 
estamos. El actual Coordinador es el resultado 
de un proceso continuo en la regulación. Son 
varios los cambios que se han hecho a la nor-
mativa para llegar a la situación actual.

El Coordinador tiene esencialmente cinco 
funciones:

Uno, operar las instalaciones del sistema 
eléctrico nacional con el fin de preservar la 
seguridad del servicio en el sistema eléctrico y 
garantizar la operación más económica.

Esta es la función que identifica al opera-
dor del sistema eléctrico. Esta función técnica 
podría ser delegado en una empresa especia-
lizada como sucede en muchos países. Acá no 
debiera haber ningún espacio a decisiones po-
líticas, lo que corresponde es aplicar criterios 
previamente definidos para la operación del 
sistema.

Anexo a esta función de operación es 
necesario incluir la auditoría de costos que 
informan las empresas generadoras en la ope-
ración del sistema. Esos costos son relevantes 
tanto para la operación del sistema, por cuan-
to determina el orden de entrada de las cen-
trales generadoras, como para la operación 
del mercado, donde se fijan las transferencias 
en el mercado de corto plazo.

Dos, velar porque las instalaciones que 
se conecten al sistema eléctrico cumplan con 
la normativa de seguridad correspondiente5. 

4  https://energia.gob.cl/sites/default/files/mapeo_norma-
tiva_energetica_2021.pdf
5  Decreto Nº 125, de 2019. El art. 28 del Reglamento de 
la Coordinación y Operación del Sistema Eléctrico Nacio-
nal, señala que “de manera previa a la puesta en servicio 
de un proyecto y en conformidad a lo establecido en la 
norma técnica, el interesado deberá acordar con el Coor-
dinador un cronograma de puesta en servicio en el que 
se establecerán las actividades a realizar y los plazos aso-
ciados a dichas actividades. Cualquier modificación de di-
chos plazos deberá ser comunicada al Coordinador quien 
podrá aprobar o rechazar justificadamente dicha modifica-
ción. Todo incumplimiento en los plazos establecidos para 
el período de puesta en servicio deberá ser comunicado 
por el Coordinador a la Superintendencia pudiendo apli-
carse las sanciones que correspondan”.

https://energia.gob.cl/sites/default/files/mapeo_normativa_energetica_2021.pdf
https://energia.gob.cl/sites/default/files/mapeo_normativa_energetica_2021.pdf
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Esta función es fuente de reiteradas críticas 
por parte de la industria por cuanto estiman 
que el proceso no es lo expedido que debie-
ra ser. En su defensa podemos señalar que 
el Coordinador debe destinar muchos recur-
sos en la prestación de esta actividad y sería 
deseable algunos cambios para mejorar su 
ejecución, por ejemplo, que parte del proceso 
sea costeado por las propias empresas que re-
quieran esa conexión.

Tres, garantizar el acceso abierto a todos 
los sistemas de transmisión. Para el sistema 
de transmisión nacional y zonal, el acceso 
abierto se confunde con el cumplimiento de 
la normativa de seguridad, pues, existiendo la 
instalación cuyo uso se solicita interconectar, la 
única razón para negar la interconexión es la 
seguridad del sistema eléctrico6. Para los sis-
temas dedicados en cambio, el acceso abierto 
está subordinado a la existencia de capacidad 
técnica disponible7. 

Cuatro, determinar las transferencias eco-
nómicas del mercado de la generación y todas 
aquellas que constituyen el mercado de corto 
plazo de la energía. El reglamento señala que 
el Coordinador deberá determinar y coordinar 
las transferencias económicas resultantes de la 
operación entre las empresas sujetas a su coor-
dinación, debiendo elaborar los balances de 
energía, potencia y servicios complementarios.

Los balances de energía y capacidad 
son desde su origen una de las funciones del 
operador del sistema eléctrico chileno. Para 
ejercer esta función que cada día va aumen-
tando en complejidad, el Coordinador ha de-
bido implementar sistemas informáticos que le 
permiten tener un registro de las mediciones 
con nivel de facturación de los consumos e in-
yecciones en el sistema eléctrico. Además esta 
función requiere recopilar la información de 
todos los contratos de suministro entre empre-
sas distribuidoras y generadoras, y entre estos, 
y los clientes libres. Asociado a esa función la 
ley le encarga al Coordinador el monitorear 
la cadena de pagos, esto es verificar que las 
empresas paguen los balances emanados del 
mercado de corto plazo.

Otras leyes han agregado funciones adi-
cionales, donde destacan las leyes que han 
establecido mecanismos de estabilización de 
precios, las cuales han obligado al Coordina-
dor a elaborar nuevos cuadros de pagos.

6  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. Art. 79. 
7  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. Art. 80. 

Cinco. El Coordinador además cumple 
funciones en materia de libre competencia con 
la Unidad de Monitoreo de la Competencia 
(UMC). Esta unidad debiera ir aumentando en 
importancia, en especial, si transitamos de un 
sistema marginalista basado a costos audita-
dos a uno de ofertas.

III.	 Historia del Coordinador Eléctrico 
Independiente

Alguna de las funciones que hemos descrito 
en el punto anterior no siempre formaron parte 
del órgano que opera el sistema eléctrico. En 
una primera etapa, el DFL Nº 1/1982 se limita-
ba a establecer que la operación de las instala-
ciones eléctricas que operen interconectados 
debía coordinarse para preservar la seguridad 
del sistema eléctrico; su operación económica, 
y garantizar el derecho de servidumbre8.

El Decreto Supremo Nº 6 de Minería de 
1985, fue el primer reglamento de la opera-
ción y de la coordinación. Allí se definió al 
operador del sistema como los “Centros de 
Despacho Económico de Carga” o simple-
mente “CDEC”. Allí también se estableció que 
el su directorio estará formado por represen-
tantes de cada entidad coordinada, a razón 
de uno por empresa. A esa fecha, existían dos 
CDEC, cada uno encargado de la operación 
de los dos sistemas eléctricos que existían, 
uno en del norte, y otro en el centro y sur del 
país, SING y SIC.

En el reglamento de la ley eléctrica del 
año 1997 se señaló que las instrucciones de 
coordinación que emanen del  CDEC serán 
obligatorias para todas las centrales genera-
doras y líneas de transporte interconectadas. 
Esta fue la primera señal de un órgano que in-
tervenía más allá de las empresas coordinadas. 

En el año 2004, se independizó la ad-
ministración del CDEC de las empresas in-
tegrantes9. Esta medida fue un cambio muy 
relevante y marcó un evidente hito en la forma 
de relacionarse que tenía el Coordinador con 
las empresas.

También en el año 2004, la regulación se-
ñala que el CDEC respectivo deberá estable-
cer los requisitos técnicos mínimos que deberá 
cumplir toda instalación que se interconecte al 
sistema eléctrico. Esa norma obligó a que to-
das las empresas que quisieran interconectar-
se debieran contar con una autorización formal 

8  El derecho a servidumbre que se menciona es lo que co-
rrespondía al acceso abierto actual bastante más limitado.
9  Ley Nº 19.940, de 2004.
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del operador del sistema. Antes esta función 
era ejercida limitadamente por la empresa 
transmisora afectada por la interconexión. En 
esa misma ley señaló que someterá a dicta-
men del panel de expertos los conflictos que 
se susciten en el interior de un CDEC. Nueva-
mente, acá la regulación empieza a entregarle 
al Coordinador potestades que se asemejan 
mucho a la de los órganos públicos. 

En el año 2013, el Decreto Nº 115 de Mi-
nería del año 2012 estableció que era incom-
patible la función de director del CDEC con la 
condición de funcionario público y la calidad 
de director, gerente o trabajador dependiente 
de las empresas coordinadas10. Esa reforma 
avanzó nuevamente en separar la operación 
del sistema eléctrico de las empresas coor-
dinadas. El directorio estaba constituido por 
representantes remunerados de los sectores 
de la transmisión, generación o clientes regu-
lados, y no de las empresas individualmente.

El cambio anterior, fue la preparación 
para que en el año 2016, se incluyese un título 
nuevo en la ley eléctrica, esto el Título VI BIS 
“Del Coordinador Independiente del Sistema 
Eléctrico Nacional”11.

IV.	 Sobre los conceptos de autonomía e 
independencia 

No es fácil diferenciar autonomía e indepen-
dencia, y muchas veces son términos que se 
ocupan indistintamente12. La doctrina jurídica 
administrativa se centra en el estudio del con-
cepto de autonomía y sus diferentes alcances13. 
Para efectos didácticos, separaremos autonomía 
e independencia, siguiendo alguna de las ideas 
expuestas por el profesor Ramiro Mendoza14.

La expresión “independencia” con que la 
ley calificó al Coordinador del Sistema no tie-
ne una acepción única para el derecho admi-
nistrativo. Independencia se suele utilizar para 
referirse al poder judicial y a los otros organis-
mos que cumple similares funciones, como es 

10  El decreto referido modificó el Decreto Supremo 
Nº 291, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y 
Reconstrucción, que aprueba Reglamento que establece 
la estructura, funcionamiento y financiamiento de los Cen-
tros de Despacho Económico de Carga.
11  Ley Nº 20.936, de 2016.
12  Véase Zúñiga 2007, 223-244.
13  Véase al respecto, Cordero, La Administración del Esta-
do en Chile y el Concepto de Autonomía. En Contraloría 
General de la República, Contraloría General de la Repú-
blica 85 Años De Vida Institucional (1927-2012) (p. 15 y ss.)
14  Véase Mendoza 2019, en https://noticias.uai.cl/columna/
autonomia-independencia-y-estado/. 

el caso de del Ministerio Público. La expresión 
es muy recurrida para denotar imparcialidad. 

Nos parece que la ley utilizó la expresión 
“independiente” para referirse al Coordinador 
con el objeto de diferenciarlo de los antiguos 
CDEC que estaban conformados por las empre-
sas eléctricas. La ley utiliza esa expresión para 
destacar el fin de la subordinación entre las em-
presas coordinadas y el operador del sistema.

La autonomía es un atributo de la regula-
ción del Coordinador, en cambio la indepen-
dencia se refiere a la falta de influencia del 
poder político y de las empresas en las deci-
siones que adopte el Coordinador. 

La autonomía define a un órgano y viene 
entregada por su regulación. En este sentido, 
los CDEC siempre fueron autónomos, pues es-
taban separados de las empresas, en cambio, 
no fueron calificados de independientes sino 
hasta la reforma del año 2016. 

La independencia es un valor jurídico, 
esto es, algo deseado o protegido por la ley, 
pero no es un atributo que le pueda otorgar 
la ley con sólo calificarlo con ese nombre. Para 
entender lo señalado, podemos recurrir a otro 
valor jurídico como es la justicia. Estrictamen-
te, no hay personas justas, lo que puede haber 
son conductas justas. Es cierto que personas 
que normalmente ejecutan actos justos, se le 
llaman personas justas, pero esa calificación 
se adquiere por la reiteración de esa forma de 
proceder, es el resultado de múltiples actos 
justos. Alguien calificado como justo, también 
podrá eventualmente cometer una injusti-
cia. Esto mismo se aplica a la independencia 
del Coordinador.

Así, la mayor o menor independencia del 
Coordinador se debe resolver en concreto y 
no en abstracto. Son las decisiones que dicho 
órgano adopte las que se pueden calificar de 
independientes.

Como cualquier juicio de valor, la inde-
pendencia del Coordinador estará influenciado 
por las percepciones de la persona que enun-
cie el juicio. Lo que para uno será muestra de 
independencia, puede no serlo para otro. No 
hay una vara única para medir la independen-
cia, como tampoco lo hay para la justicia.

V.	 Sobre la autonomía e independencia 
del Coordinador

Desde su primera regulación en el Reglamento 
del año 1997, los CDEC se concibieron como 
un ente jurídicamente separado de las empre-

https://noticias.uai.cl/columna/autonomia-independencia-y-estado/
https://noticias.uai.cl/columna/autonomia-independencia-y-estado/
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sas, y en ese sentido, siempre han sido un ór-
gano autónomo de las empresas coordinadas.

Esa autonomía primero se estableció con 
la creación de una sociedad de responsabili-
dad limitada donde las empresas coordinadas 
eran sus socios. Luego, mediante la reforma 
del año 2009, esos CDEC correspondía a una 
persona jurídica de derecho privado, ya no en 
la forma de una sociedad, sino como un ente 
especialmente regulado. Posteriormente, con 
la modificación del año 2016, el Coordinador 
corresponde a una persona jurídica de dere-
cho público. De este modo, el operador del 
sistema eléctrico, ya sea el CDEC o el Coordi-
nador, siempre fueron personas jurídicas autó-
nomas, en el sentido que nunca se confundió 
con las empresas coordinadas.

Tampoco nunca el operador del sistema ha 
sido parte de la administración del Estado. Los 
CDEC siempre tuvieron su presupuesto propio 
y su propio órgano de administración. Desde 
el punto de vista de derecho administrativo, se 
suele referir a la posibilidad de autorregularse y 
contar con un presupuesto propio, como atribu-
tos mínimos de un órgano autónomo15.

Despejado el concepto de autonomía, 
conviene ahora analizar el de independencia. 

Al día de hoy, es posible afirmar, sin aso-
mo de dudas, que el Coordinador actual es 
el operador del sistema que históricamente 
ha gozado de mayor independencia respec-
to de las empresas coordinadas. Lo anterior 
es fruto de la reforma del año 2016, la que 
denominó a nuestro Coordinador como “in-
dependiente”. Antes de esa ley, las empresas 
conformaban a los CDEC, ellas mismas o sus 
representantes se sentaban en su directorio. 
También eran las empresas las que financiaban 
los CDEC. Ninguna de esas cosas sucede hoy.

La misma ley que separó por completo 
al Coordinador de las empresas, lo acercó al 
poder político. Hoy el Coordinador goza de 
menor independencia de la autoridad política 
de lo que eran los CDEC. La CNE aprueba su 
presupuesto. La autoridad política tiene inje-
rencia en la designación de sus directivos.

Hoy bajo la regulación vigente la sepa-
ración del Coordinador de las empresas eléc-
tricas es total, y de producirse algún tipo de 
vinculación negativa que afecte a su indepen-
dencia no es posible atribuírsela a la regula-
ción. Por el contrario, la vinculación del Coor-
dinador con el poder político es mucho mayor 

15  Véase obra citada en nota 11. 

desde el año 2016 a la fecha, de modo que si 
hay que poner algún grado de alerta en esto 
sería en la vinculación con el poder político.

VI.	 Sobre la resolución de controversias 
en la operación del sistema eléctrico

Mientras estuvieron vigentes los CDEC las 
controversias que se presentaba entre las em-
presas se resolvían en el directorio del CDEC 
respectivo, pudiendo en caso de desacuerdo, 
ser resueltas por el Ministro de Economía16. 
Eso fue modificado por ley en el año 2004, en-
tregando la resolución de esas discrepancias al 
Panel de Expertos que dicha ley creo.

La incorporación del Panel de Expertos a 
la regulación eléctrica marcó un hito, siendo 
el cambio más relevante en materia de resolu-
ción de controversias en el sector.

Es imposible evaluar al Coordinador 
separadamente del Panel de Expertos. Este 
último órgano influye en la conformación del 
Consejo del Coordinador y es el llamado a re-
solver las controversias que presenten las em-
presas coordinadas. Este elemento parece no 
estar presente en las críticas que a nuestro jui-
cio se hacen incorrectamente al Coordinador 
actual sobre su falta de independencia. Con la 
reforma del año 2016, las empresas eléctricas 
han perdido influencia en la coordinación del 
sistema, pero cuentan con la posibilidad de 
recurrir de las decisiones del Coordinador ante 
el Panel de Expertos.

Como vimos anteriormente esto fue la 
preparación de un coordinador independien-
te. Esto debiera ser motivo de orgullo de 
nuestra regulación. Fue un éxito de nuestra re-
gulación lograr transitar eficientemente de una 
coordinación que hacían las propias empresas 
involucradas a un coordinador independiente 
cuyas decisiones pueden ser resueltas por otro 
órgano que asegure imparcialidad en su pro-
ceder, como es el caso del Panel de Expertos. 

VII.	 Sobre la dictación de normas por parte 
del operador del sistema

Dentro de la evolución del operador del sis-
tema, merece una atención especial sus com-
petencias normativas. Desde su creación, los 
CDEC contaban con facultades normativas 
las que se manifestaban con la dictación de 
su reglamento interno. Nos parece que esta 
facultad es una consecuencia necesaria para el 
ejercicio de sus funciones.

16  Decreto Supremo Nº 327, de 1997. Art. 178. 
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La intención manifestada por el legisla-
dor, en la reforma del año 2016, fue quitarle 
competencia normativa al Coordinador. Esa 
modificación legal tuvo como precedente 
una disputa que fue llevada por las empresas 
en contra la CNE ante la Contraloría General 
de la República17. Como suele hacer muchas 
veces el Estado, trató de resolver la disputa 
con una ley. Así en su la reforma del año 2016, 
no sólo se le incorpora la CNE la facultad de 
dictar normas técnicas, sino además se preten-
dió reducir el ámbito de los procedimientos 
internos del Coordinador. La ley restringió los 
procedimientos internos tendrán a un objeto 
mucho más acotado18 al de la norma anterior-
mente vigente19. No obstante eso, los procedi-
mientos internos gozan de muy buena salud. 

Se esperaba que la norma anterior res-
tringiría la facultad del Coordinador para dic-
tar normas, pero no ha sucedido así. Es más 
el Coordinador cada vez produce mayor regu-
lación no sólo en la forma de procedimiento 
internos, sino como minutas y guías. 

Es cierto que la dictación de normas téc-
nicas por parte de la CNE ha limitado el ámbito 
discrecional del Coordinador, pero muy lejos de 
aquello está que hubiera hecho desaparecer las 
normas emanadas del Coordinador.

VIII.	 La seguridad en la operación del 
sistema eléctrico

De acuerdo a la ley el sistema debe operar al 
menor costo posible abasteciendo la demanda 
y cumpliendo con el estándar de seguridad 
determinado. El estándar de seguridad lo 
entregan diversas disposiciones legales, regla-
mentarios, y sobre todo normas técnicas. Pese 
a la profusa regulación que existe, no es sufi-
ciente sostener que el Coordinador debiera li-
mitarse a cumplir con aquellas normas, pues la 
seguridad de un sistema eléctrico está lejos de 
limitarse a aquello. La seguridad del sistema 

17  Véase al respecto https://derecho.uc.cl/es/noticias/
derecho-uc-en-los-medios/13305-profesor-alejandro-ver-
gara-qla-cne-esta-intentando-realizar-la-coordinacion-que-
la-ley-entrega-a-los-cdec
18  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. Art. 
72-4, señala que los procedimientos Internos del Coor-
dinador “estarán destinados a determinar las normas 
internas que rijan su actuar, las comunicaciones con las 
autoridades competentes, los coordinados y con el públi-
co en general, y/o las metodologías de trabajo y requeri-
mientos de detalle que sean necesarios para el adecuado 
cumplimiento y ejecución de sus funciones y obligaciones, 
los que deberán ajustarse a las disposiciones de la ley, el 
reglamento, normas técnicas que dicte la Comisión y de-
más normativa vigente”.
19  Decreto Supremo Nº 327, de 1997. Art. 171. 

no es muy diversa a las normas de seguridad 
que deben seguir cualquier trabajador en el 
desempeño de sus funciones. Por ello, no bas-
ta con seguir los protocolos, hay muchos espa-
cios de dudas que deben ser completados por 
el Coordinador en base a criterios.

Las empresas coordinadas han alegado 
en diversas discrepancias ante el Panel de 
Expertos que el Coordinador opera el sistema 
eléctrico sobrepasando un estándar acepta-
ble de seguridad, esto es que lo criterios que 
aquel utiliza exceden lo que debiera aplicar-
se20. Esto cobra mucha importancia, pues casi 
siempre, mayor seguridad inciden en mayores 
costos, y muchos de ellos deben ser soporta-
dos por las empresas generadoras. Esto es un 
tema habitual a todos los sistemas eléctricos. 
En el pasado cuando las empresas operaban 
el sistema, posiblemente tomaban más riesgos 
que los que toma el operador independiente.

En esa tensión entre empresas y Coor-
dinador, el Panel de Expertos suele apoyar 
al Coordinador en sus decisiones, pero con 
matices. En todos los casos del año 2022 en 
los que fue evidente esta tensión, la interven-
ción del Panel fue siempre posterior a la deci-
sión del Coordinador, de modo que el Panel 
tampoco tenía mucho que hacer. ¿Qué hacer 
cuando el Coordinador opera una instalación 
por razones de seguridad y alguien discrepa? 
No vemos que el Panel sea la instancia ade-
cuada para corregir la operación diaria del 
Coordinador, pues no puede el Panel, por una 
simple razón de plazos, modificar lo que ya 
sucedió. Al acoger una discrepancia el Panel 
nunca podrá echar el tiempo atrás, ya que la 
operación del sistema fue la que fue. La alter-
nativa que buscaron las empresas fue pedir 
la modificación de los balances, tratando de 
revertir los efectos económicos de la decisión 
del Coordinador, pero aquello no tuvo éxito.

Es evidente que el operador indepen-
diente siempre será mucho más conservador 
que un sistema operado por las empresas. En 
el pasado cuando las empresas operaban el 
sistema, la solución de la autoridad fue san-
cionarlas, mediante la política que se conoció 
como “café para todos” dado la idea que pa-
gaban todos, justos por pecadores. Las multas 
indiscriminadas no demostró ser una buena 
solución. Mejor resultado fue la creación de 
Coordinador independiente.

20  Una referencia a esas discrepancias para el año 2022 se 
pueden encontrar en el siguiente link: https://www.garri-
gues.com/es_ES/noticia/chile-analisis-discrepancias-pre-
sentadas-panel-expertos-2022.

https://derecho.uc.cl/es/noticias/derecho-uc-en-los-medios/13305-profesor-alejandro-vergara-qla-cne-
https://derecho.uc.cl/es/noticias/derecho-uc-en-los-medios/13305-profesor-alejandro-vergara-qla-cne-
https://derecho.uc.cl/es/noticias/derecho-uc-en-los-medios/13305-profesor-alejandro-vergara-qla-cne-
https://derecho.uc.cl/es/noticias/derecho-uc-en-los-medios/13305-profesor-alejandro-vergara-qla-cne-
https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/chile-analisis-discrepancias-presentadas-panel-expertos-2022
https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/chile-analisis-discrepancias-presentadas-panel-expertos-2022
https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/chile-analisis-discrepancias-presentadas-panel-expertos-2022
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El tema del exceso de seguridad en la 
operación seguirá posiblemente por años en los 
debates, y las empresas generadoras intentarán 
diversas estrategias para lograr una mayor fle-
xibilidad para limitar las restricciones de seguri-
dad que encarecen la operación del sistema.

Este problema, de tener alguna solución, 
parece ser a través del perfeccionamiento de 
la normativa en aquellos espacios que se es-
time que la discrecionalidad del Coordinador 
es excesiva. No parece razonable que sea el 
Panel el que dicte los criterios de operación 
del sistema eléctrico a futuro. Reconociendo 
que el problema no tiene una solución simple, 
parece que algunas medidas podrían colabo-
rar para mitigarlo:

Uno, aumentar la regulación, especial-
mente a través de normas técnicas. Muchas de 
las discrepancias entre las empresas y el Coor-
dinador se podrían solucionar con una mayor 
densidad regulatoria.

Dos, avanzar más rápidamente en el 
robustecimiento de la red. Muchas de los 
problemas de seguridad que hoy existen, y 
que generan los sobrecostos del sistema, son 
conocidos desde hace ya tiempo, no obstante 
ello, no sean solucionado por la dificultad para 
implementar las medidas técnicas respectivas.

Tres, fortalecer medidas económicas 
para dar flexibilidad al sistema. Muchas veces 
los problemas de seguridad se solucionarían 
traspasando algunos riesgos a los clientes. El 
Coordinador ha tratado sin éxito de licitar ser-
vicios de desconexión de cargas, que sin gran-
des costos para el sistema, podría favorecer a 
una operación más eficiente. Se trata de llevar 
los riesgos sólo a algunos clientes que están 
dispuestos a soportarlos. Parece una medida 
sensata, pero que no ha logrado tener éxito 
hasta ahora principalmente por restricciones 
regulatorias.

Cuatro, perfeccionamiento de mercado. 
Muchas veces detrás de los problemas de se-
guridad existe oculto el problema de la señal 
de ubicación de la generación. Dado que el 
generador no percibe totalmente las señales 
de ubicación, el sistema se ha desarrollado de 
una manera asimétrica, por un lado la genera-
ción y por otro la transmisión.

Conclusiones

1)	 El Coordinador es un órgano que ha 
llegado a nuestra regulación eléctrica a tra-
vés de un largo proceso de reformas que son 
coherentes entre sí. El proceso ha buscado 

reforzar su independencia de las empresas 
coordinadas.

2)	 El Coordinador es mucho más que un 
operador del sistema eléctrico. Está a cargo 
del mercado de corto plazo y tiene la facul-
tad de dictar normativa que es relevante para 
el mercado.

3)	 La posibilidad de recurrir de las deci-
siones del Coordinador al Panel de Expertos 
es un mecanismo que asegura que las empre-
sas puedan controvertir sus decisiones. 

4)	 La seguridad en la operación es un 
tema abierto que posiblemente requiere de 
soluciones normativas. No parece que sea res-
ponsabilidad del Coordinador ni del Panel de 
Expertos completar los espacios que deben 
ser llenados por una regulación más precisa.
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RESUMEN: Este trabajo analiza las implicancias de la incorporación a la Ley General de Servicios Eléctricos 
del concepto de sistemas de generación-consumo por la Ley Nº 21.505. Los reglamentos que deben dic-
tarse conforme su articulado transitorio determinarán la delimitación del tipo de infraestructura que será 
considerada como tal, la regulación que les será aplicable y el alcance de las atribuciones del Coordinador 
Eléctrico Nacional sobre éstas, lo que podrá ser determinante para la viabilidad de futuros proyectos de 
producción de hidrógeno verde, almacenamiento de energía, y de infraestructura que combine procesos 
productivos, almacenamiento e inyecciones de energía a la red.

Palabras clave:  Ley General de Servicios Eléctricos, sistemas eléctricos, regulación del sistema y mercado 
eléctricos.

ABSTRACT: This paper analyses the implications of the incorporation of the concept of generation-
consumption systems into the General Law on Electrical Services by Law No. 21,505. The regulations to be 
issued in accordance with its transitory article will determine the delimitation of the type of infrastructure 
that will be considered as generation-consumption systems, the regulation that will be applicable to them 
and the scope of the National Electricity Coordinator’s powers over them, which could be decisive for the 
viability of future projects for green hydrogen production, energy storage and infrastructure that combines 
production processes, storage and energy injections into the grid.

Keywords:  General Law on Electrical Services, electrical systems, electricity market regulation, electrical sys-
tems regulation.

I.	 Introducción

El presente trabajo analiza las principales 
implicancias de la incorporación a la Ley Ge-
neral de Servicios Eléctricos del concepto de 
“sistemas de generación-consumo” por la Ley 
Nº 21.505, que Promueve el Almacenamiento 
de Energía y la Electromovilidad, publicada 
en el Diario Oficial el 21 de noviembre de 
2022, particularmente respecto de cómo se 
aplicará ese concepto en los reglamentos que, 
conforme al artículo primero transitorio de la 
Ley Nº 21.505, el Ministerio de Energía debe 
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de la Energía en la Universidad Diego Portales, Santiago, 
Chile. Abogado, Pontificia Universidad Católica de Chile, 
Santiago, Chile. Dirección postal: Av. El Golf 40, piso 20, 
Las Condes, Región Metropolitana, Chile. Correo electró-
nico: eduardo.escalonav@mail.udp.cl.
**  Abogada, Universidad de Chile, Santiago. Dirección 
postal: Av. El Golf 40, piso 20, Las Condes, Región Me-
tropolitana, Chile. Correo electrónico: antonia.jorquera@
ug.uchile.cl.

dictar antes de un año desde la publicación de 
la ley en el Diario Oficial, es decir, antes del 21 
de noviembre de 2023.

Dada la amplitud del concepto legal de 
sistemas de generación-consumo, se advierte 
que los reglamentos que deben dictarse serán 
determinantes en la delimitación del concepto 
y, por consiguiente, del tipo de infraestructura 
productiva y energética que será considerada 
como tal y cómo ello impactará en la regula-
ción que les será aplicable, particularmente en 
aspectos como el alcance de las atribuciones 
del Coordinador Eléctrico Nacional (en ade-
lante, el “Coordinador”), la participación de 
los titulares de estos proyectos en las trans-
ferencias de energía en el mercado de corto 
plazo, la contribución de estas instalaciones a 
la suficiencia de potencia del sistema eléctrico, 
la aplicación de la normativa existente relativa 
a los sistemas de almacenamiento, etc., y los 
impactos que estas definiciones pueden tener 
en la viabilidad de futuros proyectos de pro-

mailto:antonia.jorquera%40ug.uchile.cl.?subject=
mailto:antonia.jorquera%40ug.uchile.cl.?subject=
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ducción de hidrógeno verde, almacenamiento 
de energía, y de infraestructura que combine 
procesos productivos, almacenamiento e in-
yecciones a la red de energía renovable, y, por 
consiguiente, en los incentivos a las inversio-
nes en este tipo de instalaciones.

En lo que sigue, se analizará el alcance 
del concepto legal de sistemas de genera-
ción-consumo y se identificarán, a partir de 
este análisis, los aspectos en que el contenido 
de los reglamentos que la Ley Nº 21.505 man-
data al Ministerio de Energía a dictar antes del 
21 de noviembre de 2023 podría repercutir en 
la viabilidad y los incentivos o desincentivos 
a las inversiones en proyectos de genera-
ción-consumo en general, y, en particular, en 
los proyectos de producción de hidrógeno 
verde y sus derivados, y de otras tecnologías 
que permitan materializar los objetivos de las 
políticas públicas vigentes en materia de des-
carbonización y de posicionamiento del país 
como productor y exportador de energía lim-
pia a nivel mundial.

II.	 Concepto de sistemas de generación-
consumo

La Ley Nº 21.505 modificó diversas disposicio-
nes de la Ley General de Servicios Eléctricos 
(en adelante, la “LGSE”), principalmente, para 
equiparar el tratamiento normativo de los sis-
temas de almacenamiento de energía al de 
las centrales generadoras, particularmente en 
cuanto a la participación de sus titulares en las 
transferencias de energía y de potencia.

Adicionalmente, la Ley Nº 21.505 incor-
poró un nuevo literal al artículo 225º de la 
LGSE, el que establece la definición de los sis-
temas de generación-consumo:

af) Sistema generación-consumo: Infraes-
tructura productiva destinada a fines tales 
como la producción de hidrógeno o la 
desalinización del agua, con capacidad de 
generación propia, mediante medios de 
generación renovables, que se conecta al 
sistema eléctrico a través de un único pun-
to de conexión y que puede retirar ener-
gía del sistema eléctrico a través de un 
suministrador o inyectarle sus excedentes.

Los cargos que correspondan, asociados 
a clientes finales, serán sólo en base a la 
energía y potencia retirada del sistema y 
en ningún caso por la energía y potencia 
autoabastecida.

A estos sistemas les serán aplicables to-
das las disposiciones correspondientes a 

las centrales generadoras y clientes finales 
no sometidos a regulación de precios, de 
acuerdo a lo que disponga el reglamento, 
el que establecerá las disposiciones y re-
quisitos necesarios para la debida aplica-
ción del presente literal.

Lo primero que se debe observar de esta 
definición legal es que abarca cualquier tipo 
de infraestructura productiva que, además, 
cuente con capacidad de generar para sí mis-
ma energía eléctrica por medios de genera-
ción renovables. Esto se desprende del uso 
de la expresión “tales como” al enunciarse 
los fines que debe tener la infraestructura pro-
ductiva en cuestión para que sea considerada 
como un sistema de generación-consumo. En 
este sentido, y al tratarse de una enunciación 
meramente ilustrativa, la producción de hidró-
geno y la desalinización de agua son dos de 
los múltiples posibles fines que puede tener 
la infraestructura productiva que, junto con las 
unidades de generación renovable, conformen 
un sistema de generación-consumo.

El segundo aspecto relevante de la defini-
ción legal citada es el uso de la conjunción al-
ternativa “o” al referirse a las interacciones del 
sistema de generación-consumo con el sistema 
eléctrico al cual se encuentre interconectado.

En efecto, el primer párrafo del referido 
literal af) señala que la infraestructura pro-
ductiva que conforma el sistema de genera-
ción-consumo “…puede retirar energía del 
sistema eléctrico a través de un suministrador 
o inyectarle sus excedentes” (todo ello, a tra-
vés de un único punto de conexión). El uso 
de la conjunción alternativa “o” en este caso, 
conforme a las reglas de interpretación de la 
ley que establece nuestro Código Civil, implica 
que será un sistema de generación-consumo 
aquella infraestructura productiva que (i) cuen-
ta con capacidad de generación de electrici-
dad desde fuentes renovables cuya capacidad 
de generación excede la energía que consume 
para el proceso productivo al que está destina-
da (por ejemplo, a la desalinización de agua) 
y que, por lo tanto, cuenta con excedentes 
para inyectar al sistema eléctrico–, (ii) cuenta 
con medios de generación renovables propios, 
cuya capacidad de generación es destinada en 
su totalidad a un proceso productivo (y/o es 
almacenada, para luego ser destinada a dicho 
proceso productivo) y, además, retira energía 
y potencia del sistema eléctrico –a través de 
un suministrador– para abastecer su proceso 
productivo; o bien, (iii) cuenta con capacidad 
de generación renovable propia que destina, 
en parte, o en determinados momentos, a un 
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proceso productivo, que, en parte, o en deter-
minados momentos, dispone de excedentes 
para inyectar a la red y que, en parte o en de-
terminados momentos, retira energía del siste-
ma eléctrico al que se interconecta. 

Un tercer elemento a considerar en re-
lación con la definición legal de los sistemas 
de generación-consumo es que ésta no con-
sidera ninguna limitación en términos de la 
capacidad de generación, de la capacidad 
instalada desde la perspectiva del consumo de 
energía de las instalaciones productivas, del 
tipo de instalaciones a través de las cuales se 
conecta al sistema eléctrico (sólo precisa que 
la infraestructura productiva y los medios de 
generación renovable que conformen el siste-
ma deben tener un único punto de conexión 
al sistema eléctrico), ni la calidad o tipo de 
cliente a quienes se les aplicaría, tratándose 
de instalaciones que efectúan retiros desde el 
sistema por medio de un suministrador1.

En definitiva, el concepto admite que 
se considere sistema de generación-consu-
mo tanto a aquella infraestructura productiva 
con capacidad de generación propia que no 
retira energía del sistema para abastecer sus 
consumos, y que dispone de excedentes para 
inyectar a la red, como a aquella que, tenien-
do generación propia, no inyecta excedentes 
a la red y únicamente efectúa retiros desde del 
sistema –por intermedio de un suministrador–, 
e, incluso, a instalaciones productivas que, 
teniendo capacidad de generación propia, 
efectúen tanto inyecciones como retiros hacia 
y desde el sistema eléctrico2.

1  De lo señalado por el tercer inciso del literal af) del ar
tículo 225º de la LGSE se puede inferir que, respecto de 
instalaciones de clientes finales que cuenten con medios 
de generación renovable, se considerarán sistemas de 
generación-consumo únicamente aquellos pertenecientes 
a clientes libres (“A estos sistemas les serán aplicables 
todas las disposiciones correspondientes a las centrales 
generadoras y clientes finales no sometidos a regulación 
de precios, de acuerdo a lo que disponga el reglamento”), 
pero la redacción no es inequívoca respecto de qué insta-
laciones se consideran sistemas de generación-consumo, 
sino que únicamente respecto de la normativa que les 
será aplicable.
2  Aunque este último supuesto no es evidente en la re-
dacción del literal af) del artículo 225º de la LGSE, durante 
la tramitación de la Ley Nº 21.505, el Ministro de Energía 
de la época señaló en forma expresa, en su exposición 
a la Comisión de Minería y Energía de la Cámara de 
Diputados, durante el primer trámite constitucional de 
la Ley Nº 21.505, la posibilidad de que los sistemas de 
generación-consumo realicen tanto retiros (por medio de 
un suministrador) como inyecciones al sistema eléctrico: 
“A modo de ejemplo indicó que es muy probable que 
los proyectos de hidrogeno se construyan con distintos 
componentes: primero con una central de generación de 
electricidad renovable como un parque solar o eólico o 

Todos estos aspectos requerirán ser defi-
nidos por el reglamento al que se refiere el ter-
cer inciso del literal af) citado, porque de esa 
definición dependerá a qué tipos de titulares 
de instalaciones eléctricas les será aplicable el 
concepto, y por lo tanto determinará si los ti-
tulares de estos sistemas estarán sujetos –y en 
qué términos– al régimen aplicable a las em-
presas generadoras para efectos tales como la 
valorización de sus inyecciones al sistema y, en 
general, su participación en el mercado de cor-
to plazo, el alcance de las facultades del Coor-
dinador respecto de este tipo de sistemas (par-
ticularmente de aquellos que no dispongan de 
excedentes para inyectar a la red), las obliga-
ciones específicas que aplican a cada “tipo” de 
sistema de generación-consumo (diferenciando 
entre aquellos que inyectan energía a la red y 
aquellos que únicamente efectúan retiros), las 
normas relativas a materias de seguridad que 
les serán aplicables3, etc., lo que en definitiva 
serán factores determinantes para las futuras 

una combinación de ambos, que va a estar construido 
para que el 100% de esa electricidad se use para producir 
hidrógeno. Pero como esa energía solar o eólica no va a 
estar siempre disponible, esos proyectos van considerar 
que además de la electricidad que van a producir con su 
propia instalación de generación van a poder retirar algo 
de energía complementaria del sistema. Si se usan 120 
unidades de energía para producir hidrógeno, 100 de las 
cuales las van a producir con su propio parque, y 20 van 
a retirar del sistema, van a tener que pagar al sistema los 
costos de su uso, como de transmisión y otros, solo por 
las 20 unidades de energía que retiraron del sistema ya 
que los 100 las produjeron ellos mismos y no pasaron por 
el sistema. En definitiva, los cargos serán solo en base a la 
potencia y energía que efectivamente retiraron del siste-
ma” (Historia de la Ley Nº 21.505 “Promueve el almacena-
miento de energía eléctrica y la electromovilidad”, Primer 
Trámite Constitucional: Cámara de Diputados, Informe de 
Comisión de Minería y Energía, de 20 de enero de 2022, 
en Sesión 126. Legislatura 369, boletín Nº 14.731-08).
3  A nivel reglamentario, las normas sobre seguridad de 
las instalaciones se dividen en dos cuerpos normativos: 
el Decreto Supremo Nº 109, de 2017, del Ministerio de 
Energía, que Aprueba Reglamento de Seguridad de las 
Instalaciones Eléctricas Destinadas a la Producción, Trans-
porte, Prestación de Servicios Complementarios, Sistemas 
de Almacenamiento y Distribución de Energía Eléctrica, 
y el Decreto Supremo Nº 8, de 2019, del Ministerio de 
Energía, que Aprueba Reglamento de Seguridad de las 
Instalaciones de Consumo de Energía Eléctrica. Además, 
para cada uno de estos reglamentos la SEC ha emitido 
pliegos técnicos normativos que regulan los aspectos téc-
nicos de la seguridad de ambos grupos de instalaciones. 
Respecto del Reglamento de Seguridad de las Instalacio-
nes de Consumo de Energía Eléctrica, además, se debe 
tener presente que, de acuerdo con su artículo 1º, éste se 
aplica a las instalaciones de consumo de energía eléctrica 
“… hasta el punto de conexión del cliente final con la red 
de distribución”, de lo cual se infiere que no es aplicable 
a las instalaciones de clientes libres que se interconecten 
a las redes de transmisión y que, en definitiva, este sería 
un “vacío” normativo del que tendría que hacerse cargo 
el reglamento que se debe dictar conforme al artículo pri-
mero transitorio de la Ley Nº 21.505.
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decisiones de inversión en proyectos que com-
binen generación eléctrica renovable con otros 
procesos productivos (instalaciones “multipro-
pósito”), como es el caso de los proyectos de 
hidrógeno verde que se promueven en distin-
tos puntos del país.

Además de las razones ya esbozadas, 
se advierte que en distintos cuerpos norma-
tivos que forman parte del marco regulatorio 
del sector eléctrico existen conceptos que 
guardan ciertas similitudes o que pueden, en 
algunos aspectos, confundirse o superponerse 
con el concepto legal de sistemas de genera-
ción-consumo y que será necesario armonizar 
a nivel reglamentario, dependiendo de cómo 
se regule el régimen de los sistemas de gene-
ración-consumo en el reglamento que, con-
forme al artículo primero transitorio de la Ley 
Nº 21.505, debe dictarse a más tardar el 21 de 
noviembre de 2023. Efectivamente, en algu-
nos casos se podría producir la superposición 
de categorías normativas respecto de una mis-
ma instalación; por ejemplo, un cliente libre 
que cuente con equipamiento de generación 
para abastecer sus propios consumos, pero 
que, además, disponga de excedentes para 
ser inyectados al sistema, será un autoproduc-
tor y, al mismo tiempo, un titular de un sistema 
de generación-consumo. 

Dada esta superposición de conceptos, 
estimamos relevante abordar aquellos tipos 
de instalaciones que han sido definidas en dis-
tintas normas del marco normativo eléctrico y 
que guardan similitudes o comparten caracte-
rísticas con los sistemas de generación-consu-
mo, antes de abocarnos al análisis de las ma-
terias que debería regular el reglamento (o los 
reglamentos) que debe dar aplicación al literal 
af) del artículo 225º de la LGSE.

1.	 Relación con el concepto de 
autoproductor

Aunque la LGSE no contiene una definición de 
autoproductor, el Decreto Supremo Nº 125 del 
Ministerio de Energía, de 2017, que Aprueba 
el Reglamento de la Coordinación y Opera-
ción del Sistema Eléctrico Nacional (en adelan-
te, el “Decreto 125”) define este término en 
su artículo 2, letra b:

b. Autoproductor: Todo propietario, 
arrendatario, usufructuario o quien explo-
te a cualquier título centrales generado-
ras, cuya generación de energía eléctrica 
ocurra como resultado o con el objetivo 
de abastecer los consumos asociados 
a procesos productivos propios, en el 

mismo punto de conexión a la red, y que 
puedan presentar excedentes de energía 
a ser inyectados al sistema eléctrico4.

Como se advierte de la disposición trans-
crita, lo que determina que una instalación de 
generación sea considerada como un autopro-
ductor es (i) que la energía que genera sea el 
resultado de otro proceso productivo, o bien, 
que el objetivo de dicha generación sea abas-
tecer los consumos de ese proceso producti-
vo; (ii) que la instalación presente excedentes 
de energía que puedan ser inyectados al siste-
ma eléctrico y (iii) que tanto las inyecciones de 
esa instalación como sus consumos desde el 
sistema eléctrico sean efectuados a través de 
un mismo punto de conexión a la red.

En esencia, el autoproductor es concebi-
do como la entidad que, teniendo capacidad 
de producir energía eléctrica para abastecer 
sus propios consumos y/o como resultado 
de su proceso productivo, puede presentar 
excedentes e inyectarlos al sistema eléctrico. 
En este sentido, el marco normativo no exige 
una proporción específica entre inyecciones 
y retiros, no establece limitaciones a la capa-
cidad de generación de las instalaciones ni a 
su nivel de consumo, ni tampoco establece 
limitaciones en cuanto al tipo de instalaciones 
a las cuales se conecta el autoproductor (por 
ejemplo, a instalaciones de distribución o de 
transmisión en un determinado nivel de ten-
sión) o exigencias en cuanto a la proporción 
entre inyecciones y retiros en el mismo punto 
de conexión.

Únicamente se exige a los autoproduc-
tores demostrar al Coordinador que están en 
condiciones de aportar excedentes al Sistema 
Eléctrico Nacional (en adelante, el “SEN”), 
considerando su capacidad instalada de ge-
neración y su propia demanda máxima (para el 
desarrollo de sus procesos productivos y con-
sumos eléctricos en general). 

Ahora bien, debido a la amplitud del con-
cepto de autoproductor, y a la existencia de 
otras figuras que comparten las características 
de un autoproductor, la normativa les ha asigna-
do un concepto particular, atendiendo a carac-
terísticas específicas, por lo que debe entender-
se que la figura del autoproductor es el género, 

4  El artículo 1-4, número 2, de la Norma Técnica de 
Coordinación y Operación del Sistema Eléctrico Nacional 
(aprobada mediante la Resolución Exenta Nº 253, de 
2021, de la Comisión Nacional de Energía) y el artículo 7º, 
letra d) del Decreto Supremo Nº 88, de 2019, del Ministe-
rio de Energía, que Aprueba Reglamento para Medios de 
Generación de Pequeña Escala definen en idénticos térmi-
nos el concepto de Autoproductor.



Coloquios350

ReDAd  Revista de Derecho Administrativo, Nº 39 [ enero-junio 2024 ] pp. 346-363

pudiendo existir distintas especies dentro de 
dicho género. Este es el caso de los sistemas de 
generación distribuida para el autoconsumo, de 
las instalaciones de cogeneración eficiente5 y de 
los medios de generación de pequeña escala 
que operan como autoproductores.

En principio, ello no constituye una con-
tradicción, toda vez que la conceptualización 
de los autoproductores no implica que se apli-
que a éstos un régimen normativo específico. 
Lo mismo ocurre con el concepto legal de 
sistemas de generación-consumo. Que ello se 
mantenga de esta forma dependerá de cómo 
se delimite este último concepto en el futuro 
reglamento y de la regulación específica que 
éste determine que les sea aplicable.

De hecho, conceptualmente, una insta-
lación productiva que cuente con generación 
renovable (sea como resultado de un proceso 
productivo o generada con el objetivo de de-
sarrollar ese proceso productivo) y disponga 
de excedentes para inyectar al sistema eléc-
trico será, al mismo tiempo, un sistema de 
generación-consumo y un autoproductor. Por 
el contrario, si no dispusiera de excedentes 
de generación, pero retirase, a través de un 
suministrador, energía del sistema eléctrico 
sería un sistema de generación-consumo, y 
un cliente final, pero no un autoproductor. Y 
si, disponiendo de excedentes para inyectar a 
la red, la capacidad de generación con la que 
cuente no sea de fuentes renovables, será un 
autoproductor, pero no un sistema de genera-
ción-consumo. A su vez, sea que comparta las 
características de ambos (autoproductor y siste-
ma de generación-consumo) o sea únicamente 
un autoproductor, si los excedentes de los que 
dispone para inyectar al sistema no superan los 
9 MW, también será un medio de generación 
de pequeña escala (si se interconecta a un sis-
tema de distribución será un Pequeño Medio 
de Generación Distribuida y, si se interconecta 
directamente a un sistema de transmisión, será 
un Pequeño Medio de Generación).

De este modo, existen distintos con-
ceptos normativos para los diversos tipos de 
autoproductores, dependiendo de las caracte-
rísticas de las instalaciones de generación en 
cuestión. En el caso de los autoproductores 
que son, a su vez, medios de generación de 

5  El artículo 225º de la LGSE define en su literal ac) el 
concepto de instalación de cogeneración eficiente en los 
siguientes términos: “instalación en la que se genera ener-
gía eléctrica y calor en un solo proceso de elevado rendi-
miento energético cuya potencia máxima suministrada al 
sistema sea inferior a 20.000 kilowatts y que cumpla los 
requisitos establecidos en el reglamento”.

pequeña escala, su desarrollo, interconexión, 
operación y remuneración se rigen por las 
normas del Decreto Supremo Nº 88, de 2019, 
del Ministerio de Energía, que Aprueba Regla-
mento para Medios de Generación de Peque-
ña Escala; mientras que a las instalaciones de 
generación distribuida para el autoconsumo y 
a las instalaciones de cogeneración eficiente 
les son aplicables reglas específicas, que se 
analizan en las secciones siguientes.

a.	 Régimen general aplicable a los 
autoproductores

Los autoproductores son coordinados, al igual 
que los titulares de cualquier central o unidad 
generadora interconectada al sistema eléctri-
co. En este sentido, aunque el artículo 72º-2 
de la LGSE no los menciona expresamente 
al enunciar algunos tipos de coordinados, al 
tratarse sus instalaciones de centrales gene-
radoras interconectadas al sistema eléctrico, 
forman parte de los sujetos coordinados de 
acuerdo con la definición general de coordi-
nado de dicha disposición6, pero, además, 
el artículo 10 del Decreto 125 lo incluye ex-
presamente en la enumeración de entidades 
coordinadas:

Artículo 10.- Son Coordinados todos los 
propietarios, arrendatarios, usufructuarios 
o quienes operen o exploten, a cualquier 
título, las siguientes instalaciones que se 
interconecten al sistema eléctrico:

a. Centrales o unidades generadoras, in-
cluidas aquellas de Autoproductores;

b. Sistemas de transmisión;

c. Instalaciones destinadas a la prestación 
de servicios complementarios;

d. Sistemas de Almacenamiento de Energía;

6  “Artículo 72°-2.- Obligación de Sujetarse a la Coordi-
nación del Coordinador. Todo propietario, arrendatario, 
usufructuario o quien opere, a cualquier título, centrales 
generadoras, sistemas de transporte, instalaciones para 
la prestación de servicios complementarios, sistemas de 
almacenamiento de energía, instalaciones de distribución 
e instalaciones de clientes libres y que se interconecten 
al sistema, en adelante ‘los coordinados’, estará obligado 
a sujetarse a la coordinación del sistema que efectúe el 
Coordinador de acuerdo a la normativa vigente.
Son también coordinados los medios de generación y sis-
temas de almacenamiento que se conecten directamente 
a instalaciones de distribución, a que se refiere el inciso 
sexto del artículo 149° y que no cumplan con las condi-
ciones y características indicadas en el artículo 149° bis, 
en adelante ‘pequeños medios de generación distribuida’.
El reglamento podrá establecer exigencias distintas para 
los coordinados de acuerdo a su capacidad, tecnología, 
disponibilidad o impacto sistémico, entre otros criterios 
técnicos. (…)”.
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e. Instalaciones de distribución;

f. Instalaciones de Clientes Libres; y

g. Pequeños Medios de Generación Dis-
tribuida.

Tratándose, entonces, de entidades suje-
tas a la coordinación de la operación por parte 
del Coordinador les son aplicables las dispo-
siciones que regulan la programación de la 
operación del sistema eléctrico y su funciona-
miento en tiempo real y, en general, todas las 
normas aplicables a las empresas generadoras 
respecto de los excedentes que inyecten al 
sistema eléctrico.

Lo propio ocurrirá con los sistemas de 
generación-consumo que dispongan de exce-
dentes para inyectar al sistema eléctrico, salvo 
que el futuro reglamento que regule esta ma-
teria disponga algo distinto. Sobre este punto 
cabe señalar que no es necesario que dicho 
reglamento califique en forma expresa a los 
titulares de sistemas de generación-consumo 
como coordinados, toda vez que se encontra-
rán sujetos a la coordinación del Coordinador 
por corresponder a cualquiera de las instala-
ciones enunciadas en las letras a, c, d, f y g 
del artículo 10 transcrito (v.gr., si se trata de 
infraestructura productiva que cuenta con me-
dios de generación renovable para abastecer 
consumos propios, sin disponer de excedentes 
para inyectar a la red, pero que retira energía 
del sistema a través de un suministrador, será, 
al mismo tiempo, un cliente libre, y, por lo tan-
to una entidad coordinada en dicha calidad; y 
si no efectúa retiros del sistema, pero dispone 
de excedentes de generación para inyectar 
al sistema será un coordinado en calidad de 
autoproductor o en calidad de PMG o PMGD 
si dichos excedentes no superan los 9MW, 
dependiendo del tipo de redes a las que se 
interconecte).

De este modo, los autoproductores pue-
den comercializar la energía que producen, 
percibiendo ingresos por sus inyecciones de 
energía al sistema eléctrico, por su aporte a la 
potencia de suficiencia, y, eventualmente, por 
la prestación de servicios complementarios; 
estarán obligados al pago de los ingresos tari-
farios a las empresas transmisoras que corres-
ponda; deberán cumplir con las obligaciones 
de información que tienen los coordinados 
para con el Coordinador, contar con equi-
pamiento de medida para el registro de sus 
inyecciones y retiros, y con los sistemas de 
comunicación que exija la normativa técnica 
aplicable, cumplir las exigencias de seguridad 
que les resulten aplicables, etc., salvo que per-

tenezcan a alguna de las especies de autopro-
ductores que se rigen por normas especiales 
en estas materias. 

b.	 Autoproductores titulares de instalaciones 
de generación distribuida para 
autoconsumo (net billing)

La Ley Nº 20.571 incorporó a la LGSE los 
actuales artículos 149º bis a 149º quinquies, 
que establecen y regulan las instalaciones de 
generación distribuida para autoconsumo, 
también conocidas como instalaciones de 
autogeneración. Estas disposiciones esta-
blecen un régimen especial para los titulares 
de estas instalaciones o “autogeneradores” 
(conocidos también en la industria como net 
billing), incluyendo reglas para la habilitación 
del equipamiento de generación, para la valo-
rización de sus inyecciones y para el proceso 
de facturación, entre otras materias, las que 
sólo son aplicables a usuarios finales sujetos a 
regulación de precios que dispongan de equi-
pamiento de generación por medio de ener-
gías renovables no convencionales (incluyendo 
sistemas de almacenamiento o instalaciones 
de cogeneración eficiente)7-8.

En otros términos, el régimen especial 
que establecen los artículos 149º bis a 149º 
quinquies de la LGSE sólo es aplicable a insta-
laciones de clientes sometidos a regulación de 
precios, de modo tal que los autoproductores 
que son autogeneradores no pueden ser, al 
mismo tiempo, sistemas de generación-consu-

7  Artículo 149º bis, inciso primero, de la LGSE: “Los usua-
rios finales sujetos a fijación de precios, que dispongan 
para su propio consumo de equipamiento de generación 
de energía eléctrica por medios renovables no conven-
cionales, de sistemas de almacenamiento, incluyendo 
aquellos sistemas de almacenamiento que forman parte 
de un vehículo eléctrico o de instalaciones de cogenera-
ción eficiente de manera individual o colectiva, tendrán 
derecho a inyectar la energía que de esta forma generen 
o almacenen a la red de distribución a través de los res-
pectivos empalmes”.
8  “Ahora bien, cabe precisar que las ideas de autocon-
sumo y comercialización no son extensibles a todos los 
supuestos de generación distribuida, ya que nuestro le-
gislador ha distinguido dos esquemas normativos diversos 
con finalidades particulares: (i) el régimen de los PMGD 
y PMG, en el cual el elemento esencial es la finalidad de 
comercialización de la energía y potencia producidas, y; 
(ii) el régimen de la generación distribuida residencial –net 
billing–, el cual ha sido previsto solo con fines esenciales 
de autoconsumo y no de comercialización –si bien esta úl-
tima igualmente se permite aunque con carácter residual–. 
En efecto, durante la tramitación de la Ley Nº 20.571 de 
2012 se dejó constancia de lo señalado por el entonces 
Ministro de Energía, en cuanto a que la generación distri-
buida residencial ‘(…) no es un negocio, sino que la idea 
es solo permitir la autogeneración con la red de distribu-
ción…’, criterio reiterado además por la CGR en su dicta-
men Nº 40.160, de 2017” (Mardones 2019, 75).
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mo, toda vez que, del tercer inciso del literal 
af) del artículo 225º de la LGSE se infiere, res-
pecto de los clientes finales, que únicamente 
los clientes libres pueden ser considerados 
titulares de sistemas de generación consumo. 

A nivel reglamentario, las instalaciones de 
generación distribuida para autoconsumo se 
encuentran reguladas por el Decreto Supremo 
Nº 57, de 2019, del Ministerio de Energía, que 
Aprueba Reglamento de Generación Distribui-
da para Autoconsumo, en particular, el proce-
dimiento para su interconexión, para asignar 
los costos asociados a las obras adicionales, 
adecuaciones y ajustes que puedan ser necesa-
rios para dicha interconexión, el establecimien-
to de límites a la conexión y a las inyecciones 
de aquellas instalaciones que no requieren 
obras adicionales, adecuaciones o ajustes para 
su conexión, las mediciones y la forma en que 
se valorizan las inyecciones del equipamiento 
de generación, además de los traspasos de ex-
cedentes de energía provenientes de fuentes 
renovables no convencionales9.

Además, las características y requisitos 
técnicos para la instalación, conexión y ope-
ración del equipamiento de generación distri-
buida para autoconsumo son reguladas por la 
Norma Técnica de Conexión y Operación de 
Equipamiento de Generación en Baja Tensión10. 

c.	 Autoproductores titulares de instalaciones 
de cogeneración eficiente

El artículo 225º de la LGSE define en su literal 
ac) el concepto de instalación de cogeneración 
eficiente en los siguientes términos: “Instala-
ción de cogeneración eficiente: instalación en 
la que se genera energía eléctrica y calor en un 
solo proceso de elevado rendimiento energéti-
co cuya potencia máxima suministrada al siste-
ma sea inferior a 20.000 kilowatts y que cumpla 
los requisitos establecidos en el reglamento”.

De la definición legal se desprende que 
cualquier instalación que cumpla con estas 
características es una instalación de cogenera-
ción eficiente, con independencia del tipo de 
redes a las que se conecte. En consecuencia, 
las instalaciones de cogeneración eficiente, 
además de ser autoproductores, pueden ser 
también Pequeños Medios de Generación o 
Pequeños Medios de Generación Distribuida, 
dependiendo de si se interconectan con un 
sistema de transmisión o con un sistema de 

9  Deutsche Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit 
(GIZ) y Ministerio de Energía 2021, 139.
10  Aprobada por Resolución Exenta Nº 338, de 2019, de 
la Comisión Nacional de Energía.

distribución, y pueden ser sistemas de genera-
ción distribuida para autoconsumo (net billing) 
si su capacidad instalada no supera los 300 
kilowatts y, además, inyecta sus excedentes de 
energía a una red de distribución.

Como se puede advertir, también las 
instalaciones de cogeneración eficiente pue-
den ser, al mismo tiempo, sistemas de gene-
ración-consumo, por lo que, si el reglamento 
que debe dictarse para dar aplicación a la Ley 
Nº 21.505 en esta materia no distingue, la 
regulación de los sistemas de generación-con-
sumo les será plenamente aplicables a las ins-
talaciones de cogeneración eficiente.

De acuerdo con el artículo 4º del De-
creto Supremo Nº 6, de 2015, del Ministerio 
de Energía, que Aprueba Reglamento que 
Establece los Requisitos que Deben Cumplir 
las Instalaciones de Cogeneración Eficiente, 
los titulares de instalaciones de cogeneración 
eficiente se exceptúan del pago total o par-
cial de peajes por el uso que hacen de los 
sistemas de transmisión nacional. Ahora bien, 
a partir de la publicación de la Ley de Trans-
misión, esta excepción ha perdido relevancia, 
dado que los peajes de transmisión nacional 
han sido reemplazados por el cargo único al 
que se refiere el artículo 115º de la LGSE, de 
la que no están exceptuados los titulares de 
instalaciones de cogeneración eficiente. Pero 
un aspecto en el que cobra relevancia que una 
unidad generadora sea calificada como co-
generación eficiente es respecto de aquellos 
PMG cuya fuente primaria de generación no 
corresponde a energía renovable no conven-
cional, toda vez que los PMG pueden optar 
por operar con autodespacho11 si correspon-

11  De acuerdo con el artículo 7º, letra c), del Decreto 
Supremo Nº 88, de 2019, del Ministerio de Energía, el 
autodespacho corresponde al “[r]égimen de operación de 
una instalación de generación interconectada al sistema 
eléctrico que no se encuentra sujeto al resultado de la 
optimización de la operación del sistema efectuada por 
el Coordinador y que puede ser aplicado en tanto se dé 
cumplimiento al principio de preservar la seguridad del 
servicio en el sistema eléctrico”. Asimismo, y como lo ha 
dictaminado recientemente el Panel de Expertos, la ope-
ración con autodespacho implica que éstas no están suje-
tas a la optimización de la operación del sistema que lleva 
a cabo el Coordinador, por lo que éste no puede disponer 
la limitación de sus inyecciones de acuerdo con la prorra-
ta de reducción de generación que aplica en escenarios 
de “vertimiento” a las demás unidades generadoras de 
igual costo variable (sólo puede ajustar la generación de 
las unidades que operen con autodespacho por razones 
de seguridad, según lo disponen los artículos 102 y 120 
del Decreto Supremo Nº 88, de 2019, del Ministerio de 
Energía) (ver Dictamen Nº 45-2023 del Panel de Expertos).
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den a energía renovable no convencional o a 
instalaciones de cogeneración eficiente12.

2.	 Relación con los sistemas de 
autogeneración

Además de las distintas subcategorías subsu-
mibles en la categoría de autoproductor ya 
enunciadas, a nivel de regulación técnica se 
distingue una categoría distinta en la que se 
agrupan las instalaciones de consumo de ener-
gía eléctrica que disponen de sistemas de au-
togeneración, entendidos como equipamiento 
que genera energía y la entrega a la instala-
ción de consumo en forma simultánea, o en 
paralelo, al suministro que recibe dicha instala-
ción de consumo desde la red de distribución. 

Este tipo de sistemas son denominados 
“sistemas de autogeneración” y se regulan 
por el Pliego Técnico Normativo Nº 9, de la 
SEC13 (en adelante, el “PTN09”), que aborda 
los requisitos de seguridad que deben cumplir 
dichos sistemas de autogeneración en instala-
ciones de consumo. Tal como se advierte de la 
definición que la sección 4.17 del PTN09 esta-
blece de los sistemas de autogeneración, estas 
normas únicamente son aplicables a instalacio-
nes conectadas a sistemas de distribución:

Sistemas de autogeneración: Sistema 
de generación de energía eléctrica des-
tinado a suministrar el consumo local 
del recinto donde el equipamiento se 
encuentra ubicado bajo la tuición y res-
ponsabilidad de su dueño o usuario, 
con independencia o con posibilidad de 
funcionamiento en paralelo con la red de 
distribución. 

La misma conclusión se desprende de la 
sección 2 del PTN09, que determina el alcan-
ce y ámbito de aplicación de éste:

Las disposiciones de este pliego técnico 
son aplicables al diseño, ejecución, ins-
pección y mantenimiento y conexión de 
todas las instalaciones de consumo de 
energía eléctrica, en adelante e indistin-
tamente, instalaciones, que dispongan de 
sistemas de autogeneración que entre-
gan la energía generada a la instalación 
de consumo de forma simultánea a la 
suministrada por la empresa distribuidora 
y que no inyectan esta energía a la red 
eléctrica de distribución.

12  Decreto Supremo Nº 88, de 20190, del Ministerio de 
Energía. Artículo 110º.
13  Aprobado mediante Resolución Exenta Nº 33.877, de 
30 de diciembre de 2020, de la Superintendencia de Elec-
tricidad y Combustibles.

No son aplicables las disposiciones de 
este pliego a las instalaciones a que se 
refiere el inciso sexto del artículo 149° 
[medios de generación de pequeña es-
cala (PMG y PMGD)] y el artículo 149° bis 
[instalaciones de generación distribuida 
para autoconsumo (net billing)] de la Ley 
General de Servicios Eléctricos.

No existe normativa técnica vigente que 
se refiera en forma expresa a instalaciones de 
consumo de energía eléctrica que dispongan 
de sistemas de autogeneración conectadas 
a sistemas de transmisión que entreguen la 
energía generada a dicha instalación de con-
sumo sin inyectar a la red, de forma simultá-
nea a la suministrada desde dichas redes de 
transmisión, ni tampoco a instalaciones de 
consumo de clientes libres con autogenera-
ción (es decir, clientes libres suministrados por 
una empresa generadora, pero conectados 
a redes de distribución). De este modo, el 
PTN09 circunscribe su aplicación únicamente a 
instalaciones de clientes regulados conectadas 
a redes de distribución que reciben suministro 
de las empresas distribuidoras.

3.	 Historia fidedigna del establecimiento de 
la Ley Nº 21.505

Dado el nivel de incertidumbre que se produ-
ce como consecuencia de la coexistencia de 
los tipos de instalaciones y conceptos anali-
zados precedentemente –algunos definidos a 
nivel legal, otros sólo a nivel reglamentario o, 
incluso, infra reglamentario– y para determi-
nar si ello exige que el reglamento que debe 
regular los sistemas de generación-consumo 
realice un ejercicio de armonización de las 
distintas disposiciones normativas que definen 
dichos conceptos y categorías de instalacio-
nes, es necesario acudir a la historia fidedigna 
de la Ley Nº 21.505, y verificar si ésta permite 
aclarar el tipo de instalaciones y el tipo de ré-
gimen normativo que se tuvo a la vista para in-
corporar las instalaciones de generación-con-
sumo a la LGSE.

Para este ejercicio, se debe tener pre-
sente, en primer lugar, que el propósito prin-
cipal de la Ley Nº 21.505, como lo indica su 
título, fue, por una parte, promover y facilitar 
la instalación de sistemas de almacenamiento 
de energía en el sistema eléctrico (atendidas 
las necesidades de flexibilidad aparejadas a 
la alta penetración de fuentes de generación 
renovable variable en el SEN durante la última 
década), y, por la otra, establecer condiciones 
que permitan promover la electromovilidad, 
como medida para reducir las emisiones de 
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gases de efecto invernadero del sector trans-
porte, con miras al cumplimiento de los com-
promisos medioambientales adquiridos por 
Chile a nivel internacional. Así se entienden 
los párrafos dedicados a describir los antece-
dentes del proyecto de ley en el mensaje del 
Presidente de la República con el que se inició 
la tramitación de la Ley Nº 21.505 (en adelan-
te, el “Mensaje”)14.

Como materia accesoria o adicional a 
estas dos metas principales, el Mensaje men-
ciona, por primera vez, a los sistemas de ge-
neración-consumo al enunciar los objetivos del 
proyecto de ley:

II.	 Objetivos del proyecto de ley

En base a lo expuesto con la presente ini-
ciativa se busca:

a) Habilitar una mayor participación de 
energías renovables en la matriz eléctrica 
mediante la promoción de las tecnologías 
de almacenamiento.

b) Habilitar la conexión eficiente de siste-
mas de generación-consumo, que tienen 
capacidad de generación propia, con 
energías renovables, que se conectan 
al sistema eléctrico a través de un único 
punto de conexión y que puede retirar 
energía del sistema eléctrico a través de 
un suministrador o inyectar energía al mis-
mo. Dentro de esta definición existen pro-
yectos que, junto con generación y consu-
mo, pueden incorporar almacenamiento.

c) Conducir a Chile hacia los niveles de 
venta de vehículos eléctricos existentes a 
nivel internacional, equiparando el valor 
de sus permisos de circulación al de los 
autos a combustión interna equivalentes; 
y la habilitación para participar del merca-
do eléctrico como sistemas de almacena-
miento.

De la lectura de la letra b) del texto trans-
crito se puede notar que el Mensaje incluye 
los sistemas de generación-consumo como 
una definición funcional a la promoción del 
almacenamiento, pero no limitada únicamente 
a proyectos que incorporen almacenamiento 
de energía.

Luego, al describir el contenido del pro-
yecto de ley, en lo que se refiere a los sistemas 
de generación-consumo, el Mensaje detalla la 
siguiente medida:

14  Historia de la Ley Nº 21.505.

Para habilitar y entregar certezas a los 
proyectos que desarrollen infraestructura 
de generación y consumo eléctrico, entre 
los cuales existen proyectos de almace-
namiento, se define en el decreto con 
fuerza de ley Nº 4/20018, de 2006, del 
Ministerio de Economía, Fomento y Re-
construcción, que fija el texto refundido, 
coordinado y sistematizado del decreto 
con fuerza de ley Nº 1, de Minería, de 
1982, Ley General de Servicios Eléctricos, 
en materia de energía eléctrica, una nue-
va categoría de sistema generación-con-
sumo. Esta categoría de proyectos, con 
capacidad de generación propia prove-
niente de energías renovables, podrá 
retirar energía del sistema eléctrico o in-
yectar sus excedentes al mismo.

Nuevamente, el Mensaje da cuenta de 
que la incorporación del concepto de sistemas 
de generación-consumo a la LGSE tiene su 
fundamento en la promoción del almacena-
miento de energía, pero, además, el párrafo 
transcrito refuerza lo señalado precedente-
mente respecto a que el concepto comprende 
tanto a las instalaciones que retiran energía 
del sistema eléctrico como a aquellas que in-
yectan sus excedentes de generación. En este 
sentido, las únicas instalaciones que no tenían 
un reconocimiento normativo expreso antes 
de la incorporación del literal af) al artículo 
225º de la LGSE, y con dicha incorporación 
pasan a formar parte de una nueva categoría 
de instalaciones son aquellas instalaciones 
productivas de clientes libres que cuentan 
con medios de generación renovable propios 
que no se enmarcan en la categoría de insta-
laciones de cogeneración eficiente, y que no 
disponen de excedentes de generación para 
inyectar al sistema eléctrico.

De este modo, las instalaciones de ge-
neración behind the meter –es decir, ubicadas 
“aguas abajo” del punto de conexión del 
cliente al sistema eléctrico– por medio de las 
cuales algunos clientes libres abastecen parte 
de sus consumos con energía autogenerada 
a partir de fuentes renovables pasan a formar 
parte de esta categoría de sistemas de gene-
ración-consumo, por lo que la forma en que 
el reglamento regule dichos sistemas será de 
gran importancia para los titulares de estas 
instalaciones. En efecto, dado que este tipo 
de instalaciones no pertenecía a ninguna cate-
goría normativa existente con anterioridad a la 
Ley Nº 21.505 –exceptuando las instalaciones 
de cogeneración eficiente–, correspondían 
simplemente a instalaciones de clientes libres 
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y sus titulares estaban sujetos a las obligacio-
nes propias de todo cliente libre. 

Ahora, con la incorporación del concepto 
de sistemas de generación-consumo, esas ins-
talaciones deben considerarse como pertene-
cientes a un sistema de generación-consumo. 
Sin embargo, en principio, ello no produce 
efectos en el régimen que se aplica a dichas 
instalaciones, ya que, conforme al último in-
ciso del literal af) del artículo 225º, “[a] estos 
sistemas les serán aplicables todas las dis-
posiciones correspondientes a las centrales 
generadoras y clientes finales no sometidos 
a regulación de precios, de acuerdo a lo que 
disponga el reglamento…”.

No obstante, si el reglamento que debe 
dar aplicación al referido literal af) del artículo 
225º de la LGSE establece reglas específicas 
para este tipo de sistema, esos clientes libres 
deberán regirse, en lo que respecta al equi-
pamiento de generación del que dispongan 
behind the meter, a lo que determine el re-
glamento, lo que podría implicar obligaciones 
distintas e, incluso, modificar el alcance de las 
facultades del Coordinador respecto de la ope-
ración de dicho equipamiento de generación, 
la eventual disponibilidad de dicho equipa-
miento para, por ejemplo, la prestación de ser-
vicios complementarios que sean requeridos 
para la seguridad de la operación del SEN, la 
aplicación de estándares técnicos y de seguri-
dad definidos en una norma específica15, etc.

Evidentemente, dependiendo de cómo 
se regule este tipo de instalaciones en el re-
ferido reglamento, éste podría tener impactos 
directos en las inversiones que se desarrollan 
y que se prevén en proyectos de generación 
behind the meter, especialmente en grandes 
industrias como la minería, y en proyectos de 
producción de hidrógeno verde que se hayan 
concebido “aguas abajo” del punto de cone-
xión al SEN de instalaciones de consumo exis-

15  Como se indicó en la nota al pie Nº 4, dado que el Re-
glamento de Seguridad de las Instalaciones de Consumo 
define su ámbito de aplicación en referencia a las instala-
ciones que se conectan al sistema de distribución, existe 
un vacío normativo respecto de las normas de seguridad 
que deben aplicarse a clientes libres que se conectan a 
instalaciones de transmisión. El reglamento que debe 
dictarse conforme al tercer inciso del literal af) del artículo 
225º de la LGSE debería señalar expresamente qué reglas 
serán aplicables a los sistemas de generación-consumo, 
por lo que podría solucionar este vacío normativo respec-
to de los clientes libres conectados a sistemas de trans-
misión que, además, cuenten con medios de generación 
renovable para satisfacer sus propios consumos y no dis-
pongan de excedentes para inyectar al sistema eléctrico.

tentes o proyectadas. Nos detendremos sobre 
este punto en la sección 4 siguiente.

Ahora bien, volviendo a los objetivos 
del proyecto de ley declarados en el Mensa-
je, cabe también detenerse en el uso de la 
expresión “habilitar la conexión” al referirse 
a la infraestructura que combina generación 
y consumo.

Pese a que la historia fidedigna de la Ley 
Nº 21.505 muestra que sobre este punto no 
hubo discusión en ninguno de los trámites 
constitucionales, de la redacción utilizada por 
el Mensaje se colige que, al menos desde la 
perspectiva del diagnóstico que motivó di-
cho Mensaje, se entendía que, al no existir el 
concepto de sistemas de generación-consu-
mo, antes de su incorporación no habría sino 
posible la conexión de este tipo de proyectos 
al sistema eléctrico (es decir, que se habría en-
contrado “inhabilitada”). Este entendimiento 
resulta curioso, dado que, antes de la incorpo-
ración del literal af) al artículo 225º de la LGSE, 
las infraestructura que combina generación y 
consumo era subsumible en otras categorías 
existentes de instalaciones: aquella que dis-
ponía de excedentes para inyectar al sistema 
eléctrico era subsumible en el concepto de 
autoproductor16 del Reglamento de la Coor-
dinación y Operación del Sistema Eléctrico 
Nacional (y en las “subcategorías” analizadas 
en la sección 5 precedente, dependiendo de 
sus características específicas), y aquella que 
únicamente efectuaba retiros del sistema eléc-
trico para cubrir la demanda de sus procesos 
productivos que no era cubierta con sus me-
dios de generación propios, sin efectuar inyec-
ciones al sistema, era concebida como parte 
de las instalaciones de clientes libres, por lo 
que, en ambos casos, su desarrollo y conexión 
estaba “habilitado” por el marco normativo y, 
por lo tanto, podían inyectar sus excedentes al 

16  En efecto, durante la tramitación de la Ley Nº 21.505 
en su exposición ante la Comisión de Minería y Energía 
de la Cámara de Diputados, durante el primer trámite 
constitucional, el presidente de la Asociación Chilena de 
Energía Solar (Acesol), señor Carlos Cabrera, hizo presen-
te la existencia de conceptos existentes en la normativa 
que harían innecesaria la incorporación del literal af) al 
artículo 225º de la LGSE: “Manifestó que no ve necesaria 
esta nueva definición, en atención a que es muy similar a 
la de autoproductor, entendido como ‘todo propietario, 
arrendatario, usufructuario o quien explote a cualquier 
título centrales generadoras, cuya generación de ener-
gía eléctrica ocurra como resultado o con el objetivo de 
abastecer los consumos asociados a procesos productivos 
propios o de terceros, en el mismo punto de conexión a la 
red, y que puedan presentar excedentes de energía a ser 
inyectados al sistema eléctrico.’, que se encuentra regu-
lado a nivel reglamentario” Historia de la Ley Nº 21.505.
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sistema y retirar energía del sistema eléctrico 
–por medio de un suministrador–, respectiva-
mente (aunque el régimen aplicable puede no 
haber sido del todo claro, dependiendo de las 
características de la instalación en cuestión). 

Asimismo, y dado que la totalidad de 
las definiciones relevantes en términos regu-
latorios fueron entregadas al reglamento que 
debe dictar el Ministerio de Energía antes del 
21 de noviembre de 2023, con la sola incorpo-
ración del concepto de sistemas de genera-
ción-consumo a la LGSE no se ha “habilitado” 
nada hasta ahora.

Por otra parte, la historia de la Ley 
Nº 21.505 también permite observar la directa 
vinculación que el Ministerio de Energía plan-
teó entre los sistemas de generación-consumo 
y la promoción de la industria nacional del 
hidrógeno verde. En efecto, durante su expo-
sición ante la Comisión de Minería y Energía 
de la Cámara de Diputados, el ministro de la 
época, Juan Carlos Jobet, señaló que la in-
corporación del literal af) al artículo 225º de 
la LGSE permitiría una mayor transparencia y 
flexibilidad para el desarrollo de proyectos de 
infraestructura que cuente con capacidad pro-
pia de generación, “…pero que también pue-
dan requerir suministrarse desde un sistema 
eléctrico, así como también poder aportar con 
su capacidad de generación propia al mismo 
sistema eléctrico”, utilizando como ejemplo 
de lo anterior, precisamente, el caso de los 
proyectos de hidrógeno verde:

A modo de ejemplo indicó que es muy 
probable que los proyectos de hidrogeno 
se construyan con distintos componentes: 
primero con una central de generación 
de electricidad renovable como un par-
que solar o eólico o una combinación de 
ambos, que va a estar construido para 
que el 100% de esa electricidad se use 
para producir hidrógeno. Pero como esa 
energía solar o eólica no va a estar siem-
pre disponible, esos proyectos van consi-
derar que además de la electricidad que 
van a producir con su propia instalación 
de generación van a poder retirar algo 
de energía complementaria del sistema. 
Si se usan 120 unidades de energía para 
producir hidrógeno, 100 de las cuales las 
van a producir con su propio parque, y 20 
van a retirar del sistema, van a tener que 
pagar al sistema los costos de su uso, 
como de transmisión y otros, solo por 
las 20 unidades de energía que retiraron 
del sistema ya que los 100 las produjeron 
ellos mismos y no pasaron por el sistema. 

En definitiva, los cargos serán solo en 
base a la potencia y energía que efectiva-
mente retiraron del sistema17.

De lo anterior se puede advertir que el 
concepto de sistemas de generación-consu-
mo, tal como fue concebido por el Mensaje 
–y que no sufrió ninguna modificación durante 
la tramitación de la Ley Nº 21.505– se diseñó 
principalmente pensando en proyectos del 
tipo behind the meter, desde su origen. Esto 
explicaría que se haya considerado necesario 
incorporar la definición, pese a su superposi-
ción parcial con la definición de autoproduc-
tores del Reglamento de la Coordinación y 
Operación del Sistema Eléctrico Nacional, y 
con otras categorías de instalaciones ya anali-
zadas, y pese a que, en su ausencia, el equi-
pamiento de generación de los sistemas de 
generación-consumo es simplemente parte de 
las instalaciones de los clientes (precisamente, 
por encontrarse “dentro” o “aguas abajo” del 
punto de conexión de las instalaciones del 
cliente al sistema eléctrico).

4.	 Consideraciones adicionales relativas a 
los sistemas de generación-consumo

Dada la ya mencionada amplitud conceptual 
de los sistemas de generación-consumo a nivel 
legal, surgen naturalmente interrogantes res-
pecto del tipo de operación que admitirá y, por 
consiguiente, los tipos de negocios que podrían 
desarrollar los titulares de dichos sistemas.

En particular, tratándose de sistemas de 
generación-consumo que, además de la com-
ponente de generación propia y la infraestruc-
tura dispuesta para un determinado proceso 
productivo, consideren alguna forma de alma-
cenamiento de energía (de la que produce la 
componente de generación y/o de la que pue-
de retirar del sistema eléctrico por intermedio 
de un suministrador) –todo ello con un único 
punto de conexión al sistema eléctrico–, y 
mientras esto no sea limitado por el reglamen-
to al que se refiere el tercer inciso del literal 
af) del artículo 225º de la LGSE, el concepto 
admite que los titulares de estos sistemas de-
sarrollen múltiples actividades, además de la 
actividad productiva que consume energía de 
sus medios de generación propios y/o desde 
el sistema eléctrico (v.gr. producción de hidró-
geno, desalinización de agua, minería, etc.).

Por lo anterior, y siempre que el regla-
mento no determine algo distinto, los titulares 
de estos sistemas de generación-consumo 

17  Historia de la Ley Nº 21.505.
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podrán (i) participar del mercado de corto 
plazo, sea en modalidad merchant (es decir, 
únicamente inyectando a la red, sin adquirir 
compromisos de retiro, para el suministro a 
terceros) o, incluso, como suministradores de 
clientes finales –en teoría, incluso se admiti-
ría que los retiros que el sistema de genera-
ción-consumo haga desde el sistema eléctrico 
sean intermediados por el mismo titular de 
dicho sistema en calidad de suministrador, en 
cuyo caso el tratamiento normativo de éstos 
debería ser el mismo que aplica a las empre-
sas generadoras18–; (ii) realizar arbitraje de 
precios de la energía mediante la componente 
de almacenamiento; (iii) percibir ingresos tanto 
por las inyecciones de energía como por el 
aporte a la suficiencia de potencia del sistema, 
tanto respecto de la componente de genera-
ción como de la componente de almacena-
miento; (iv) prestar servicios complementarios 
y percibir la remuneración correspondiente.

Esta multiplicidad de posibilidades debe, 
además, conjugarse con la calidad de cliente 
que tendrá el titular del sistema de genera-
ción-consumo cada vez que efectúe retiros del 
sistema para satisfacer sus consumos. Dado 
esto, será necesario que el reglamento defina 
cómo se armonizará el tratamiento de un mis-
mo coordinado como cliente y como genera-
dor a la vez, especialmente para efectos de su 
consideración por parte del Coordinador en la 
programación de la operación del sistema, en 
los balances de transferencias económicas del 
mercado de corto plazo, en la eventual asig-
nación directa para la prestación de servicios 
complementarios, y, en general, en las instruc-
ciones de coordinación que involucren a estos 
sistemas de generación consumo, tanto para 
el despacho económico como en relación con 
la seguridad del sistema eléctrico.

Asimismo, dependiendo de cómo se limi-
ten o definan las actividades permitidas y, por 
consiguiente, las normas que les serán apli-
cables a los sistemas de generación-consumo 
en el reglamento, se determinarán, a la vez, 
los posibles negocios que podría desarrollar 
su titular y en qué condiciones, lo que tendrá 
previsiblemente un impacto en las decisiones 
de inversión de proyectos “multipropósito” 
cuyas características los hagan pertenecer a 
la categoría de sistemas de generación-con-
sumo. Esto puede ser una preocupación 
especialmente relevante para la incipiente 

18  Y, entre otras obligaciones, el titular deberá cumplir con 
las exigencias vigentes para el resguardo de la cadena de 
pagos en el mercado de corto plazo, como la presenta-
ción de las garantías que le requiera el Coordinador.

industria del hidrógeno verde, toda vez que 
decisiones tan relevantes como la ubicación 
de los proyectos, su interconexión o no a los 
sistemas eléctricos, la consideración de incluir 
almacenamiento, etc., podrían significar la im-
posición de obligaciones y de estándares nor-
mativos que no se tenían considerados en el 
diseño original de los proyectos, o bien, que 
la regulación que se aplique a los sistemas de 
generación-consumo implique que sea más 
atractivo para los desarrolladores de proyectos 
–especialmente de hidrógeno verde– diseñar 
éstos como sistemas aislados, es decir, sin 
considerar su interconexión a ningún sistema 
eléctrico, y, por consiguiente, concebir estos 
de forma tal que no sean subsumibles en la 
categoría de sistemas de generación-consu-
mo, en cuyo caso, la incorporación de este 
concepto en la LGSE se volvería inútil, al me-
nos en relación con el objetivo que tuvo a la 
vista el legislador al dictar la Ley Nº 21.505 
(vale decir, la “habilitación” de proyectos de 
hidrógeno verde). 

Con esto último nos referimos, por ejem-
plo, al caso de las instalaciones de producción 
de hidrógeno verde que se han diseñado al 
interior o “detrás del medidor” (behind the 
meter) de instalaciones de clientes libres (ins-
talaciones de consumo) interconectadas al 
SEN –sea a través de redes de transmisión o 
de distribución– versus instalaciones diseñadas 
para operar de forma aislada respecto de sis-
temas medianos y/o del SEN.

Dependiendo de cómo se regule a nivel 
reglamentario el régimen que se aplicará a los 
sistemas de generación-consumo, podría ser 
más atractivo para las futuras inversiones en 
proyectos de hidrógeno verde y sus derivados 
diseñarlos de forma tal que no consideren su 
interconexión con el SEN o con los sistemas 
medianos, lo que implicará que satisfarían 
sus consumos para el proceso productivo del 
hidrógeno únicamente mediante los medios 
de generación propia. Esta modalidad tiene, 
a priori dos ventajas evidentes: (i) no realizar 
retiros desde el sistema eléctrico permite ase-
gurar con toda certeza que el hidrógeno pro-
ducido será efectivamente “verde”, es decir, 
que en su proceso productivo se utilizó úni-
camente energía de fuentes renovables, e (ii) 
implica que el titular del proyecto no tendrá la 
calidad de coordinado y, por consiguiente, no 
le será aplicable ninguna de las obligaciones 
propias de las empresas coordinadas ni tendrá 
incidencia alguna el Coordinador respecto de 
sus instalaciones. 
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Cabe detenerse sobre este último punto, 
porque consideramos que una menor carga 
regulatoria con respecto a la operación coor-
dinada –a saber, no tener la calidad de coor-
dinado– podría ser un incentivo determinante 
para que los futuros proyectos de hidrógeno 
verde no se configuren como sistemas de ge-
neración-consumo19 (especialmente aquellos 
cuyo objetivo es la exportación del hidróge-
no), y, por lo tanto, no representen un aporte 
significativo a la descarbonización de la matriz 
de generación del país –salvo que parte de su 
producción de hidrógeno sea almacenada, y 
luego, destinada a la generación de energía 
mediante unidades generadoras interconec-
tadas al SEN o a algún sistema mediano–, y 
con ello el nuevo literal af) del artículo 225º 
de la LGSE pierda toda utilidad y pase a ser 
“letra muerta”, al menos en lo que respecta 
a la industria del hidrógeno verde. Esto no es 
algo que pudiera evitarse mediante el regla-
mento que debe dictarse conforme al último 
inciso del referido literal af), particularmente 
lo referente al alcance de las atribuciones del 
Coordinador respecto de este tipo de proyec-
tos “aislados”, toda vez que se requeriría una 
modificación legal para extender dichas atri-
buciones a instalaciones que no forman parte 
del SEN ni de un sistema mediano en el que 
exista más de una empresa generadora.

19  Si una unidad generadora no se interconecta con un 
sistema eléctrico –sea por medio de redes de transmisión 
o de distribución– su titular no estará sujeto a la coordi-
nación de la operación por parte del Coordinador y, por 
lo tanto, no le serán aplicables las normas que regulan la 
programación de la operación, ni la interacción de los dis-
tintos agentes del mercado eléctrico en el Sistema Eléctri-
co Nacional, ni aquellas relativas a los sistemas medianos; 
no participará de las transferencias económicas que tienen 
lugar en dicho mercado ni le serán aplicables las obliga-
ciones de información que rigen a las entidades coordi-
nadas. Sin embargo, sí estará sujeta a las normas sobre 
seguridad de instalaciones y otras de orden técnico, dado 
que éstas son aplicables a toda instalación eléctrica. Por 
el contrario, si la unidad generadora se conecta en algún 
punto con el Sistema Eléctrico Nacional, estará sujeta a la 
coordinación del Coordinador y a una serie de obligacio-
nes y derechos, establecidos por la regulación eléctrica en 
general y, según sus características específicas, de deter-
minadas reglas especiales que dependerán (i) del tipo de 
redes por medio de las cuales se conecte al SEN (a saber, 
redes de una empresa concesionaria del servicio público 
de distribución ubicadas dentro de su zona de concesión, 
de redes de transmisión nacional, zonal o dedicada, etc.); 
(ii) de si contará con excedentes de generación para su 
inyección al sistema eléctrico o no; (iii) de la magnitud de 
los excedentes de potencia que pueda inyectar al sistema; 
(iv) de su vinculación a un proceso productivo determina-
do (es decir, si genera electricidad como resultado de otro 
proceso productivo o su objetivo es satisfacer los consu-
mos de dicho proceso o no); (v) de la fuente primaria que 
utilice para generar, y (vi) de si la instalación de genera-
ción contempla una componente de almacenamiento o 
no, entre otras consideraciones.

En efecto, la LGSE define “sistema eléc-
trico”, en la letra a) de su artículo 225°, como 
el “conjunto de instalaciones de centrales 
eléctricas generadoras, líneas de transporte, 
subestaciones eléctricas y líneas de distribu-
ción, interconectadas entre sí, que permite 
generar, transportar y distribuir energía eléc-
trica”. Como se colige del texto citado, para 
que un determinado conjunto de instalaciones 
pueda considerarse un “sistema eléctrico” es 
necesario que incluya centrales generadoras, 
líneas de transporte, subestaciones eléctricas 
y líneas de distribución, interconectadas entre 
sí. A contrario sensu, un conjunto interconec-
tado de instalaciones eléctricas que no incluye 
líneas de distribución, líneas de transporte y/o 
instalaciones de centrales de generación, no 
podría calificarse como “sistema eléctrico” 
bajo el concepto de la LGSE.

A este respecto, se debe notar que el con-
cepto de “distribución” de electricidad como 
actividad no se encuentra definido en forma 
expresa por la LGSE. Sin embargo, de las dis-
posiciones que la regulan se advierte que la ley 
considera distintos regímenes para el desarrollo 
de dicha actividad, dependiendo de la finali-
dad con la que se desarrolla. Concibe, por una 
parte, el servicio público de distribución (cuya 
finalidad es el suministro a clientes regulados) y, 
por la otra, la distribución “no regulada”, referi-
da a la que se desarrolla con fines distintos del 
suministro a clientes regulados.

En efecto, el artículo 8º de la LGSE 
contempla expresamente la existencia de la 
actividad de distribución de energía eléctrica 
distinta de la distribución de servicio público, 
y de la lectura de las diversas disposiciones de 
este cuerpo legal que se refieren a los siste-
mas de distribución y/o quienes los operan, se 
desprende que la LGSE únicamente regula la 
actividad de distribución de servicio público, 
siendo la distribución no concesionada una 
actividad no regulada.

Es por ello que las distintas referencias a 
los sistemas de distribución y las instalaciones 
de distribución en los reglamentos de la LGSE 
y en las normas técnicas sectoriales en gene-
ral, deben entenderse referidas a las instala-
ciones destinadas a la actividad regulada de 
distribución –es decir, a aquella que realizan 
las empresas concesionarias del servicio públi-
co de distribución– cuando no se refieren en 
forma expresa a su aplicación a actividades no 
reguladas.

En el caso de la Norma Técnica de Se-
guridad y Calidad de Servicio, por ejemplo, 
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la definición que su artículo 1-7 establece del 
concepto “sistema de distribución”, aunque 
alude a un nivel de tensión determinado de 
las instalaciones, señala en forma expresa que 
sólo comprende las instalaciones cuya desti-
nación es la actividad de servicio público de 
distribución:

100. Sistema de Distribución: Conjunto de 
instalaciones de tensión nominal igual o 
inferior a 23 [kV], que se encuentran fuera 
de la Subestación Primaria de Distribu-
ción, destinadas a dar suministro a usua-
rios finales ubicados en zonas de conce-
sión, o bien a usuarios ubicados fuera de 
zonas de concesión que se conecten a 
instalaciones de una concesionaria me-
diante líneas propias o de terceros. 

En consecuencia, las instalaciones que 
distribuyen electricidad al interior o “aguas 
abajo” del punto de suministro –a través del 
cual las instalaciones productivas de las que se 
trate reciben energía eléctrica desde el sistema 
eléctrico–, no corresponden a “instalaciones de 
distribución” ni pertenecen a un sistema de dis-
tribución, aun cuando operen con una tensión 
nominal igual o inferior a 23 kV, pues no están 
destinadas a abastecer a usuarios finales ubica-
dos en zonas de concesión o que se conecten 
a instalaciones de una empresa concesionaria 
de distribución (en definitiva, su finalidad no 
es suministrar energía a clientes regulados ni 
a clientes libres conectados a las redes de una 
empresa concesionaria de distribución).

Por consiguiente, ninguna de las limita-
ciones, imposiciones y, en general, regulacio-
nes que establece el marco normativo para 
los sistemas de distribución son aplicables a 
las instalaciones que, encontrándose “aguas 
abajo” del punto de conexión al SEN de una 
determinada instalación, distribuyen la energía 
eléctrica a los distintos puntos de dicha faena. 
Por el mismo motivo, no constituyen instala-
ciones de distribución aquella infraestructura 
que transporta la energía al interior de instala-
ciones, por ejemplo, al interior de un complejo 
productivo de hidrógeno verde que considere, 
además, una planta desalinizadora de agua e 
infraestructura portuaria para la exportación 
del hidrógeno producido, sin estar interconec-
tado con ningún sistema eléctrico.

Por otra parte, la LGSE clasifica los siste-
mas eléctricos interconectados según su capa-
cidad instalada para efectos de la fijación de 
precios de los suministros20, para la rentabilidad 

20  Artículo 147º de la LGSE.

mínima de las empresas distribuidoras21 y para 
la determinación de los estándares de calidad 
de servicio22, por una parte (sistemas de más 
de 1,5 MW de capacidad instalada y sistemas 
de capacidad instalada igual o menor que 1,5 
MW) y también para efectos del cumplimiento 
de las metas de generación renovable no con-
vencional establecidas por el artículo 150º bis23 
(sistemas de más de 200 MW de capacidad ins-
talada, sistemas con capacidad instalada igual 
o menor a 200 MW pero superior a 1,5 MW, y 
sistemas con capacidad instalada igual o menor 
a 1,5 MW). Aunque la ley no les asigna directa-
mente esta denominación, a partir concepto le-
gal de “Sistema Eléctrico Nacional” –estableci-
do en el literal b) del artículo 225º de la LGSE–, 
y de las demás categorías mencionadas, se 
desprende la siguiente clasificación de sistemas 
eléctricos en la LGSE: 

- Sistema Eléctrico Nacional: sistema eléc-
trico interconectado cuya capacidad instalada 
de generación sea igual o superior a 200 MW; 

- Sistema mediano: sistema eléctrico inter-
conectado cuya capacidad instalada es igual o 
inferior a 200 MW, pero superior a 1,5 MW; 

- Sistema “pequeño”: sistema eléctrico 
interconectado cuya capacidad instalada es 
igual o inferior a 1,5 MW. 

De acuerdo con esta clasificación, actual-
mente existe un único SEN, que abastece la 
zona norte y centro-sur de Chile, desde Arica 
hasta Quellón y representa el 99,31% de la 
capacidad instalada24, además de nueve sis-
temas medianos: de Punta Arenas, de Puerto 
Natales, de Porvenir, de Puerto Williams, de 
Aysén, de Palena, de General Carrera y de 
Puerto Cisnes, de Cochamó y de Hornopirén.

Adicionalmente, y aunque no es una cate-
goría contemplada por la LGSE; en la industria 
se reconoce como una categoría adicional a los 
sistemas aislados, que comprende a las instala-
ciones que no se interconectan con ningún sis-
tema mediano ni con el SEN. En la mayoría de 
los casos, se produce la coincidencia de que 
los sistemas pequeños (de capacidad instalada 
menor o igual a 1,5 MW) operan aislados, por 
lo que se suele asimilar el concepto de sistema 
aislado a estos sistemas “pequeños”.

Con respecto a los sistemas medianos y 
el rol del Coordinador, se debe tener presen-

21  Artículo 152º de la LGSE.
22  Artículo 130º de la LGSE.
23  Artículos 149º quáter, 150º bis y 150º ter de la LGSE.
24  Deutsche Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit 
(GIZ) y Ministerio de Energía 2021, 22.
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te que el artículo 212°-1 de la LGSE define a 
esta entidad como “el organismo técnico e 
independiente encargado de la coordinación 
de la operación del conjunto de instalaciones 
del sistema eléctrico nacional que operen 
interconectadas entre sí”. Dado que esta 
disposición se refiere en forma expresa a la 
coordinación de las instalaciones del SEN, de 
esto se desprende que el alcance de la fun-
ción coordinadora del Coordinador se limita a 
la operación del SEN y no se extiende a otros 
sistemas eléctricos (menos aún a instalaciones 
eléctricas que operan como sistemas aislados), 
con una única excepción, establecida por el 
inciso 3° del artículo 72°-1 de la LGSE: “…el 
Coordinador deberá realizar la programación 
de la operación de los sistemas medianos en 
que exista más de una empresa generadora, 
conforme a la ley, el reglamento y las normas 
técnicas. Dichas empresas deberán sujetarse a 
esta programación del Coordinador”.

De esta forma, sólo cuando en un sistema 
mediano opera más de una empresa generado-
ra, el alcance de la coordinación que realiza el 
Coordinador se extiende a ese sistema media-
no, en lo que corresponde a la programación 
de la operación25. La regulación a la que debe 
atenerse el Coordinador en la programación de 
la operación de estos sistemas medianos está 
contenida en la Norma Técnica de Seguridad 
y Calidad de Servicio para Sistemas Medianos, 
fijada mediante Resolución Exenta Nº 179, de 
2018, de la Comisión Nacional de Energía. 

De acuerdo con la referida Norma Técni-
ca, para estos efectos el Coordinador debe (i) 
elaborar la programación de la operación del 
sistema mediano y ponerla en forma oportuna 
a disposición de las empresas generadoras 
para llevar a cabo la operación en tiempo real; 
(ii) programar y coordinar los mantenimientos 
de todas las instalaciones; (iii) revisar el cum-
plimiento de la programación de la operación, 
tomar conocimiento de las desviaciones y sus 
causas, y acordar las medidas conducentes a 
corregirlas; (iv) realizar los análisis y estudios 
que sean necesarios para la programación 
de la operación, e (v) informar a la Superin-
tendencia de Electricidad y Combustibles del 
incumplimiento de las instrucciones de coor-
dinación. Para estos efectos, la Norma Técnica 
aludida faculta al Coordinador para solicitar 
“…información de las instalaciones de los In-
tegrantes para efectos de la programación de 

25  En los Sistemas Medianos en los que existe una úni-
ca empresa generadora, la coordinación del sistema es 
realizada directamente por la empresa propietaria de las 
instalaciones.

la operación”26 y efectuar los “…controles ne-
cesarios para asegurar el cumplimiento de las 
instrucciones de coordinación emanadas del 
propio Coordinador”27. 

Asimismo, conforme a lo dispuesto por 
el artículo 9º del Decreto Supremo Nº 23, de 
2015, que Aprueba Reglamento de Operación 
y Administración de los Sistemas Medianos 
Establecidos en la Ley General de Servicios 
Eléctricos28, en aquellos sistemas medianos 
con más de una empresa generadora, los pro-
pietarios de las instalaciones interconectadas a 
nivel de generación-transporte deben confor-
mar un Comité Coordinador, el que también 
es facultado, junto al Coordinador para reque-
rir información a las empresas coordinadas29. 
Además, el artículo 7º del mismo Reglamento 
le impone a este Comité Coordinador una 
serie de deberes, incluyendo la elaboración 
de informes que le solicite el Ministerio de 
Energía, la Comisión Nacional de Energía o la 
Superintendencia de Electricidad y Combusti-
bles “…dentro del ámbito de sus respectivas 
atribuciones y en los plazos que estos organis-
mos determinen”30, 

26  Artículo 2-4 de la Norma Técnica de Seguridad y Cali-
dad de Servicio para Sistemas Medianos.
27  Idem.
28  “Artículo 9º.- Existirá un Comité Coordinador por cada 
Sistema Mediano el que deberá estar integrado por las 
empresas propietarias de las instalaciones a nivel genera-
ción-transporte que conforman ese sistema, en adelante 
los ‘Integrantes’. Para efectos del funcionamiento del 
Comité Coordinador los Integrantes deberán designar un 
representante.
En reemplazo de las empresas propietarias, podrán inte-
grar el Comité Coordinador los arrendatarios, usufructua-
rios o aquellos que exploten a cualquier título las instala-
ciones eléctricas que conforman cada Sistema Mediano, 
quienes deberán designar un representante para efectos 
del funcionamiento del Comité Coordinador. En este caso, 
las empresas propietarias deberán comunicar por escrito 
esta situación a los demás Integrantes”.
29  “Artículo 14º.- Los propietarios, arrendatarios, usufruc-
tuarios o quienes exploten a cualquier título las instalacio-
nes que operen interconectadas en el Sistema Mediano 
respectivo, deberán proporcionar toda la información 
que el Coordinador y el Comité Coordinador les solicite 
para el correcto desarrollo de sus funciones, en la forma y 
oportunidad que éste señale”.
30  Además de los informes que le soliciten estas institu-
ciones, de acuerdo con el artículo 21º del referido Regla-
mento, el Comité Coordinador debe enviar semanalmente 
a la Comisión Nacional de Energía, al Coordinador y a 
la Superintendencia un informe que contenga la opera-
ción real diaria de la semana inmediatamente anterior. 
También el artículo 22º obliga al Comité Coordinador a 
enviar mensualmente a la Comisión Nacional de Energía 
y a la Superintendencia un informe con la repartición de 
la recaudación por ventas de energía y potencia del mes 
anterior y con las demandas de energía y potencia del 
último mes, y a enviar anualmente a la Comisión Nacional 
de Energía un informe con la generación anual de energía 
de cada unidad generadora, con la demanda máxima de 
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De este modo, en aquellos Sistemas Me-
dianos que cuentan con más de una empresa 
generadora, como es el caso, por ejemplo, del 
Sistema Mediano de Punta Arenas31 y el Siste-
ma Mediano de Hornopirén32, a los titulares de 
las instalaciones eléctricas interconectadas con 
estos sistemas les son aplicables las normas 
específicas establecidas para los sistemas me-
dianos y están sujetos a la coordinación de la 
operación por parte del Coordinador respecto 
de la obligatoriedad de dichas instrucciones 
cuando se refieren a la programación de la 
operación, así como también a la obligación 
de proporcionar al Coordinador la información 
que éste les requiera para la programación de 
la operación, pudiendo ser sancionados por la 
Superintendencia de Electricidad y Combusti-
bles en el caso de incumplir estas obligaciones.

Lo anterior también es relevante para 
efectos de las decisiones de inversión en la 
industria del hidrógeno verde, particularmente 
para aquellos proyectos que se emplazarían 
en la Región de Magallanes y la Antártica 
Chilena, zona que por sus características 
geográficas y su potencial para la generación 
eólica concentra un importante número de 
proyectos, en distintas etapas de desarrollo. 
Ello porque en dicha región existen cuatro 
sistemas medianos (el de Punta Arenas, Puerto 
Natales, Porvenir, y Puerto Williams) a los que, 
potencialmente, podrían interconectarse los 
proyectos de hidrógeno verde. Sin embargo, 
la carga regulatoria que, en principio, impli-
caría para los desarrolladores la interconexión 
de estos proyectos a alguno de estos sistemas 
medianos –nuevamente, dependiendo de lo 
que disponga el reglamento que debe dic-
tarse conforme al literal af) del artículo 225º 
de la LGSE– puede constituir un desincentivo 
importante a la interconexión de estas instala-
ciones a los sistemas medianos, por lo que es 
probable que la mayoría de los proyectos de 
producción de hidrógeno verde y sus deriva-
dos que se ubiquen en la región se diseñen en 
forma aislada, sin contemplar su interconexión 
con dichos sistemas.

potencia del sistema, y con un resumen de la repartición 
de la recaudación por ventas de energía y potencia reali-
zadas el año anterior.
31  Al mes de marzo de 2021, este Sistema Mediano se 
compone de unidades térmicas a gas natural o diésel y 
unidades eólicas, propiedad de tres empresas distintas: 
Empresa Eléctrica de Magallanes S.A., Pecket Energy S.A. 
y Enap S.A. (Coordinador Eléctrico Nacional 2021, 11).
32  Al mes de febrero de 2021, este Sistema Mediano está 
compuesto por unidades térmicas de propiedad de SA-
GESA S.A. y una unidad hidráulica de pasada, de propie-
dad de Energía de la Patagonia y Aysén S.A. (Coordinador 
Eléctrico Nacional 2021, 9).

Una situación similar prevemos respecto 
de proyectos de hidrógeno verde ubicados en 
la zona norte del país, que aprovechen el re-
curso solar para la producción del hidrógeno. 
Al igual que aquellos proyectos que conside-
ran incorporar equipamiento de generación 
renovable para su destinación a un proceso 
productivo determinado –como puede ser el 
caso, por ejemplo, de faenas mineras (clien-
tes libres) que incorporen generación behind 
the meter–, la regulación que se defina para 
los sistemas de generación-consumo podría 
significar un desincentivo a que estos proyec-
tos consideren la inyección de excedentes al 
sistema eléctrico (toda vez que, de acuerdo 
con el literal af) del artículo 225º de la LGSE, 
si realizan inyecciones al sistema eléctrico “…
les serán aplicables todas las disposiciones 
correspondientes a las centrales generadoras 
y clientes finales no sometidos a regulación 
de precios, de acuerdo a lo que disponga el 
reglamento (…)”. 

La aplicación de las disposiciones que 
regulan a las centrales generadoras implica-
rá una carga importante para empresas cuya 
actividad productiva principal no es la gene-
ración de energía eléctrica, lo que requerirá 
naturalmente un despliegue importante de 
recursos en lo técnico y en lo humano para 
asumir la posición de una empresa generado-
ra, asumiendo también riesgos relevantes aso-
ciados a la operación de las “centrales” cuyos 
excedentes serían inyectados al sistema eléc-
trico, y, particularmente en el caso de la zona 
norte, los posibles ingresos asociados a esas 
inyecciones probablemente no sean de una 
magnitud suficiente para superar los riesgos 
que asumirían (dado el bajo costo marginal al 
que se valorizarían esas inyecciones, al menos 
bajo el escenario actual de la generación en la 
zona norte). Se debe tener presente también 
que, salvo que el futuro reglamento lo impida, 
los clientes libres que decidan inyectar los ex-
cedentes de sus sistemas de generación-con-
sumo al sistema eléctrico, al aplicárseles “…
todas las disposiciones correspondientes a las 
centrales generadoras (…)” podrían, en princi-
pio, asumir el rol de suministradores, es decir, 
adquirir compromisos para suministrar a otros, 
e, incluso, ser sus propios suministradores.

IV.	 Conclusiones: desafíos regulatorios del 
reglamento de la Ley Nº 21.505

Atendidos los aspectos analizados precedente-
mente, asociados a la amplitud de la definición 
legal de sistemas de generación-consumo, es-
timamos que el reglamento que debe dictarse 
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para dar aplicación a este concepto debe, al 
menos, (i) definir o acotar el tipo de infraes-
tructura productiva y energética a la que será 
aplicable, tanto desde el punto de vista de la 
titularidad de las instalaciones, definiendo el 
tipo de régimen que le será aplicable a sus ti-
tulares, dependiendo de si sólo retiran energía 
del sistema, sólo inyectan excedentes a éste, 
o realizan ambas actividades (al menos en lo 
que respecta a los derechos y obligaciones de 
los titulares y si –y bajo qué parámetros– serán 
tratados como clientes libres o como genera-
dores, o tendrán un régimen específico como 
titulares de instalaciones de generación-con-
sumo); (ii) explicitar el alcance de las facultades 
del Coordinador respecto de las instalaciones 
y sus titulares; las reglas que aplicarán para 
su interconexión, su consideración en la pro-
gramación de la operación y la operación en 
tiempo real, y su tratamiento en relación con el 
mercado de corto plazo y, en general, con las 
transferencias económicas que debe calcular 
el Coordinador; y (iii) las normas de seguridad 
que les serán aplicables33.

Asimismo, consideramos que los conteni-
dos del referido reglamento tendrán un impac-
to relevante en el diseño de futuros proyectos 
de inversión en el sector energético. A este 
respecto, hacemos presente que, aunque la 
finalidad de la incorporación del concepto de 
sistemas de generación-consumo a la LGSE 
haya sido, al menos en parte, la promoción 
de la industria del hidrógeno verde, la falta 
de definición del concepto y las implicancias 
de dicha indefinición con respecto a la certeza 
jurídica que se requiere para el diseño de este 
tipo de proyectos de inversión, casi con certe-
za, producirá que ninguno de los proyectos de 
hidrógeno verde y sus derivados que busquen 
ser competitivos para el mercado internacional 
del hidrógeno sea concebido como un sistema 
de generación-consumo. En otras palabras, 
dado que, por su amplitud, el concepto abar-
caría este tipo de proyectos y todos aquellos 
que conciban infraestructura “multipropósito” 
junto con unidades para la generación de 
energía eléctrica, la falta de certeza y la carga 
regulatoria potencial que implicaría ser califi-
cado como sistema de generación consumo, 

33  A la fecha de este trabajo se encuentra en tramitación 
por parte del Ministerio de Energía el Reglamento de Se-
guridad de Instalaciones de Hidrógeno, que resolvería el 
problema advertido respecto de los proyectos de produc-
ción de hidrógeno, sin embargo, aunque éste sea aproba-
do, será necesario que el reglamento de la Ley Nº 21.505 
señale las normas de seguridad que serán aplicables a los 
sistemas de generación-consumo que no comprendan la 
producción de hidrógeno.

probablemente inclinará a los inversionistas 
a diseñar sus proyectos como sistemas aisla-
dos, evitando con ello tanto la falta de certeza 
como la carga regulatoria, pero, también –en 
el caso de los proyectos de hidrógeno verde–, 
permitiendo asegurar que la producción del 
hidrógeno proviene en su totalidad de fuentes 
de energía renovable (lo que no es posible si 
el proyecto se interconecta al SEN o a algún 
sistema mediano).

Ahora bien, algunas de las materias enun-
ciadas precedentemente podrían requerir ser 
definidas o delimitadas a nivel legal –como, 
por ejemplo, el alcance de las atribuciones del 
Coordinador respecto a los sistemas de gene-
ración-consumo–, aunque la mayoría pueden 
solucionarse a nivel reglamentario. 
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Transición energética y mutación 
regulatoria

Energy transition and regulatory changes

Enrique Sepúlveda Rodríguez1

RESUMEN: A nivel internacional se está llevando a cabo el proceso denominado como transición energética 
vinculado al esfuerzo convenido por la comunidad de países para combatir el cambio climático que tiene lu-
gar a nivel planetario a consecuencia de la producción de gases de efecto invernadero. El presente trabajo 
expone la ineludible vinculación de la regulación de la energía con procesos de transición que surgen en la 
dinámica económico-social de producción y consumo de energía eléctrica a cuyo efecto se informa de las 
regulaciones-transiciones habidas en Chile desde la dictación de la Ley General de Servicios Eléctricos del 
año 1982 en diferentes ámbitos de la operación del sistema y el mercado eléctricos y se evalúa el alcance 
normativo que en particular asume la transición energética para el sector eléctrico.
PALABRAS claves: cambio climático, transición energética, sistema y mercado eléctrico

ABSTRACT: At the international level, the process called energy transition is being carried out, linked to the 
effort to combat global climate change because of the production of greenhouse gases. This work exposes 
the unavoidable link between energy regulation and energy transition processes that arise in the economic-
social dynamics of production and consumption of electrical energy. The study describes the regulations-
transitions that have occurred in Chile since the approval of the General Electrical Services Law of 1982 in 
different areas of the operation of the electrical system and market and evaluates the regulatory scope that 
the energy transition assumes for the electric sector.

KEYWORDS: global climate change, energy transition, electrical system and market.
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I.	 Transición energética: un fenómeno 
mundial que convoca al derecho 
nacional

Un suceso de la naturaleza de alcance plane-
tario, identificado como el cambio climático, 

ha inducido a la comunidad internacional a 
reformular la relación de la vida económica de 
los países con la energía como fuente de su 
desarrollo dando lugar al proceso conocido 
como transición energética que podemos ca-
racterizar como un cambio significativo en el 
sistema energético de un país, de una región, 
o incluso, a nivel global. 

En términos generales, la doctrina nos 
enseña que en una transición energética el 

1  Abogado. Licenciado en ciencias Jurídicas. Universidad 
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da@zcabogados.cl Dirección Postal: Nueva de Lyon 145 
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cambio puede estar asociado a la estructura 
del sistema (por ejemplo, suministro centra-
lizado v/s descentralizado), a las fuentes de 
energía que lo alimentan, a sus costos, tanto 
económicos como de otro tipo, o incluso al 
régimen político-económico en el que tiene 
lugar el suministro y consumo de energía. 
Cambio efectivamente significativo como su-
cedió con el inicio del uso de combustibles 
fósiles a gran escala, en particular el carbón, 
y posteriormente la utilización masiva del pe-
tróleo como combustible para el transporte, el 
uso creciente del gas natural, o el despliegue 
de la energía nuclear.2 

En particular, las políticas públicas coin-
ciden en que en el caso del sector eléctrico, 
descarbonizar la generación de electricidad y 
electrificar después la vida social son dos de 
los instrumentos más importantes en la lucha 
contra el cambio climático3. Bajo este enfo-
que, la transición energética actual ha deve-
nido en un proceso de cambio de una forma 
de producción de energía a otra, que incluye 
fuentes de energía renovables y no renova-
bles. Entre los cambios se encuentra el reem-
plazo de combustibles fósiles, como el carbón 
y el petróleo, por fuentes renovables, como la 
energía solar y la eólica. En síntesis, no es una 
simple denominación ampulosa de una políti-
ca pública, por el contrario se constituye en un 
cambio trascendente, cuyo origen y dimensión 
es de alcance global, que traspasa los espa-
cios eléctricos y jurídicos.

Lo propio de una transición estructural de 
las características, magnitud e impactos como 
los que ostenta la transición energética es su 
correspondiente proyección y representación 
en cuerpos regulatorios que faciliten y orde-
nen su viabilidad para la nueva etapa que se 
inicia, mediante reglas, principios y directrices 
que orienten el comportamiento de los agen-
tes económicos, públicos y privados, como 
también de los consumidores.

Como situación fáctica emergente en el 
desarrollo de los países, la transición ener-
gética se constituye por tanto en una fuerte 
presión sobre el marco regulatorio mundial y 
nacional de la energía bajo cuyas directrices se 
organiza el suministro de la electricidad para 
el consumo de la sociedad. De este modo 
podemos constatar dos consecuencias en esta 
relación entre hechos y derecho, a saber: i) 
que la historia de las regulaciones es igual-
mente la historia de transiciones que las han 

2  Linares 2018, 20. 
3  Ariño 2020, 239.

precedido y ¡¡) que el acierto y oportunidad de 
las normas condicionan la factibilidad misma 
de un proceso de transición.

II.	 Transiciones y cambios regulatorios 
en Chile

El brillo de las ampolletas  
era tan potente que hizo desaparecer  

las sombras de la plaza. 
Nona Fernandez, Chilean Electric.

Transición energética, propiamente tal, como 
los procesos habidos en el curso de la historia 
humana que describe Vaclav Smil en su obra 
Energía y Civilización4, lo constituye la llegada 
a Chile de la electricidad a fines del siglo XIX. 
Según se explica en publicación del año 1987 
del Colegio de Ingenieros de Chile, la primera 
instalación de abastecimiento eléctrico propia-
mente tal en el país, data de 1 de marzo de 
1883 con la puesta en marcha en Santiago de 
un pequeño grupo generador de unos kW de 
potencia destinado al alumbrado de la plaza 
de armas, el pasaje Matte y algunas tiendas 
próximas. En las primeras décadas del siglo 
XX el abastecimiento eléctrico alcanzó niveles 
industriales. Consecutivamente se producen 
las regulaciones pioneras del sector destina-
das a ordenar la prestación de los nacientes 
servicios eléctricos.

Una segunda transición, también de al-
cance general, que no tuvo ya una naturaleza 
energética si no que política y económica, 
tuvo lugar, casi 100 años después de la ilu-
minación de la Plaza de Armas, a través de la 
dictación del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 
del año 1982 intitulada Ley General de Ser-
vicios Eléctricos. Con esta nueva regulación, 
cuya estructura y principios fundantes siguen 
vigentes a esta fecha, se puso término a la 
normativa del año 59, en la que se centraliza-
ba en el Estado la operación y propiedad de 
las instalaciones eléctricas. Los hechos que 
dan impulso y origen a esta nueva regulación 
para el sector energía, se remontan al cambio 
político que vivió el país con el advenimiento 
de la dictadura cívico militar el 11 de septiem-
bre de 1973 y la instauración de un nuevo mo-
delo de desarrollo a través de la economía de 
mercado.

En tal sentido, a partir de 1980 -señala 
Vergara Blanco- se comenzó a aplicar una 
nueva política en el sector eléctrico con el ob-
jetivo de revertir la situación anterior de pre-
ponderancia estatal, y de otorgarle una parti-

4  Smil 2021, 732.
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cipación significativa a la iniciativa privada. El 
Estado, en su función subsidiaria, en todo caso 
mantendría su rol normativo y regulador.5

Los posteriores cambios en el ámbito 
político que marcaron la recuperación de la 
democracia a partir de 1990 no vinieron apa-
rejados de cambios normativos sustitutorios 
de la regulación del año 82 que se mantuvo 
incólume aunque sometida a modificaciones 
parciales para recepcionar transiciones espe-
cíficas surgidas a partir del propio crecimiento 
del sector.

El desarrollo legislativo de la Ley General 
de Servicios Eléctricos podemos identificar los 
siguientes textos legales:

Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, 1982, 
Ley General de Servicios Eléctricos

– 18.922 de 1990 servidumbres de paso 
de energía eléctrica

– 19.613 de 1999 Fortalecimiento de la 
SEC

– 19.674 de 2000 Servicios asociados al 
suministro eléctrico.

– 19.940 de 2004 Ley Corta I Transmisión

– 20.018 de 2005 Ley Corta II Licitaciones I

Decreto con Fuerza de Ley Nº 4 /20.018 
de 2006, Ley General de Servicios Eléctricos

– 20.220 de 2007, Seguridad

– 20.402 de 2009, Ministerio de Energía

– 20.257 de 2008, ERNC

– 20.571 de 2012, Generación residencial

– 20.698 de 2013, ERNC II

– 20.701 de 2013, Concesiones Eléctricas 

– 20.726 de 2014, Interconexión de siste-
mas SIC-SING

– 20.805 de 2015, Licitaciones II

– 20.928 de 2016, Equidad tarifaria

– 20.936 de 2016, Sistema de Transmi-
sión y CISEN 

– 21.076 de 2018 Propiedad de medido-
res y empalmes (distribuidoras)

– 21.118 de 2018 Desarrollo generación 
residencial

– 21.194 de 2019 Rebaja la rentabilidad 
de las empresas de distribución eléctrica

5  Vergara 1999, 146.

– 21.185 de 2019 Crea un mecanismo 
transitorio de estabilización de precios 
para clientes regulados

– 21.304 de 2021 Sobre suministro de 
electricidad para personas electrodepen-
dientes

– 21.472 de 2022 crea un fondo de esta-
bilización de tarifas

– 21.505 de 2022 Promueve almacena-
miento de energía eléctrica  y la electro-
movilidad

– 21.582, 2023 Suprime o modifica la in-
tervención de notarios en trámites

– 21.455, 2022 Ley Marco de Cambio 
Climático

Como se expone seguidamente, estos 
procesos legislativos han correspondido a 
procesos transicionales de diversa naturaleza 
originados en el sector eléctrico.

III.	 Primera transición regulatoria: Ley 
Corta I

La Ley Nº 19.940, del año 2004, conocida 
como ley corta I, fue el primer cuerpo legal 
que, después de veinte años, introdujo modi-
ficaciones sustanciales al texto de la Ley Ge-
neral de Servicios Eléctricos contenido en el 
DFL 1 de 1982, y se hizo como una respuesta 
del estado regulador a la cadena de episodios 
complejos producidos o manifestados en el 
sector eléctrico durante la década del 90: 
conflictos de integración vertical en genera-
ción-transmisión, carencias regulatorias del 
transporte regido por contratos privados entre 
generadores usuarios y propietarios de la red, 
déficit de abastecimiento y racionamiento 
eléctrico en 1998-99 a causa de sequía, ele-
vada conflictividad entre empresas eléctricas 
integrantes de los directorios en los entonces 
vigentes organismos coordinadores de la ope-
ración, centros de despacho económico de 
carga, en el Sistema Interconectado Central 
(SIC) y Sistema Interconectado del Norte Gran-
de (SING)6.

Esta transición regulatoria abarcó diver-
sos contenidos de la Ley General de Servicios 
Eléctricos, a saber:

– Declaración del transporte de electrici-
dad como nuevo servicio público eléctrico 
y tarificación del servicio de transmisión.

6  Vide: Serra 2002, 11-43.
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– Desintegración vertical de la propiedad 
de empresas de transporte de electricidad.

– Reconocimiento legal de los CDECs.

– Creación del Panel de Expertos de la 
Ley Eléctrica.

– Incentivos a generación ERNC en pago 
de peajes de transmisión.

La más extensa y de mayor impacto para 
el mercado eléctrico futuro fue la reforma al 
régimen legal del servicio de transmisión que, 
en consonancia, aunque no explicita, con su 
nuevo status de servicio público eléctrico, 
se conforma como sistema de transmisión 
integrado por un sistema troncal, sistemas 
de subtransmisión y sistemas de transmisión 
adicional con aplicación del principio de libre 
acceso al uso de las instalaciones por parte de 
las centrales generadoras y sujeto a un régi-
men tarifario diferenciado para cada sistema.

 Esta nueva regulación del transporte in-
trodujo además innovadores procedimientos 
administrativos especiales para determinar la 
valorización y remuneración del servicio así 
como su expansión. Por primera vez, en el de-
recho administrativo nacional se introduce un 
procedimiento tarifario fundado en la elabora-
ción de estudios técnicos independientes a las 
empresas eléctricas como de la autoridad re-
guladora y la opción de ser sometidos a con-
tradicción por los participantes en el proceso 
y posterior reconducción de las discrepancias 
a la competencia de un nuevo órgano jurisdic-
cional especializado, el Panel de Expertos. 

La normativa del año 2004 para la trans-
misión, fue considerada después un buen pun-
to de partida como primer intento sistemático 
de regular íntegramente el segmento de la 
transmisión eléctrica en Chile, por ello, el Go-
bierno impulsó en el año 2016 una regulación 
más integral de la transmisión eléctrica, que 
fuera capaz de cumplir con las crecientes exi-
gencias y demandas de este segmento y su rol 
central en el resto del sistema eléctrico. Así, 
entre otras medidas, la ley 20.936 redefine el 
sistema de transmisión y los cinco segmentos 
que lo componen, distinguiendo los sistemas 
Nacional, Zonal, Dedicados, para Polos de 
Desarrollo y de Interconexión Internacional y 
dispone el desarrollo de un proceso de pla-
nificación energética de largo plazo, con un 
horizonte de al menos 30 años, a cargo del 
Ministerio de Energía con un esquema de par-
ticipación ciudadana7.

7  Historia de la Ley Nº 20.936. 

IV.	 Transición institucional

La LGSE del año 1982, creó las bases normati-
vas para promover la creación de un mercado 
eléctrico dinámico con suministro seguro y 
menor costo económico, pero no introdujo un 
marco institucional en correspondencia con ta-
les objetivos. De tal modo que a la llegada del 
siglo XXI era palmaria la precariedad institu-
cional para hacer frente a los nuevos desafíos8. 
El peso de la actuación técnica y administrati-
va recaía en la Comisión Nacional de Energía 
que mantenía la estructura y funciones otor-
gadas desde su creación en 1978, mientras 
que la actuación política recaía en un Ministro 
Presidente del Consejo de la CNE. 

La debilidad institucional se apreciaba es-
pecialmente en la función coordinadora de la 
operación del sistema eléctrico gestionado por 
las propias empresas eléctricas a través de los 
CDECs y en la carencia de mecanismos de re-
solución de conflictos al interior de dicho orga-
nismo coordinador como también para los con-
flictos surgidos en procedimientos tarifarios.

La modernización de las instituciones 
para la regulación dotándolas de capacidades 
para asumir las nuevas demandas de un mer-
cado en permanente crecimiento ha tenido 
lugar a través de las leyes números 19.940, 
20.402 y 20.936 promulgadas, respectivamen-
te, en los años 2004, 2010 y 2016 que han 
originado en este siglo, un nuevo órgano juris-
diccional especializado, el Panel de Expertos, 
un nuevo órgano de la Administración del Es-
tado, el Ministerio de Energía y la renovación 
del organismo coordinador, el Coordinador 
Eléctrico Nacional.

V.	 Transición comercial

La actividad de comercialización de energía, 
aquella que se verifica mediante contratos de 
suministro de largo plazo entre empresas eléc-
tricas con los dos tipos de consumidores que 
reconoce la ley: clientes regulados o clientes 
libres, no fue objeto de regulación por el pri-
mer texto de la Ley General de Servicios Eléc-
tricos del año 1982. El foco de la regulación se 
puso entonces, especialmente, en el estableci-
miento de principios y reglas ordenadoras del 
funcionamiento y operación de las instalacio-
nes eléctricas de generación, transporte y dis-
tribución a través de un sistema eléctrico inter-
conectado como base industrial sobre la cual 
las empresas del segmento generación pudie-

8  Vide: Sepúlveda y Vergara 2014. Mardones 2017, 1-28. 
Mardones et al. 2014, 153-182. 
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sen encausar la actividad comercializadora en 
condiciones de libre competencia concordante 
con la nueva política económica de libre mer-
cado implantada por el régimen militar.

Desde el esquema original de la ley y 
hasta el presente, las empresas de generación 
de electricidad han permanecido como únicos 
agentes económicos habilitados para desa-
rrollar la compraventa de energía a través del 
derecho exclusivo del segmento para adquirir 
energía que se produce en el sistema eléctrico 
para suministrar a sus clientes9. Así, en una 
empresa de generación recae primeramente la 
obligación de orden público de producir ener-
gía conforme a la demanda según las reglas 
de coordinación de la operación que deben 
acatar, y, consecuencialmente, es titular de un 
derecho de adquisición de energía destinada 
a la comercialización conforme a la libertad 
contractual.

Una crisis regulatoria y energética se 
produjo a fines de la década del 90 afectante 
a la contratación de suministros de energía 
entre generadoras y compañías distribuidoras 
como secuela de la situación de déficits de 
suministro y las medidas restrictivas impuestas 
por la autoridad para evitar nuevas situaciones 
de déficits10. La compraventa de energía para 
las distribuidoras de servicio público llegó a 
una situación inédita de carencia de contratos 
y consecuentemente el potencial riesgo de 
carencia de suministros para los consumidores 
regulados. La situación, no obstante que fue 
superada mediante una resolución adminis-
trativa del Ministro de Economía que impuso 
al segmento de generación la obligación de 
suministro sin contrato a las distribuidoras, 
puso el foco en la necesidad de profundizar 
este segmento de la comercialización en tanto 
afecta a la regularidad de servicio de consumi-
dores regulados.

La transición desde la contratación hacia 
una comercialización regulada de la com-
praventa de energía para los consumidores 
del servicio público de distribución se ha ve-
rificado mediante las leyes números 20.018 

9  Entre la doctrina legal y económica, incluyendo la 
autoridad reguladora, está generalizado el criterio de 
tratar como comercialización la actividad que realizan las 
empresas de servicio público de distribución a pesar de 
no tener apoyo para ello en texto legal ni teórico que la 
respalde incurriendo en la contradicción de tratar como un 
segmento del mercado eléctrico a un monopolio natural.
10  Vide: Vergara 2001, 799-810. También: Díaz y Soto, 
2000, 149-192.

(Ley Corta II) del año 2005, y 20.805 del 
año 201511.

Esta regulación obliga a las empresas dis-
tribuidoras a asegurar el suministro a sus clien-
tes mediante la licitación de grandes bloques 
de potencia con los generadores, asegurando 
con ello los ingresos a largo plazo de los ge-
neradores por medio de contratos de sumi-
nistro, lo que en estricto rigor es un respaldo 
para las empresas generadoras para continuar 
con sus planes de inversión12.

La normativa concentra su intervención 
en los procedimientos para realizar las lici-
taciones de contratos de suministro entre 
empresas del giro de generación y empresas 
concesionarias de servicio público de distri-
bución en los que según los objetivos que se 
perseguían en el Mensaje del Proyecto de Ley 
“la autoridad regulatoria sea responsable de 
elaborar las bases de licitación. Las empresas 
distribuidoras serán las encargadas de llevar 
cabo el proceso administrativo de la licitación 
(convocatoria, recepción de ofertas, evalua-
ción y adjudicación). Con ello, se logrará lo 
siguiente: a. Se le entrega expresamente un 
rol activo a la Autoridad, quien poseerá la 
conducción del proceso de licitaciones. b. Se 
consolidan las licitaciones como un instrumen-
to para alcanzar los objetivos de eficiencia 
económica, competencia, seguridad y diversi-
ficación del sistema eléctrico. c. Se facilita la 
coordinación de procesos y estandarización de 
contratos13.

En resumen, se ha señalado que “El siste-
ma de compras de energía y potencia para el 
suministro de los clientes sujetos a regulación 
de tarifas de las empresas de servicio público 
de distribución eléctrica, ha evolucionado en 
el tiempo, desde su modelo original, basado 
en contratos de suministro con precios explí-
citamente fijados por el Estado, a través de la 
dictación semestral de decretos de fijación de 
“precios de nudo” (modelo vigente hasta el 
año 2005), hacia un esquema de licitaciones 
públicas en las que el precio regulado se de-
termina, usando como base precios obtenidos 
en licitaciones públicas sujetas a regulación 
estatal, a partir de la dictación de la Ley No 
20.018 de mayo de 2005 (Ley Corta II)”14.

11  Sin perjuicio de otras regulaciones como las leyes 
Nº 20.257 y Nº 20.698 relativas a cuota de ERNC en los 
suministros.
12  Mazzo, 2010. 
13  Historia de la Ley Nº 20.805.
14  Castillo 2017, 69-101.
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En el año 2020, se presentó al Congreso 
Nacional el proyecto de ley que establece el 
derecho a la portabilidad eléctrica para habi-
litar a los usuarios regulados a elegir su sumi-
nistrador y crea la figura del comercializador 
como un nuevo agente económico capacitado 
para adquirir energía del sistema eléctrico 
sin ostentar la titularidad de instalaciones de 
generación y venderla a clientes regulados o 
libres15. Las concesionarias de servicio público 
de distribución serán, en este nuevo esquema, 
gestoras y operadoras de la infraestructura de 
la red como conductora de la energía.

VI.	 Transición Operacional y tecnológica 
(ERNC)

Podemos referirnos a transición operacional 
como el proceso de construcción de la infraes-
tructura que conforma el sistema eléctrico 
nacional interconectado y su respectiva opera-
ción mediante la coordinación centralizada de 
sus instalaciones.

En cuanto a la conformación geográfica, 
a la dictación del DFL 1 de 1982 existían el 
Sistema Interconectado Central (SI), el Sistema 
Interconectado del Norte Grande y los siste-
mas aislados de Aysén y Magallanes16.

La reformulación para unificar los prin-
cipales sistemas, SIC y SING, fue impulsada 
ante el Congreso Nacional en un escueto 
Mensaje de la Presidenta de la República 
que desembocó en la promulgación de la 
Ley Nº 20.726, del año 2014. Se sostuvo en 
el Mensaje que adicionalmente al beneficio 
social de la unificación de los sistemas SIC y 
SING “se estima que al aumentar el tamaño 
del mercado y el número de actores en el seg-
mento de la generación eléctrica, habrá mayor 
competencia y, por tanto, mejorará la oferta, 
reduciéndose en consecuencia los precios de 
la energía. Así también, se permitirá un mejor 
aprovechamiento de la generación de las cen-
trales de menor costo de operación”.

En cuanto a la conformación tecnoló-
gica de la matriz de generación se ha dado 
a través de un proceso de reconocimiento e 
incorporación paulatina de las tecnologías 
ERNC a la malla normativa que regula la ope-
ración coordinada del sistema eléctrico. La ley 
Nº 19.940 (Ley Corta I del año 2004) inauguró 
tímidamente la mención a energías no conven-
cionales como un agregado marginal y casi ex-

15  Mensaje Nº 156-368, 4. Boletín Nº 13782-08. 
16  Para una mayor exposición del sistema eléctrico puede 
consultarse en Sepúlveda , 2010. 

céntrico a una matriz de elefantiasis hidrotér-
mica todavía reluctante a la innovación de las 
ERNC. Como medida de respaldo estableció 
un discreto incentivo a la generación ERNC a 
través de la exención en el pago de peajes de 
la transmisión troncal17.

Un reconocimiento de mayor contunden-
cia de la incorporación de la ERNC al menú 
de tecnologías del segmento generación se 
verificó posteriormente a través de las leyes 
números 20.018, 20.257 y 20.698, de los años, 
2005, 2008 y 2013 respectivamente, en las 
que se reconocieron derechos especiales de 
suministro de fuentes ERNC a clientes regu-
lados, se incorporó una primera definición de 
fuentes ERNC en el artículo 225 de la ley y se 
dio inicio a la obligación de incluir en los su-
ministros para clientes libres o regulados una 
cuota anual creciente de energía proveniente 
de fuentes ERNC18.

Por su parte la Ley 20936 del año 2016, 
aporta a la creciente inserción de las ERNC me-
diante la creación de un sistema de transmisión 
zonal especial para evacuar la producción de la 
generación de fuentes ERNC, los Sistemas de 
Transmisión para Polos de Desarrollo.

VII.	 Transición por cambio climático

Nuevo principio rector de la ley

La natural vinculación con la protección 
del medio ambiente que tienen las leyes ya 
referidas a fuentes ERNC de generación, me-
diante la promulgación de la Ley 21.455, Ley 
Marco del Cambio Climático del año 2022, se 
produce una conexión regulatoria directa en-
tre el desarrollo del sector eléctrico y la soste-
nibilidad medio ambiental. Esta norma marca 
el punto de partida para la transición energéti-
ca que emprende el país.

Si examinamos la trayectoria legislativa 
que hemos enunciado podemos comprobar 
que mediante esta ley marco se rompe el de-
sarrollo endogámico de la regulación eléctrica 
habituada a proyectarse normativamente sin 
salir de los lindes que estructuran el sistema 
o el mercado eléctrico. Se ha roto así la es-
tanqueidad de la regulación eléctrica para 

17  Una referencia temprana a ERNC (considerada como 
energía térmica) había en el texto DFL Nº 4 del año 1959 
de la Ley General de Servicios Eléctricos en cuyo artículo 
1º número 1, letra a) incluía en su ámbito de aplicación a 
las “Centrales térmicas productoras de energía eléctrica, 
entendiéndose por térmicas las que emplean combusti-
bles, energía geotérmica, energía solar, energía nuclear o 
cualquiera otra fuente que no sea el agua;”. 
18  Clerc et al.2017.
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iniciar una dinámica normativa vinculada a una 
norma matriz de alcance sustantivo y territorial 
mucho mayor al propiamente eléctrico, que 
obliga a los agentes económicos y las institu-
ciones a sumar una nueva lógica a la política 
energética del país para, conforme al objeto 
de la Ley Marco, transitar hacia un desarrollo 
bajo en emisiones de gases de efecto inver-
nadero y otros forzantes climáticos, hasta al-
canzar y mantener la neutralidad de emisiones 
de gases de efecto invernadero al año 2050, 
adaptarse al cambio climático, reduciendo la 
vulnerabilidad y aumentando la resiliencia a 
los efectos adversos del cambio climático, y 
dar cumplimiento a los compromisos interna-
cionales asumidos por el Estado de Chile en la 
materia.

Una primera aplicación de este enlace 
normativo eléctrico-ambiental se puede cons-
tatar en el reciente proyecto de ley presenta-
do por el gobierno al Congreso Nacional en 
materia energética que posiciona a la transmi-
sión eléctrica como un sector habilitante para 
la carbono neutralidad. En el Mensaje del Pre-
sidente de la República se sostiene que se han 
identificado cuatro áreas temáticas en las que 
es preciso avanzar para alcanzar la menciona-
da mitigación de una manera costo-eficiente: 
una matriz de generación eléctrica renovable y 
limpia, electromovilidad, eficiencia energética 
e hidrógeno verde y focaliza los objetivos del 
proyecto en dar un impulso al segmento de 
transmisión eléctrica y posicionarlo en forma 
concreta como un elemento habilitante para 
la transición energética, que permita viabilizar 
más inversiones en energías renovables y lim-
pias, así como también incorporar las metas y 
mandatos de la Ley Marco de Cambio Climáti-
co como elementos de los distintos instrumen-
tos de la Ley General de Servicios Eléctricos19.

Bajo este prisma transicional la propuesta 
legislativa se despliega hacia diversos ámbitos 
normativos de la estructura y operación del 
sistema eléctrico. Uno que podemos identifi-
car como el más relevante es el que afecta a 
los principios establecidos en el artículo 72.1 
que sitúa como principios de la Coordinación 
de la Operación los siguientes:

1. Preservar la seguridad del servicio en 
el sistema eléctrico;

2. Garantizar la operación más económica 
para el conjunto de las instalaciones del siste-
ma eléctrico, y

19  Boletín Nº 16.078-08. 

3. Garantizar el acceso abierto a todos 
los sistemas de transmisión, en conformidad a 
esta ley.

El proyecto de ley agrega un nuevo prin-
cipio:

4. Propender a una operación del sistema 
eléctrico bajo en emisiones de gases de efec-
to invernadero.

Con el establecimiento de este nuevo 
principio, el objetivo de alcanzar metas de mi-
tigación del cambio climático se instala en la 
ley eléctrica como una nueva vis atractiva que 
despliega un efecto de velo de la novia al con-
junto de la regulación sectorial, que el propio 
Mensaje del Poder Ejecutivo resume en tres 
temáticas: a) planificación energética e impac-
to territorial; b) infraestructura habilitante para 
la transición energética; y c) operación de un 
sistema eléctrico bajo en emisiones. 

La protección al medio ambiente como 
condicionante del desarrollo energético del 
país deja de ser un factor externo de control y 
fiscalización para pasar, a partir de este nueva 
regulación, a ser un factor interno que el pro-
pio sector eléctrico asume como nuevo condi-
cionante en todos los ámbitos que van desde 
el desarrollo normativo, la redefinición de 
roles de la institucionalidad de coordinación y 
regulación, la planificación energética, la ex-
pansión de la transmisión, hasta la promoción 
de la competencia.

Sistemas de almacenamiento de energía 
eléctrica

El mismo año 2022 de publicación de la 
Ley marco del cambio climático y con refe-
rencia explícita a sus fundamentos técnicos, 
económicos y ambientales, se promulga la Ley 
Nº 21.505, que Promueve almacenamiento 
de energía eléctrica. En el año 2016, la ley 
Nº 20.936 había definido los sistemas de al-
macenamiento de energía, pero, a juicio del 
Gobierno, quedó pendiente la habilitación 
para que los sistemas puros de almacenamien-
to, es decir, aquellas instalaciones de almace-
namiento no asociadas a centrales de genera-
ción, pudieran participar del mercado eléctrico 
de corto plazo, tanto en el caso de transferen-
cias de energía como de potencia20.

La relación de esta norma con la transi-
ción energética impulsada por la ley marco del 
cambio climático también se pone de mani-
fiesto en cuanto en la ley de almacenamiento 
se fija como objetivo prioritario el de Habilitar 

20  Mensaje Nº 393-369. Historia de la Ley Nº 21.505.
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una mayor participación de energías renova-
bles en la matriz eléctrica mediante la promo-
ción de las tecnologías de almacenamiento.

Para la estructura y operación del sistema 
eléctrico, la ley de almacenamiento de energía 
eléctrica implica una innovación en la clásica 
división segmental del sistema en la tríada 
generación, transporte y distribución a la que 
se agrega una tecnología diferenciada y con 
identidad propia en la cadena productiva de 
suministro de energía eléctrica. Es también 
una innovación radical de las bases científicas 
y técnicas esenciales en que se ha fundado la 
existencia de sistemas y mercados eléctricos a 
partir del carácter no almacenable de la elec-
tricidad. Al igual que las ERNC el desarrollo de 
instalaciones de almacenamiento ha depen-
dido del desarrollo tecnológico como de los 
costos de implementación para alcanzar un ni-
vel de competitividad que las haga operables 
en los sistemas eléctricos. En ambos casos, 
además, influyen las políticas públicas de des-
carbonización de la matriz energética.

La definición agregada al artículo 225 ad) 
de la LGSE dice:

Sistema de Almacenamiento de Energía: 
Equipamiento tecnológico capaz de re-
tirar energía desde el sistema eléctrico, 
transformarla en otro tipo de energía 
(química, potencial, térmica, entre otras) y 
almacenarla con el objetivo de, mediante 
una transformación inversa, inyectarla 
nuevamente al sistema eléctrico, contri-
buyendo con la seguridad, suficiencia o 
eficiencia económica del sistema, según 
lo determine el reglamento.

Como nueva instalación interviniente 
en el aporte de suministro para el sistema 
eléctrico, se produce también una innovación 
en la nómina de los sujetos que componen 
el mercado de corto plazo con participación 
autorizada por la ley en las transferencias de 
energía entre empresas eléctricas sometido, 
como nuevo coordinado, a las directrices del 
Coordinador Eléctrico Nacional.

En síntesis, como conclusión general de 
esta ponencia, podemos apreciar que en la 
regulación del sector eléctrico se refleja una 
transición permanente de diversos ámbitos de 
su actividad, ya sea por requerimientos de los 
factores económicos, de la evolución tecno-
lógica o de los propios desfases regulatorios 
para seguir el dinamismo del mercado. Hay 
una permanente necesidad de puesta al día 
de la ley que encuentra un adecuado cauce a 
través de la flexibilidad de una norma cuyos 

principios fundacionales de seguridad y míni-
mo costo siguen siendo la base de su eficacia.

VIII.	 Conclusión

Desde el ámbito de la cooperación inter-
nacional entre las naciones para reducir los 
efectos nocivos en el cambio climático por la 
producción de gases de efecto invernadero, 
originado en el uso de combustibles fósiles, 
se viene impulsando un proceso de transición 
energética que se manifiesta con particular 
relevancia en la introducción de cambios sus-
tanciales en la conformación de los sistemas 
eléctricos. En el caso chileno, por los referen-
tes legislativos que han acompañado el desa-
rrollo de la industria eléctrica desde los inicios 
del pasado siglo, se puede apreciar que el 
marco regulatorio nacional ha sido resultado 
de transiciones de diversa naturaleza y alcance 
que nos han permitido contar son un sistema 
eléctrico en constante adaptación tanto a las 
fuentes primarias de energía disponibles como 
a las condiciones económicas o los desarrollos 
tecnológicos sobrevinientes. La base de esta 
versatilidad regulatoria ha sido construida a 
partir de los principios originales que ordenan 
el sistema eléctrico, a saber, la seguridad de 
suministro y el mínimo costo en la operación 
coordinada de las instalaciones. Como conse-
cuencia de la transición energética en curso se 
agrega ahora el principio de “Propender a una 
operación del sistema eléctrico bajo en emi-
siones de gases de efecto invernadero” . Ello 
implica no sólo un desafío técnico de coordi-
nación y eficacia en la entrada de nuevas tec-
nologías renovables sino también la necesidad 
de desarrollar una nueva interpretación jurí-
dica en el estudio del marco regulatorio que 
conecte la normativa propiamente eléctrica 
con el ámbito regulatorio de la protección al 
medio ambiente.
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I.	 Contexto

El Grupo SAESA materializa un servicio públi-
co consistente en la distribución de energía 

eléctrica entre las regiones de Ñuble y Ay-
sén, contando al efecto con más de 64 mil 
kilómetros de redes de media y baja tensión 
que abastecen aproximadamente a 930.000 
clientes. Una de las principales causas de inte-
rrupción del suministro eléctrico corresponde 
a la caída de árboles o ramas sobre el tendido, 
afectando con ello uno de los pilares del servi-
cio, cual es, asegurar la calidad y continuidad 
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del suministro. Esto se produce, entre otras 
causas y en lo que interesa a este artículo, 
debido a la plantación indiscriminada por 
parte de empresas y particulares de especies 
arbóreas de gran altura, utilizando al efecto 
técnicas de crecimiento acelerado e invadien-
do derechamente la franja de servidumbre y 
de seguridad de líneas eléctricas, a lo que se 
suma una férrea y permanente oposición por 
parte de estos, a las labores de mantenimiento 
que deben realizar y ejecutar anualmente las 
concesionarias del ramo.

II.	 La llegada de nuevos Pliegos Técnicos 

En este contexto, la Superintendencia de 
Electricidad y Combustibles (SEC), en los años 
2017 y 2019, con el objeto de gestionar el ries-
go por la altura y proyección de caída de algu-
nos árboles que amenazan la seguridad de la 
línea y para regular la oposición a la realización 
de mantenimientos, estableció procedimientos 
a través de los Oficios Circulares Nº 26.0352 y 
Nº 19.6153. Ambas herramientas conocidas e 
implementadas por la industria eléctrica.

Sin embargo, el escenario descrito sufrió 
modificaciones por la misma autoridad sectorial 
a través de la dictación de la Resolución Exen-
ta Nº 33.2774, de fecha 10 de septiembre de 
2020, que estableció los denominados Pliegos 
Técnicos Normativos (Pliegos Técnicos), los 
cuales dejaron sin efecto determinada norma-
tiva eléctrica, por ejemplo, el Reglamento de 
Corrientes Fuertes contenido en la Norma de 
Seguridad Nº 5, E.n 71, cuyas disposiciones for-
maban parte de los citados oficios circulares5. 

III.	 Responsabilidades, obligaciones y 
deberes. Algunas interrogantes

Aun cuando es la misma SEC la autora de es-
tos nuevos cuerpos normativos, surgen algunas 
interrogantes referidas a su ámbito de aplica-
ción. En primer lugar, cabe recordar que el ar
tículo Nº 2 de la Ley General de Servicios Eléc-
tricos (LGSE)6, señala que son aplicables las 
normas técnicas eléctricas a los concesionarios, 
a los particulares y al Estado, estando dentro 
de este último las Municipalidades y Vialidad. 
Sin embargo, en el Pliego Técnico Nº 7 sólo 
se observan exigencias concretas para los con-
cesionarios, omitiéndose o invisibilizándose a 

2  Circular 26.035. de 2017. 
3  Circular 19.615. de 2019.
4  Resolución Exenta Nº 33277 de 2020.
5  Wegmann, 2021, 165-195. 
6  DFL 4/20018 de 2006. Ley General de Servicios Eléctricos.

los particulares y al propio Estado. En segundo 
lugar, no se advierte en qué parte de la nueva 
normativa se materializa la responsabilidad del 
propietario u ocupante del predio, con el fin 
de asegurar los trabajos de mantenimiento. 
Por tal motivo, resulta en entredicho, o a lo 
menos cuestionada, la actual vigencia de los 
Oficios 26.035 y 19.615. Prueba de ello, es que 
en el numeral 4.12 del Pliego Técnico Nº 77, se 
reconoce que el titular de la línea puede tener 
dificultades para efectuar el mantenimiento, 
debiendo, en tal caso, acudir a la autoridad 
conforme a las instrucciones que se dicten al 
efecto, en uso de las facultades contenidas en 
el artículo 3 Nº 22 de la Ley 18.410, sin hacer 
mención a los oficios citados.

Por otro lado, la mayoría de las estrate-
gias de protección de franjas se basan en lo 
dispuesto en el Oficio Circular Nº 26.035, el 
cual, con la entrada en vigor de este pliego, 
resulta cuestionado en su validez y vigen-
cia. Así, por ejemplo, el Pliego Técnico Nº 7 
establece que en la franja de seguridad las 
empresas eléctricas son responsables de la 
presencia de árboles. Asimismo, fuera de la 
franja de seguridad hace responsable a los 
concesionarios del estado de los árboles que 
tienen proyección de caída sobre las redes. En 
definitiva, el propietario de las instalaciones 
eléctricas estaría obligado a gestionar siempre 
y en cualquier caso el riesgo en el entorno de 
la instalación, con independencia de su cono-
cimiento y experiencia forestal.

En este contexto, la Ley General de 
Servicios Eléctricos impone a los particulares 
el deber de no plantar árboles que puedan 
perturbar la línea eléctrica. Por su parte, las 
empresas eléctricas pueden efectuar mante-
nimiento correctivo de los mismos a costa del 
infractor.

Pues bien, conforme con lo prescrito por 
el artículo 57 de la LGSE, existe una prohibi-
ción legal que pesa sobre el dueño del predio 
afectado por el paso del tendido eléctrico, en 
materia de árboles. Conforme con el tenor 
expreso de la norma legal en comento, el 
propietario del inmueble respectivo no pue-
de plantar ni dejar crecer sus plantaciones de 
modo que perturben la servidumbre eléctrica, 
es decir, que afecten la seguridad de las insta-
laciones eléctricas.

Sin embargo, el numeral 4.9 plantea 
un enunciado similar al del art. 57 del DFL 4 
(LGSE), impidiendo que dentro de la “franja 

7  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
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de seguridad” existan edificios, plantaciones, 
construcciones u obras que perturben o pon-
gan en riesgo la línea eléctrica. Tal impedi-
mento se hace extensivo a corrales, huertos, 
parques, jardines o patios, “salvo que esta 
franja de seguridad sea de una línea de distri-
bución de baja tensión”8.

No obstante, lo anterior, el numeral 4.10 
autoriza “la existencia de árboles o arbustos 
dentro de la franja de seguridad, siempre y 
cuando se cumpla lo señalado en el punto 
anterior”9.

Dos dificultades se vislumbran en esta 
disposición: (i) no se hace distingo entre la 
clase de árboles que se pueden plantar den-
tro de la franja de seguridad, a diferencia de 
la derogada normativa contenida en la NSEG 
5 E.n.71, que solo permitía la existencia de 
árboles frutales de una altura no superior a los 
cuatro metros, y (ii) se indica que esta autori-
zación se hace operativa en la medida que “se 
cumpla lo señalado en el punto anterior”10.

Esto último resulta curioso, pues parece 
que se permiten plantaciones en aquellos es-
pacios que cuenten únicamente con una línea 
eléctrica de baja tensión. Sin embargo, la par-
te final del numeral 4.10 hace igualmente ex-
tensiva esta autorización a las líneas de media 
tensión, dificultando el claro entendimiento de 
la norma.

En este sentido, resulta indiferente la 
clase de plantación que invade la franja de 
seguridad.

A todo ello se suma la ausencia de una 
efectiva regulación y fiscalización dirigida a 
quienes realizan plantaciones ilegales, particu-
lares y empresas forestales. 

A mayor abundamiento, el numeral 4.10, 
luego de hacer referencia al supuesto requisito 
del “punto anterior”, dispone que los árboles 
o arbustos plantados dentro de la franja de se-
guridad son permitidos, bajo dos condiciones: 
(i) que las líneas cuenten con protecciones y 
medidas “para evitar incendios” y “daños a 
las personas que pudiesen subir a los árboles 
y tener contacto con los conductores por inad-
vertencia”11; y (ii) que la altura de los árboles 
y su distancia al tendido eléctrico no exceda 
de ciertos metrajes. En el caso de efectuarse 
o haberse efectuado plantaciones por parte 

8  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020. 
9  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
10  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
11  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.

del dueño del predio, surgen algunas dudas 
¿quién y en qué momento debería asumir las 
obligaciones de protección y distancias? ¿De-
biera ser el titular del servicio público invadido 
el único obligado a implementar las medidas 
de cuidado? 

Por su parte, en el numeral 4.1112, se 
impone al concesionario eléctrico el deber de 
“identificar y evaluar el estado” de los árbo-
les y ramas cuya altura y proyección puedan 
dañar la instalación o el tendido. Por cierto, 
esto no difiere de lo dispuesto en los arts. 
131 y 139 de la LGSE, y en el art. 218 del Re-
glamento, manteniéndose en armonía con lo 
interpretado por SEC en sus Oficios Circulares 
Nº 26.035 y Nº 19.615. 

Lamentablemente el Pliego Nº 7 atribuye 
al concesionario obligaciones y responsabi-
lidad en la mantención de los árboles, dado 
que aun cuando éstos no tengan problemas 
derivados de daños, inclinación, volcamiento o 
enfermedad, “de todas formas, se les deberá 
tener identificado, para hacerles monitoreo 
constante por si cambia su estado”13.

Es decir, pese a que los árboles no re-
vistan problema alguno, perceptible o no, se 
deberán implementar medidas destinadas a 
su poda o corta, o bien a intervenir derecha-
mente las instalaciones eléctricas, por si acaso 
cambia el estado de dichos árboles.

Lo anterior da cuenta de una imposición 
de deberes que exceden el fin del servicio 
público, exigiendo del concesionario eléctrico 
el despliegue de labores forestales, lo que 
resulta desproporcionado y contradictorio con 
lo dispuesto por SEC en sus Oficios Circulares 
Nº 26.035 y Nº 19.615, que imponen ciertos 
deberes de mantenimiento asociados a es-
pecies arbóreas bajo el supuesto que éstas 
“tengan la característica de perturbar el libre 
ejercicio del derecho de la empresa eléctrica”, 
esto es, que “constituyan una real amenaza 
para la instalación”.

IV.	 Algunas particularidades del Pliego 
Técnico Nº 7

En relación con el Pliego Nº 7: Franja y dis-
tancias de seguridad. Más allá de los aspec-
tos técnicos que en él se establecen y que 
son exigentes, el tema más complejo es la 
responsabilidad de mantener y ejercer una 
acción efectiva de la protección de la franja 

12  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020. 
13  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
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de seguridad de las líneas. No se ve dónde el 
pliego hace parte de esta responsabilidad al 
propietario u ocupante del predio, que tiene 
una servidumbre gravada, para preservar los 
trabajos de mantenimiento de la vegetación. 
En la única parte donde se reconoce que el 
titular de la línea puede tener dificultades 
para efectuar el mantenimiento es en el punto 
4.12, cuando dice “…Las dificultades que en 
dicho mantenimiento sufra el titular de la línea 
eléctrica, podrán ser resueltas conforme a las 
instrucciones que dicte la Superintendencia en 
uso de las facultades contenidas en el artículo 
3 número 22 de la ley 18.410”14.

Hasta el momento puede advertirse que 
la mayoría de las estrategias de protección 
de franjas se basan en lo indicado en el Oficio 
Circular SEC Nº 26.035, el cual, con la entrada 
en vigor de este pliego, no sabemos que vali-
dez tendrá. 

El pliego establece que, en la franja de 
seguridad, se hace responsables a las em-
presas eléctricas de la presencia de árboles y 
donde idealmente no debería haberlos. Y fue-
ra de la franja de seguridad, las hace respon-
sables del estado de los árboles que tienen 
proyección de caída sobre las redes. En defi-
nitiva, el propietario de instalaciones eléctricas 
estaría obligado a gestionar el riesgo en el 
entorno de instalación.

El numeral 4.10, permite la existencia de 
árboles dentro de la franja, y define una me-
todología en base al crecimiento proyectado 
máximo según tipo de especie, estado de la 
catenaria de la línea y distancia de seguridad 
según nivel de tensión, pero deja siempre un 
grado de ambigüedad o interpretativo en caso 
de ocurrir un evento inesperado, por ejemplo:

“…protecciones y medidas adecuadas 
para evitar incendios y para evitar daños 
a las personas que pudiesen subir a los 
árboles y tener contacto con los conduc-
tores por inadvertencia…”15.

No queda claro cuál sería una medida 
adecuada para evitar un incendio. Una vez 
ocurrido este tipo de eventos la autoridad po-
drá decir que no fue adecuado o efectivo, ya 
sea por la forma en que actuaron las protec-
ciones o por la presencia de vegetación, inde-
pendiente del cumplimiento de las distancias 
de seguridad. Es más, el punto 4.12 insiste 
que “…el titular de la línea eléctrica deberá 
mantener su franja de seguridad libre de toda 

14  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
15  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.

vegetación o material que pueda poner en pe-
ligro la línea en caso de incendio…”16. 

No es claro a qué se referirá la autoridad 
en cuanto a lo que se deba hacer para evitar 
contacto por inadvertencia. Si será suficiente 
que los conductores se vean a simple vista, 
cumplan distancia y las torres tengan letreros 
de peligro, o no.

De los numerales Nº 4.10 y 4.12, se des-
prende que independiente de la causa del 
incendio, siempre queda un manto de duda 
sobre la presencia de vegetación y si el mante-
nimiento ha sido efectivo. 

La norma no hace mención a la forma 
como se considerarán las restricciones que 
existen para intervenir aquella vegetación que 
está en algún estado de protección o conser-
vación. Sólo se establece que se debe cumplir 
una distancia entre el conductor de la línea 
eléctrica y el árbol.

El numeral Nº 4.11, establece que la res-
ponsabilidad de mantenimiento de la franja y 
la vegetación se extiende más allá de los lími-
tes de la franja:

“…se deberá proteger la integridad de la 
línea eléctrica tomando las medidas ne-
cesarias, tales como, podar o talar dichos 
árboles, elevar a mayor altura los conduc-
tores de la línea, cambiar la disposición 
de las crucetas y conductores, alejar las 
instalaciones de la línea eléctricas de di-
chos árboles, entre otras…”17.

En ninguna parte se indica el rol del pro-
pietario de los árboles y la facultad que tiene 
el titular de la línea eléctrica para intervenir 
en la vecindad de la franja o la obligación del 
dueño del predio de permitir los trabajos. En 
el pliego sólo se presentan medidas que debe 
ejecutar la empresa eléctrica, algunas de ellas 
con modificaciones de los activos.

Cabe recordar los puntos que establece 
al respecto el Oficio Circular SEC Nº 26.035:

(ii) Obligación de revisión de franja y roce 
de líneas con árboles y prohibición de los pro-
pietarios de plantar y dejar crecer árboles que 
puedan producir perturbación en la red.

“…La gestión del riesgo de seguridad 
de la línea es responsabilidad del operador 
de la instalación perturbada, conforme con 
los planes de roce definidos por la empresa 
y los planes de acción exigidos por la Super-

16  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
17  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
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intendencia, pero también, y a la luz de lo 
establecido en el artículo 57° de la LGSE, es 
responsabilidad del propietario del inmueble 
colindante con instalaciones eléctricas no 
hacer construcciones o plantaciones, ni dejar 
crecer arboledas que, por sus condiciones, 
se transformen en un riesgo para el servicio 
público de distribución y/o transmisión, y en 
caso que, no obstante lo anterior, éstas se de-
tecten, contribuir a la expedita eliminación o 
mitigación del riesgo…”

(iii) Obligación de despeje de la franja. 
“…Detectada la amenaza, esta obligación de 
despeje faculta a la empresa para que inter-
venga en la vecindad y retire la vegetación o 
material, sin necesidad de gestionar la autori-
zación respectiva…”18.

En el numeral Nº 5.1.C se establece la 
distancia entre conductores, dejando claro 
que los efectos de nieve y/o hielo son respon-
sabilidad de la empresa.

Por su parte, las empresas eléctricas, en 
el cumplimiento de su rol correctivo, reciben el 
mandato jurídico, en su calidad de concesiona-
rios, de contar con un plan de mantenimiento. 
En efecto, conforme con lo prescrito por el ar
tículo 218, inciso 1°, del Reglamento Eléctrico, 
“Los operadores de instalaciones eléctricas 
deberán incluir en sus programas de manteni-
miento la poda o corte de los árboles que pue-
dan afectar la seguridad de sus instalaciones, 
utilizando técnicas adecuadas para preservar 
las especies arbóreas”19. De acuerdo con el 
texto expreso de esta norma, la obligación 
reglamentaria que pesa sobre la empresa eléc-
trica exige y se cumple con la existencia de un 
plan o programa de mantenimiento, en tanto 
éste incluya o considere, entre otros aspectos 
técnicos, la poda o corte de árboles que pue-
dan afectar la seguridad de las instalaciones 
eléctricas. Cabe precisar que la decisión de 
poda o corte de árboles queda en el ámbito 
de gestión y decisión de los operadores de ins-
talaciones eléctricas en función de la seguridad 
de las mismas instalaciones, es decir, en cuanto 
sea necesario para garantizar la calidad y conti-
nuidad del suministro eléctrico. 

Así las cosas, los concesionarios no dise-
ñan un plan de mantenimiento en forma antoja-
diza ni inorgánica. El plan exigido por la norma-
tiva eléctrica se diseña con una lógica eléctrica, 

18  Oficio Circular Nº 26.035, de 2017. 
19  Decreto Supremo Nº 327, Ministerio de Minería, 12 de 
diciembre de 1997. Fija Reglamento de la Ley General de 
Servicios Eléctricos.

bajo un régimen y procedimiento regulado por 
la ley y conducido por la autoridad pública.

En efecto, todas las empresas conce-
sionarias de servicio público de distribución 
de energía eléctrica, cada cuatro años, se 
someten a un procedimiento administrativo 
de fijación tarifaria (denominado “Determi-
nación del Valor Agregado de Distribución” 
o simplemente VAD), a cargo de la Comisión 
Nacional de Energía (CNE), en cuyo contexto, 
en síntesis, y en cuanto al punto en comento, 
se revisan las necesidades operacionales de la 
respectiva zona de distribución, y se autorizan 
ciertos costos y determinadas actividades20.

Dicho, en otros términos, las empresas 
de servicio público de suministro eléctrico no 
configuran sus planes de mantenimiento en 
forma autónoma, sino que es el propio Estado, 
por medio de la Comisión Nacional de Energía 
(CNE) dependiente del Ministerio de Energía, 
el que fija el estándar operacional, mediante la 
consideración de una empresa modelo en un 
sector de distribución determinado.

Ahora bien, también se debe considerar, 
como complejidad adicional, que el plan de 
mantenimiento debe compatibilizar, por una 
parte, la continuidad del suministro eléctrico, 
y, por otra, el respeto al principio de conserva-
ción de especies arbóreas.

Tanto la legislación forestal como la pro-
pia LGSE, consagra el mencionado principio, 
en cuya virtud, tanto en la fase de diseño o 
construcción, como en la fase de operación, 
se debe tratar, en lo posible, de no cortar las 
especies arbóreas, y, en caso de manteni-
miento, se debe realizar respetando dichas 
especies, compatibilizando redes eléctricas 
y parque arbóreo, lo que no está exento de 
dificultades dada la ausencia de regulación de 
detalle sobre la materia por parte de las auto-
ridades competentes. Desde luego, el respeto 
a este principio no permite deducir o suponer, 
en forma alguna, que los particulares puedan 
plantar especies arbóreas bajo el tendido eléc-
trico a condición de que la empresa se haga 
cargo de eventuales problemas futuros con el 
tendido eléctrico. Eso es, sin más, una infrac-
ción y aprovechamiento deliberado de una 
prohibición legal.

De esta forma, la responsabilidad de 
mantenimiento se extiende más allá de los 
límites de la franja, de acuerdo con el numeral 
4.11 del RPTD Nº 7, que señala: “…se debe-

20  https://www.cne.cl/tarificacion/electrica/valor-agrega-
do-de-distribucion/

https://www.cne.cl/tarificacion/electrica/valor-agregado-de-distribucion/
https://www.cne.cl/tarificacion/electrica/valor-agregado-de-distribucion/
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rá proteger la integridad de la línea eléctrica 
tomando las medidas necesarias, tales como, 
podar o talar dichos árboles, elevar a mayor 
altura los conductores de la línea, cambiar 
la disposición de las crucetas y conductores, 
alejar las instalaciones de la línea eléctricas 
de dichos árboles, entre otras…”21. Como 
hemos dicho, en ninguna parte del Pliego 
Nº 7 se hace referencia o se delimita el rol y la 
responsabilidad del propietario de los árboles 
y la real facultad que tiene el titular de la línea 
eléctrica para intervenir en la vecindad de la 
franja; o la obligación del dueño u ocupante 
del predio de permitir los trabajos. 

En este orden de ideas, cabe recordar 
los puntos que establece al respecto el Oficio 
Circular Nº 26.035, en particular en el numeral 
(ii), que regula la “Obligación de revisión de 
franja y roce de líneas con árboles y prohibi-
ción de los propietarios de plantar y dejar cre-
cer árboles que puedan producir perturbación 
en la red”22. Al respecto, se dispone por la 
autoridad sectorial que “La gestión del riesgo 
de seguridad de la línea es responsabilidad 
del operador de la instalación perturbada, 
conforme con los planes de roce definidos 
por la empresa y los planes de acción exigidos 
por la Superintendencia, pero también, y a la 
luz de lo establecido en el artículo 57° de la 
LGSE, es responsabilidad del propietario del 
inmueble colindante con instalaciones eléctri-
cas no hacer construcciones o plantaciones, ni 
dejar crecer arboledas que, por sus condicio-
nes, se transformen en un riesgo para el servi-
cio público de distribución y/o transmisión, y 
en caso que, no obstante lo anterior, éstas se 
detecten, contribuir a la expedita eliminación 
o mitigación del riesgo…”23.

Conclusiones

Finalmente, como se podrá advertir, no queda 
del todo claro si, con la entrada en vigor de 
los referidos Pliegos Técnicos, la aplicación de 
los oficios circulares de SEC se hará en armo-
nía con aquellos o más bien estos primarán 
por sobre los oficios circulares y por sobre 
la propia Ley General de Servicios Eléctricos 

21  Pliego Técnico Normativo RPTD Nº 7, de 2020.
22  Oficio Circular Nº 26.035, de 2017. 
23  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. 

y su Reglamento. Llama poderosamente la 
atención que la autoridad sectorial no se haya 
pronunciado respecto de los particulares, 
Municipalidades y Vialidad, atribuyendo toda 
la responsabilidad al concesionario eléctrico, 
quien, como sabemos, actúa en base a un 
plan de mantenimiento con una visión eléc-
trica, no de manera antojadiza, sino teniendo 
como fin la calidad y continuidad del suminis-
tro eléctrico que se ve afectado por plantacio-
nes indiscriminadas, propias y habituales del 
negocio forestal.
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Desafíos regulatorios en materia forestal 
para el desarrollo de Proyectos de Medios 
de Generación Distribuida

Regulatory Challenges in Forest Law Regime for the Development of 
Small Distributed Generation Facilities

Miguel Pelayo Serna1

Luis Machuca Bravo2

RESUMEN: El presente trabajo explica los principales desafíos regulatorios para el desarrollo de proyectos 
de “Pequeños Medios de Generación Distribuida” en el marco de la legislación forestal y la obtención de 
autorizaciones administrativas para realizar actividades de intervención (corta) de bosque, destrucción o 
descepado de formaciones xerofíticas, o especies arbóreas para el emplazamiento de este tipo de proyec-
tos de generación eléctrica. El punto central es relevar la tensión entre una normativa de fomento en mate-
ria eléctrica y una proteccionista en materia forestal, lo que se expresa en dificultades jurídicas (legitimación 
administrativa, obras de conexión) y limitaciones (emplazamiento y procedimentales) desde o vinculadas a la 
regulación forestal para el desarrollo de estos proyectos.

Palabras clave:  Pequeños Medios de Generación, PMGD, Generación eléctrica, Plan de Manejo, Permisos 
Ambientales Sectoriales.

ABSTRACT: The present work explains the main regulatory challenges for the development of ‘Small 
Distributed Generation Facilities’ projects within the framework of forestry legislation and the acquisition of 
administrative authorizations to carry out forest intervention activities (logging), destruction or unstemmed 
of xerophytic formations for the establishment of electricity generation projects. The main point is to 
highlight the tension between a promotional regulation in the field of electricity and a protectionist one in 
forestry matters, which is manifested in legal difficulties (administrative representation, connection works) 
and limitations (project location and procedural) for the advancement of these projects, arising or linked to 
forestry regulations.

Keywords:  Small Generation Facilities, PMGD, Electric Generation, Management Plan, Sectorial Environ-
mental Permits.

I.	 Introducción - Explicación del 
problema

La legislación Chilena en materia de protec-
ción forestal establece una serie de autoriza-
ciones que deben obtenerse en forma previa 
a la intervención –usualmente corta– de bos-
ques nativos, plantaciones forestales, forma-
ciones xerofíticas, especies en categorías de 
conservación, e incluso de árboles aislados en 
zonas de protección3.

1  Abogado Universidad de Chile (summa cum laude), Ma-
gíster en Políticas Públicas de la Universidad de Oxford, 
Reino Unido. Correo electrónico: miguelpelayo@ug.uchile.
cl Dirección postal: 1 norte 931, of 417, edificio portal 
Maule, Talca
2  Abogado, Magíster en Regulación Económica de la 
Universidad Adolfo Ibáñez. Correo electrónico: luis.ma-
chuca@lmbconsultores.cl Dirección postal: 1 norte 931, of 
417, edificio portal Maule, Talca.
3  En el presente trabajo, por razones de brevedad, nos 
referiremos de forma genérica a todas estas categorías 

Estos permisos, generalmente se exigen 
en el contexto de procesos de Evaluación o 
Declaración de Impacto Ambiental (Evalua-
ción de Impacto Ambiental y Declaración de 
Impacto Ambiental) relativas al desarrollo de 
proyectos de infraestructura, tales como líneas 
de transmisión o similares, y se insertan dentro 
de la categoría de los “Permisos Ambientales 
Sectoriales”4. Ahora bien, el hecho de que un 
proyecto no requiera ingresar al Sistema de 

como formaciones o especies “arbóreas”, salvo en aque-
llos casos en que se especifique y sin perjuicio de los con-
ceptos legales de cada una de las categorías mencionadas 
(véase nota al pie Nº 24).
4  Estos son, corta de bosques nativos (PAS 148), planta-
ciones forestales (PAS 149), formaciones xerofíticas (PAS 
151), especies en categorías de conservación (PAS 150, 
127, 128 y 129), de árboles aislados en zonas de protec-
ción (PAS 153). Lo anterior, según se regula en el Decreto 
Supremo Nº 40, de 2012, que establece el Reglamento 
del SEIA. 

https://doi.org/10.7764/redae.39.29
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Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) en 
razón de que sus características no generan 
impactos normativamente significativos que 
justifiquen dicha tramitación, no exime de la 
obligación de obtener otras autorizaciones 
administrativas, por cuanto ellas emanan de 
la normativa específica, en este caso forestal, 
y no de normas ambientales necesariamente 
vinculadas a los procesos antes indicados. 

Por lo anterior, proyectos de desarrollo 
de infraestructura que impliquen intervencio-
nes en formaciones arbóreas como las des-
critas, sea que ingresen al SEIA o sea que se 
encuentren exentas de dicho trámite, deben 
cumplir con la obtención de las autorizaciones 
administrativas correspondientes para desarro-
llar la intervención.

En el presente trabajo, nos centramos 
en los desafíos jurídicos para el desarrollo de 
proyectos de infraestructura de generación 
eléctrica que, aunque en general exentos de 
ingresar al SEIA5, quedan igualmente obliga-
das a cumplir con las exigencias de la legis-
lación forestal cuando, con ocasión de su de-
sarrollo, se requiere realizar intervenciones de 
corta, destrucción o descepado de bosques 
nativos, plantaciones forestales, formaciones 
xerofíticas, especies en categorías de conser-
vación, o árboles aislados , según sea el caso. 
Este es típicamente el caso de Proyectos de 
Medios de Generación Distribuida (“PMGD”)6 

que por razones técnicas en muchos casos no 
requieren ingresar a tramitación ambiental, o, 
en caso de ser aplicable, deben por lo general 
someterse a una tramitación ambiental menos 
gravosa7. Las exigencias forestales y sus desa-

5  Ello, por aplicación de los literales b), b.1 y c) del ar
tículo 3º del Decreto Supremo Nº 40 de 2012, Regla-
mento del SEIA, que se refieren, respectivamente, a la 
necesidad de ingresar al SEIA a proyectos que involucren 
la construcción de líneas de transmisión de alto voltaje y 
centrales de generación de energía mayores a 3 MW.
6  Esto es, conforme al Reglamento del SEIA, con una 
potencia instalada menor a 3 MW y conectadas al sistema 
eléctrico a través de líneas de media tensión o inferiores 
(mayores a 23Kv). Estas centrales de generación de ener-
gía se regulan en detalle en el Decreto Supremo Nº 88 de 
2020, normativa que reconoce dos categorías de Peque-
ños Medios de Generación, según si estas se encuentran 
conectadas a instalaciones de distribución o transmisión 
eléctrica. En particular, los PMGD se distinguen por tra-
tarse de proyectos conectados a instalaciones de una 
Empresa Distribuidora, o a instalaciones de una empresa 
que posea líneas de distribución de energía eléctrica que 
utilicen bienes nacionales de uso público, según dispone 
la letra a) del artículo 2º del Decreto.
7  Como sería sujetarse a un proceso de Declaración de 
Impacto Ambiental, en consideración de superar los um-
brales establecidos en los literales b), b.1 y c) del artículo 
3º del Decreto Supremo Nº 40 de 2012, Reglamento del 

fíos contrastan con una tramitación ambiental 
simplificada, y los esquemas regulatorios de 
incentivo al desarrollo de estos proyectos 
contenidos en la regulación sectorial. Aunque 
nos centraremos principalmente en los PMGD 
por ser ellos de mayor relevancia en el sector8, 
las observaciones aquí realizadas son también 
aplicables, en gran medida, al desarrollo de 
otros proyectos de generación de pequeña 
escala y autoabastecimiento.

A modo de marco de referencia, las difi-
cultades prácticas vienen dadas por la natura-
leza sui generis de los PMGD y, en general, la 
categoría jurídica que tienen las centrales de 
generación de energía conforme a la legisla-
ción eléctrica. En particular, la regla general de 
que la actividad de generación eléctrica no se 
desarrolla en virtud de concesión administra-
tiva y, por ende, el no reconocimiento de los 
desarrolladores de proyectos como concesio-
narios9; el desarrollo de proyectos PMGD en 
modelos de negocio donde la titularidad del 
dominio de los predios sigue siendo de un ter-
cero ajeno al proyecto; y la conexión a insta-
laciones de distribución, sin por ello detentar 
una calidad especial frente a la regulación o 
considerarse las adecuaciones para la cone-
xión a las redes de distribución como obras 
sujetas a una categoría especial, dificultan la 
tramitación de autorizaciones forestales. Lo 
anterior, por cuanto, en términos generales, la 
legislación forestal de autorizaciones adminis-

SEIA, es decir, se trate de proyectos de potencia superior 
a 3MW.
8  De acuerdo a datos a junio 2023 del Coordinador Eléc-
trico Nacional, existen en Chile un total de proyectos con 
potencia instalada de 2.313 MW, con una concentración 
relevante en las regiones de O´higgins, Metropolitana, 
Valparaíso, y Maule, en las que se concentra una capaci-
dad instalada de 1.435 MW. En cuanto a la tecnología, el 
78% (1.796 MW) corresponde a proyectos de generación 
en base a tecnología solar fotovoltaica, seguido por 13% 
término, 7% hidroeléctrico y 2% eólico. Lo anterior da 
cuenta de una importante presencia de energías renova-
bles no convencionales, representando el 87% de la ge-
neración PMGD. Véase, Coordinador Eléctrico Nacional, 
“Reporte PMGD, Junio 2023”. Disponible en: https://
www.coordinador.cl/wp-content/uploads/2023/07/Repor-
te-PMGD-Junio-2023.pdf 
9  Salvo el caso de generación sujeta a concesión confor-
me al literal a), 1, del artículo 2 del Decreto con Fuerza de 
Ley Nº 4/20018 de 2007, Ley General de Servicios Eléc-
tricos, y la geotermia, de acuerdo a la Ley Nº 19.657, de 
2000. Cabe precisar además que, como explica Vergara, 
a propósito de la naturaleza jurídica de la concesión en 
materia eléctrica, que ella es obligatoria en el caso del 
servicio de distribución, más no para las actividades de 
generación y transmisión. Estas, pueden llevarse a cabo 
sin dicha autorización, pero se requiere para efectos de 
los derechos a ocupar predios (servidumbres) públicos y 
privados para los fines de la actividad. Vergara 2004, 87. 
Véase, además, Evans 2017, 33 y ss.

https://www.coordinador.cl/wp-content/uploads/2023/07/Reporte-PMGD-Junio-2023.pdf
https://www.coordinador.cl/wp-content/uploads/2023/07/Reporte-PMGD-Junio-2023.pdf
https://www.coordinador.cl/wp-content/uploads/2023/07/Reporte-PMGD-Junio-2023.pdf


Coloquios 379

ReDAd  Revista de Derecho Administrativo, Nº 39 [ enero-junio 2024 ] pp. 377-391

trativas se encuentra establecida en referencia 
a un marco de obras de infraestructura que 
no es adecuado a la realidad regulatoria de 
los PMGD.

El trabajo se estructura de la siguiente 
forma10. Primero, ofrece una breve explicación 
y descripción de las principales autorizaciones 
administrativas exigibles para el desarrollo 
de proyectos en el marco de la normativa fo-
restal, con un foco en los PMGD. Segundo, 
se analizan los principales desafíos jurídicos 
detectados, en particular aspectos relativos 
a la legitimación activa, obras de conexión, y 
aspectos críticos asociados al emplazamien-
to y los procedimientos administrativos ante 
CONAF. Finalmente, se ofrecen conclusiones y 
sugerencias de solución normativa.

II.	 Dificultades para el desarrollo de 
PMGD a la luz de las exigencias de la 
normativa forestal

En esta sección revisamos algunas de los de-
safíos jurídicos11 que, desde la práctica, hemos 
detectado como principales para el desarrollo 
de proyectos PMGD. Nos centramos en primer 
lugar en una breve referencia al régimen jurí-
dico de los PMGD, y, posteriormente, explicar 
en forma breve cuáles son las principales au-
torizaciones que requieren obtenerse para el 
desarrollo de estos proyectos, explicando las 
características del régimen de autorización y la 
estructura procedimental aplicable en materia 
forestal.

1.	 Sobre el régimen jurídico aplicable a los 
PMGD

Los PMGD son una figura jurídica creada en 
razón del inciso quinto del artículo 149º del 
Decreto con Fuerza de Ley Nº 4, Ley General 
de Servicios Eléctricos, norma que dispone 
que a nivel reglamentario se deberán estable-
cer los procedimientos de determinación de 
precios (para la venta de energía y potencia en 

10  Hacemos presente que la exposición de problemas es 
meramente enunciativa, y busca relevar ciertos aspectos 
jurídicos críticos que, en una mirada más sistemática, dan 
cuenta de la necesidad de reflexionar sobre el régimen 
de permisos y sus efectos a nivel de cumplimiento. El 
objetivo central es informar el debate y advertir a futuros 
desarrolladores o asesores sobre aspectos que permitan 
facilitar el despliegue de proyectos PMGD y, en último 
término, servir de referencia para el estudio de futuros 
ajustes regulatorios.
11  Hablamos de desafíos jurídicos, por cuanto ellos no 
siempre se traducen en una dificultad insalvable desde el 
punto de vista del derecho, no obstante si dificultan seria-
mente el desarrollo de procesos de autorización adminis-
trativa con las consecuencias que se detallan en el texto.

el sistema), cuando los medios de generación 
se conecten directamente a instalaciones del 
sistema nacional, zonal o de distribución, así 
como los mecanismos de estabilización de 
precios para la valorización de inyecciones de 
energía del sistema de centrales de genera-
ción no superiores a 9.000 kilowatts.

La normativa reglamentaria se establece 
en el Decreto Supremo Nº 88 de 2019, del 
Ministerio de Energía, Reglamento para Me-
dios de Generación de Pequeña Escala (“Re-
glamento PMGD”). Esta norma reconoce dos 
categorías de centrales de generación, según 
se conecten a líneas de distribución, en cuyo 
caso se denominan “pequeños medios de ge-
neración distribuida” o “PMGD”; se conectan 
a instalaciones de transmisión –nacional, zonal, 
dedicada, polos de desarrollo o interconexión 
internacional– que se designan como “pe-
queños medios de generación” o “PMG”; en 
ambos casos, cuando se trate de centrales con 
una potencia instalada igual o inferior a 9MW12.

Como explicamos en supra, el régimen 
jurídico de las actividades de generación 
eléctrica por regla general no se somete a 
concesión, salvo respecto a generación hi-
droeléctrica y geotermia13, ni se considera un 
servicio público14. Por su parte, en el referi-
do reglamento, se establece un régimen de 
procedimiento de conexión y de precios15 de 
carácter especial, cuyo objetivo es fomentar el 
desarrollo de proyectos al amparo de esta nor-
mativa. En cuanto a los PMGD16, se establece 
un tratamiento preferencial para la conexión a 
líneas de distribución, incluyendo, entre otras 
cosas, la obligación normativa de las empresas 
distribuidoras a permitir la conexión. En térmi-
nos muy sucintos, el proceso implica una soli-
citud de conexión, seguida de estudios sobre 
el impacto sobre la red del proyecto (Solicitud 
de Conexión a la Red o “SCR”), y seguido 

12  Para ser precisos, la norma se refiere a que los exce-
dentes de potencia suministrables al sistema sean me-
nores o iguales a 9.000 kilowatts, en coherencia con lo 
dispuesto en el inciso quinto del artículo 149º de la Ley 
General de Servicios Eléctricos.
13  Véase nota al pie Nº 8. 
14  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. Ar
tículo 8º. 
15  El capítulo 3 del Reglamento establece un régimen op-
cional de precios para efectos de la venta de energía –me-
canismo de estabilización–, y reglas sobre la participación 
de este tipo de centrales en los balances de transferencias 
de energía y potencia del sistema.
16  En el presente trabajo nos referimos a los PMGD de 
forma directa o al “desarrollador”, no obstante, la norma-
tiva reglamentaria suele referirse al “propietario u opera-
dor”, la que, como se explica, no es relevante a efectos 
de los temas que se abordan.
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posteriormente por un informe de criterios 
para la conexión que contiene las exigencias 
técnicas para la conexión a la red (Informe de 
Criterios de Conexión o ”ICC). Finalmente, 
si se cumplen todas las etapas y realizan las 
obras de adecuación del caso, el PMGD se 
conecta y puede inyectar su energía al sistema 
vía redes de distribución.

Tanto el SCR como el ICC son hitos fun-
damentales para el proceso de conexión, y, en 
ambos casos, se exigen para el desarrollador 
del PMGD que presente una serie de antece-
dentes, entre los que se incorpora una progra-
mación de interconexión y obras, y anteceden-
tes sobre tramitación ambiental y de permisos 
ambientales.

En el caso del SCR, se exige además de-
clarar que el PMGD se emplaza en un lugar 
con características adecuadas17. Por su parte, 
el ICC, tiene una vigencia limitada que, entre 
otras cosas, se relaciona a la existencia de 
una declaración administrativa por parte de 
la Comisión Nacional de Energía que acredita 
la construcción de instalaciones conforme a la 
normativa (denominada usualmente “declara-
ción en construcción”), para lo cual el PMGD 
debe contar, entre otros, con las autorizacio-
nes administrativas o informes favorables que 
sean necesarios para la construcción, otorga-
dos por la autoridad competente18. 

La relevancia de la obtención oportuna 
de autorizaciones sectoriales es central en el 
proceso de desarrollo de un PMGD, ya que, la 
ausencia de estas o su obtención fuera de pla-
zo, tiene serias implicancias para el proyecto. 
En tal sentido, cabe destacar que para solicitar 
el SCR se debe indicar el cronograma de eje-
cución incluyendo el inicio de tramitación de 
permisos sectoriales19, debiendo además es-
tar en estado de solicitud durante la vigencia 
del ICC, so pena de perder la vigencia dicho 
instrumento20. Además, debe considerarse lo 
dispuesto en el inciso segundo del artículo 
72 del Reglamento PMGD, norma que señala 
que la Comisión Nacional de Energía podrá 
“revocar la declaración en construcción de una 
instalación cuando alguna de las autorizacio-
nes, permisos, títulos, y demás antecedentes 
señalados en el Artículo 69º del presente re-
glamento, sean revocados, caducados o dejen 
de tener vigencia, según corresponda”.. Esto 

17  Decreto Nº 88, de 2020. Artículo 43 inciso tercero letra h).
18  Decreto Nº 88, de 2020. Artículo 69 inciso primero letra g).
19  Decreto Nº 88, de 2020. Artículo 44 letra a).
20  Decreto Nº 88, de 2020. Artículos 65 letra a) en rela-
ción al inciso tercero del artículo 64.

tiene por consecuencia además la pérdida de 
vigencia del ICC (artículo 66 del Reglamento 
PMGD), cuestión que, a su vez, impide pro-
ceder con los procedimientos para la interco-
nexión del PMGD a la red21.

No obstante lo anterior –un régimen pre-
ferente y habilitante–, y como explicamos en 
detalle en infra, el régimen de autorizaciones 
forestales –como régimen de control y preser-
vación– no se encontraría alineado con el ré-
gimen jurídico para el desarrollo de PMGD en 
tanto impone desafíos jurídicos que dificultan 
el desarrollo de estos proyectos. Estos desa-
fíos van desde aspectos jurídico-formales en 
la presentación de solicitudes ante la autori-
dad, hasta aspectos materiales que, de no ser 
considerados debidamente, pueden significar 
riesgos regulatorios para el correcto desarrollo 
del proyecto.

2.	 Sobre el régimen jurídico en materia 
forestal aplicable a los PMGD

En primer lugar, es preciso tener en cuenta 
que en nuestra22 legislación existen dos cuer-
pos23 normativos principales que regulan las 
intervenciones forestales.

Por una parte, el Decreto Ley Nº 701, 
sobre Fomento Forestal, que establece las 
bases jurídicas de explotación de plantaciones 
forestales en terrenos de aptitud preferente-
mente forestal ( “DL 701”)24; y por otra, la Ley 
Nº 20.283, sobre recuperación del bosque 
nativo y fomento forestal (“Ley Nº 20.283), 
que se refiere a las normas de protección de 

21  Decreto Nº 88, de 2020. Artículo 73.
22  A nivel internacional destacamos instrumentos rati-
ficados por Chile, en particular, la Convención para la 
protección de la flora, la fauna y las bellezas naturales 
de América, de 1940, y la Convención sobre el comercio 
internacional de especies amenazadas de fauna y flora 
silvestres, de 1973.
23  Además, debe tenerse en cuenta el Decreto Supremo 
Nº 4363 de 1931, Ley de Bosques, que establece algunas 
reglas específicas asociadas a los ámbitos normativos de 
los cuerpos antes señalados, aunque de aplicación más 
bien residual en consideración de su data. De acuerdo 
a Gallardo, esta ley se mantiene vigente solamente en 
materia de calificación de terrenos de aptitud preferente-
mente forestal y plantación, sujetando las autorizaciones 
a las normas del Decreto Ley Nº 701, de 1974 y la Ley 
Nº 20.283, de 2008. Véase, Gallardo, 2012, 41.
24  Es decir, conforme al referido cuerpo normativo, terre-
nos que por condiciones de clima y sueño no deben arar-
se permanentemente, cubiertos o no de vegetación, con 
exclusión de aquellos que pueden ser usados para otros 
fines (agricultura, fruticultura, ganadería intensiva) sin sufrir 
degradación (art. 2º, Decreto Ley Nº 701, de 1974). Esta 
norma contiene además ciertas normas relativas al bosque 
nativo, las que deben leerse en forma coherente y armóni-
ca a las exigencias de la Ley Nº 20.283, de 2008).
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las formaciones xerofíticas, y los bosques exis-
tentes y, en los casos establecidos en la ley, las 
normas que se deben observar para efectos de 
la intervención de formaciones arbóreas, sean 
estas árboles o, más típicamente, bosques25.

En estos cuerpos normativos, se estable-
ce como una regla de general aplicación la 
necesidad de contar con autorizaciones admi-
nistrativas previas a la intervención de forma-
ciones arbóreas, usualmente la tala de árboles, 
aunque también se incluye otras formas de 
eliminación o alteración sustantiva26. Esta le-
gislación tiene como bien jurídico principal la 
protección del bosque, tanto los suelos como 
las especies27, distinguiéndose, según precisa-
mos, distintos niveles de protección según el 
tipo de especie a intervenir, el emplazamiento 
de las mismas, y las condiciones del terreno, 
en particular la existencia de cursos de agua, 
humedales u otras zonas de especial protec-
ción normativa.

La autorización administrativa por exce-
lencia es el “Plan de Manejo”, cuya exigencia 
se aplica conforme al DL 70128, respecto de la 
corta en terrenos de aptitud preferentemente 
forestal y bosque nativo con independencia 
del terreno; y de la Ley Nº 20.283, respecto de 
intervenciones de bosque nativo y formaciones 

25  En tal sentido, en el contexto de la Ley Nº 20.283 de 
2008, la ley establece en su artículo 2º, numerales 1 a 6, 
definiciones de árbol, bosque, bosque nativo, bosque 
nativo de preservación, bosque nativo de conservación y 
protección, y bosque nativo de uso múltiple. En términos 
generales, la referencia a árbol se refiere a toda planta de 
fuste generalmente leñoso que, en estado adulto y con-
diciones normales de hábitat, alcanza 5 o más metros de 
altura o menor si las condiciones ambientales limitan su 
crecimiento. Por su parte, bosque se refiere a sitios pobla-
dos principalmente por árboles y con una extensión de al 
menos 5.000 m2, con coberturas dependiendo de las con-
diciones ambientales. Se distingue además el bosque na-
tivo y sus distintas categorías, siendo este, a grosso modo, 
un bosque autóctono, sea de origen natural o plantado, y 
cualquiera sea su superficie; variando su nivel de protec-
ción según el grado de riesgo de las especies y condicio-
nes de ubicación. En el marco del Decreto Ley Nº 701 de 
1974, se reiteran definiciones de similar alcance respecto 
del concepto de bosque, destacando además la referencia 
a terrenos calificados de aptitud preferentemente forestal, 
que es el foco central de esta normativa.
26  Al efecto, la Ley Nº 20.283 de 2008 define la “corta de 
bosque” como la acción de talar, eliminar o descepar uno 
o más individuos de especies arbóreas que formen parte 
de un bosque (art. 2, numeral 7).
27  Al respecto, Gallardo, señala que los bienes jurídicos 
protegidos del Derecho Forestal en Chile son los terrenos 
de aptitud preferentemente forestal, los suelos forestables 
degradados no contenidos en la categoría anterior, las 
especies forestales nativas y bosques nativos, formacio-
nes xerofíticas, y plantaciones forestales. Véase, Op. Cit., 
Gallardo, 29.
28  Véase también artículo 5º del Decreto Supremo 
Nº 4363, de 1931 (nota al pie Nº 22).

xerofíticas, tanto para fines de explotación, 
conservación u otras acciones que requieran in-
tervenir este tipo de formaciones arbóreas. 

A nivel conceptual, el Plan de Manejo se 
refiere al instrumento que, autorizado por la 
Corporación Nacional Forestal (“CONAF”) re-
gula el uso y aprovechamiento de los recursos 
asociados a formaciones arbóreas, distinguién-
dose al efecto entre aquellos de preservación, 
cuando el objeto principal es preservar la di-
versidad biológica) y forestal, esto es, aquellos 
orientados a aprovechar los recursos29.

Cabe precisar que “Planes de Manejo” 
es una descripción general de una serie de 
autorizaciones30 que se orientan, con ciertas 
diferencias, al mismo objetivo, cual es estable-
cer un control administrativo previo respecto 
de las condiciones para intervenir –típica-
mente cortar– especies arbóreas para fines 
comerciales o, en su caso, el desarrollo de 
otras acciones sobre los terrenos previamente 
forestados31. En tal sentido, y sin ser ésta enu-
meración taxativa, es preciso distinguir entre 
(i) Autorizaciones simples de corta, (ii) Planes 
de Manejo propiamente tal, (iii) Planes de tra-
bajo y (iv) Planes de Manejo de obras civiles, 
los que son exigibles según el tipo de área a 

29  Véase artículo 2 Decreto Ley Nº 701, de 1974 y artículo 
2, numeral 18, de la Ley Nº 20.283, de 2008.
30  Conforme al Decreto Ley Nº 701, de 1974 (artículo 2º), 
se refiere al “[i]nstrumento que reuniendo los requisitos 
que se establecen en la ley, regula el uso y aprovecha-
miento racional de los recursos naturales renovables de 
un terreno determinado, con el fin de obtener el máximo 
beneficio de ellos, asegurando al mismo tiempo la pre-
servación, conservación, mejoramiento y acrecentamiento 
de dichos recursos y su ecosistema”.. Por su parte, la Ley 
Nº 20.283, de 2008 (artículo 2º numeral 18), lo define 
como el “[i]nstrumento que reuniendo los requisitos que 
se establecen en este cuerpo legal, planifica la gestión del 
patrimonio ecológico o el aprovechamiento sustentable 
de los recursos forestales de un terreno determinado, 
resguardando la calidad de las aguas y evitando el dete-
rioro de los suelos”, distinguiendo a su vez entre planes 
de preservación, cuando el objetivo es resguardar la di-
versidad biológica, y planes forestales, cuando el fin es el 
aprovechamiento del bosque nativo para fines madereros 
o no madereros.
31  Al respecto, la Contraloría General de la República en 
relación a la labor de CONAF en la aprobación de Planes 
de Manejo, ha señalado que “la aprobación de un plan 
de manejo comprende, en síntesis, una revisión de la 
fundamentación técnica de los métodos de corta, de las 
áreas y especies afectadas e intervenidas por la obras de 
que se trata y las medidas de mitigación a realizar, todo lo 
cual no involucra la fiscalización o evaluación del diseño y 
condiciones técnicas de la obra correspondiente, aspectos 
que, dependiendo de su naturaleza, competen al organis-
mo sectorial pertinente, como podría ser, a modo ejem-
plar, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, 
la Dirección de Vialidad, la Dirección General de Aguas 
y otros organismos competentes”. Dictamen Nº 119541 
(2021).
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intervenir, las especies afectadas, y los fines de 
la intervención.

Con todo, la regla general aplicable será 
que siempre se requiere la aprobación pre-
via de un “Plan de Manejo” para la corta de 
bosque nativo (conforme al DL 701 y la Ley 
Nº 20.283), y en el caso de plantaciones fores-
tales en terrenos de aptitud preferentemente 
forestal. Por el contrario, no se requiere esta 
autorización, cuando las especies a intervenir 
no constituyan bosque conforme a la legisla-
ción, o las especies exóticas que conforman la 
plantación no se encuentren inmersas en terre-
nos de aptitud preferentemente forestal, como 
por ejemplo suelos de uso agrícola.

La intensidad regulatoria y, por consi-
guiente, la dificultad de la obtención de estas 
autorizaciones, está directamente vinculada 
al nivel de protección de las especies involu-
cradas. Luego, en el caso del bosque nativo, 
la legislación ha establecido reglas especiales 
respecto a intervenciones sobre bosques na-
tivos de conservación y protección, llegando 
al caso de la prohibición de corta, eliminación, 
destrucción o descepado de bosque nativo y 
formaciones xerofíticas clasificadas de confor-
midad al artículo 37º de la Ley Nº 19.300, de 
Bases del Medio Ambiente32.

De forma excepcional, puede intervenirse 
o alterarse estas formaciones, previa autoriza-
ción de la CONAF, lo que se hace mediante la 
dictación de una resolución debidamente fun-
dada, siempre que se trate de intervenciones 
que cumplan una serie de requisitos copulati-
vos que deben ser ponderados por la autori-
dad administrativa33. Lo anterior, en el marco 
de un procedimiento administrativo complejo 
y con elementos que otorgan un importante 
ámbito a la discrecionalidad administrativa, 
según detallamos más adelante.

Estas exigencias y limitaciones, según sea 
el caso, son aplicables a todo tipo de proyectos 
que impliquen la intervención de formaciones 
arbóreas, y, por ende, no son exclusivamente 

32  Se refiere a especies clasificadas en las categorías de 
“en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insufi-
cientemente conocidas” o “fuera de peligro”, que formen 
parte de un bosque nativo, como asimismo la alteración 
de su hábitat.
33  Estos son: no amenacen la continuidad de la especie, 
sean imprescindibles, y tengan por objeto realizar inves-
tigaciones científicas, fines sanitarios o estén destinadas 
a la ejecución de obras o al desarrollo de actividades de 
construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o 
servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de 
ductos u otras reguladas por ley. Véase artículo 19 inciso 
2º de la Ley Nº 20.283, de 2008.

exigibles al desarrollo de actividades de explo-
tación forestal o que impliquen aprovechamien-
to del recurso madera, sino que a todo tipo de 
actividades que impliquen intervención antrópi-
ca de formaciones arbóreas. Luego, proyectos 
de generación eléctrica como los PMGD, cuya 
construcción implique la ejecución de activi-
dades de corta o descepado de formaciones 
arbóreas, sea para la ubicación de la central de 
generación o las instalaciones necesarias para 
la conexión a las redes de distribución, debe-
rán obtener previo a la realización de obras el 
Plan de Manejo o de Trabajo correspondiente, 
denominado de “Obras Civiles”, es decir de 
obras de carácter permanente.

El desarrollo de intervenciones sin la pre-
via obtención de un Plan de Manejo, implica 
una acción de corta no autorizada que, depen-
diendo del tipo de especie y el emplazamien-
to, tiene sanciones de multa que oscilan entre 
los 5 y las 50 UTM por ejemplar, más aumen-
tos de hasta el 200% en caso de retiro total 
o parcial de productos de corta. Además, se 
establecen delitos34 específicos para casos en 
los que se entrega información falsa.

Como revisamos a continuación, la nor-
mativa que regula estas autorizaciones supone 
una serie de desafíos jurídicos que dificultan la 
implementación, desarrollo de PMGD, y, como 
explicamos, se trata de un problema regulato-
rio que tiene el potencial de poner en riesgo 
la continuidad de los procesos de construcción 
asociados a su desarrollo de no obtenerse 
oportunamente las autorizaciones sectoriales 
correspondientes. Estas dificultades son ex-
presión de las tensiones entre una normativa 
de fomento35, esto es, que facilita y, hasta cier-

34  Los delitos establecidos en la Ley Nº 20.283 de 2008 
son, en síntesis, la presentación o elaboración de un Plan 
de Manejo basado en certificados falsos o que acrediten 
un hecho inexistente (art. 49); presentar un Plan de Ma-
nejo basado en antecedentes falsos, para acogerse a las 
bonificaciones establecidas en la ley.
35  En este sentido, Evans, a propósito de su explicación 
sobre el régimen concesional eléctrico, explica que el 
fomento corresponde “a aquella actividad de la Adminis-
tración del Estado que consiste en la entrega de incentivos 
por parte de ésta a los particulares para fomentar el desa-
rrollo de una determinada actividad o prestación que se 
considera de interés para la comunidad y que es realizada 
por ellos. En ese contexto, los medios de fomento jurídico 
son todos los actos de la Administración que benefician o 
amplían el estatuto jurídico de los particulares y en ellos se 
incluyen los actos administrativos de contenido favorable, 
como es el caso de la concesión”. Op. Cit., Evans, 33. En el 
marco de PMGD, aunque no existe concesión, sí existe un 
marco de autorizaciones de la Administración y un régimen 
jurídico especial para facilitar la instalación de este tipo de 
centrales de generación, pudiendo aplicarse por extensión 
la referencia anterior a este régimen especial.
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to punto, promueve la realización de activida-
des –como el caso de PMGD–, y aquellas que 
protegen ciertos derechos o bienes jurídicos 
específicos, en este caso particular, el patrimo-
nio forestal y las especies que le constituyen.

III.	 Sobre los desafíos regulatorios en 
materia forestal para el desarrollo 
de PMGD

1.	 Legitimación para actuar frente a la 
Administración

La legitimación administrativa36 para poder 
participar en un procedimiento administrativo, 
se refiere a la habilitación para poder parti-
cipar en un procedimiento administrativo es 
una categoría jurídica importante por cuanto 
se vincula a la posibilidad de impugnar el 
acto administrativo y ejercer derechos frente 
a la administración en el marco del proceso 
administrativo. En el derecho administrativo 
chileno, la legitimación se encuentra relacio-
nada a la categoría de “interesado” en el pro-
cedimiento administrativo, la que se establece 
en el artículo 21 de la Ley Nº 19.880 de Bases 
de Procedimientos Administrativos (LBPA), que 
reconoce tres categorías de interesados habi-
litados para actuar, a saber, (i) los titulares de 
derechos o intereses individuales o colectivos, 
(ii) los que tengan derechos que puedan ser 
afectados por la decisión o, en la misma situa-
ción, (iii) los que tengan intereses individuales 
o colectivos posiblemente afectados (en tanto 
no haya acto resolución definitiva)37.

La legitimación administrativa en el mar-
co de la tramitación de un Plan de Manejo 
ante CONAF se encuentra especialmente de-
finida y, por ende, limitada por la legislación 
forestal. Lo anterior es consistente38 con la 

36  Sobre el particular, por razones de extensión, no pode-
mos abordar en detalle el debate sobre la legitimación ac-
tiva en materia administrativa. Sin embargo, cabe señalar 
que, como explica Bordalí, a propósito de la legitimación 
en materia de contencioso administrativo ambiental, para 
tener legitimación activa “… se deberá afirmar que se es 
titular de un derecho subjetivo que necesita tutela juris-
diccional. O bien, que se es titular de un interés legítimo. 
Esta última categoría es de especial relevancia en el Dere-
cho Administrativo. Son ellas, derecho subjetivo e interés 
legítimo, las clásicas posiciones jurídicas subjetivas legi-
timantes en la Justicia Administrativa”. Bordalí 2018, 71.
37  Por su parte, el artículo 53 del citado cuerpo legal se 
refiere a la legitimación para solicitar una invalidación que 
exige ser parte del procedimiento administrativo.
38  Lo que no es incoherente con la normativa, por cuanto 
el inciso tercero del artículo 1º de la Ley Nº 19.880 de 
2003 reconoce que tiene carácter supletorio respecto de 
procedimientos administrativos especiales, como es el 
caso de los procedimientos en el marco del Decreto Ley 
Nº 701, de 1974 y la Ley Nº 20.283, de 2008.

aplicación supletoria de la Ley Nº 19.880, y 
encontraría su fundamento en que la legisla-
ción exige, una relación directa del solicitan-
te de autorización –Plan de Manejo– con el 
bien jurídico protegido (el bosque, plantación 
forestal, formación xerofítica o árbol) o, con 
el terreno de emplazamiento o, en ciertos 
casos, con la realización de obras asociadas a 
un régimen jurídico particular (servidumbre o 
concesión). La consecuencia práctica de esta 
limitación para actuar, es que, como detalla-
mos, fuera de estos casos los particulares no 
tienen la aptitud para actuar válidamente y en 
forma directa ante la administración y obtener 
un Plan de Manejo.

En el marco del DL 701, si bien no se es-
tablece una regla específica respecto de quién 
se entiende como “interesado” para efectos 
de presentar solicitudes a CONAF, de la lec-
tura de las normas que precisan el alcance del 
Plan de Manejo, este debe ser presentado por 
los propietarios de los terrenos que soportarán 
la intervención a las especies arbóreas objeto 
del plan respectivo. Ello implica que terceros 
que detenten un título diverso, sea este un 
derecho real (como usufructo, uso y goce) o 
de mera tenencia (arrendamiento), no tendrían 
legitimación para presentar ante la CONAF 
una solicitud de Plan de Manejo.

Por su parte, la Ley Nº 20.283, establece 
expresamente el concepto de “interesado”. 
Este concepto, aunque amplía la norma del 
DL 701, restringe la legitimación administra-
tiva al propietario o poseedor en proceso de 
saneamiento del título del predio, o titular 
de alguno de los derechos indicados en los 
incisos cuarto y quinto del artículo 7º, esto es, 
titulares de concesiones o servidumbres mi-
neras, de gas, servicios eléctricos, de ductos 
u otras reguladas por ley y, en el caso de bos-
ques fiscales, al concesionario o arrendatario 
del inmueble fiscal.

En el caso de los PMGD, estas categorías 
no son, por regla general, aplicables.

Primero, porque respecto de los inmue-
bles en los que se emplaza el desarrollo de 
estos proyectos, la práctica es tener un título 
de mera tenencia como arrendatario por un 
período lo suficientemente largo como para 
cubrir la etapa operativa de este tipo de ins-
talaciones (lo que varía según la tecnología). 
Luego, al no ser necesariamente titulares de 
dominio, no tienen legitimación directa para 
actuar frente a CONAF en la presentación de 
un Plan de Manejo para la construcción de un 
PMGD al amparo del DL 701. 
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Segundo, porque aun en el caso de la 
Ley Nº 20.283, la ampliación de la legitima-
ción para actuar frente a CONAF no aplica a 
los PMGD. Ello, por cuanto no son titulares de 
servidumbres de ninguna naturaleza (como se-
ría el caso de titulares de proyectos de líneas 
de transmisión que estén asociadas a servi-
dumbres eléctricas), ni concesionarios para 
la generación de electricidad, ya que, como 
explicamos, dicha exigencia solamente se res-
tringe a ciertos tipos de centrales (hidroeléc-
trica, geotermia). En el caso de la calidad de 
interesado al concesionario o arrendatario, 
esta se refiere a bosques fiscales, lo que, en 
general, se refiere a privados que utilizan los 
bosques con fines forestales39.

Ambas consideraciones significan que, 
en los hechos, los desarrolladores de PMGD 
no pueden presentar directamente Planes de 
Manejo. Luego, deben actuar a través de los 
titulares de dominio de los predios donde se 
ubican los proyectos. Esto, aunque fácil de 
resolver jurídicamente a través de un mandato 
o la actuación directa del titular de dominio, 
implica una posición jurídica mermada frente 
a la regulación, especialmente compleja de 
resolver en casos donde no existe una buena 
interacción con los dueños del terreno o se ve-
rifican otros hechos que complejizan acciones 
que afecten el dominio de forma sobrevinien-
te (por ejemplo, la muerte del titular y tener 
que coordinar acciones con la sucesión o la 
existencia de múltiples dueños o predios con 
distintos titulares de dominio).

Ahora bien, nada obsta a que un desarro-
llador de un proyecto PMGD comparezca ante 
la administración en el marco de un procedi-
miento administrativo, arguyendo que tiene 
intereses (el desarrollo del proyecto) o dere-
chos (aquellos vinculados a las actuaciones al 
amparo del Reglamento PMGD, como el ICC 
o la declaración en construcción) que pueden 
encuadrarse en las hipótesis del artículo 21 
LBPA. Sin embargo, ello no resuelve el hecho 
de que el inicio del procedimiento adminis-
trativo se reconozca en la legislación forestal 
solamente a ciertas personas en una situación 
jurídica específica en relación al predio donde 
se encuentran las especies arbóreas o vincula-
dos a regímenes jurídicos específicos para la 
ejecución de obras. La falta de control directo 
sobre la tramitación implica un riesgo regula-
torio para el desarrollador de PMGD, en par-

39  Es decir, de explotación maderera y, por consiguiente, 
la intervención no tiene como objetivo despejar el área 
para la construcción de infraestructuras.

ticular considerando que, a efectos del ICC, 
debe acreditar el inicio de la tramitación de 
ambiental y de permisos sectoriales, so pena 
de perder vigencia el ICC40, lo que impacta en 
el posterior procedimiento de interconexión y, 
en general, el desarrollo del proyecto.

Finalmente, destacamos que una conse-
cuencia asociada a lo anterior es el potencial 
debate en torno a la legitimación para im-
pugnar el acto administrativo en sede admi-
nistrativa o judicial. Al respecto, como explica 
en forma crítica Vergara41, la Corte Suprema 
ha distinguido entre una legitimación activa 
para actuar en el procedimiento administra-
tivo y otra para poder impugnar el acto ad-
ministrativo terminal del procedimiento, en 
razón de que los segundos exigen “intereses 
personales y directos (…) amparados por el 
ordenamiento jurídico y que afecten la es-
fera personal del actor de manera directa y 
determinando lesionando un derecho, como 
señala el artículo 38 inciso segundo de la 
Constitución Política”42. En el caso de la Ley 
Nº 20.283, la normativa relativa a impugnar 
la resolución que resuelve una solicitud de 
Plan de Manejo, es expresa en señalar que 
ello corresponde únicamente al “interesado”, 
de manera similar al régimen de recursos 
del DL 701 que lo circunscribe al solicitante. 
Luego, de aplicarse el criterio antes señalado 
y considerando la normativa, se restringen 
seriamente las opciones del desarrollador del 
proyecto PMGD para impugnar directamente 
una resolución que no le sea favorable, como 
un rechazo o una aprobación por parte de 
CONAF con restricciones que impidan el co-
rrecto despliegue de las obras43; aplicándose 
las prevenciones antes indicadas respecto del 
impacto en el desarrollo del proyecto.

2.	 Obras asociadas a la conexión a la  
red de distribución

Como explicamos, los PMGD se definen por 
conectarse a las redes de distribución, lo que 
ocurre, por lo general, a través de líneas de 

40  Artículo 65º letra a) en relación al inciso tercero del ar
tículo 64º del Reglamento PMGD.
41  Véase al respecto Vergara 2017. 
42  Ibid., citando sentencia Sky Service S.A. con Fisco 
(2007).
43  En el marco del Decreto Ley Nº 701, de 1974 (artículo 
21º, inciso séptimo) establece además la paralización de 
faenas de corta, respecto de la corta de bosque nativo en 
terrenos de aptitud preferentemente forestal, la que pue-
de ser decretada directamente por la CONAF, pudiendo 
requerir al juzgado de policía local competente auxilio de 
fuerza pública de ser necesario. Ante este evento, sola-
mente el titular de dominio del predio se encuentra legiti-
mado activamente para impugnar la decisión.
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tensión inferior a las que se consideran como 
gatillantes de procesos de evaluación ambien-
tal ante el SEIA, lo que facilita su tramitación 
desde una perspectiva ambiental. Respecto de 
estas instalaciones de conexión, el PMGD no 
detenta ninguna calidad jurídica especial, ni 
tampoco realiza estas obras en virtud de una 
concesión para obras de transmisión ni tampo-
co le asisten el régimen de servidumbre de las 
instalaciones sujetas a régimen de concesión44.

Por consiguiente, los PMGD que requie-
ran realizar intervenciones en formaciones 
arbóreas en los predios de emplazamiento 
del proyecto o aledaños, según sea el caso, 
se enfrentan a las mismas limitaciones antes 
comentadas.

Luego, de forma directa, los PMGD no 
cuentan con mecanismos regulatorios que 
faciliten la obtención de las autorizaciones 
sectoriales forestales sino es mediante la in-
tervención de terceros titulares del dominio 
tanto en el marco del DL 701 como de la Ley 
Nº 20.283. Cabe precisar, que, en este último 
caso, si la distribuidora debe realizar obras de 
adaptación para la conexión del PMGD45, se 
hace aplicable la categoría de interesado pero 
solamente respecto de la empresa de distribu-
ción involucrada en la conexión del PMGD, ya 
que dichas obras, de implicar intervenir forma-
ciones arbóreas, podrían ser consideradas de 
aquellas indicadas en el artículo 7º de la Ley 
Nº 20.283, en tanto se trataría de obras en el 
marco de una concesión de servicios eléctricos 
(en este caso, de distribución)46. 

3.	 Limitaciones de emplazamiento 
del proyecto

A las dificultades asociadas a la falta de legiti-
mación para actuar frente a la administración, 
se agregan las vinculadas al emplazamiento 
del PMGD. En particular, aquellos casos don-
de no es posible realizar la corta de especies 
arbóreas o su autorización es en extremo exi-
gente y excepcional.

44  Conforme al Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, 
de 2007 (artículo 48º), todas las actividades sujetas a con-
cesión eléctrica, llevan aparejadas servidumbres que se 
aprueban en el decreto de concesión y se crean en virtud 
de la ley. En particular, la ley (artículo 50º) les reconoce 
una serie de derechos, entre ellos, el de ocupar terrenos 
necesarios para obras, ocupar y cerrar terrenos para los 
fines de la concesión.
45  En la nomenclatura del Reglamento PMGD, obras adi-
cionales, adecuaciones y ajustes.
46  Cabe precisar que en este caso, no obstante ser la dis-
tribuidora parte interesada en la conexión de un PMGD, 
sigue siendo una restricción a la intervención directa del 
PMGD en el proceso de obtención del Plan de Manejo

En efecto, en el marco de la Ley 
Nº 20.283, la regla general es que toda cor-
ta, destrucción o descepado de formaciones 
xerofíticas o de bosque nativo, cualquiera sea 
el tipo de terreno en el que se encuentre (lo 
que marca una diferencia con el DL 701, que 
se circunscribe a terrenos de aptitud prefe-
rentemente forestal), debe hacerse previa 
aprobación de Plan de Manejo. Sin embargo, 
existen casos en los que la corta se encuentra 
prohibida de manera absoluta y casos donde 
se encuentra limitada.

Respecto de las prohibiciones, encon-
tramos antecedentes en el Decreto Supremo 
Nº 4363 de 1931, Ley de Bosques, régimen 
que estableció la prohibición de corta de 
árboles y arbustos nativos cercanos a los ma-
nantiales47. 

En esta misma línea, el régimen jurídi-
co actualizado en materia de protección de 
bosques, contiene una serie de normas pro-
hibitivas. En este sentido, la Ley Nº 20.283 
establece la prohibición de corta a 500 metros 
de glaciares48, respecto del cual la regla es 
absoluta. Lo mismo ocurre en relación a inter-
venciones de los denominados “Monumentos 
Naturales”, que corresponde a un listado de 
especies arbóreas que no pueden ser interve-
nidas, salvo situaciones muy excepcionales49.

A nivel reglamentario se especifican otras 
prohibiciones respecto de las que no cabe ex-
cepción50. En particular, el Decreto Supremo 
Nº 82 de 2011, del Ministerio de Agricultura 
(norma vinculada a la Ley Nº 20.283), Regla-
mento de suelos, aguas y humedales, prohíbe 
la corta de vegetación hidrófila nativa en sitios 

47  Artículo 5º del Decreto Supremo Nº 4363 de 1931, Ley 
de Bosques. Esta norma, como indicamos previamente, 
aunque vigente, tiene una aplicación residual en consi-
deración de las reformas posteriores conforme al Decreto 
Ley Nº 701 y Ley Nº 20.283 de 2008 y sus reglamentos, 
operando a su respecto la derogación tácita.
48  El artículo 17º de la Ley Nº 20.283 de 2008 señala: 
“Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menosca-
bo de árboles y arbustos nativos en una distancia de 500 
metros de los glaciares, medidas en proyección horizontal 
en el plano”.
49  Las especies son –se indica número y año de Decreto, 
todos del Ministerio de Agricultura– la Araucaria (Decre-
to Nº 29, de 1976); Alerce (Decreto Nº 490, de 1976), el 
Queule, Ruil, Belloto del Norte y Belloto del Sur, y Pitao 
(todos del Decreto Nº 13, de 1995).
50  En tal sentido, los artículos 7 y 8º del Decreto Supremo 
Nº 82 de 2011 disponen reglas especiales respecto del 
porcentaje de cobertura arbórea remanente posterior a 
intervenciones en formaciones xerofíticas y bosque nativo 
esclerófilo y palma chilena, las que varían en intensidad 
según pendiente del terreno.
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Ramsar51, la corta de bosque nativo en suelos 
de baja profundidad52, y el descepado de árbo-
les, arbustos y suculentas de formaciones xero-
fíticas en áreas de pendiente y erosionadas53.

La misma normativa establece limita-
ciones o prohibiciones parciales asociadas a 
la corta en zonas cercanas a cursos de agua, 
humedales y zonas protegidas en el marco 
del referido reglamento de suelos, aguas y 
humedales. En tal sentido, se establece54 la 
prohibición de corta, destrucción, eliminación 
o menoscabo de árboles y arbustos nativos, 
siempre que se cumplan con exigencias de 
ubicación: (i) que se realicen en la zona de 
protección de exclusión de intervención, esto 
es, 5 metros aledaños a ambos lados de cur-
sos naturales de agua, cuya sección de cauce, 
delimitada por la marca evidente de la crecida 
regular, es superior a 0,2 metros cuadrados e 
inferior a 0,5 metros cuadrados; y (ii) que se 
emplacen las especies a intervenir en bosque 
nativo o plantaciones en terrenos de aptitud 
preferentemente forestal. La norma prohíbe 
además la corta, destrucción o descepado de 
árboles, arbustos y suculentas, en formaciones 
xerofíticas55, y la construcción de estructuras 
vías de saca56, ingreso de maquinarias y depó-
sitos de cosechas.

Este segundo ámbito de prohibiciones es 
relativo, por cuanto permite la corta de bos-
que nativo si se deja una cobertura arbórea de 
al menos un 50% y se realizan ciertas acciones 

51  Decreto Supremo Nº 82 de 2011. Artículo 10º. La re-
ferencia a sitios Ramsar es respecto de sitios declarados 
Prioritarios de Conservación, por la Comisión Nacional del 
Medio Ambiente, en el marco de la Convención sobre los 
Humedales, acordada en Ramsar, Irán, en 1971. Además, 
la norma (artículo 12) exige una faja de 10 metros de 
ancho la que se puede intervenir dejando una cobertura 
arbórea de al menos 50%.
52  Conforme al Decreto Supremo Nº 82 de 2011. Artículo 
9º, la profundidad es de 20 centímetros, salvo entre la 
Región Metropolitana y la Antártica Chilena, donde la 
restricción es para suelos de profundidad menor a 10 
centímetros o cuando los bosques de Lenga o Coigüe en 
estado adulto no superen 8 metros de altura.
53  Conforme al artículo 6º del Decreto Supremo Nº 82 de 
2011, pendiente entre 10 y 30% que presenten erosión 
moderada, severa y muy severa; como en aquellas con 
pendientes superiores al 30%.
54  Artículo 3º, en relación a la letra p) del artículo 2º del 
Decreto Supremo Nº 82, de 2011. 
55  Según se definen estas en el numeral 14 del artículo 2º 
de la Ley Nº 20.283, de 2008.
56  Se refiere a la “[t]rocha de carácter temporal que no tie-
ne la consideración de pista forestal, habilitada como con-
secuencia de actuación imprescindible para la extracción 
o arrastre de la madera desde el lugar de apeo hasta el 
cargadero o pista forestal”.. Real Academia Española de la 
Lengua, Diccionario Panhispánico. Disponible en: https://
dpej.rae.es/lema/v%C3%ADa-de-saca. 

aprovechamiento con métodos de regenera-
ción y protección57.

Respecto de este segundo ámbito de 
limitación a la intervención de especies ar-
bóreas, se añade la complejidad de una de-
finición normativa amplia del concepto curso 
de agua o, como se define en el referido 
reglamento, “cauce”. En este sentido, la nor-
ma define “cauce” como el “[c]urso de agua 
conformado por un lecho de sedimentos, are-
na o rocas, delimitado por riberas definidas, 
por el cual escurre agua en forma temporal o 
permanente”.58. Complementa la regla que el 
artículo 5º del mismo reglamento dispone que 
las prohibiciones y limitaciones de intervención 
forestal en áreas aledañas o contiguas a cursos 
de agua, se hacen aplicables a “manantiales, 
cuerpos de agua, y cursos naturales de agua 
permanentes y no permanentes” en el territo-
rio nacional, con la excepción de las Regiones 
de la Araucanía, Magallanes y de la Antártica 
Chilena (en cuyo caso se aplica solamente res-
pecto de cauces permanentes de agua).

En los hechos, esto implica que la exis-
tencia de accidentes geográficos en terrenos 
de emplazamiento de PMGD (como una que-
brada o similar) por los cuales puedan escurrir 
aguas en forma ocasional (no permanente) por 
evento pluviales o nivales de carácter estacio-
nal, pueden ser considerados normativamente 
como cauces y, por ende, restringir las áreas 
de intervención forestal en los terrenos a ubi-
car el PMGD.

La tercera prohibición la establece el ar
tículo 19º de la Ley Nº 20.283, el que señala 
que se prohíbe “la corta, eliminación, destruc-
ción o descepado de individuos de las espe-
cies vegetales nativas clasificadas, de confor-
midad con el artículo 37 de la ley Nº 19.300 
y su reglamento, en las categorías de «en 
peligro de extinción», «vulnerables», «raras», 
«insuficientemente conocidas» o «fuera de pe-
ligro», que formen parte de un bosque nativo, 
como asimismo la alteración de su hábitat”59. 
En síntesis, se debe tratar de especies nativas, 
clasificadas en las categorías de protección 

57  La misma regla se sigue cuando se trata de zonas de 
protección de manejo limitado, que se refiere a áreas 
contiguas a la zona de exclusión de intervención antes 
indicada.
58  Decreto Supremo Nº 82 de 2011. Artículo 2º, letra e). 
59  A la fecha de este artículo, las especies protegidas de 
conformidad al Decreto Supremo Nº 29 de 2011, del Mi-
nisterio de Medio Ambiente, Reglamento de Clasificación 
de Especies, se clasifican las especies en las categorías de 
extinta, extinta en estado silvestre, en peligro crítico, en 
peligro, vulnerable, casis amenazada, preocupación me-
nor y datos insuficientes

https://dpej.rae.es/lema/v%C3%ADa-de-saca
https://dpej.rae.es/lema/v%C3%ADa-de-saca
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indicadas, y que se encuentren en un bosque 
nativo. De acuerdo a la “Guía” de CONAF60 
que especifica la norma, la prohibición tam-
bién aplica a especies nativas que forman 
parte de plantaciones efectuadas en razón de 
compensación, reparación o mitigación dis-
puestas por la autoridad.

Esta prohibición es relativa, y, por excep-
ción61, es posible realizar la corta en tanto se 
cumpla con las copulativamente con ciertas 
condiciones establecidas en el inciso segun-
do del artículo 19º de la Ley Nº 20.283. Estas 
son, que la intervención o alteración (i) tenga 
por objeto investigaciones científicas o fines 
sanitarios, o se trate de obras de construcción 
de caminos, ejercicio de concesiones o servi-
dumbres reguladas por ley (incluyendo eléc-
tricas), (ii) que sean imprescindibles, y (iii) que 
no amenacen continuidad de la especie en la 
cuenca intervenida o, excepcionalmente, fuera 
de ella. En el caso de las obras mencionadas 
en (i), estas además deben ser de interés na-
cional, lo que implica un requisito adicional 
para el desarrollo de proyectos.

Para proceder a aplicar esta excepción, 
la norma exige que la CONAF, por resolución 
fundada, y en tanto se cumplan copulativa-
mente los requisitos, se permita realizar la 
intervención. Una vez dictada la resolución, el 
titular del proyecto debe obtener un Plan de 
Manejo de “Preservación”62, en virtud del cual 
ejecutar la intervención.

La norma en comento es compleja, en 
cuanto a las exigencias que deben cumplir-
se para proceder a la autorización implican 
un análisis de la autoridad administrativa de 
elementos técnicos copulativos que exceden 
la materia forestal y se insertan en calificar as-
pectos extra forestales, tales como el interés 
científico o sanitario, el interés nacional o la 
imprescindibilidad de las obras.

60  Corporación Nacional Forestal 2020, 14.
61  La excepcionalidad de esta autorización queda de 
manifiesto en que, en el curso del año 2023, se han apro-
bado solamente 2 autorizaciones del referido artículo 19 
de la Ley Nº 20.283, sin que exista un criterio claro del re-
gulador –CONAF– respecto a las exigencias a considerar. 
Menos aún se tiene claridad respecto de la “imprescindi-
bilidad” de las obras.
62  Este Plan de Manejo, conforme al Decreto Supremo 
Nº 93 de 2009, que establece el Reglamento General 
de la Ley Nº 20.283, se define como el instrumento que 
“planifica la gestión del patrimonio ecológico buscando 
resguardar la diversidad biológica, asegurando la manten-
ción de las condiciones que hacen posible la evolución y 
el desarrollo de las especies y ecosistemas contenidos en 
el área objeto de su acción, resguardando la calidad de 
las aguas y evitando el deterioro de los suelos”.

Respecto de los PMGD, desde una pers-
pectiva normativa, la prohibición es prima 
facie absoluta, por cuanto las obras conside-
radas por la normativa –y respecto de las cua-
les se debe declarar un interés nacional– son 
solamente aquellas reconocidas en el inciso 
cuarto del artículo 7º de la Ley Nº 20.283, 
esto, es, construcción de caminos, ejercicio de 
concesiones o servidumbres mineras, de gas, 
de servicios eléctricos, de ductos u otras con-
cesiones o servidumbres reguladas por ley; las 
que, como se analizó en supra, no reconocen 
obras de centrales de generación de energía 
eléctrica que no se encuentren sujetas al régi-
men de concesión u obras de conexión que no 
estén sujetas a dicho régimen administrativo 
establecido por la ley63.

Un ejemplo concreto de lo anterior es el 
reciente caso (marzo 2023) de un PMGD foto-
voltaico de 9MW de potencia instalada, que 
solicitó a CONAF la autorización del artículo 
19º de la Ley Nº 20.283, en razón de que el 
proyecto implicaría la intervención de especies 
en categoría de conservación (algarrobo). En 
el marco del procedimiento administrativo, la 
CONAF solicitó previo a resolver se presentara 
documentación que permitieran dar cuenta 
del otorgamiento de concesión o servidumbre 
regulada por la ley. El requerimiento fue res-
pondido por el desarrollador acompañando 
servidumbre eléctrica de carácter voluntaria64 
constituida en favor de la sociedad titular del 
proyecto, respecto de lo cual CONAF requirió 
informe a la Superintendencia de Electricidad 
y Combustibles sobre si dicha servidumbre 
se encontraba reconocida en el marco de la 
Legislación eléctrica. La referida Superinten-
dencia mediante oficio respondió, en síntesis, 
que respecto de instalaciones eléctricas de ge-
neración fotovoltaica no aplica el régimen con-
cesional ni tampoco servidumbres asociadas. 
Luego, CONAF resolvió rechazar la solicitud de 
autorización en razón de que “no cumple con 
lo dispuesto en el inciso según del artículo 19, 
y el inciso cuarto del artículo 7, ambos de la 

63  Al revisar la Guía de CONAF en la materia, no se es-
tablecen normas que permitan reconocer una categoría 
de “otras” obras. Véase Op. Cit., Corporación Nacional 
Forestal 2020, 14-19 (formulario de solicitud).
64  Estas servidumbres, a diferencias de las constituidas 
en razón de la ley, se rigen por las normas civiles de dere-
cho común, en particular el artículo 880 del Código Civil. 
Cabe señalar que, como precisa EVANS, estas servidum-
bres se rigen por el referido Código, y las demás leyes 
que establecen límites a gravar predios ajenos, destacan-
do en este caso los límites en materia de prohibición de 
servidumbres del artículo 54º de la Ley General de Servi-
cios Eléctricos. Op. Cit. Evans 2017, 116.
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Ley Nª 20.283”; en dos palabras, no ser obras 
que justifiquen la autorización excepcional65.

Todo esto da cuenta de un criterio de 
derecho estricto66 de CONAF en cuanto a las 
justificaciones de la corta, la que no permite 
extender el régimen de servidumbres o con-
cesiones67 a situaciones que no se encuentren 
expresamente reconocidas en la legislación, 
en este caso eléctrica, vigente. 

Ahora bien, incluso de ser superable el 
requisito anterior68, la declaración de excep-
cionalidad se hace de muy difícil aplicación 
a proyectos PMGD en consideración de las 

65  Véase Resolución Nº 287, de 2023, respecto del pro-
yecto parque fotovoltaico Lucía Solar”, en particular 
considerandos 4, 5, 10, y resuelvo 1. Respecto del oficio 
a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles 
este se encuentra citado y parcialmente extractado en 
el considerando 10 de la resolución referida (en refe-
rencia a Oficio Ordinario Electrónico Nº 161263, de 
2023). Este criterio se le había aplicado previamente al 
mismo proyecto y por las mismas razones, según cons-
ta en Resolución de CONAF Nº 243, de 2022, y se ha 
aplicado respecto de otras solicitudes de actividades de 
generación eléctrica no sujetas a régimen concesional 
eléctrico, como ocurrió respecto de un proyecto de ge-
neración eólica de 42 MW de potencia –por ende, no 
PMGD–, según consta en Resolución de CONAF Nº 672, 
de 2022. La resolución de CONAF Nº 287, de 2023 se 
puede consultar en: https://www.conaf.cl/wp-content/
uploads/2023/03/16-Resolucion-N%C2%B0-287-2023.
pdf ; la resolución Nº 243, de 2022 en https://www.conaf.
cl/wp-content/uploads/2013/02/Parque-Fotovoltaico-Lu-
cia-Solar.pdf; y la resolución Nº 672/2022 en https://www.
conaf.cl/wp-content/uploads/2013/02/Res_672-2022.pdf.
66  La CONAF ha señalado expresamente este criterio. 
Así, por ejemplo, en resolución de rechazo a un parque 
eólico señaló “Que la norma establecida en el artículo 19 
de la Ley Nº 20.283 es una norma de derecho público, 
que busca proteger bienes públicos, del tipo prohibitiva, 
y que como tal es de derecho estricto y debe aplicarse 
cada vez que una persona natural o jurídica, solicite inter-
venir algún individuo de una de las especies vegetales en 
estado de conservación de acuerdo con el artículo 37 de 
la Ley Nº 19.300”. Véase, Resolución de CONAF Nº 546, 
de 2022, considerando 7. Disponible en línea en: https://
www.conaf.cl/wp-content/uploads/2022/07/Parque-Eoli-
co-Ramadilla.pdf. 
67  Aun en caso de tratarse de una obra sujeta a régimen 
de concesión eléctrica, CONAF ha construido criterios 
de alta exigencia para justificar la intervención. Así, por 
ejemplo, respecto de una central hidroeléctrica amparada 
en un régimen concesional conforme a la ley eléctrica, la 
Corporación decidió, luego de un estudio y oficios a otras 
entidades públicas, rechazar autorización en razón de que 
el proyecto no demostró de forma satisfactoria la “no 
amenaza a la continuidad” de las especies, aplicando en 
la materia el principio precautorio en materia ambiental. 
Véase Resolución de CONAF Nº 508/2022 de fecha 17 de 
junio de 2022, respecto de central hidroeléctrica “Rucal-
hue Energía SpA”, en particular considerando 18. Disponi-
ble en https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2022/07/
RUCALHUE-ENERGIA-SPA.pdf
68  Cuestión muy difícil considerando el criterio asentado 
de CONAF en interpretar la normativa relativa a obras jus-
tificantes de la autorización en un sentido estricto. 

otras exigencias. Así, respecto de la impres-
cindibilidad, CONAF precisa en la “Guía” que 
ello requiere explicar “la ubicación o la impo-
sibilidad de reubicar las obras o actividades, 
de manera que las intervenciones o alteracio-
nes no se produzcan”69. Respecto del interés 
nacional, el mismo documento precisa que 
deben cumplirse con criterios, entre estos, 
seguridad de la nación o casos imprevistos, 
habilitación de terceros para la construcción 
de obras públicas, aporte al desarrollo social, 
económico y ambiental, y beneficio cultural70. 
En ambos casos, exigencias difíciles de cum-
plir para un PMGD en tanto proyecto de ge-
neración de pequeña escala, cuya ubicación 
puede variar y que, además, se inserta en un 
sistema eléctrico cuyo suministro se encuen-
tra respaldado por un conjunto de actores 
que participan en un sistema eléctrico regido 
bajo una lógica de mercado (al margen de un 
régimen de despacho coordinado), y que se 
desarrolla al margen de una planificación cen-
tral o estratégica del Estado o una ubicación 
geográfica específica71.

En suma, las normas de protección fores-
tal establecen una serie de prohibiciones que 
impiden la intervención de especies arbóreas, 
en algunos casos de manera absoluta, y, en 
otros, de manera relativa o limitada. En estos 
casos, las autorizaciones permiten intervenir 
parcialmente las zonas o considerar áreas li-
bres de intervención, lo que tiene dificultades 
prácticas para el emplazamiento de proyectos 
PMGD, tanto en su fase de construcción como 
posterior operación. En el caso de especies 
especialmente protegidas, aunque existe la 
posibilidad de una autorización excepcional 
por parte de CONAF al efecto, ella no sería 
aplicable a los PMGD, tanto por no ser obras 
consideradas por la excepción, y, aun obvian-
do dicho requisito, otros aspectos de este tipo 
proyectos que no serían suficientes para cum-
plir las exigencias legales de la autorización. 

4.	 Cumplimiento normativo

En este contexto normativo donde los PMGD 
tienen una posición jurídica “impotente” 
frente al regulador a efectos de poder iniciar 
directamente los procedimientos de obtención 
de autorizaciones forestales, es posible que 

69  Op. Cit. Corporación Nacional Forestal 2020, 22.
70  Op. Cit. Corporación Nacional Forestal 2020, 41.
71  Al menos en principio, ya que existen herramientas 
regulatorias, como los Polos de Desarrollo de Generación 
Eléctrica, que permiten generar instalaciones de transmi-
sión sobredimensionadas a fin de promover fuentes re-
novables de generación en zonas geográficas específicas.

https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2023/03/16-Resolucion-N%C2%B0-287-2023.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2023/03/16-Resolucion-N%C2%B0-287-2023.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2023/03/16-Resolucion-N%C2%B0-287-2023.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2013/02/Parque-Fotovoltaico-Lucia-Solar.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2013/02/Parque-Fotovoltaico-Lucia-Solar.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2013/02/Parque-Fotovoltaico-Lucia-Solar.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2013/02/Res_672-2022.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2013/02/Res_672-2022.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2022/07/Parque-Eolico-Ramadilla.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2022/07/Parque-Eolico-Ramadilla.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2022/07/Parque-Eolico-Ramadilla.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2022/07/RUCALHUE-ENERGIA-SPA.pdf
https://www.conaf.cl/wp-content/uploads/2022/07/RUCALHUE-ENERGIA-SPA.pdf
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los desarrolladores acuerden ex ante con los 
titulares del dominio de los predios en los que 
se emplazaría un proyecto, a que sean estos 
quienes tramiten las autorizaciones necesarias 
para la intervención del bosque. Esto, aunque 
no tiene reproche jurídico alguno, sí puede 
tener impacto en otras áreas regulatorias, 
particularmente vinculadas a la protección del 
patrimonio ambiental. 

En tal sentido, la corta previa –en este 
caso autorizada– por parte de un titular, de 
forma desvinculada de un proyecto, puede 
implicar eliminar un componente ambiental 
(bosque) que, de haberse considerado en 
el contexto de desarrollo de un proyecto de 
infraestructura, como un PMGD, no podría 
haberse realizado o, se habría ejecutado con 
otras consideraciones técnicas o ambientales.

Aún más, en ciertos casos, implicaría que 
se permitiría realizar acciones que, de solici-
tarse por parte del desarrollador el respectivo 
Plan de Manejo, no serían legalmente admisi-
bles, como sería por ejemplo la construcción 
de obras civiles sobre zonas de vertientes, 
quebradas, cursos de agua, pendientes pro-
nunciadas, según se revisó previamente72.

A lo anterior se agrega el hecho de que 
el proceso administrativo de aprobación de 
un Plan de Manejo ante la CONAF es de única 
instancia, breve (con una duración de entre los 
90 y 120 días, según el tipo de autorización), 
y sujeto a una regla de silencio positivo, esto 
es, que pasado el plazo legal para aprobar 
o rechazar la solicitud, se entiende por apro-
bado el Plan presentado. La regla general es 
que, de no aplicarse el silencio, CONAF dicta 
una resolución binaria que aprueba o rechaza 
el Plan de Manejo, existiendo una instancia 
de impugnación de la resolución ante el Juz-
gado de Letras en lo Civil competente, en un 
procedimiento incidental, de única instancia, 

72  En particular, véanse las exigencias respecto de la cons-
trucción de caminos establecidas en el artículo 17º, y las 
limitaciones del artículo 3º y siguientes, ambos del Decre-
to Supremo Nº 82 de 2011, 
En el extremo, podría generarse una situación de incum-
plimiento por parte del titular de dominio del predio de 
emplazamiento, realizando una “corta no autorizada”, es 
decir, sin Plan de Manejo o en contravención al existente, 
pagando las multas asociadas, y facilitando, el desarrollo 
del proyecto al desaparecer el elemento protegido por 
la legislación forestal. Al igual que en el caso anterior, 
se trata de una situación que, reprochable jurídicamen-
te y sancionada conforme a la normativa, puede verse 
incentivada producto de una regulación de protección 
desalineada con la realidad normativa del sector eléctrico 
respecto de proyectos no sujetos a régimen de concesión 
o servidumbre.

oyendo a las partes y sin ulterior recurso, exi-
giendo, si lo estimase un peritaje técnico73.

Lo anterior da cuenta de un procedi-
miento administrativo que, en el marco actual 
de proyectos que requieren aprobación de 
Planes de Manejo que exceden materias es-
trictamente forestales, como es el caso de 
los PMGD, se torna inadecuado para poder 
abordar todas las aristas técnicas y legales de 
cada proceso. En particular, se trata de un pro-
cedimiento que no reconoce instancias previas 
de corrección o mejora, por lo que defectos 
formales o falta de antecedentes suficientes 
en la presentación, pueden significar, derecha-
mente, el rechazo de la solicitud. Ello no obsta 
a la presentación de una nueva solicitud, pero 
puede afectar los plazos de implementación 
de un proyecto. Como explicamos previamen-
te, en el caso de los PMGD, la normativa del 
Reglamento PMGD exige cumplir con plazos 
de inicio plazos de inicio y de obtención de 
autorizaciones, como requisito de validez del 
ICC y, por extensión, para efectos de la cone-
xión a las redes de distribución y el desarrollo 
general del proyecto.

Por otro lado, el proceso de aprobación 
de un Plan de Manejo, como es natural, se 
centra solamente en aspectos forestales. Sin 
embargo, en los hechos, y en particular en 
el marco de la Ley Nº 20.283 respecto a in-
tervenciones de bosque nativo, existen otros 
ámbitos normativos relevantes que CONAF no 
puede tomar en cuenta al analizar solicitudes 
de Planes de Manejo. Así, por ejemplo, en el 
caso de los PMGD, considerando que más del 
90% de ellos corresponden a proyectos de ge-
neración basados en energías renovables no 
convencionales74 y, por consiguiente, constitu-
yen un aporte al cuidado del medio ambiente; 
la normativa no incorpora elementos sobre el 
mérito ambiental o contribución a la protec-
ción ambiental en su conjunto.

En definitiva, existen espacios de mejora 
generales sobre el procedimiento administra-
tivo de aprobación de Planes de Manejo, así 
como también la necesidad de incorporar en 
las consideraciones de la autoridad variables 
extra forestales respecto de proyectos que, 
por ejemplo, contribuyen positivamente a la 
protección del medio ambiente, como es el 
caso (en general) de los PMGD. En este mar-
co, se debe considerar tanto el impacto en el 
desarrollo de proyectos, como también la ne-

73  Decreto Ley Nº 701, de 1974. Artículo 5º y Ley 
Nº 20.283, de 2008. Artículo 8º. 
74  Véase nota al pie Nº 7.
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cesidad de coordinar los objetivos regulatorios 
del sector eléctrico y ambiental. Ello es una 
exigencia que, a nivel de administración, ema-
na de los principios de coordinación de la ac-
tuación administrativa, lo que invita a informar 
de mejor manera los procesos de autorización 
con insumos técnicos de otros reguladores, en 
este caso, del sector eléctrico. 

IV.	 Conclusiones y propuestas regulatorias

1.	 Conclusiones

En esta presentación hemos pasado breve re-
vista a las autorizaciones administrativas nece-
sarias en materia forestal para el desarrollo de 
proyectos de infraestructura, con un foco en 
los PMGD, por ser estos proyectos de menor 
entidad y complejidad, con tramitación am-
biental simplificada o innecesaria (según sea el 
caso), y que cuentan con instrumentos regula-
torios de fomento a su construcción (régimen 
tarifario especial, procedimiento administrati-
vo de conexión ad hoc, entre otros). 

A pesar de estas características, los 
PMGD que requieran intervenir especies 
arbóreas con ocasión de su construcción, en-
frentan serias dificultades que van desde la 
falta de legitimación para actuar directamente 
frente a CONAF en procedimientos de au-
torización, la ausencia de reconocimiento de 
las obras PMGD como aquellas que tienen un 
estatus preferente en la regulación forestal; 
ambos factores centrales que redundan en 
dificultades que pueden afectar el desarrollo 
de proyectos y, en ciertos casos, incentivar 
buscar alternativas que pueden disminuir la 
efectividad de los instrumentos regulatorios 
de protección forestal.

Por otro lado, hemos visto que la nor-
mativa considera una serie de restricciones y, 
en ciertos casos, prohibiciones, a las interven-
ciones sobre bosques nativos y formaciones 
xerofíticas, cuestión que no siempre es posible 
de conocer ex ante para desarrolladores, por 
existir elementos técnicos de difícil estudio o 
que solamente se pueden apreciar ex post a 
presentar un Plan de Manejo. Estas limitacio-
nes pueden ser superadas en ciertas hipótesis, 
pero ellas, prima facie, no alcanzan a proyec-
tos PMGD por razones jurídicas y técnicas. 
Luego, nuevamente nos encontramos con una 
situación de contradicción entre normativas, 
entre fomento de energías limpias y protec-
ción de los bienes jurídicos bosque y forma-
ciones xerofíticas.

2.	 Propuestas regulatorias

Finalmente, a modo de sugerencia, creemos 
que parte de los desafíos pueden superarse 
con ciertas intervenciones regulatorias precisas:

(i) Reconocer a PMGD y obras asociadas 
una calidad jurídica especial para la legitima-
ción activa frente a CONAF;

(ii) Asociado a lo anterior, reconocer a 
las obras relevancia suficiente como para po-
der ser consideradas en las justificaciones de 
autorizaciones especiales de intervención de 
bosque nativo de preservación;

(iii) Reconocer un procedimiento ad hoc 
apropiado al desarrollo de PMGD, que conver-
se con las etapas de construcción de proyec-
tos que, usualmente, requieren celeridad por 
razones financieras, procedimiento de cone-
xión, entre otros;

(iv) Precisar a nivel reglamentario o infra 
reglamentario, criterios que permitan orientar la 
preparación y presentación de Planes de Mane-
jo para proyectos PMGD, destacando aquellos 
aspectos que, conforme a la normativa, requie-
ren especial atención para evitar defectos de 
forma o fondo en las presentaciones; y 

Con todo, consideramos que, al margen 
de las posibles mejoras al régimen jurídico 
forestal para efectos de la tramitación de 
proyectos PMGD, existe un desafío mayor 
relacionado a la necesidad de generar una re-
gulación sectorial más coherente en cuanto a 
los distintos objetivos de política pública que 
subyacen a los cuerpos normativos. En tal sen-
tido, aunque los operadores jurídicos son ca-
paces de generar soluciones a las dificultades 
señaladas, no se debe olvidar que CONAF y 
otras agencias administrativas deben actuar en 
el marco del derecho público y, por ende, con 
un espacio limitado de decisión, muchas veces 
de altas exigencias normativas que pueden 
generar obstáculos absolutos al desarrollo de 
ciertos proyectos de infraestructura u obras. 
Por ello, junto a cambios normativos, se hace 
necesario mejorar la coordinación de la actua-
ción administrativa75, que permitan informar 
de mejor manera los procesos de autorización 
sectorial de CONAF, en sectores complejos, 
como el eléctrico y, en particular, apoyar el 
desarrollo de obras que, en último término, 

75  Recordando el mandato del inciso segundo del artículo 
5º de la Ley Nº 18.575, de Bases Generales de la Admi-
nistración del Estado, que señala que “Los órganos de la 
Administración del Estado deberán cumplir sus cometidos 
coordinadamente y propender a la unidad de acción, evi-
tando la duplicación o interferencia de funciones”
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colaboran a los fines protectores ambientales 
de la normativa ambiental, como es el caso de 
los PMGD.
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Criterios jurídicos para la determinación 
de mínimos técnicos

Legal criteria for the determination of technical minimums
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RESUMEN:  La regulación del sector eléctrico chileno ha establecido los denominados mínimos técnicos 
como una medida para garantizar la seguridad del suministro en consideración de que actualmente el sis-
tema eléctrico no cuenta con la flexibilidad y soporte necesario para satisfacer la demanda con medios de 
generación renovables variables de forma permanente. De esta forma, se ha establecido que una cantidad 
relevante de unidades de generación térmicas funcionen al mínimo e inyecten energía al sistema aun cuan-
do sus costos sean superiores al costo marginal.
Esta regulación y el uso que se ha hecho de ella ha agravado la difícil situación que están sufriendo las em-
presas de generación renovables, por cuanto las unidades en mínimo técnico tienen reservada una parte de 
la saturada red, son pagados fuera del costo marginal y, en general, gozan de seguridad en sus inversiones 
que hoy no cuentan las unidades renovables.
Por lo anterior, en la presente ponencia nos referiremos, sin cuestionar la necesidad real de contar con el 
mínimo técnico, a los criterios jurídicos que deben considerar los organismos reguladores –como la Comi-
sión Nacional de Energía y el Coordinador Eléctrico Nacional– para el diseño de la regulación y la aplicación 
de esta, sosteniendo que estos criterios deben considerar la seguridad, la eficiencia económica y la susten-
tabilidad, sin los cuales se podría incurrir en arbitrariedad.
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marginal cost.
This regulation and the use that has been made of it has aggravated the difficult situation that renewable 
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saturated network, are paid outside the marginal cost and, in general, enjoy security in their investments 
that renewable units do not have today.
Therefore, in this paper we will refer, without questioning the real need for the technical minimum, to the 
legal criteria to be considered by regulatory agencies – such as the National Energy Commission and 
the National Electricity Coordinator – for the design of the regulation and its application, arguing that 
these criteria should consider safety, economic efficiency and sustainability, without which it could incur in 
arbitrariness.
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Introducción

En virtud de la necesidad de contar con un 
sistema eléctrico confiable y seguro el Coor-
dinador Eléctrico Nacional ha establecido los 
denominados mínimos técnicos, en virtud de 
los cuales se garantiza el funcionamiento e 
inyección de energías de las centrales térmi-
cas al sistema eléctrico, cuyo pago no marca  
costo marginal.

En el escenario actual, en que las gene-
radoras a base de energías renovables se en-
cuentran en una situación delicada, por cuanto 
gran parte de sus inyecciones están valoriza-
das a costo cero, y los vertimientos produci-
dos por no poder contar con la infraestructura 
necesaria para transmisión y almacenamiento, 
se ha puesto en entredicho los criterios y for-
ma de determinar los mínimos técnicos.

Concretamente, se critica que las grandes 
generadoras térmicas cuentan con ventajas de 
mercado por sobre las generadoras a base de 
energías renovables no convencionales, como 
son asegurar de manera permanente inyec-
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ciones de energía al sistema, valorizadas fuera 
del costo marginal, uso preferente de la red 
de transmisión y, en general, seguridad para 
sus inversiones. Naturalmente, un escenario 
como este afecta de manera importante la 
transición energética chilena.

Sin desconocer que contar con mínimos 
técnicos es totalmente necesario para que el 
sistema eléctrico funcione de forma segura, el 
hecho de que estos perjudiquen a un sector 
esencial para la transición energética exige 
que su aplicación sea la mínima necesaria y en 
condiciones de no afectar a los demás intervi-
nientes del mercado eléctrico.

Si bien la determinación de cuantos son 
los mínimos técnicos se basa principalmente 
en criterios y procesos propios de la ingenie-
ría, no se debe desconocer que por la natu-
raleza propia de la actividad también debe 
atender a criterios jurídicos dispuestos en la 
Constitución y las leyes, de forma tal de ajus-
tar los requerimientos del sistema a la satisfac-
ción del bien común.

En este sentido, se hace necesario pre-
cisar la naturaleza de los mínimos técnicos, 
por cuanto pueden ser entendidos como un 
beneficio a un determinado sector económico, 
lo que implica que debe hacerse con arreglo 
al artículo 19 Nº 22 de la Constitución, lo cual 
exige un fundamento legal y la exclusión de 
toda arbitrariedad. Por otro lado, se debe te-
ner en cuenta que la seguridad no es el único 
principio que debe atender el Coordinador, 
pues la ley establece también los principios de 
operación más económica y el acceso al mer-
cado, y aunque no se señala en la Ley General 
De Servicios Eléctricos, la sustentabilidad.

Por lo anterior, en la presente ponencia se 
pretende evidenciar la necesidad de aplicar cri-
terios jurídicos establecidos en la Constitución 
y las leyes, que exigen que la aplicación y de-
terminación de los mínimos técnicos debe ser 
de la manera más restrictiva posible, evitando 
caer en arbitrariedad y armonizado con demás 
principios que rigen el actuar del regulador.

I.	 Los mínimos técnicos en el sector 
eléctrico chileno

Debido a la incertidumbre y la intermitencia 
propias de la generación por energías renova-
bles, como el sol y el viento, el sistema eléc-
trico requiere –para su seguridad– contar con 
el respaldo de las generadoras térmicas para 
que puedan funcionar cada vez que el sistema 
lo requiera.

Sin embargo, cuando se presenta un 
desequilibrio las centrales térmicas no pueden 
funcionar automáticamente, incurren costos 
para ponerse en funcionamiento, y más im-
portante aún, requieren de un determinado 
tiempo para comenzar a generar la energía 
necesaria.

Por este motivo el Coordinador despacha 
una cantidad importante de centrales termoe-
léctricas, a pesar de que una buena parte de 
la generación de estas centrales será inne-
cesaria durante parte importante del día por 
ser cubierta por la generación de las energías 
renovables, sin embargo, debido a sus limita-
ciones operacionales, estas centrales se verán 
obligadas a continuar operando en sus míni-
mos técnicos, con un costo variable de opera-
ción por encima del precio spot del sistema1.

Por consiguiente, se necesita que estas 
plantas estén funcionando constantemente a 
lo menos a su nivel mínimo, inyectando ener-
gía, para así poder mantener o aumentar su 
generación cuando el sistema lo necesite.

Por lo anterior se han creado los mínimos 
técnicos, los cuales son definidos en anexo 
técnico como «la potencia activa bruta mínima 
con la cual una unidad puede operar en for-
ma permanente, segura y estable inyectando 
energía al SI en forma continua»2. Si bien este 
concepto es amplio, las unidades que funcio-
nan a mínimo técnico son térmicas, a base de 
carbón, gas o petróleo.

El fundamento legal para el estableci-
miento de mínimos técnicos se encuentra hoy 
en día más claramente en las funciones que la 
Ley General de Servicios Eléctricos entrega al 
Coordinador en el artículo 72°-1, en virtud de 
la cual se establece que la coordinación de la 
operación debe hacerse por esta entidad, con 
el fin de preservar la seguridad del sistema 
eléctrico, garantizar la operación más econó-
mica y garantizar el acceso abierto.

En particular, se asienta que el fin de la 
seguridad fundamenta la existencia de mínimos 
técnicos con que pueden funcionar las centra-
les térmicas, pues de carecer de estas unidades 
de respaldo, lo que demorarían en entrar en 
operación podría generar desequilibrios en el 
sistema que impedirían suministrar la energía 
necesaria para todos los consumidores.

Cabe hacer presente que estas plantas 
térmicas funcionaran en mínimo técnico sólo 

1  Muñoz y Vásquez 2021.
2  Comisión Nacional de Energía 2015. 
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cuando el costo marginal es menor que sus 
respectivos costos variables de operación, 
pues el caso de que el costo marginal es ma-
yor funciona igualmente, pero de acuerdo a 
las reglas generales de despacho.

Para la determinación del valor del míni-
mo técnico, la CNE dicta un Anexo Técnico de 
Mínimo Técnico, de la Norma Técnica de Cali-
dad del Servicio.

Esta regulación establece un procedi-
miento el cual, en primer término, considera 
que las mismas empresas generadoras decla-
ren de forma justificada su valor de mínimo 
técnico. Este informe es supervisado por el 
Coordinador y, si es favorable, se publica con 
el objeto de recibir comentarios y observacio-
nes de otros actores del sistema.

Si el Coordinador no está de acuerdo con 
el informe, este emite comentarios al titular, 
para que envíe una nueva versión.

Luego, evaluado informe de parte del 
titular contestando observaciones y comen-
tarios, este es sometido a la aprobación del 
Coordinador.

En caso de ser rechazado el informe 
técnico, se dispone por parte del Coordina-
dor que un experto independiente realice las 
pruebas necesarias para determinar el valor 
del mínimo técnico.

Actualmente hay cerca de 40 unidades 
térmicas en el Sistema Eléctrico Nacional cu-
yos mínimos técnicos se activan dependiendo 
de los programas de operación y las condi-
ciones presentes en el sistema en tiempo real. 
Tanto la programación, como la operación en 
tiempo real, se realizan considerando el debi-
do resguardo de la seguridad de suministro de 
la manera más costo efectiva3.

II.	 Los mínimos técnicos a la luz del 
artículo 19 Nº 22 de la Constitución 
Política de la República 

Un aspecto relevante de la regulación de los 
mínimos técnicos radica en que por sus es-
peciales consideraciones resultan sumamente 
conveniente para las unidades sujetas al siste-
ma, gozando de una seguridad comercial que 
no gozan los demás competidores del sector.

Un primer aspecto relacionado con lo an-
terior se puede apreciar en el hecho de que la 
energía inyectada mediante esta figura no es 
valorizada de igual forma que la de los demás 

3  Coordinador Eléctrico Nacional 2023. 

generadores, pues no ingresa al costo mar-
ginal, sino que se valora de acuerdo con sus 
costos reales de operación.

Esta situación hace que centrales térmi-
cas tengan asegurado un mínimo de inyección 
de energía al sistema, el cual es valorizado de 
forma tal de costear sus costos. En cambio, la 
generadora de energías renovables en un mis-
mo bloque horario puede estar despachando 
a costo cero, por debajo de sus costos reales 
y siempre a un precio menor que las unidades 
en mínimo técnico.

Cabe agregar que fuera de contar una 
la posibilidad de vender energía a un precio 
mayor al del sistema, las unidades en mínimo 
técnico ocupan de forma preferente la red 
de transmisión, lo cual cubre el espacio que 
pueden utilizar las demás generadoras. Esta 
situación hoy en día es particularmente rele-
vante debido a los graves problemas de la red 
producto de la saturación de esta.

Como se puede apreciar, la necesidad de 
contar con mínimos técnicos redunda en be-
neficios para las unidades de generación que 
operan de esta forma, por cuanto en aquellos 
bloques horarios en que sus costos no son 
competitivos, por vía de regulación pueden 
seguir operando, gozan de preferencia para 
despachar su energía y, lo más importante, 
todo valorizado a sus costos.

Beneficios de este tipo son sumamente 
atractivos, pues neutraliza parte importante 
de los riesgos de su actividad comercial, go-
zan de seguridad para operar, cuentan con 
ingresos constantes que mejora su liquidez y 
les permite asegurar sus inversiones. Todo lo 
anterior en desmedro de las demás unidades, 
mayoritariamente de energías renovables, 
quienes se ven enfrentados a un escenario 
riesgoso, cambiante y, durante parte impor-
tante del año, deficitario.

Llegado a este punto, reflexionemos so-
bre si estos beneficios de que gozan las unida-
des térmicas son jurídicamente legítimos. Lo 
anterior es relevante por cuanto se hace una 
excepción a las reglas de mercado y de igual-
dad de los distintos actores, lo cual requiere 
un fundamento que excluya cualquier forma 
de arbitrariedad.

Un parámetro fundamental para discernir 
la legitimidad de contar con mínimo técnicos 
se encuentra en la Constitución, en particular 
en el artículo 19 Nº 22, el cual proscribe cual-
quier tipo de discriminación arbitraria por parte 
del Estado en materia económica. Acto segui-
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do, permite establecer beneficios directos o 
indirectos a favor de algún sector, siempre que 
se cumplan dos requisitos, que sea por ley y 
que no importe una discriminación arbitraria.

Este derecho fundamental busca garanti-
zar la igualdad de trato en materia económica, 
prohibiendo cualquier forma de discriminación. 
En este sentido, lo que estaría prohibido es 
establecer alguna diferencia o igualación arbi-
traria, esto es, carente de un fundamento plau-
sible o razonable, desproporcionada o incondu-
cente con el fin por el cual se ha establecido4.

Se hace presente que este deber se lo 
asigna la Constitución al Estado y sus organis-
mos, por lo cual quedan incluido los órganos 
descentralizados, como son la Comisión Na-
cional de Energía o el Coordinador Eléctrico 
Nacional.

En este sentido, queda despejar es si el 
beneficio que conlleva los mínimos técnicos es 
de aquellos a que hace referencia el artículo 
19 Nº 22 de la CPR. Sobre el particular, la 
Constitución señala que en virtud de una ley, y 
siempre que no signifique una discriminación, 
se pueden establecer beneficios directos o 
indirectos a favor de algún sector o actividad. 
En este caso, el beneficio operaría para em-
presas generadoras de electricidad térmica 
que operan a mínimo técnico.

En cuanto a los beneficios, estos pueden 
ser directos o indirectos. Los primeros, son 
aquellos comúnmente conocidos como subsi-
dios, en los cuales el Estado realiza un aporte 
económico a la actividad, mientras que los se-
gundo, conocidos como franquicias, el Estado 
deja de cobrar por medio de alguna exención 
tributaria o arancelaria. Por otro lado, la dife-
renciación también puede venir dada por un 
gravamen especial.

Así las cosas, cuesta encuadrar los míni-
mos técnicos dentro de alguna de estas cate-
gorías, pues el pago por el servicio de cierta 
forma lo asumen los consumidores que deben 
pagar una energía más cara, pero también 
afecta a los demás competidores, particular-
mente generadores renovables. Sin embargo, 
no se establecen ni subsidios ni franquicias 
que harían directa alusión a los enunciados de 
hecho que señala la Constitución.

En lo que respecta al fundamento de 
los mínimos técnicos, en principio se puede 
descartar la arbitrariedad por cuanto existe un 
fundamento razonable, pues estos son esta-

4  Cea 2012, 550.

blecidos como una condición necesaria para 
dar seguridad al sistema eléctrico, pues en 
condiciones de mercado normales las energías 
renovables en muchos momentos no tienen 
la capacidad de satisfacer la demanda, por lo 
cual es necesario que las unidades térmicas 
estén en condiciones de operar cuando se 
produzca la necesidad. 

Con relación a que el precio sea fijado 
fuera del costo marginal según sus costos de 
operación, se fundamenta en que, de no ser 
así, estas plantas no serían económicamente 
sustentables. Aun así, queda plantearse si no 
sería más razonable que dichos costos marquen 
el precio marginal para los demás generadores.

Lo anterior no descarta del todo la arbi-
trariedad, pues una cosa es que sea justifica-
do y razonable que existan mínimo técnicos, 
pero si la extensión de la medida, esto es, 
la cantidad de unidades y el mínimo técnico 
declarado, excede lo estrictamente necesario 
para dotar de seguridad al sistema, nos en-
contraremos con un beneficio arbitrario y por 
consiguiente inconstitucional.

Visto así, más que un beneficio funda-
do en potenciar un determinador sector o 
actividad, como los tratados en artículo 19 
Nº 22, los mínimos técnicos son más bien una 
circunstancia completamente necesaria en el 
escenario actual del sistema eléctrico, pero 
que sin embargo reportan una gran ventaja y 
beneficio para estas unidades.

Por lo anterior, se pueden entender que 
en el escenario actual los mínimos técnicos 
son una suerte de windfall profits, que en este 
caso viene a beneficiar a los actores más con-
taminantes del sector eléctrico.

Los windfall profits o beneficios sobreve-
nidos extraordinarios son aquellos beneficios 
inusualmente altos o abundantes, sostenidos 
durante un periodo de tiempo y que son ex-
traordinarios y/o inesperados. Se trata de un 
término aplicable a cualquier actividad econó-
mica, pero que solemos asociar con el sector 
eléctrico5.

En este caso, el beneficio se traduce en 
que, en condiciones de mercado normales, en 
que el sistema cuente con la necesaria flexibi-
lidad, muchas empresas generadoras térmicas 
no podrían entrar en funcionamiento, pues sus 
costos exceden los de otras formas de genera-
ción más económica, o si lo hicieran, lo harían 
en cantidad y costo menor.

5  Colón 2021.
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Gracias a los mínimos térmicos, estas ge-
neradoras aseguran el financiamiento de sus 
operaciones y compromisos económicos, todo 
lo cual lo hacen a costa de generadoras reno-
vables, que pierden mercado y posibilidad de 
vender a un mejor precio. En definitiva, hay 
un operador del sistema que tiene un negocio 
asegurado, mientras que otro está sujeto a vi-
cisitudes y, como se ha visto en algunos casos, 
en imposibilidad de asumir sus obligaciones 
comerciales con el sistema y sus financistas6.

Este beneficio extraordinario no se en-
cuentra en la ley, más bien, tiene un funda-
mento en la ley, en particular, en el artículo 
72°-1 de la Ley General de Servicios Eléctri-
cos, en virtud de la cual se establece que la 
coordinación de la operación debe hacerse 
por esta entidad, con el fin de preservar la 
seguridad del sistema eléctrico, garantizar la 
operación más económica y garantizar el ac-
ceso abierto. Ahora, lo anterior no implica que 
no sea aplicable lo establecido en el inciso 
primero del Nº 22, esto es, que no puede tra-
tarse de una discriminación arbitraria.

En este sentido, la arbitrariedad no viene 
dada por el hecho de existir los mínimos téc-
nicos, sino más bien por la aplicación y exten-
sión de los mismo, que cada vez que excedan 
los estrictamente necesario, significaran una 
discriminación arbitraria.

Por consiguiente, un primer criterio 
normativo a considerar para la aplicación y 
determinación de los mínimos técnicos es la 
proscripción de la arbitrariedad, que conlleva 
a que la Comisión Nacional de Energía al dic-
tar normas técnicas y sus anexos debe dotar la 
normativa de los mecanismos necesarios para 
evitar un aprovechamiento indebido de las 
generadoras térmicas, y para el Coordinador, 
velar por hacer un uso mínimo del mecanismo.

III.	 Criterios jurídicos para la 
determinación de mínimos técnicos

La existencia y fundamento para establecer 
el mecanismo de los mínimos técnicos en el sis-
tema eléctrico chileno este dado, precisamente, 
por principios de la regulación económica es-
tablecidos en la ley y que, en ejercicio de fa-
cultades de los órganos sectoriales, han sido el 
criterio utilizado para regular la actividad.

Ahora, junto con fundar la existencia de 
los mínimos técnicos, los principios jurídicos 
también deben operar como un criterio a la 

6  Bitran 2023.

hora de determinar cual va a ser la extensión 
de estos y el procedimiento para el cual va a 
ser establecido.

En este sentido, cobra relevancia un ade-
cuado entendimiento de los principios jurídi-
cos que, como lo ha desarrollado el profesor 
Robert Alexy, son normas jurídicas –por consi-
guientes obligatorias– que operan como man-
datos de optimización, esto es, que en cada 
caso se deben aplicar en la mayor medida de 
lo posible dentro de las condiciones jurídicas y 
reales existentes, ergo, se pueden cumplir en 
distinta medida, según el caso7.

Visto de esta forma, pueden ser concu-
rrente dos o más principios en una situación 
concreta, donde la aplicación de uno puede 
de cierta forma restar la aplicación de otro. En 
dicho caso, corresponde al operador buscar el 
máximo de aplicación de ambos, de forma tal 
de no dejar inaplicado ninguno de ellos.

De esta forma, los principios jurídicos 
específicos de la coordinación del sistema 
eléctrico, como también los de la regulación 
del sector eléctrico y los que irradian nuestro 
ordenamiento jurídico, deben necesariamente 
aplicarse tanto en el procedimiento en que se 
fijan los mínimos técnicos, como también en la 
determinación de la necesidad de estos.

Por consiguiente, aun cuando estos prin-
cipios pueden ir en sentidos contrarios, no de-
jan de ser criterios jurídicos obligatorios, por 
consiguiente, tanto la Comisión Nacional de 
Energía como también el Coordinador Eléctri-
co Nacional deben ponderar o armonizar, se-
gún el caso, de tal forma de darle una máxima 
aplicación posible.

En el caso particular que analizamos, es 
posible advertir tres criterios jurídicos a con-
siderar, como son los principios de la coor-
dinación, seguridad del servicio y garantizar 
operación más económica, como también un 
principio que forma parte esencial del derecho 
eléctrico, la sustentabilidad.

1.	 Principios de la coordinación como 
criterio normativo para establecimiento y 
determinación de los mínimos técnicos

A partir de la importante reforma del año 
2016, que realizó un cambio profundo de la 
coordinación del sistema eléctrico, explicitan-
do principios para la operación de las instala-
ciones eléctricas sujetas a coordinación.

7  Robert Alexy 1993, 86-87.



Coloquios 397

ReDAd  Revista de Derecho Administrativo, Nº 39 [ enero-junio 2024 ] pp. 392-400

La coordinación de la operación del sec-
tor eléctrico establecida en el artículo 72-1 de 
la Ley General de Servicios Eléctricos, estable-
ce que esta debe regirse por tres principios 
fundamentales: reservar la seguridad del ser-
vicio, garantizar la operación más económica y 
garantizar el acceso abierto.

Es en virtud del primero de estos princi-
pios que se establece la necesidad de contar 
con mínimos técnicos, pues la intermitencia de 
la generación solar y eólica impiden sostener 
de forma continuada la demanda, sobre todo 
en las horas de mayor consumo, por lo cual se 
requiere que cuando se necesite energía de 
base térmica se pueda contar con ella de for-
ma económica y rápida.

Sin embargo, a pesar de que la seguridad 
es un principio jurídico de obligada considera-
ción para el Coordinador, de la misma forma 
también lo son el principio de la operación 
más económica. Por consiguiente, este último 
principio debe ser considerado por el Coordi-
nador en la mayor medida posible.

A mayor ahondamiento, ninguno de los 
principios enunciados es jurídicamente de 
mayor jerarquía que los demás, son iguales, lo 
que implica que desconocer o no considerar 
uno de ellos involucra un actuar ilegal y arbi-
trario del Coordinador. Naturalmente, no es 
posible sostener que este sea el caso, pero se 
hace preciso considerarlos como criterios vin-
culantes y armonizarlos o ponderarlos de tal 
forma que no se inaplique ninguno.

En este ejercicio, se hace necesario co-
nocer los aspectos principales de estos prin-
cipios, de seguridad y operación más econó-
mica, para tener una idea de que exige cada 
uno y, de esta forma, entender cómo operan 
los criterios jurídicos para la fijación de los mí-
nimos técnicos.

a)	 Principio de preservar la seguridad del 
suministro

Dentro de los objetivos principales que la ley 
asigna al coordinador es el de preservar la 
seguridad del suministro, un aspecto esencial 
del sistema eléctrico, que requiere esfuerzos 
y recursos a gran escala y de alta tecnología 
producto de la misma naturaleza del sistema 
como del recurso que provee.

La seguridad en el contexto del derecho 
de la electricidad se manifiesta de formas múl-
tiples, pero que se resumen en dos aspectos, 
garantizar la accesibilidad y asequibilidad a los 
servicios energéticos modernos, con especial 

hincapié en lograr un acceso universal, consi-
derando a los más vulnerables y como herra-
mienta indispensable para combatir la pobreza 
energética8.

Con respecto a la asequibilidad, se refie-
re a que un hogar sea capaz de hacer frente 
a una factura energética, en un sentido eco-
nómico, de forma que no generé un grave 
desequilibrio en el presupuesto familiar. En lo 
que respecta a que la energía sea accesible, 
significa a la posibilidad de tener acceso a la 
energía, pues existe un suministro al cual pue-
den acceder los hogares9.

De esta manera, para garantizar la seguri-
dad del suministro, se requiere un acceso uni-
versal, no discriminatorio, suficiente, confiable 
y seguro a la energía, y a un costo que pueda 
ser asumible por las familias10. 

A partir de lo anterior, podemos deducir 
múltiples dimensiones en que actúa la segu-
ridad, como son la seguridad del abasteci-
miento, entendida como la disponibilidad de 
energía a precios asequibles; la seguridad de 
las instalaciones frente a agresiones o acciden-
tes; y –se agrega– la seguridad ambiental y 
social, referida a los impactos ambientales de 
la actividad y la resistencia del sistema frente 
a las demandas sociales por disponibilidad y 
precios de la electricidad11.

En este orden de cosas, la seguridad 
energética también implica que el país pueda 
disponer de sus propios recursos energéticos 
para satisfacer su demanda, sin depender en 
demasía de fuentes externas. La dependencia 
energética de recursos fósiles acarrea distin-
tas amenazas, como son los altos valores que 
puede alcanzar, la inestabilidad en países pro-
veedores, escasez, el transporte, entre otros12.

En concreto, este aspecto de la seguri-
dad en Chile se materializa sustituyendo pro-
gresivamente las unidades de generación a 
base de combustibles fósiles por generadoras 
renovables. Sin embargo, la regulación actual 
de los mínimos técnicos no contribuye a este 
propósito, muy por el contrario, perpetua este 
tipo de generación y resta mercado para la 
generación renovable.

De esta forma, el principio de seguridad 
del servicio además de justificar la existencia 
de mínimos técnicos también es un criterio 

8  Del Guayo 2020, 326-328.
9  Arenas et al. 2019, 176-177.
10  Del Guayo 2009, 233-235; Bradbrook y Gardam, 2006, 409.
11  Escribano 2006, 3-5.
12  Pastén 2012, 31.
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para hacer una aplicación lo más restrictiva po-
sible de estos.

b)	 Principio de garantizar la operación más 
económica

La ley al establecer para el Coordinador el 
principio rector de la operación más eco-
nómica se refiere a un aspecto esencial del 
Derecho de la Energía, como es la eficiencia 
económica, sin la cual se hace irrisorio cumplir 
con los múltiples objetivos y fines del suminis-
tro eléctrico.

La eficiencia económica, en simple, sig-
nifica que el suministro de energía se haga el 
menor costo posible, de forma tal que tanto la 
generación, transporte y distribución de elec-
tricidad sean en las condiciones de calidad y 
seguridad adecuadas y más baratas.

En el estado actual del Derecho de la 
Energía, el logro del objetivo de la eficiencia 
económica esta necesariamente unido a la 
libre competencia en el mercado eléctrico, la 
libertad de empresa y una regulación necesa-
ria para suplir fallas de mercado y satisfacer el 
bien común13. Lo anterior se ha ido afianzando 
desde que comenzaron los procesos de libe-
ralización del sector eléctrico, levantando mo-
nopolios y creando –o recreando– mercados 
donde sea posible, de manera que se cuente 
con los incentivos necesarios para la inversión 
y desarrollo de la actividad.

El mercado permite que haga imperioso 
para los actores prestar los servicios a un me-
nor costo posible, incentiva y crea ciclos de 
inversión, la inclusión de las más modernas 
tecnologías hace posible que ingresen nuevos 
actores en el mercado, incentiva a los consu-
midores a hacer un uso eficiente de la energía, 
entre otros beneficios14.

De acuerdo con lo anterior, se requiere 
que la matriz energética utilice la generación 
más económica, la cual hoy en día esta dada 
por las energías renovables, particularmente 
las no convencionales solar fotovoltaica y eóli-
ca. Esta energía limpia y barata durante varios 
bloques horarios al día tiene la capacidad de 
satisfacer íntegramente la demanda, sin em-
bargo, esto no sucede debido a que parte 
relevante del suministro es proveído obligato-
riamente mediante los mínimos técnicos, a un 
costo muy superior.

Destacando que la existencia de lo mí-
nimos técnicos hoy en día esta justificada, en 

13  Del Guayo 2020, 329.
14  De La Cruz 2009, 306-307.

su determinación el criterio de la eficiencia 
económica es perfectamente aplicable con el 
objeto de que la extensión del mecanismo sea 
la mínima posible, para lo cual ser debe limitar 
la cantidad de unidades y rebajar en lo posible 
la potencia de su mínimo técnico.

Naturalmente, se podría sostener que 
aplicar en este caso el criterio de eficiencia 
afectaría la seguridad, sin embargo, la segu-
ridad tampoco es un absoluto, pues como en 
toda actividad humana, hay un riesgo tole-
rable en pro de alcanzar otro fin igualmente 
importante.

2.	 Sustentabilidad como criterio normativo 
para establecimiento y determinación de 
los mínimos técnicos

El desarrollo sustentable, definido de for-
ma brillante en el informe Brundtland como 
«aquel que satisfaga las necesidades del pre-
sente sin comprometer la capacidad de las 
futuras generaciones para satisfacer las pro-
pias»15, es esencial al Derecho de la Energía, 
por cuanto es esta actividad económica el 
principal emisor de gases de efecto inverna-
dero, y de ahí la preocupación internacional 
porque sea una actividad sustentable.

Si bien no se encuentra la sustentabilidad 
entre los principios de la coordinación de la 
operación del sistema eléctrico, hoy en día 
resulta indesmentible que es un principio que 
permea ampliamente la regulación económi-
ca del sector eléctrico, por cuanto existe una 
vasta gama de tratados internacionales, leyes 
y políticas públicas enfocadas en este aspecto.

En este sentido, tiene relevancia la recien-
te Ley Nº 21.455, Ley Marco de Cambio Climá-
tico, la cual tiene por objeto que el desarrollo 
del país sea bajo en emisiones, estableciendo 
metas relevantes, como es alcanzar la neutra-
lidad de emisiones de gases de efecto inver-
nadero al año 2050. Además, impele al país a 
cumplir con las convenciones internacionales 
que haya ratificado sobre cambio climático.

Asimismo, tratándose de políticas públi-
cas, se destaca la Política Energética Chilena, 
“Energía 2050”, que dentro de sus pilares se 
encuentra una “energía compatible con el me-
dio ambiente”, propendiendo al desarrollo de 
energías renovables. 

Esta política es del tipo directivas emana-
das del Presidente de la República y los Minis-
terios mediante Decretos Supremos, y como tal, 

15  Informe Brundtland, Organización De Las Naciones Uni-
das 1987, 23.
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tienen un claro efecto jurídico en la Administra-
ción del Estado, pues como indica Precht, son 
emanaciones de los superiores jerárquicos o au-
toridades de tutela de los órganos del Estado, 
los cuales, por mandato del artículo 5° de la Ley 
Orgánica Constitucional de Bases Generales de 
la Administración del Estado, deben «cumplir 
sus cometidos coordinadamente y propender 
a la unidad de acción», y como señalan los ar
tículos 11 y 12 de la misma ley, las jefaturas y 
autoridades deben velar por el cumplimiento 
de los fines y objetivos establecidos16.

Por lo anterior, el autor considera que es-
tas normas establecen una línea de conducta 
que debe seguir el ejercicio del poder discre-
cional de quien las emite, siendo por tanto 
productora de efectos jurídicos.

En este sentido, los órganos del Estado, 
dentro de los cuales se incluyen el Coordina-
dor y la Comisión Nacional de Energía, tienen 
que propender a la unidad de acción y satis-
facción de los fines y objetivos establecidos 
en la política energética, por lo cual también 
la sustentabilidad cabe dentro de sus criterios 
jurídicos a considerar.

Por su parte, a nivel internacional, existe 
una amplia gama de instrumento internacio-
nales suscritos por Chile que reconocen este 
principio y se obliga a promoverlo, destacan-
do los tratados que garantizan el derecho a un 
nivel de vida adecuado17, los Objetivos de De-
sarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, la 
Programa 21 surgida de la Cumbre de la Tierra 
de Río de Janeiro y sus actualizaciones, etc.

En virtud de lo antes expuesto, resulta 
de evidente aplicación los criterios de susten-
tabilidad tanto en la coordinación del sistema 
eléctrico como en el diseño de instrumentos 
regulatorios por los órganos reguladores, lo cual 
aplicado a los mínimos técnicos, se materializa 
en el diseño de normativa técnica más estricta 
para definir que unidades se necesita que ope-
ren de esta forma como el es su autentico míni-
mo para funcionar de forma segura.

IV.	 Comentarios finales. Desafíos 
regulatorios

El hecho de que existan múltiples criterios 
normativos que influyen e impactan en la de-

16  Precht, 1989, 466-469.
17  El derecho a un nivel de vida adecuado es posible 
encontrarlo en Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, Convención sobre la Eliminación de Todas Formas 
de Discriminación contra la Mujer, entre otros.

terminación y establecimiento de los mínimos 
técnicos nos otorga parámetros jurídicos que 
deben ser aplicados en la mayor medida de lo 
posible para cumplir con la normativa sectorial 
y evitar que este instrumento sea de carácter 
arbitrario. Naturalmente, estos criterios jurídi-
cos deben operar con pleno apego de los de-
más principios técnicos y económicos presen-
tes en la coordinación del sistema eléctrico.

En este sentido, la Comisión Nacional de 
Energía en el diseño y aplicación de las nor-
mas técnicas del sector eléctrico debe estable-
cer mecanismos de determinación que minimi-
cen la posibilidad de que se pueda hacer un 
uso arbitrario de estos, o que inapliquen los 
demás principios presentes en la actividad. 

Por su parte, el Coordinador debe ejer-
cer sus facultades de la forma más restrictiva 
posible en cuanto a la necesidad de que una 
determinada planta funcione en mínimo téc-
nico, y si es así, que dicho mínimo sea el más 
bajo dentro de las posibilidades. Aplicar estos 
criterios podría hacer repensar cuanto riesgo 
estamos dispuesto asumir, más considerando 
que los cortes de suministro en Chile causados 
por bajas de potencia son marginales.

Lo anterior nos lleva a cuestionar el me-
canismo actualmente vigente, en que se con-
fía más que nada en la autorregulación de las 
generadoras, siendo que, por los incentivos 
en juego, sería más conveniente y ajustado a 
los criterios normativos que sean entes exter-
nos quienes realicen las pruebas necesarias 
para calcular el mínimo técnico de un deter-
minado plantel.

Asimismo, y a más largo plazo, es necesa-
rio analizar a la luz de los principios ya mencio-
nados, modificaciones regulatorias referente 
a la forma de valorizar el mínimo técnico, a la 
necesidad de afectar el costo marginal, y otor-
gar la necesaria flexibilidad al sistema.

En este camino, se valora positivamente 
“La agenda inicial para un segundo tiempo 
de la transición energética” del Ministerio de 
Energía, el cual, en lo referente a los mínimos 
técnicos, pretende actualizar el valor de estos, 
y permitir más flexibilidad al sistema18.
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Introducción

La transición energética es una prioridad glo-
bal y Chile no es la excepción. En tal sentido, 
los instrumentos de planificación sectorial y 
de colaboración público-privada para la pro-
moción de las energías renovables en nuestro 
país, han transformado a este tipo de fuentes 
de generación eléctrica en las principales 
tecnologías presentes hoy en día en nuestro 
Sistema Eléctrico Nacional.

No obstante lo anterior, algunas caracte-
rísticas de estos recursos energéticos, como 
su concentración en zonas geográficas de alto 
potencial o la intermitencia y fluctuación de 
sus flujos, así como las crecientes dificultades 
y retrasos en el desarrollo oportuno de las 
redes necesarias para evacuar las grandes can-
tidades de energía producida, suponen una 
serie de desafíos regulatorios que deben ser 
abordados para adaptar la infraestructura de 
transmisión eléctrica a este nuevo escenario, 
con el objetivo de alcanzar las ambiciosas me-
tas carbono neutralidad que nuestro país ha 
comprometido internacionalmente1.

1  Chile suscribió en 2015 el Acuerdo de Paris, tratado 
internacional acordado por los 195 países participantes de 
la XXI Conferencia Internacional sobre Cambio Climático, 
en el cual se fijaron metas de reducción en las emisiones 
de gases de efecto invernadero con el objetivo de reducir 
el aumento de la temperatura global. En abril de 2020, 
nuestro país actualizó su “Contribución Determinada a 
Nivel Nacional” (NDC), en la cual estableció que el peak 
de emisiones se alcanzará el 2025 y reiteró su compro-
miso con la carbono neutralidad al 2050. En ese sentido, 
en mayo de 2022 se promulgó la Ley Nº 21.455, también 
conocida como Ley Marco de Cambio Climático, la cual 
tiene por objeto, según indica su artículo primero, “hacer 
frente a los desafíos que presenta el cambio climático, 
transitar hacia un desarrollo bajo en emisiones de gases 
de efecto invernadero y otros forzantes climáticos, hasta 
alcanzar y mantener la neutralidad de emisión de gases de 
efecto invernadero al año 2050 (..)”.

Para lograr lo indicado, se requiere de 
una planificación centralizada integral que per-
mita responder con eficiencia y rapidez a las 
necesidades de expansión, reforzamiento e in-
corporación de nuevas tecnologías a las redes, 
para que así el segmento de transmisión actúe 
como habilitante para el proceso de transición 
energética.

En este contexto, el presente trabajo 
tiene por objetivo exponer y analizar los re-
sultados obtenidos por nuestra regulación 
en materia de planificación y desarrollo de la 
transmisión eléctrica, a partir de la experien-
cia acumulada luego de transcurridos más de 
siete años de la entrada en vigencia de la Ley 
Nº 20.936 de 2016, del Ministerio de Energía, 
que estableció un nuevo sistema de transmi-
sión eléctrica (“Ley de Transmisión”). 

En particular, la revisión que se presenta 
se enfoca en los plazos y el funcionamiento 
del proceso de planificación del segmento 
de transmisión que le corresponde desarro-
llar anualmente a la Comisión Nacional de 
Energía (“CNE”), atendidos los objetivos de 
eficiencia económica, competencia, seguridad 
y diversificación que establece la ley para el 
sistema eléctrico, y en cómo este proceso ha 
interactuado con los demás mecanismos de 
proyección y desarrollo de la infraestructura 
establecidos en la Ley de Transmisión . 

En base a lo expuesto, se elabora un 
diagnóstico de los resultados obtenidos a la 
fecha, con la finalidad de abordar los princi-
pales espacios de mejora detectados conside-
rando el marco normativo vigente. Asimismo, 
se revisan las reformas normativas en curso en 
relación con la planificación de la transmisión, 
y las alternativas de potenciales modificacio-
nes legales y reglamentarias que, a nuestro 
juicio, permitirían abordar con mayor eficacia 

de facultades para adoptar un rol preponderante en el crecimiento del sistema, siendo responsable de con-
ciliar los objetivos económicos, ambientales y sociales de la industria en beneficio del bien común. El pre-
sente trabajo se enfoca en revisar los principales cambios introducidos en materia de planificación, elaborar 
un diagnóstico a partir de sus resultados y presentar potenciales modificaciones normativas para abordar los 
desafíos del escenario actual de transición energética.

Palabras clave:  industria eléctrica, planificación, transmisión eléctrica, infraestructura, regulación.

ABSTRACT: Law No. 20.936 sought to comprehensively regulate electric transmission, aiming to promote 
an adequate development of the system. Through centralized planning, the regulator was empowered to 
adopt a leading role in the growth of the electric system, being responsible for conciliating the economic, 
environmental, and social objectives of the industry for the benefit of the common good. This work focuses 
on reviewing the main changes introduced in planning, preparing a diagnosis based on its results and 
presenting potential regulatory modifications to address the challenges of the energy transition.

Keywords:  electric industry, planning, electric transmission, infrastructure, regulation.
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los desafíos que existen en el actual escenario 
de transición energética. 

I.	 La regulación de la industria eléctrica

La industria energética presenta una serie de 
características particulares que justifican la 
aplicación de distintas técnicas regulatorias 
de intervención. En principio, se trata de un 
sector estratégico para el crecimiento de la 
economía y el bienestar de la población. Asi-
mismo, las actividades de la industria suelen 
presentar un alto grado de complejidad técni-
ca y ser intensivas en uso de capital2, mientras 
que las elevadas economías de escala presen-
tes en los segmentos de transmisión y distri-
bución, asociadas a la expansión de la infraes-
tructura de red, originan monopolios naturales 
que estimulan la integración de las actividades 
en una sola compañía3.

Fue la consideración de dichas caracte-
rísticas lo que determinó que, desde apro-
ximadamente la segunda mitad del siglo XX 
y luego de un vertiginoso crecimiento inicial 
impulsado casi exclusivamente por la iniciativa 
privada, existiese una estrecha relación esta-
tal con el sector eléctrico, con un cierre a la 
competencia en todos los segmentos de la in-
dustria y un alto grado de planificación central 
con estricto control gubernamental.

Sólo a finales del siglo comenzó, en la 
parte norte de Europa, un proceso de reforma 
caracterizado por la liberalización y privati-
zación del sector energía. Esta etapa estuvo 
orientada por la confianza en los mecanismos 
de mercado y la propiedad privada, lo que 
determinó la introducción de competencia en 
todos aquellos espacios de la industria en que 
fuese posible, mientras que en los segmentos 
de transmisión y distribución, considerados 
monopolios naturales, se buscó a través de la 
regulación replicar el funcionamiento de los 
mercados competitivos. 

Así, la reforma eléctrica o liberalización 
de la industria implicó un retraimiento del 
Estado en cuanto gestor de empresas, para 
dar espacio, en mayor medida, a funciones 
relacionadas con la regulación y supervisión 

2  Cameron 2007, 7. 
3  Como señala Molina 2017, 32, “se entiende por econo-
mías de escala (o rendimientos crecientes a escala) cuan-
do el costo medio a largo plazo disminuye al aumentar 
la producción”. Estas economías de escala generan los 
denominados monopolios naturales en los segmentos de 
transmisión y distribución eléctrica. Sin embargo, en los 
segmentos de generación y comercialización no existen o 
son escasas, por lo que son potencialmente competitivos.

de los mercados4, especialmente relevantes 
en el caso de los segmentos de transmisión 
y distribución, pues el hecho de tratarse de 
monopolios naturales conlleva la necesidad de 
una intervención regulatoria central que evite 
las ineficiencias que pueden originarse en caso 
de quedar la ejecución y expansión de la in-
fraestructura de red a la libre iniciativa privada.

II.	 Sobre la planificación de la transmisión 

La actividad de planificación estatal ha sido 
definida doctrinariamente como “(…) la po-
testad administrativa conferida a los órganos 
competentes para la aprobación del planea-
miento de cualquier clase, fundamentalmente 
el relativo a la ordenación del territorio y el 
urbanismo, los recursos naturales, etc. (…)”5.

A nivel de transmisión eléctrica, tanto la 
ejecución de proyectos como la expansión 
del sistema se encuentran intervenidas regu-
latoriamente mediante la actividad estatal de 
planificación, la cual “busca asegurar que el 
servicio en cuestión pueda presarse de la for-
ma más eficiente posible, alcanzando el mayor 
número de usuarios del servicio de que se tra-
te considerando la demanda existente y pro-
yectada (…)”6. Lo anterior, en un régimen que 
emule, en lo posible, condiciones competitivas 
para los actores del mercado.

En particular, la planificación del segmen-
to de transmisión en nuestro país se sustenta 
en lo dispuesto en el DFL Nº 4, que fija el tex-
to refundido, coordinado y sistematizado del 
Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de Minería, 
de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos 
(“LGSE”) y el Decreto Nº 37 de 2019, del 
Ministerio de Energía, que aprueba Regla-
mento de los Sistemas de Transmisión y de la 
Planificación de la Transmisión (“Reglamento 
de Transmisión”). Los citados instrumentos 
definen el marco normativo de la planificación 
sectorial y otorgan facultades y responsabili-
dades en la materia al Ministerio de Energía, 
la CNE y el Coordinador Eléctrico Nacional 
(“Coordinador”).

A mayor abundamiento, desde la dicta-
ción de la LGSE, en 1982, el sector de trans-
misión ha sido objeto de profundas reformas. 
La principal de ellas se materializó con la 
dictación de la Ley Nº 19.940 de 2004, del 
Ministerio de Economía, Fomento y Recons-
trucción, también conocida como Ley Corta I, 

4  Al respecto, vid. Olivares 2014, 211-214.
5  Mardones 2020, 210.
6  Ídem., 212.
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que reformuló sustancialmente la regulación 
del segmento.

Así, en lo que respecta a la actividad de 
planificación de la transmisión, se debe tener 
presente que hasta antes de la implemen-
tación de la Ley Corta I, las inversiones que 
las empresas debían realizar se encontraban 
limitadas pues las compañías transmisoras re-
cibían los ingresos necesarios para cubrir sus 
costos con independencia de los niveles de 
demanda u oferta de energía en el sistema, lo 
que ocasionaba un desincentivo para el desa-
rrollo de nueva infraestructura, generándose 
cuellos de botella relevantes en distintos pun-
tos del sistema eléctrico7.

A raíz de lo anterior, la Ley Corta I buscó 
relevar el rol fundamental del segmento de 
transmisión para el sistema, y la necesidad del 
regulador de hacerse cargo de generar las co-
rrecciones necesarias para el desarrollo y funcio-
namiento del mercado en su conjunto. Esto se 
plasmó en modificaciones fundamentales en la 
regulación de la actividad económica de trans-
misión, a saber: i) la definición de que se trata 
de una actividad de servicio público, por lo que 
debe operar bajo condiciones de confiabilidad 
y calidad determinadas, quedando sujeta a la 
obligación de prestación de servicio e inversión; 
ii) la diferenciación del sistema de transmisión 
de acuerdo con la funcionalidad y objetivo de 
las redes, distinguiéndose entre sistema tron-
cal, subtransmisión y transmisión adicional; y 
iii) mediante el establecimiento de un nuevo 
mecanismo de expansión de las instalaciones, 
centralizado para el caso del sistema de trans-
misión troncal, y unilateral, conforme al criterio 
del operador, en el caso de la subtransmisión.

III.	 La Ley de Transmisión: diagnóstico y 
objetivos

Si bien el mensaje de la Ley de Transmisión 
indica que la Ley Corta I constituyó un primer 
esfuerzo relevante por regular sistemáticamen-
te la transmisión en nuestro país8, también 
manifiesta la necesidad de avanzar en la ela-
boración de una regulación más integral del 
segmento, señalando que el diagnóstico entre 
“expertos y actores vinculados al sector eléc-
trico” era que la Ley Corta I había resultado 
insuficiente para el adecuado desarrollo del 
sistema eléctrico en su conjunto.

En cuanto a la planificación del sector, se 
estimaba que la transmisión troncal requería de 

7  Ariztía 2016, 41.
8  Historia de la Ley Nº 20.936, 5-6.

una visión estratégica de largo plazo, que per-
mitiese incorporar algunas de las variables que 
enfrentaban los desarrolladores de proyectos 
de generación y promover un sistema que con-
siderara obras con holguras, es decir, con una 
capacidad suficiente para soportar en forma 
segura aumentos futuros en la energía trans-
portada. Asimismo, debido a su relevancia, se 
consideró necesario incorporar a la subtransmi-
sión en la planificación centralizada, a fin de so-
lucionar los problemas de congestión derivados 
de la falta de obligatoriedad de su expansión y 
promover un crecimiento integral de la red.

Otros puntos relevantes que surgieron en 
la discusión legislativa fueron la carencia de 
instancias de participación ciudadana en las 
decisiones de localización de líneas y subes-
taciones, la falta de criterios territoriales para 
la expansión de la transmisión, con la conse-
cuente alza en la oposición social al desarrollo 
de proyectos, y la necesidad de considerar 
en la expansión de las instalaciones variables 
con una prospectiva de largo plazo, a fin de 
incorporar nuevas tecnologías, gestión de la 
demanda y aspectos asociados a la resiliencia 
ante situaciones extremas, entre otros9.

En definitiva, lo que se buscó con la Ley 
de Transmisión fue dotar al Estado de facul-
tades suficientes para adoptar un rol prepon-
derante en el desarrollo del sistema eléctrico, 
siendo responsable de conciliar los objetivos 
económicos, ambientales y sociales de la 
industria en beneficio del bien común. Para 
lograr lo anterior, se reformuló la planificación 
de la transmisión, relevándose su rol y robus-
teciéndose su regulación.

1.	 Reformas implementadas

En conformidad con el diagnóstico existen-
te, la Ley de Transmisión implicó la mayor 
reestructuración el segmento desde la pro-
mulgación de la LGSE. Como se indicó, las 
modificaciones tuvieron en el procedimiento 
de planificación la transmisión uno de sus prin-
cipales ejes, a través del cual se buscó diseñar 
un procedimiento que permitiera expandir ar-
mónicamente las instalaciones de nuestro sis-
tema, con visión de largo plazo y un enfoque 
eminentemente territorial.

De tal manera, se incorporó un nuevo 
proceso Planificación Energética de Largo 
Plazo (“PELP”), a cargo del Ministerio de Ener-
gía, a realizarse quinquenalmente y con un 
horizonte de 30 años. Mediante este nuevo 

9  Historia de la Ley Nº 20.936, 5-6.
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instrumento, se buscó entregar los lineamien-
tos generales de los escenarios de largo plazo 
que muestren el desarrollo de la demanda y 
oferta de energía en el país, incluyendo en su 
análisis a la eficiencia energética, las nuevas 
tecnologías, la generación distribuida, las re-
des inteligentes, entre otros.

Asimismo, se extendió la planificación 
anual, a cargo de la CNE, a todo el segmen-
to de transmisión, considerando expansiones 
vinculantes y con un horizonte de al menos 20 
años. Tal como dispone la ley, en este proceso 
el planificador debe considerar la PELP y los 
objetivos de eficiencia económica, competen-
cia, seguridad y diversificación establecidos 
para el sistema eléctrico, para lo cual debe 
ajustarse a los siguientes criterios: i) minimizar 
los riesgos de abastecimiento; ii) crear con-
diciones que promuevan la oferta y faciliten 
la competencia; iii) considerar instalaciones 
económicamente eficiente y necesarias para el 
desarrollo del sistema eléctrico; iv) posibilitar 
la modificación de instalaciones existentes a 
fin de realizar ampliaciones evitando duplici-
dades. De igual manera, se formalizan distin-
tas instancias de participación ciudadana, en 
conformidad con el nuevo procedimiento, son 
aplicables a la planificación de la transmisión.

Por último, se crea la categoría de siste-
mas de transmisión para Polos de Desarrollo, 
con el objetivo de facilitar que zonas con alto 
potencial de generación de energía puedan 
aprovechar las mismas instalaciones de trans-
misión bajo criterios de eficiencia y optimi-
zación económica, así como un nuevo meca-
nismo de optimización y facilitación territorial 
para los grandes proyectos de transmisión 
denominado estudio de franjas, cuya finalidad 
es lograr la determinación de trazados de las 
redes que se puedan imponer legalmente y 
que, a la vez, sean armónicos desde una pers-
pectiva económica, social y ambiental, para 
aquellas instalaciones que el regulador consi-
dere necesario10.

2.	 Resultados de la nueva transmisión

El primer proceso PELP correspondió al del 
periodo 2018-2022, y fue elaborado por el 
Ministerio de Energía en febrero de 2018. En 
este proceso pionero pudo participar toda 
persona natural o jurídica inscrita en el regis-

10  El detalle del procedimiento para la realización del 
Estudio de Franjas se encuentra contenido en el Decre-
to Nº 139 del Ministerio de Energía, de 22 de marzo de 
2017, Reglamento para la determinación de franjas preli-
minares para obras nuevas de los sistemas de transmisión 
(“Reglamento Estudios de Franjas”). 

tro establecido en el artículo 83º de la LGSE, 
quienes contaron con la posibilidad de acce-
der a las audiencias públicas convocadas al 
efecto, realizar observaciones a los instrumen-
tos emitidos y ser notificados de las distintas 
etapas e hitos del proceso. La PELP 2018-2022 
incluyó cinco escenarios energéticos, cuyos 
antecedentes fueron actualizados anualmente 
a lo largo del período respectivo.

Por su parte, según lo dispuesto en el 
artículo 84º de la LGSE, en 2021 se inició el 
segundo proceso PELP, correspondiente al 
periodo 2023-2027. En esta oportunidad, se 
definieron tres escenarios energéticos y, como 
novedad, atendidas las proyecciones de inver-
sión en la zona, las provincias de Antofagasta y 
Tocopilla, en la Región de Antofagasta, fueron 
dispuestas como potenciales polos de desarro-
llo de generación eléctrica, en conformidad con 
lo establecido en el artículo 85º de la LGSE.

En relación con la planificación anual de 
la transmisión, tal como se indicó en el acápite 
precedente, el procedimiento se complejizó 
pues, a diferencia de la antigua planificación 
que sólo consideraba al segmento de trans-
misión troncal –en un proceso simultáneo de 
expansión y tarificación realizado cuatrienal-
mente–, con la promulgación de la Ley de 
Transmisión se extendió la planificación a todo 
el segmento de transmisión, pasando a reali-
zarse anualmente y mandatando al planifica-
dor a considerar una serie de nuevos criterios 
para el desarrollo del proceso11.

Al respecto, una de las principales dificul-
tades que ha debido enfrentar el nuevo proce-
so de planificación ha sido el cumplimiento de 
los plazos de los hitos establecidos en la ley. 
Así, a modo de ejemplo, los últimos tres pro-

11  La planificación se encuentra establecida en los ar
tículos 87º y siguientes de la LGSE. Sin perjuicio de lo 
anterior, la regulación de detalle del proceso se encuentra 
contenida en el Reglamento de Transmisión, específica-
mente, en su Título III. A modo de síntesis, el procedi-
miento anual de planificación inicia con el envío, dentro 
de los primeros quince días de cada año, de una Propues-
ta de Expansión por parte del Coordinador a la CNE. Pos-
teriormente, existe una etapa de promoción de proyectos 
por parte de los interesados y la posibilidad de que el 
Coordinador complemente o modifique su Propuesta de 
Expansión en base a ellos. Luego, dentro del tercer tri-
mestre del año, la CNE debe emitir el informe técnico pre-
liminar que contiene el Plan de Expansión, el cual podrá 
considerar o no los proyectos promovidos. Finalmente, 
una vez transcurrido el plazo para realizar observaciones 
al informe técnico preliminar, la CNE debe emitir y comu-
nicar el informe técnico definitivo que contiene el Plan de 
Expansión, aceptando o rechazando fundadamente las 
observaciones planteadas, momento en el cual comienza 
a correr el plazo para que los interesados puedan presen-
tar sus discrepancias ante el Panel de Expertos. 
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cesos de planificación, correspondientes a los 
años 2020, 2021 y 2022, han tardado 22 me-
ses en promedio desde su inicio, con el envío 
de la Propuesta de Expansión por parte del 
Coordinador a la CNE, hasta su finalización, 
definida por la dictación de los respectivos 
decretos expansión por parte del Ministerio de 
Energía, lejos de la anualidad contemplada en 
la legislación.

En todos los casos, el mayor retraso se 
ha originado en la emisión del informe técnico 
preliminar que contiene el Plan de Expansión 
por parte de la CNE, el cual, en promedio, 
demora aproximadamente 7 meses desde el 
vencimiento del plazo para que el Coordina-
dor complemente o modifique su propuesta 
de expansión anual, y ha sido emitido, en to-
dos los casos indicados en el párrafo anterior, 
durante el primer trimestre del año siguiente 
al periodo de planificación12.

Finalmente, en lo que respecta al nuevo 
procedimiento de estudio de franjas, cabe 
señalar que el Decreto Exento Nº 4, del Minis-
terio de Energía, de fecha 3 de enero de 2019, 
que fijó las obras nuevas del sistema de trans-
misión nacional y zonal correspondientes al 
Plan de Expansión el año 2017, definió las pri-
meras y únicas obras de transmisión que hasta 
ahora han debido someterse al procedimiento 
en cuestión, a saber, las líneas de transmisión 
2x500 kV Entre Ríos- Ciruelos, y 2x500 kV Ci-
ruelos-Pichirropulli, energizada en 220 kV13.

3.	 La vía rápida del artículo 102º de la LGSE

Adicionalmente al nuevo proceso de planifica-
ción, la Ley de Transmisión definió un meca-
nismo especial de ejecución y desarrollo para 
aquella infraestructura que, por ser necesaria 
y urgente, requería ser excluida de la planifica-
ción con el objetivo de materializarse en forma 
más expedita.

Así, de acuerdo con lo establecido en el 
inciso segundo del art. 102º de la LGSE, para 
la ejecución de este tipo de instalaciones se 

12  El artículo 111 del Reglamento de Transmisión dispone 
que durante el tercer trimestre de cada año, la CNE de-
berá emitir el informe técnico preliminar que contenga el 
Plan de Expansión, el cual deberá ser publicado en su sitio 
web en la misma oportunidad. 
13  Este proceso sigue en desarrollo, sin que a la fecha 
se haya emitido por parte del Ministerio de Energía el 
respectivo decreto fijando la Franja Preliminar, en confor-
midad con lo establecido en el artículo 22 del Reglamento 
de Estudio de Franjas. En tal sentido, con fecha 6 de julio 
de 2023, se publicó en el Diario Oficial la Res. Nº 29 Exen-
ta del Ministerio de Energía, que declaró la procedencia 
de realizar un proceso de consulta indígena previo a la 
dictación del referido decreto. 

requiere una autorización excepcional de la 
CNE, previo informe que justifique la nece-
sidad y urgencia de la obra, debidamente 
aprobado por el Coordinador según el proce-
dimiento y los demás requisitos establecidos 
al efecto en los artículos 38 y siguientes del 
Reglamento de Transmisión14.

Otro punto importante es aquel relacio-
nado con la forma en que se remuneran este 
tipo de instalaciones, pues la normativa dispo-
ne que deben ser consideradas como “obras 
existentes” para efectos de su valorización, 
por lo que deben ser incluidas en el proceso 
cuatrienal de calificación y tarificación de las 
instalaciones de transmisión que lleva a cabo 
la CNE15, lo cual hace que pierdan atractivo 
económico en relación con la remuneración 
fijada para los proyectos incluidos en la pla-
nificación anual, determinada como resultado 
de una licitación competitiva entre los actores 
del mercado.

Sin perjuicio de lo anterior, el mecanismo 
en cuestión –sin ser su objetivo inicial– se ha 
transformado en una válvula de escape para la 
concreción rápida de obras que, por diferen-
tes razones, no pueden sujetarse a los tiempos 
de la planificación de la transmisión. En tal 
sentido, la experiencia de los procesos revi-
sados en este trabajo muestra que el procedi-
miento de planificación, desde su inicio hasta 
llegar a la dictación de los correspondientes 
decretos de expansión por parte del Ministerio 
de Energía, demora aproximadamente dos 
años, mientras que la aprobación y concreción 
de una nueva subestación o la ampliación de 
una línea de transmisión existente por vía del 
artículo 102º de la LGSE, toma un lapso de en-
tre dos y dos años y medio16.

14  La regulación de detalle de este tipo de obras se en-
cuentra contenida en el Título II, Capítulo 2, Párrafo V del 
Reglamento de Transmisión. En particular, el artículo 40 de 
la referida normativa dispone que se considerarán como 
necesarias y urgentes las obras que se requieran para ase-
gurar el abastecimiento de la demanda o para aumentar la 
seguridad y calidad del servicio, así como aquellas obras 
de transmisión asociadas a proyectos de generación, 
sistemas de almacenamiento de energía o nueva infraes-
tructura para la prestación de servicios complementarios, 
siempre que se justifique, si corresponde, su exclusión del 
proceso de planificación respectivo o su ejecución impli-
que una reducción en los costos de operación y otorgue 
beneficios netos al sistema. 
15  Según lo dispuesto en los Capítulos III, IV y V del Título 
III de la LGSE.
16  Dicha estadística es el resultado del análisis propio ela-
borado a partir de los decretos de expansión emitidos por 
el Ministerio de Energía y las resoluciones dictadas por la 
CNE autorizando la ejecución de obras en virtud de lo es-
tablecido en el artículo 102º de la LGSE. A mayor abunda-
miento, entre los años 2017 y 2022, la CNE ha autorizado 
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IV.	 Proyecto de ley de transición 
energética

Durante el segundo semestre de 2023, inició 
su tramitación legislativa el proyecto de ley 
transición energética17, cuyo objetivo es po-
sicionar al segmento de transmisión eléctrica 
como sector habilitante para lograr el cumpli-
miento de las metas climáticas y ambientales 
dispuestas en la Ley Marco de Cambio Climá-
tico (el “PdL”).

Para lograr lo anterior, la autoridad rede-
fine los roles de los organismos que forman 
parte del proceso de expansión de la trans-
misión y modifica el diseño de la planificación 
del segmento, con el objetivo de hacer más 
eficiente y coherente el proceso con la ope-
ración de un sistema eléctrico bajo en emisio-
nes, y de promover la competencia y fomentar 
la incorporación de sistemas de almacena-
miento a gran escala.

En particular, en materia de planificación 
de la transmisión, el PdL reformula el proceso 
PELP haciendo énfasis en su carácter territorial, 
para lo cual considera tres instrumentos nuevos 
que reemplazarían a los existentes. En primer 
lugar, un Plan Nacional de Energía, con vigen-
cia de ocho años y una actualización a la mitad 
del periodo, con el objetivo de ser congruente 
con los procesos de planificación anual, y que 
deberá utilizar como insumo para su elabora-
ción a los Planes Estratégicos de Energía en 
Regiones y Polos de Desarrollo; en segundo 
lugar, se incorporan los Planes Estratégicos de 
Energía en Regiones, cuyo fin es orientar con 
un enfoque territorial el desarrollo energético 
local a nivel regional; y, por último, se redefinen 
los Polos de Desarrollo de Generación Eléctri-
ca, los que pasan a ser regionales y no provin-
ciales, facilitando su identificación y el estable-
cimiento de sistemas de transmisión idóneos.

Ahora bien, es en relación con el proceso 
de planificación anual de la transmisión donde 
el PdL incorpora las modificaciones más pro-
fundas. Así, la planificación es reformulada pa-
sando a tener un carácter bienal, sin perjuicio 
de la emisión de informes de expansión anua-
les por parte de la autoridad, en los cuales se 
incluirían las obras nuevas y de ampliación que 
formarían parte de cada instancia. Lo señala-
do, con el objetivo de que las obras de más 
fácil estructuración –ya sea por su simpleza 
o por existir análisis avanzados provenientes 

38 de este tipo de obras, las que corresponden en forma 
equilibrada a obras nuevas y de ampliación.
17  Boletín Nº 16.078-08.

de procesos anteriores– sean incluidas en un 
primer informe anual, dejando para el informe 
que debe ser dictado al término del segundo 
año de la planificación, a aquellas instalacio-
nes de mayor complejidad que requieren de 
un nivel de análisis superior.

Asimismo, el PdL introduce un nuevo 
régimen para las obras de transmisión necesa-
rias y urgentes que se excluyen del proceso de 
planificación, el cual presenta dos particulari-
dades en relación con el mecanismo actual. En 
primer lugar, este nuevo régimen se activa por 
expreso mandato de la autoridad, iniciando 
con una propuesta de la CNE, ya sea de oficio 
o a petición del Ministerio de Energía o del 
Coordinador, la cual requiere de la aprobación 
del primero y de un informe técnico favorable 
del segundo de los organismos mencionados. 
En segundo lugar, a diferencia del mecanismo 
establecido en el art. 102º de la LGSE, en este 
régimen las instalaciones se remuneran de la 
misma forma que las obras del plan de expan-
sión, lo cual constituye un evidente incentivo 
para su realización oportuna18.

V.	 ¿Reestructurar el fondo 
de la planificación?

Si bien el PdL busca abordar específicamente 
los retrasos en la ejecución de las obras de 
transmisión al reformar la periodicidad del 
proceso de planificación y establecer un nue-
vo mecanismo de obras necesarias y urgentes 
mandatadas, no se debe perder de vista que, 
tal como se indicó al inicio de su tramitación, 
esta iniciativa de ley busca introducir modifi-
caciones que cuenten con un amplio consenso 
de las partes interesadas a fin de agilizar al 
máximo su tramitación legislativa.

Por lo anterior, las medidas que se intro-
ducen están dirigidas a obtener resultados 
eficaces en el corto plazo, más que a reestruc-
turar el fondo de la planificación del segmento 
de transmisión con el objetivo de contar con 
planes que indiquen más precisamente la in-
fraestructura que debe formar parte de la ex-
pansión de la red, y faciliten la incorporación 
de nuevas tecnologías que sean coherentes 

18  Como se indicó, la regulación actual de las obras nece-
sarias y urgentes establece que estas “serán consideradas 
como obras existentes para efectos de su valorización”, 
siendo adscritas transitoriamente por parte de la CNE a 
uno de los segmentos del sistema de transmisión hasta 
la siguiente calificación cuatrienal de las instalaciones. 
Por su parte, la remuneración de las obras incluidas en la 
planificación anual de la transmisión se determina a partir 
del resultado de la licitación pública internacional que le 
corresponde efectuar al Coordinador. 
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con los desafíos operacionales que supone la 
amplia penetración de las energías renovables 
variables en nuestra matriz energética.

Así, si la finalidad es obtener planes de 
expansión que permitan un crecimiento armó-
nico de la red y coincidan de mejor manera 
con las necesidades actuales y futuras del sis-
tema, los cambios regulatorios deberían orien-
tarse a definir ciertos aspectos técnicos de 
detalle en los cuerpos normativos que rigen la 
planificación de la transmisión, particularmen-
te, en relación con la modelación de las varia-
bles consideradas en el proceso y la realiza-
ción periódica de estudios especializados, de 
manera de facilitar reevaluación permanente 
de las metodologías que lo rigen.

En este orden de ideas, cabe señalar que 
el actual procedimiento de planificación que 
contempla nuestra legislación implica un pro-
ceso complejo, el cual, según lo dispone el ar
tículo 87º de la LGSE, se encuentra orientado 
por la eficiencia económica, la competencia, la 
seguridad y la diversificación de las instalacio-
nes del sistema eléctrico, que debe contem-
plar holguras y redundancias para la operación 
de las redes, y cuya metodología en general 
se encuentra consagrada en el Reglamento 
de Transmisión, donde se realiza una aproxi-
mación secuencial por etapas en las que la 
planificación debe abordar la inclusión de los 
conceptos previamente señalados.

En tal sentido, atendida su complejidad 
y el aprendizaje que se adquiere durante su 
desarrollo, la normativa que regule la planifica-
ción necesariamente debe contar con la flexi-
bilidad suficiente para permitir la inclusión de 
mejoras continuas, inherentes a procesos en 
permanente evolución. Por tanto, si bien los 
referidos aspectos técnicos de detalle podrían 
normativizarse mediante la inclusión de capítu-
los específicos en el Reglamento de Transmi-
sión, o incluso mediante la elaboración de una 
Norma Técnica de Planificación, lo esencial es 
que su regulación entregue espacio suficiente 
para la inclusión de avances que faciliten el 
perfeccionamiento de los procesos. 

Por otra parte, si se busca exclusivamen-
te acelerar la planificación y lograr que los 
proyectos de transmisión cuya materialización 
es más urgente se ejecuten en forma rápida, 
medidas como las incluidas en el PdL parecen 
ir en el camino regulatorio adecuado, aunque 
no suficiente. 

Lo indicado, pues un proceso bienal faci-
litaría la incorporación de obras más simples o 
previamente analizadas al término del primer 

año, mientras que en el segundo año se im-
pulsarían aquellas obras más complejas y que, 
por tanto, requieren de un nivel mayor de es-
tudio. A nuestro juicio, esto no sólo ordenaría 
el proceso de planificación sino que sinceraría 
los plazos establecidos para el cumplimiento 
de hitos por parte de la autoridad, los que, 
como se revisó anteriormente. Adicionalmen-
te, el nuevo mecanismo de obras necesarias y 
urgentes mandatadas permitiría complementar 
más profundamente la planificación, otorgan-
do nuevas herramientas a la autoridad para 
promover en el crecimiento del sistema. 

Sin perjuicio de lo anterior, una materia 
de la cual no se hace cargo el PdL es de las 
crecientes complejidades territoriales que en-
frentan los grandes proyectos de transmisión y 
las dificultades que ello implica para la transi-
ción energética. Si bien la Ley de Transmisión 
intentó abordar el asunto mediante la imple-
mentación del procedimiento de estudio de 
franjas, lo cierto es que dicho mecanismo ha 
resultado lento y poco flexible para los fines 
que se tuvo a la vista al momento de su incor-
poración19. En tal contexto, la implementación 
de un régimen adecuado que permita la coor-
dinación temprana entre partes interesadas en 
relación con la localización de la infraestruc-
tura, y que unifique criterios en cuanto a la 
tramitación de los permisos necesarios para la 
ejecución de los proyectos, continúa siendo un 
asunto pendiente para nuestra regulación en 
materia eléctrica.

VI.	 Desarrollo armónico a nivel de 
generación

Si bien el presente trabajo se ha centrado en 
revisar la planificación de la transmisión, con 
el objetivo de abordar las reformas necesarias 
para que el segmento actúe como habilitante 
de la transición energética, no caben dudas 
de que una correcta sincronización entre el 
desarrollo de los proyectos de generación y la 

19  Al efecto, lo que el legislador buscaba con este meca-
nismo era lograr un equilibrio económico, social y ambien-
tal para la definición de trazados, dotando al sistema de 
mayor certeza para la realización de los proyectos, otor-
gando un rol preponderante al Estado y reduciendo los 
riesgos de los inversionistas. Sin perjuicio de lo anterior, 
la excesiva dilación evidenciada en el primer proceso de 
Estudio de Franjas, llevó a que el Estudio de Franja deter-
minado inicialmente para la obra de transmisión “Nueva 
línea HVDC Kimal – Lo Aguirre”, fuese revocado mediante 
Decreto Exento Nº 163 del Ministerio de Energía, de fe-
cha 1 de septiembre de 2020, debido a la trascendencia 
de la obra para el sistema en general y las dificultades que 
conllevaría un eventual atraso producto de la ejecución 
del estudio en cuestión. Al respecto, vid. Historia de la 
Ley Nº 20.936, 11-12.
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expansión de las redes de transmisión es fun-
damental para lograr el crecimiento armónico 
de nuestro sistema eléctrico, en línea con las 
metas de descarbonización existentes.

Así, no obstante que el análisis de las 
reformas para lograr lo anterior excede larga-
mente el propósito de este estudio, cabe se-
ñalar que, en tanto no exista una coordinación 
suficiente entre el desarrollo de la generación 
y la expansión de la infraestructura de transmi-
sión, cualquier modificación a la planificación 
no será suficiente para evitar la congestión 
en zonas altamente saturadas en cuanto a 
producción de energía y el subsecuente verti-
miento de los recursos. 

Por lo anterior, un requisito sine qua non 
para que el segmento de transmisión sea un 
actor principal en el tránsito hacia la carbono 
neutralidad, es la implementación de refor-
mas a nivel de generación que permitan que 
la expansión y ubicación de los proyectos sea 
coherente con las necesidades del sistema. 

Para lograr dicho objetivo, resulta nece-
sario comenzar a plantear y analizar medidas 
tales como el retorno de las señales de locali-
zación para la generación, lo cual podría impli-
car el fin del traspaso a los clientes finales del 
pago de los costos del sistema de transmisión, 
dando paso a una tarificación de nuevas inver-
siones según quien se beneficia de ellas20, o la 
implementación de modificaciones al régimen 
actual de acceso abierto, orientadas a estable-
cer desincentivos para la instalación de nuevos 
proyectos en zonas del sistema previamente 
congestionadas.

Conclusiones

El nuevo proceso de planificación implemen-
tado por la Ley de Transmisión significó el 
establecimiento de directrices claras dirigidas 
a orientar la expansión de las redes de trans-
misión de nuestro sistema eléctrico con un en-
foque de largo plazo, dotando a la autoridad 
central o planificador de nuevas y mayores 
herramientas para conseguir dicho objetivo. 

Sin perjuicio de lo anterior, el excesivo 
aumento de los plazos requeridos para desa-
rrollar la infraestructura de red necesaria para 
evacuar la energía del sistema, pone en riesgo 
la transición energética y las metas de descar-
bonización existentes. 

Por su parte, si bien los retrasos en el 
cumplimiento de los plazos legales y regla-

20  Al respecto, vid. Hogan 2018; Avar 2022. 

mentarios establecidos para la planificación 
de la transmisión han contribuido a dicha 
situación, las reformas en la periodicidad del 
proceso y el otorgamiento de mayores herra-
mientas al planificador en materia de obras 
necesarias y urgentes abordan sólo una parte 
del problema, requiriéndose de modificacio-
nes más profundas para enfrentar eficazmente 
los desafíos existentes en el actual escenario 
de transición energética.

Así, en relación con la planificación, di-
cha reestructuración necesariamente pasa por 
una evaluación de los resultados obtenidos 
en materia de expansión de las instalaciones 
de transmisión, enfocada en la precisión y 
coherencia de los planes anuales con las ne-
cesidades del sistema, y no únicamente en la 
frecuencia de estos. Por lo anterior, estimamos 
que una reformulación de mediano plazo del 
proceso debe enfocarse en la revisión de las 
metodologías utilizadas para la definición de 
las obras expansión y en la evaluación de la 
forma de incorporar aspectos técnicos de de-
talle en los cuerpos normativos actuales, así 
como en la consideración sistemática de nue-
vas tecnologías a lo largo de la planificación. 
Para lograr lo indicado, resulta esencial definir 
un mecanismo regulatorio que no sea exce-
sivamente rígido, de manera tal que permita 
incorporar las mejoras fruto del aprendizaje 
continuo que es propio de procedimientos en 
permanente evolución.

Asimismo, otro factor decisivo en los 
atrasos a nivel de transmisión ha sido la com-
plejidad territorial y la falta de coordinación 
oportuna en la definición de la ubicación de 
la infraestructura del sistema. Si bien la Ley de 
Transmisión buscó hacerse cargo de este pun-
to mediante la implementación del mecanismo 
de estudio de franjas, dicho procedimiento, 
hasta ahora, no ha sido una herramienta que 
facilitadora para el desarrollo de los grandes 
proyectos del segmento, sino que ha contri-
buido en el retraso de estos. 

Finalmente, cualquier cambio en la regu-
lación del segmento de transmisión orientado 
a facilitar el desarrollo de la infraestructura ne-
cesaria para evacuar la energía del sistema, no 
será suficiente si es que no existen modifica-
ciones sustanciales relacionadas con la manera 
en que se desarrollan los proyectos de genera-
ción en nuestro país. Para cumplir los desafíos 
que impone la carbono neutralidad, resulta 
imprescindible contar con un sistema eléctri-
co en que la expansión de los segmentos de 
generación y transmisión se encuentre debi-
damente coordinada, lo cual implica necesa-
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riamente analizar medidas que aborden direc-
tamente el asunto, ya sea mediante el retorno 
de las señales de localización para la nueva in-
fraestructura de generación y/o a través de la 
implementación de reformas al modelo actual 
de acceso abierto a las redes de transmisión, 
que desincentiven el desarrollo de nuevos pro-
yectos en zonas altamente saturadas.
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Introducción1

El derecho real de servidumbre en materia 
eléctrica otorga a la instalación beneficiada 
una serie de prerrogativas respecto de los 
predios que se verán afectos por un proyecto 
eléctrico.

Aun cuando su importancia es vital para 
el desarrollo energético del país, hay ciertos 
aspectos prácticos que demoran su estable-
cimiento. Para proyectos de transmisión na-
cional, el promedio de tramitación de la con-
cesión y subsecuente servidumbre es de 25 
meses, aproximadamente.

El presente trabajo muestra tres tiempos 
de la servidumbre: su pasado, donde hace-
mos una breve memoria histórica de su esta-
blecimiento. Su presente, donde se resumen 
los tiempos de tramitación a los que hemos 
llegado luego de una revisión de solicitudes 
de concesión. Además, se esbozan unos pro-
blemas asociados a la actual regulación de su 
establecimiento. Finalmente, en cuanto a su 
futuro, sugerimos algunos ajustes regulatorios 
para enfrentar las dificultades relevadas ante-
riormente.

I.	 Pasado de la servidumbre eléctrica

1.	 Orígenes de la servidumbre en materia 
eléctrica y de telecomunicaciones: 
historia legislativa

El origen de las servidumbres viene del con-
cepto que consagró el CC. El artículo 820 
indica: “Servidumbre predial, o simplemente 
servidumbre, es un gravamen impuesto sobre 

1  Abreviaturas: Código Civil (CC); Código de Procedi-
miento Civil (CPP); Contraloría General de la República 
(CGR); Ley de Bases de los Procedimientos Administrati-
vos (LBPA); Ley General de Servicios Eléctricos de 1982 
(LGSE); Ley General de Telecomunicaciones (LGT); Ley 
Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Admi-
nistración del Estado (LOCBGAE); Superintendencia de 
Electricidad y Combustibles (SEC). 

un predio en utilidad de otro predio de distin-
to dueño”.

Los primeros antecedentes de la regula-
ción especial de las servidumbres, tanto eléc-
tricas2 como de telecomunicaciones3, se re-
montan a una Ley que data de 1871, en la que 
se establecía, tangencialmente, el derecho de 
paso para la postación de líneas telegráficas. 
El mencionado cuerpo legal otorgaba una 
serie de subsidios y privilegios a la sociedad 
Clark y Cía., que pretendía establecer una lí-
nea telegráfica entre Chile y Argentina4.

Luego, viene la Ley Nº 1.665 de 1904. Su 
título era “Prescripciones para la concesión de 
permisos para la instalación de empresas eléc-
tricas en la República”, y constituyó el primer 
texto legal que reguló el fenómeno eléctrico5. 
Es interesante destacar que fue también la 
primera norma de carácter legislativo6 que 
buscó regular de modo general y sistemático 
a las telecomunicaciones. Desde la dictación 
de esta norma, y hasta la dictación de la Ley 
General de Telecomunicaciones, el fenómeno 
de las telecomunicaciones tendría un lugar 
accidental en los cuerpos normativos dedica-

2  Vergara 1999, 45.
3  Sierra 2008, 24.
4  Sierra comenta que, respecto del telégrafo, se da una 
situación particular, que contrastaba con el carácter cen-
tralizado del desarrollo de los servicios eléctricos y poste-
riormente incluso de telecomunicaciones: en el caso del 
telégrafo, la iniciativa privada fue su principal impulsora. 
El Estado, por medio de leyes, otorgaba a particulares 
subsidios o privilegios a empresarios particulares que de-
sarrollaban el negocio. Véase Sierra 2008, 24.
5  Vergara 2004, 43.
6  Existió un hito regulatorio anterior, pero de carácter 
administrativo, que buscó regular de manera sistemática a 
las telecomunicaciones: el “Decreto sobre líneas telegrá-
ficas, telefónicas y cable sub-marino” de septiembre de 
1888 dictado por el Presidente Balmaceda. Lo interesante 
de este acto administrativo es que reunía en un cuerpo 
normativo la regulación de las telecomunicaciones, sepa-
rada de la regulación eléctrica, cosa que posteriormente y 
hasta 1982 no sería así. Véase Sierra 2008, 25. 
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blemas asociados, y futuro donde se sugieren algunos ajustes en su regulación.
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dos al fenómeno eléctrico7. Respecto al tema 
objeto de este artículo, debe indicarse que no 
se estableció expresamente el concepto de 
servidumbre, aunque se estableció otro dere-
cho relacionado: el otorgamiento de permisos 
para la ocupación de bienes nacionales o fis-
cales con líneas eléctricas.

Después vendría la dictación de una 
norma fundamental, en materia tanto eléctri-
ca8 como de telecomunicaciones9: el Decreto 
Ley Nº 252 de 1925. Este Decreto Ley fue 
dictado por una Junta Militar compuesta por 
el General Dartnell, el Almirante Ward, y don 
Emilio Bello Codesido10. Por primera vez, de 
forma expresa en su Título III, se regula a la 
servidumbre en materia eléctrica11 (y de tele-
comunicaciones). Su artículo 43 señalaba lo 
siguiente:

“La servidumbre de líneas de trasporte 
y distribución de enerjía eléctrica y de líneas 
telefónicas y telegráficas crea en favor del con-
cesionario el derecho de tender líneas aéreas 
sobre propiedades ajenas, de ocupar los terre-
nos necesarios para el trasporte de la enerjía 
eléctrica desde la estación jeneradora o cen-
tral hasta los lugares de consumo o de apli-
cación, por medio de postes o de conductos 
subterráneos, y para ocupar los terrenos nece-
sarios para las sub-estaciones eléctricas, inclu-
yendo las habitaciones para el personal”12.

Luego, se dicta en 1931 el Decreto con 
Fuerza de Ley 244, que aprueba la Ley Gene-
ral de Servicios Eléctricos, por el gobierno de 
Carlos Ibáñez del Campo. En materia de ser-
vidumbres, siguió en gran medida a su norma 
antecesora: contiene un título especial para 
estos gravámenes, aunque algunos perfeccio-

7  Esta norma “inauguró una lógica que pervivió casi 80 
años, hasta 1982: la regulación conjunta de los servicios 
de telecomunicaciones y de los servicios eléctricos”. Sierra 
2008, 28.
8  “Es la primera ley que trata la materia eléctrica con ma-
yor detalle y sistematización”. Vergara 1999, 45.
9  “Es, en varios sentidos, antecedente del marco regulato-
rio que hoy rige a las telecomunicaciones”. Sierra 2008, 30.
10  Esta fue la segunda Junta Militar que sucedió a Arturo 
Alessandri, luego del “Ruido de Sables” de 1924. Tam-
bién, fue la que llamó de vuelta a Alessandri para que re-
tomara el poder a fines de marzo de 1925, quien a su vez 
convocó una Gran Comisión Consultiva para la redacción 
de un nuevo texto constitucional que se transformaría en 
la Constitución de 1925.
11  Vergara 1999, 45.
12  El artículo 40 de esta norma consagra el principio de 
que la concesión crea el derecho de servidumbre en favor 
de la empresa concesionaria, siendo las gestiones pos-
teriores de ocupación actos dirigidos a hacer efectiva la 
servidumbre. Véase Vergara 2004, 45.

namientos fueron introducidos13. Es importante 
destacar que este cuerpo legal usó por primera 
vez el concepto de servicio público, en su ar
tículo 3: “Es servicio público la distribución de 
energía para alumbrado y usos industriales de 
poblaciones, la comunicación telegráfica entre 
poblaciones, la comunicación telefónica entre 
y dentro de poblaciones, la radiocomunicación 
entre poblaciones y la radiodifusión”14. 

Posteriormente, se dicta el Decreto con 
Fuerza de Ley Nº 4 de 1959, que fija el texto 
definitivo de la Ley General de Servicios Eléc-
tricos, en el gobierno de Jorge Alessandri15. En 
materia eléctrica, y en lo que respecta a la servi-
dumbre, este cuerpo legal reitera los principios 
y disposiciones de las normas de 1925 y 193116.

Como se ha comentado hasta ahora, las 
servidumbres para tender líneas, tanto eléctri-
cas como de telecomunicaciones se encontra-
ban íntimamente unidas en su regulación. En 
este cuerpo legal se puede ver una manifesta-
ción de ello, en su artículo 87:

“Las servidumbres de líneas de transporte 
y distribución de energía eléctrica de líneas te-
lefónicas, telegráficas, cablegráficas y de otras 
líneas físicas de telecomunicaciones crean en 
favor del concesionario el derecho a tender lí-
neas por medio de postes o de conductos sub-
terráneos sobre propiedades ajenas y ocupar 
los terrenos necesarios para el transporte de la 
energía eléctrica, desde la estación generadora 
o central hasta los puntos de consumo o de 
aplicación, y para ocupar los terrenos necesa-
rios para las subestaciones eléctricas incluyen-
do las habitaciones para el personal.

13  Véase Vergara 1999, 47.
14  Véase Sierra 2008, 36 para revisar otras innovaciones 
conceptuales que esta norma incorporó y que hasta hoy 
perduran.
15  Una de las innovaciones de este cuerpo legal, en materia 
de telecomunicaciones, fue la definición de sistema de tele-
comunicaciones: “todo sistema que permita la transmisión 
de signos, señales, escritos, imágenes, sonidos, etc., ya sea 
por medio de conductores, radio, sistemas ópticos u otros 
sistemas electromagnéticos”. Esta redacción es el ante-
cedente directo del Artículo 1 de la Ley Nº 18.168: “Para 
los efectos de esta ley, se entenderá por telecomunicación 
toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, 
escritos, imágenes, sonidos e informaciones de cualquier 
naturaleza, por línea física, radioelectricidad, medios ópti-
cos u otros sistemas electromagnéticos”.
16  Esta norma, para el sector de telecomunicaciones, es 
bastante relevante, ya que es la base de la Ley Nº 18.168. 
Así lo indica la Historia de la Ley: “En este proyecto, ha 
parecido conveniente reproducir y actualizar, pero sin 
complicar, algunas disposiciones de la antigua Ley Ge-
neral de Servicios Eléctricos que en su aplicación han 
demostrado su eficacia, y sugerir nuevas disposiciones 
aplicables a materias que, como se señaló, en el pasado 
no fueron tratadas”.. Historia de la Ley Nº 18.168, 3. 
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Las servidumbres de antenas y sistemas 
irradiantes crean el derecho de ocupar los te-
rrenos necesarios para estas instalaciones inclu-
yendo también las habitaciones del personal”.

Finalmente, en 1982, se dicta la actual 
LGSE, la que contiene la regulación de servi-
dumbres en su actual Capítulo V del Título II, 
y cuyas particularidades se comentarán en la 
sección presente. 

2.	 Breve excurso: separación de la 
servidumbre de telecomunicaciones y la 
servidumbre eléctrica

Hemos comentado que, a lo menos durante 
80 años, la regulación de telecomunicaciones 
se realizó a propósito o con ocasión de la re-
gulación eléctrica. La dictación de la LGT y de 
la actual LGSE vino a cambiar aquello, sepa-
rando la regulación de ambos fenómenos en 
sendos cuerpos normativos sectoriales17.

La principal razón que encontramos para su 
separación fue que la regulación conjunta de 
ambos fenómenos era insuficiente para enfren-
tar correctamente los avances tecnológicos y 
normar correctamente los variados servicios 
de telecomunicaciones18. Las telecomunicacio-
nes, al menos desde los años 70, comenzaron 

17  “La segunda cuestión tras este cambio de nombre es 
el fin de la regulación promiscua de telecomunicaciones 
y electricidad, que fue la tendencia histórica desde la Ley 
Nº 1.665 de 1904. En 1982 esta regulación se separó: una 
ley específica para las telecomunicaciones y otra específi-
ca para la electricidad”. Sierra 2008, 51.
18  “Hasta el presente, la labor realizada en el sector de las 
telecomunicaciones se ha basado en las normas estableci-
das en la Ley General de Servicios Eléctricos y sus regla-
mentos, la cual a pesar de contener sabias disposiciones 
ha quedado sobrepasada por los avances tecnológicos 
que ha experimentado dicho sector, existiendo vacíos en 
diversas materias.
Estas son, entre otras, las necesidades que se tratan de 
llenar por medio del presente proyecto. Además, en él 
se hace una separación definitiva de los asuntos de tele-
comunicaciones con los eléctricos que en la ley actual se 
encuentran tratados conjuntamente”. Historia de la Ley 
Nº 18.168 de 1982, 3 (énfasis añadido).
El primer informe técnico de la Ley Nº 18.168, de 1982 
también menciona algo similar: 
“Sin embargo, las características propias del Sector Tele-
comunicaciones –entre las que cabe señalar la prestación 
de un servicio final que es el producto de operar sistemas 
que actúan conjuntamente, los continuos avances e inno-
vaciones tecnológicas y la variada cantidad de servicios 
de Telecomunicaciones intrínsecamente diferentes han 
llevado a postular la necesidad de considerarlo separada-
mente. El primer intento de ello fue la creación de la Sub-
secretaría de Telecomunicaciones dentro del Ministerio de 
Transportes y Telecomunicaciones mediante el Decreto 
Ley Nº 1762 de 1977, el que señala explícitamente la 
obligación de formular una Ley General de Telecomunica-
ciones”. Historia de la Ley Nº 18.168, de 1982, 5 (énfasis 
añadido).

a ser una realidad tan compleja y densa en sí 
misma, que se vio la necesidad de tener una 
regulación especial. 

Una manifestación anterior a la LGT, que daba 
cuenta del desarrollo del fenómeno de teleco-
municaciones y su consecuente necesidad de 
regulación particular, fue la dictación del De-
creto Ley Nº 1.762 que creó la Subsecretaría 
de Telecomunicaciones:

“Es evidente que el desarrollo inconmen-
surable de las telecomunicaciones motivó a la 
H. Junta de Gobierno a crear la Subsecretaría 
de Telecomunicaciones como el Organismo 
Técnico Superior encargado de dirigir, orientar, 
controlar y desarrollar las telecomunicaciones 
en el país. Y para el cumplimiento de esas fun-
ciones debe dotársele de instrumentos legales 
adecuados a las necesidades que actualmente 
existen en este campo de la actividad”19.

Ahora bien, respecto de las servidum-
bres, una revisión de la Historia de la LGT nos 
da luces sobre su origen. Este fue, en efecto, 
uno de los aspectos en donde la Ley General 
de Telecomunicaciones buscó apartarse expre-
samente de la regulación eléctrica:

“El artículo 16º, finalmente, señala que 
las servidumbres que afecten a la propiedad 
privada deberán constituirse y regirse por las 
normas generales del derecho común, aspecto 
éste en que el proyecto modifica substancial-
mente la legislación vigente. En efecto, el ci-
tado decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1959, 
en sus artículos 84 y siguientes, regula todo un 
sistema especial de servidumbres legales que 
ceden en beneficio de las concesiones regidas 
por ese cuerpo legal, las que son impuestas 
obligatoriamente a los particulares afectados, 
sin perjuicio de adoptarse los resguardos 
publicitarios indispensables para que éstos 
puedan hacer valer oportunamente sus corres-
pondientes derechos”20. 

Es interesante hacer notar que en algún 
momento de la tramitación de la LGT, se criti-
có este intento de modificar la regulación de 
las servidumbres en terrenos privados en ma-
teria de telecomunicaciones, para supeditarlas 
a las normas del derecho común. En un oficio 
de indicaciones de 30 de abril de 1980, una 
de las observaciones al proyecto de la LGT se 
refiere a las servidumbres: 

“En relación con la norma contenida en 
el artículo 16°, se discrepa fundamentalmente 

19  Historia de la Ley Nº 18.168, 3 (énfasis añadido).
20  Historia de la Ley Nº 18.168, 31.
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de ella, por cuanto al parecer, se confunde el 
establecimiento de las servidumbres con las 
indemnizaciones a que pudieren dar lugar.

Se estima imprescindible contemplar las 
servidumbres legales en forma similar a las es-
tablecidas en el DFL. Nº 4, de 1959 y en la ley 
Nº 17.377”21.

Finalmente, se mantuvo la propuesta de la 
LGT de que las servidumbres en materia de te-
lecomunicaciones se rigieran por el derecho co-
mún. La principal razón que la comisión legisla-
tiva consideró para diferenciar la regulación de 
telecomunicaciones, específicamente en mate-
ria de servidumbres, era que no se justificaba 
regulatoriamente el imponer tantas cargas a los 
propietarios de predios privados, nuevamente, 
por razones de avance tecnológico:

“7) Al artículo 15, 14 en el proyecto susti-
tutivo. Hubo acuerdo en no considerar la pro-
posición que venía formulada en el sentido de 
establecer que las servidumbres que puedan 
hacerse necesarias para un servicio de tele-
comunicaciones fueran de carácter legal, tal 
como ocurre en el presente.

La norma del proyecto altera el régimen 
actual de servidumbres legales en el área de 
las telecomunicaciones, la que las deja entre-
gadas al libre convenio de las partes involucra-
das. Se apoya el cambio en la falta de una real 
justificación técnica en el presente, para man-
tener la carga que significan las servidumbres 
legales sobre los propietarios de los predios 
sirvientes. En efecto, el avance tecnológico 
en materia de telecomunicaciones, ha hecho 
y hace cada vez más innecesarios los tendidos 
de cables y consiguientes postaciones, que 
eran los que mayoritariamente sustentaban la 
necesidad que antaño hubo de imponer por 
ley las servidumbres”22. 

Posteriormente, en el informe de la Cuarta 
Comisión Legislativa, se incorporó la idea de 
que, no obstante dejarse en general la regula-
ción de las servidumbres en terrenos privados, 
igual debía existir un caso de servidumbre 
legal, en caso de que no se podía llegar a un 
acuerdo de las partes y el servicio fuere “im-
prescindible”. No se ahonda especialmente en 
este concepto, destacándose sólo el ya comen-
tado hecho de que las servidumbres en terre-
nos privados se regirán por el derecho común:

“El mismo criterio [la protección del dere-
cho de propiedad] se sigue cuando la naturale-

21  Historia de la Ley Nº 18.168, 64.
22  Historia de la Ley Nº 18.168, 69.

za del servicio exige constituir servidumbres en 
predios privados para sus instalaciones dispo-
niéndose que éstas deben ser libremente pac-
tadas por las partes y que sólo se contempla la 
servidumbre legal en el caso de imposibilidad 
de lograr un acuerdo y siempre, por cierto, que 
el servicio resulte imprescindible”23. 

En definitiva, la protección a la propiedad 
privada y la falta de justificación técnica fueron 
las razones para diferenciar las servidumbres 
de telecomunicaciones, de las establecidas en 
la normativa eléctrica.

II.	 Presente

1.	 ¿Para qué sirve hoy la servidumbre 
eléctrica?

Cuando se piensa hoy en el derecho de ser-
vidumbre para ejecutar proyectos eléctricos 
se hace básicamente por razones de certeza 
jurídica. Ellas se encuentran íntimamente co-
nectadas con razones financieras, e incluso 
estratégicas, según veremos a continuación.

La regulación eléctrica distingue dos ti-
pos de servidumbres legales24: aquellas que se 
establecen en favor de un concesionario para 
la construcción, establecimiento y explotación 
de sus instalaciones eléctricas; y un segundo 
tipo, en favor de terceros y que debe soportar 
un concesionario o propietario de instalacio-
nes eléctricas para que su infraestructura sea 
utilizada. En adelante haremos referencia prin-
cipalmente a las servidumbres eléctricas del 
primer tipo.

Ser titular de una servidumbre, teórica-
mente, garantiza la posibilidad de usar una 
determinada porción de un terreno particular 
ajeno para establecer e instalar cierta infraes-
tructura, ya sea de generación, de transmisión 
o transporte, de distribución de energía, o in-
cluso de comunicaciones electrónicas. Es, por 
decirlo de otra forma, el remedio jurídico para 
resolver el problema de la instalación y explo-
tación de una actividad económica lícita, con 
ciertos factores de riesgo para la seguridad de 
las personas o sus cosas25, y que requiere des-
plegar infraestructura en predios ajenos. Esto 
nos lleva a profundizar más conforme a la pre-
gunta sobre qué es lo que hay detrás de la si-
tuación de hecho que requiere la intervención 

23  Historia de la Ley Nº 18.168, 142.
24  Entre otros, ver artículo 71 del Reglamento de la Ley de 
Servicios Eléctricos.
25  Ley Nº 18.410. Artículo 2°: “…el uso de los recursos 
energéticos no constituyan peligro para las personas o sus 
cosas”.
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del derecho a través del establecimiento de 
servidumbres. Indicamos que en principio se-
ría la certeza jurídica, pero eso exige pregun-
tarse nuevamente, ¿certeza jurídica de qué? 

Para responder a aquello, primero de-
bemos tener claro que la servidumbre legal 
eléctrica es el resultado de un proceso admi-
nistrativo seguido ante la SEC, en una primera 
instancia, y luego, ante el Ministerio de Ener-
gía. Este proceso finaliza con el otorgamiento 
de un decreto de concesión, al que se suma el 
reconocimiento de un derecho de servidum-
bre a favor de su titular, y una obligación de 
soportarla para quien es propietario del predio 
que será afectado por la instalación energéti-
ca. Es decir, la tramitación de una concesión 
de energía eléctrica da como resultado, entre 
otras cosas, el establecimiento de una servi-
dumbre en favor del titular de la concesión26. 

Muchas veces, por la certeza jurídica que 
irroga la servidumbre legal, los solicitantes 
soportan el tener que sortear todo el proceso 
administrativo de una concesión para llegar a 
aquel remedio jurídico. Sin embargo, la con-
cesión administrativa es, a su vez, un permiso 
mucho más amplio y con múltiples efectos 
distintos a la servidumbre. Uno de ellos, por 
ejemplo, es el de conferir a su titular la facul-
tad de usar bienes nacionales de uso público, 
e imponer las servidumbres previamente iden-
tificadas a determinados propietarios. 

Así entonces, la certeza jurídica de la 
servidumbre es un pequeño-gran objetivo 
del proceso de obtención de concesión, que 
se traduce en la seguridad de que un deter-
minado terreno ajeno se podrá ocupar para 
establecer instalaciones de energía y luego 
explotarlas sin que existan perturbaciones que 
afecten dicho ejercicio27. Aunque, como men-
cionamos, claramente no es el único objetivo .

En los albores de la industria eléctrica, 
aquella se enfrentaba a una limitación práctica 
a la hora de ocupar espacios privados para su 
despliegue. Es interesante pensar que se re-
quirió de una ley que creara una servidumbre 
especial y ad hoc, debido a que la regulación 
común existente era insuficiente para permitir 
el fluido desarrollo de una industria que se 
orientase a satisfacer necesidades básicas y 

26  O, de otra forma, la servidumbre se le otorga al titular 
con ocasión del otorgamiento de la concesión.
27  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. Ar
tículo 57: “El dueño del predio sirviente no podrá hacer 
plantaciones, construcciones ni obras de otra naturaleza 
que perturben el libre ejercicio de las servidumbres esta-
blecidas por esta ley”.

comunes28. El uso de la energía eléctrica esta-
ba alocado en la incipiente explotación indus-
trial, en el uso para carros de transporte y en 
procesos mineros29. 

La necesidad de la servidumbre nace, se-
gún creemos, como el resultado jurídico para 
poder otorgar un servicio a la comunidad, es-
pecialmente para el reemplazo del transporte 
público en ese entonces empujado por anima-
les, para la seguridad ciudadana a través de la 
iluminación de lugares públicos, y en general 
para el mejoramiento de la calidad de vida en 
hogares y edificios públicos, etc. Así enton-
ces, la servidumbre del pasado no ha variado 
ni un ápice en sus efectos ni en su forma de 
obtención a la que se requiere hoy. Sin em-
bargo, lo que si ha variado significativamente 
es la motivación por la que se requiere dicha 
servidumbre, la que actualmente apalanca los 
argumentos legales conforme a los cuales se 
fuerza el ingreso y la ocupación a un terreno 
particular para desarrollar una actividad que 
puede tener un interés público, o una orienta-
ción particular.

Basta revisar los objetivos con los que se 
describen las solicitudes de concesiones de 
líneas de transmisión para detectar que entre 
ellas existen algunas con un exclusivo interés 
particular o dedicado, y hay otras que mante-
niendo un interés particular también compar-
ten un interés general o zonal-nacional. Esta 
diferenciación en cuanto al destino que se le 
dará a la instalación eléctrica y que está defi-
nida por el titular de la obra, en la actual regu-
lación, no tiene una diferenciación en cuanto a 
su tramitación. 

Es en este punto en el que quisiéramos 
detenernos para plantear una interrogante, 
más allá de que el remedio jurídico es el mis-
mo, ¿no se requerirá un tratamiento diverso 
entonces, si los objetivos que se buscan son 
distintos? Nos referimos a un tratamiento que 
permita diferenciar los motivos o fines perse-
guidos con la solicitud de concesión y otorga-
miento de servidumbre, sin privilegiar a unos 
sobre otros. Parece razonable que la regula-
ción permitiera dar cabida a procesos diferen-
ciados según sea el impacto de la obra30.

28  Véase sección I.2 supra para la revisión de la historia de 
las servidumbres eléctricas.
29  La Central hidroeléctrica Chivilingo fue la primera en 
Chile y la segunda en Sudamérica (1897), y se construyó 
por la firma de Thomas Alba Edison, para el desarrollo de 
la minería de carbón en Lota, gracias a un acuerdo con 
Isidora Goyenechea. 
30  Tómese como ejemplo lo que ocurre en materia de 
permisos para instalaciones de Pequeños Medios de Ge-
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En resumen, no cabe duda que hoy, una 
servidumbre eléctrica es un remedio relevante 
frente a potenciales dificultades con las que se 
deberá lidiar para ejecutar un proyecto eléc-
trico, y si bien eso se ha mantenido desde los 
orígenes de la regulación, lo que ha ido cam-
biando con el tiempo son los objetivos finales 
de las instalaciones de energía, esto es, el 
destino que se les atribuye. Tanto el desarrollo 
del mercado eléctrico como el de la tecnolo-
gía asociada, ha ido dando espacio a proyec-
tos cuyo principal destino es satisfacer nece-
sidades o intereses particulares, lo que a su 
turno implica revisar si la regulación existente 
en materia de servidumbres va de la mano con 
aquellas necesidades y objetivos. 

2.	 Situación de algunas solicitudes de 
concesión en los últimos 10 años

Al revisar los ingresos de solicitudes de conce-
sión de electricidad en el sitio de la SEC, pode-
mos constatar que en los últimos 10 años dicha 
repartición registra más de 670 solicitudes31.

Con el objetivo de realizar un contraste 
entre tipo de “instalaciones” y sus objetivos, 
hemos hecho el siguiente ejercicio: del uni-
verso de solicitudes de concesión, seleccio-
namos 20 proyectos cuyas instalaciones están 
asociadas a proyectos de generación y en 
consecuencia, tienen una naturaleza jurídica 
de instalaciones de transmisión dedicada32. 

neración Distribuida, en los que la propia regulación dife-
rencia el tipo de procedimiento administrativo al que se 
someterán según si tienen o no tienen impacto significati-
vo en la red. El artículo 43 del Decreto Supremo Nº 88 de 
2019 del Ministerio de Energía señala: “Todo interesado 
deberá presentar ante la empresa distribuidora correspon-
diente una SCR junto con un cronograma de la ejecución 
del proyecto de acuerdo a lo señalado en el artículo 44° 
del presente reglamento, ambos de acuerdo a los espe-
cificado en la normativa técnica vigente, para efectos de 
permitir la conexión o la modificación de las condiciones 
previamente establecidas para la conexión u operación 
de un PMGD. El Interesado deberá indicar en su SCR si 
requiere que su proyecto sea evaluado como de impacto 
no significativo de acuerdo a lo señalado en el artículo 86° 
del presente Reglamento, en cuyo caso será la empresa 
distribuidora la encargada de realizar los estudios de co-
nexión necesarios”.
31  Ese universo de requerimientos contiene, desde luego, 
solicitudes que han sido reingresadas a raíz de errores que 
se contenían en sus antecedentes y que se fueron detec-
tando durante su tramitación.
32  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. Ar
tículo 76: “Definición de Sistemas de Transmisión Dedica-
dos. Los sistemas de transmisión dedicados estarán cons-
tituidos por las líneas y subestaciones eléctricas radiales, 
que encontrándose interconectadas al sistema eléctrico, 
están dispuestas esencialmente para el suministro de 
energía eléctrica a usuarios no sometidos a regulación de 
precios o para inyectar la producción de las centrales ge-
neradoras al sistema eléctrico”.

Las hemos comparado con otros 20 proyectos 
de líneas de transmisión que forman parte de 
obras nuevas o de ampliación del sistema de 
transmisión nacional o zonal, y que por tanto, 
tienen una naturaleza jurídica de instalaciones 
de servicio público de transmisión conforme al 
artículo 7° de la LGSE.

Como señalamos, el ejercicio de com-
parar busca reflexionar sobre los esfuerzos y 
recursos puestos en uno y otro tipo de grupos 
de proyectos, y los impactos en términos de 
tiempo, de superficie de afectación gravada 
con servidumbre y de envergadura económi-
ca del proyecto. Creemos que deben imple-
mentarse algunos ajustes en el proceso de 
obtención de la concesión y subsecuente ser-
vidumbre, que no solo impactarían en las velo-
cidades de tramitación sino en la eficiencia del 
uso de los recursos públicos.

Conforme al referido análisis, y prome-
diando los tiempos de tramitación que se han 
considerado desde que la solicitud del pro-
yecto ingresó a la SEC hasta que se publicó el 
respectivo decreto de concesión, es posible 
afirmar que, para los proyectos de transmisión 
zonal o nacional analizados, el tiempo prome-
dio fue de 25 meses; lo que contrasta con los 
17 meses que en promedio demoró tramitar 
proyectos de instalaciones dedicadas. 

Ahora bien, si esos tiempos son analizados 
en función de la cantidad de predios que re-
sultaron afectados por servidumbre (uno de los 
objetivos de la solicitud de concesión), el resul-
tado revela que en promedio se tramitaron más 
predios afectados por proyecto de transmisión 
nacional o zonal que por proyectos de instala-
ciones dedicadas. Es decir, los tiempos de es-
tos últimos, a pesar de que son menores, si se 
los compara por cantidad de predios gravados 
con servidumbre, podemos afirmar que toma 
más tiempo obtener una servidumbre para un 
predio de una instalación dedicada que para 
una instalación zonal o nacional.

En el mismo sentido opera la compara-
ción por superficie de cada predio, es decir, 
por superficie afectada con la servidumbre: 
en esos 17 meses promedio que demoró la 
tramitación de concesiones para proyectos de 
instalaciones dedicadas, la superficie de afec-
tación con servidumbre fue casi 3 veces menor 
(48 hectáreas) que la que se logró afectar con 
servidumbres en las instalaciones nacionales o 
zonales analizadas (141 hectáreas).

Finalmente, queda en evidencia respecto 
de la comparación económica, que el costo de 
los proyectos de transmisión zonal o nacional es 
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mayor que la de aquellos dedicados, y es con-
sistente con la envergadura del proyecto, con la 
cantidad de predios afectados y con la superfi-
cie que será afectada con la servidumbre.

Los hallazgos mencionados se resumen 
en la siguiente tabla:

Tabla 1: Comparación tramitación LAT SSPP/LAT 
Dedicadas

Criterio de 
comparación

LAT SSPP LAT 
Dedicadas

Tiempo promedio 25 meses 17 meses

Promedio predios 
afectados

31 6,1

Hectáreas de 
afectación promedio

141,4 48,1

Promedio de 
Presupuestos 
involucrados

US$ 21,2 
millones 

US$ 4,6 
millones 

Fuente: elaboración propia.

3.	 ¿Qué ocurre con los plazos de tramitación 
de una servidumbre legal?

Señalamos que una de las consecuencias33 de 
la concesión eléctrica es el establecimiento de 
servidumbres34. En los casos en que se solicita 
la constitución de servidumbres, los plazos in-
volucrados se ven seriamente afectados. 

Si se descompone el proceso administra-
tivo de obtención de concesión eléctrica, es 
posible distinguir las siguientes etapas y sus 
responsables que darán como resultado la ser-
vidumbre legal:

33  Desde otra perspectiva, la Ley no deja margen si se 
necesita una servidumbre legal que produzca el efecto 
de imponer forzosamente el uso de una superficie de 
terreno ajeno al titular de la instalación: se deberá pasar 
necesariamente por el proceso administrativo solicitud de 
concesión. Es un tránsito ineludible si lo que se busca es 
la servidumbre legal.
34  Sin embargo, puede ser que no sea necesario el consti-
tuirlas, por la naturaleza del proyecto.

Tabla 2: Procedimiento de obtención de concesión 
eléctrica y servidumbre

Etapa del proceso Centro de 
responsabilidad

Solicitud administrativa de 
concesión

Solicitante

Admisibilidad Superintendencia

Difusión Solicitante

Notificación Solicitante

Observaciones Terceros

Oposiciones Terceros

Tasación Comisión Tasadora

Informe SEC

Decreto Ministerio de 
Energía

Toma de razón CGR

Proceso judicial de toma 
de posesión material 

del terreno

Solicitante

Fuente: elaboración propia.

Ahora bien, si se revisan las distintas eta-
pas y los propósitos asociados a las mismas, 
es posible detectar ciertas ineficiencias que 
justificarían un rediseño regulatorio del proce-
so, tomando en consideración que uno de los 
principios en estos procesos es precisamente 
la eficiencia en su tramitación35. Veamos:

(i) Solicitud de la concesión. El objetivo aquí 
es exponer a la autoridad el tipo de instalación 
eléctrica que se pretende construir y operar, y 
la superficie y condiciones del terreno que se 
requiere ocupar, informando expresamente si 
se requerirá el establecimiento de una servi-
dumbre36. Se busca poner al tanto a la autori-
dad respecto de las características del proyec-
to, transparentando los niveles de afectación 
al derecho de propiedad de terceros que se 
requiere para su desarrollo37.

35  Así lo dispone el inciso segundo del artículo 3° de la 
Ley Nº 18. 575, de 2001: “La Administración del Estado 
deberá observar los principios de responsabilidad, eficien-
cia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del proce-
dimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, 
control, probidad, transparencia y publicidad administrati-
vas y participación ciudadana en la gestión pública, y ga-
rantizará la debida autonomía de los grupos intermedios 
de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, 
respetando el derecho de las personas para realizar cual-
quier actividad económica en conformidad con la Consti-
tución Política y las leyes”.
36  Artículo 25 letra e de la LGSE.
37  El artículo 25 de la LGSE regula el detalle del conteni-
do de la solicitud. De las exigencias contenidas se des-
prende la necesidad de entregar, principalmente, informa-
ción del tipo de proyecto y de la ubicación e interacción 
del mismo con otros titulares u obras.
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(ii) Admisibilidad. Esta etapa fue regulada a 
través de la Ley Nº 20.701 el año 2013, y con-
forme a su tramitación legislativa, su objetivo 
fue verificar que se cumplieran las menciones 
y requerimientos establecidos en la norma-
tiva eléctrica vigente38. Lo cierto es que este 
objetivo se dirige a una revisión formal de los 
antecedentes presentados39, pero ello implica 
entre otras cosas, la revisión de la consisten-
cia de cálculos técnicos y la existencia de la 
información sobre superficies de afectación y 
demás detalles que la normativa requiere40. 
Puede decirse que esta etapa es precisamen-
te de aquellas destinadas a conferir certeza 
jurídica en la viabilidad de la solicitud, pues la 
declaración de admisibilidad implica que los 
antecedentes revisados cumplen con lo reque-
rido por la normativa vigente.

Luego de la admisibilidad, se inician dos 
etapas, la difusión y la notificación, donde el 
solicitante deberá, paralelamente, realizar las 
comunicaciones requeridas en la difusión y las 
notificaciones notariales o judiciales en la noti-
ficación. Veámoslas a continuación.

(iii) Difusión. La normativa dispone que, en 
esta etapa del proceso, el proyecto41 se co-
munique abiertamente a través de medios 
escritos y radiales42. El objetivo es poner en 
conocimiento a todos aquellos que sean di-
rectamente afectados o bien estén interesados 
en los efectos del respectivo proyecto. Desde 
luego, entre los directamente afectados apa-
recen los propietarios titulares de los predios 
cuyos terrenos serán afectados por servidum-
bres. El objetivo de comunicar públicamente 
se cumple al ejecutar las exigencias estable-
cidas en la ley por el solicitante, tanto en la 
forma como en la oportunidad requerida. Ello 
sin perjuicio de la etapa siguiente.

38  Historia de la Ley 20.701, 7. Mensaje Nº 35-360 del 11 
de abril del 2012.
39  Artículo 25 de la LGSE inciso 3°: “La Superintendencia 
tendrá un plazo de quince días, contado desde la pre-
sentación de la solicitud, para revisar los antecedentes 
presentados por el solicitante, lo que hará sólo en base 
al cumplimiento de las exigencias señaladas en el inciso 
anterior. De cumplirse las señaladas exigencias, declarará 
admisible la solicitud mediante resolución, publicando en 
su sitio electrónico el texto íntegro de la misma, con indi-
cación de su fecha de presentación”.
40  Previo a la Ley Nº 20.701, al presentar una solicitud de 
concesión, de inmediato se avanzaba a la fase siguiente, 
con el riesgo consecuente de que, luego de las publi-
caciones y notificaciones, se advirtieran y expusieran los 
vicios o defectos críticos que conllevaran una declaración 
de nulidad del proceso.
41  Lo que se difunde es un extracto de la declaración de 
admisibilidad dictada por la SEC.
42  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/10018, de 2007. Ar
tículo 27 bis.

Ahora bien, la difusión es la condición 
previa para el ejercicio de observaciones se-
gún veremos infra, por lo mismo, cualquier 
error en la difusión obstaculiza el derecho a 
observar el proyecto.

(iv) Notificaciones. El objetivo de esta etapa es 
comunicar directamente al afectado43 que su-
frirá la afectación de la servidumbre. A diferen-
cia de la etapa de difusión, cuya connotación 
es más amplia y difusa, en este caso existe un 
derecho subjetivo potencialmente afectado y, 
en consecuencia, se exige comunicación di-
recta para permitir la posibilidad que el titular 
de este derecho impetre las acciones (oposi-
ciones) que la LGSE le reconoce. El incumpli-
miento del objetivo perseguido en esta etapa 
llevará indefectiblemente a la indefensión del 
afectado, por lo que es un trámite esencial 
dentro del procedimiento. Sin embargo, y tal 
como lo analizaremos más adelante, la rígida 
estructura de este procedimiento y el estre-
cho estatuto de alternativas de oposición que 
tiene el sujeto afectado por una eventual ser-
vidumbre, obligan a preguntarse por el valor 
sustantivo de esta etapa y por consecuencia, 
de aquella relacionada a las oposiciones.

(v) Observaciones. Esta etapa solo se activará 
en la medida que, satisfecha la etapa de difu-
sión, existan terceros que conforme a los inci-
sos segundo y cuarto del artículo 27 ter de la 
LGSE, hagan presentaciones con sus observa-
ciones al respectivo proyecto. La observación, 
de acuerdo a la LGSE, está dirigida a eviden-
ciar problemas de forma, esto es, la errónea 
identificación del predio que se verá afectado 
con la instalación, que la franja de seguridad y 
en parte de servidumbre, abarque predios que 
no hayan sido incorporados en la solicitud, o 
bien, el incumplimiento de alguna de las exi-
gencias del artículo 25 de la LGSE que forman 
parte precisamente de los antecedentes que 
la SEC debe revisar en la etapa de admisibili-
dad, entre otros. 

Entonces, esta etapa de observaciones se 
orienta en estricto rigor a satisfacer el estándar 
formal y/o técnico que en parte la SEC ya re-
visó, lo que a nuestro entender le hace perder 
una eficacia sustancial a esta etapa. Este fue 
un punto de arduo debate en la historia de la 
Ley Nº 20.701 pues precisamente se detectó 
por ciertos senadores que los cuestionamien-
tos de fondo no serían resueltos por la SEC, 
y dicho organismo se abocaría únicamente 

43  Se le practicará la notificación judicial o notarialmente. 
Ver artículo 27 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/10018, 
de 2007.
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a constatar si los argumentos expuestos en 
las observaciones eran o no los que están 
regulados para observar un proyecto. Y para 
el caso que no lo fueran, la observación no 
produciría efecto alguno, siendo desechada 
de plano, tal cual ocurre en la actualidad44. Así 
entonces, desde la perspectiva de la eficiencia 
del proceso, esta etapa de observaciones da 
cuenta de una instancia poco útil de cara a la 
celeridad y a su revisión, pues por una parte la 
SEC ya ha hecho revisión de los antecedentes 
técnicos, y por otra, el universo de derechos 
afectados no abarca aquellos de carácter co-
lectivo o supraindividual, que puedan o deban 
ser protegidos por la SEC. Frente a eso, desde 
un punto de la utilidad de la norma, ella resul-
ta inútil para la observación activa o efectiva 
del mismo, irrogando de paso un tiempo y un 
costo administrativo que no tiene un correlato 
con lo que aporta al interesado.

(vi) Oposiciones. El objetivo de esta etapa 
es informar a la autoridad la existencia de un 
impedimento de seguridad o de eficiencia 
económica que tenga la idoneidad legal y 
técnica que impida la afectación del inmueble 
o parte del inmueble de propiedad del oposi-
tor o futuro afectado por la servidumbre. Esta 
etapa es consecuencia de las notificaciones, y 
se hacen valer argumentos de fondo por parte 
del afectado. Corresponde al lapso de mayor 
impacto en la tramitación del proceso. 

44  Historia de la Ley Nº 20.701, 418. Segundo trámite. Dis-
cusión en sala e intervención del senador Zaldivar: “Porque 
si se va a argumentar la causal de la expresa mención de 
la ley, para que la Corte después diga que está en la ley, 
entonces ello será un mero trámite y un gasto en aboga-
dos. Alguien podría decir que siempre existe el derecho a 
recurrir a las respectivas instancias: a la Corte de Apelacio-
nes, con el recurso de protección, y luego, si se pierde, a 
la Corte Suprema. Pero, claramente, este artículo no solo 
se conforma con señalar antes cuáles son las observacio-
nes que se podrán formular, sino que en seguida viene el 
remache, el golpe de gracia: para que no quede duda, el 
inciso sexto lo señala nuevamente. Se cae en una redun-
dancia, que solo me la explico en el hecho de que es para 
despejar toda incertidumbre y cerrar todas las posibilidades 
de defensa. Al final, se vuelve sobre lo mismo; es decir, a lo 
ya planteado en el inciso cuarto. El Senador señor Zaldívar 
hizo una aguda observación sobre la materia, porque ya la 
argumentación estaba dada. La novedad del inciso sexto es 
establecer que “serán desechadas de plano por la Superin-
tendencia”. Entiendo que eso implica no atender los plan-
teamientos de fondo. Es un mero examen de forma: por 
no cumplir las causales señaladas en el inciso anterior, se 
desecha. Es decir, si se ha provocado un efecto extremada-
mente negativo y notorio, la última frase del inciso asegura 
a la Superintendencia que no tiene que preocuparse si hay 
daño, si se afectaron los cursos de agua, si se perjudicó a 
los predios colindantes y si hubo un efecto negativo sobre 
las casas habitaciones. El que se deseche de plano significa 
entregar a la Superintendencia un poder de decisión que, 
claro, apura los plazos, evita la controversia e impide la litis, 
pero daña, minimiza y jibariza derechos”.

(vii) Tasación. El objetivo de esta etapa es ha-
cer –en sede administrativa– una avaluación 
económica tasada o reglada45 de los efectos 
patrimoniales que produce el emplazamiento 
del proyecto en una superficie determinada 
sometida a servidumbre, en el caso que no 
haya acuerdo entre las partes46. Esta avalua-
ción administrativa no es conclusiva, y a pesar 
de que puede considerarse un acto comple-
mentario al acto administrativo (decreto), po-
see mecanismos de impugnación judicial que 
resulta difícil clasificar a priori como un con-
tencioso administrativo pues, ni la autoridad 
administrativa ni menos la comisión tasadora 
son parte del proceso posterior en el que se 
reclama por la referida avaluación.

(viii) Informe SEC. El objetivo de este acto ad-
ministrativo trámite47 que emana de la SEC es 
dar cuenta de la legalidad y el cumplimiento 
normativo en la realización de todos los trá-
mites y etapas previos a su emisión, pero tam-
bién busca comunicar al Ministerio de Energía 
la opinión técnica y legal respecto del proyec-
to y las servidumbres requeridas. Por ello es 
que la SEC resuelve oposiciones que no hayan 
sido desechadas de plano. Sin embargo, la 
ley no contempla ninguna exigencia de que 
dicha información u opinión sobre la oposición 
analizada sea comunicada al opositor, y ello 
está asentado precisamente en la naturaleza 
consultiva del Informe SEC. Es decir, cuan-
do dicho informe es favorable, se deduce la 
improcedencia de las oposiciones que hayan 
sido ventiladas por los propietarios afectados. 
El tiempo máximo para la emisión de estos 
informes es de 60 días conforme al inciso se-
gundo del artículo 29 de la LGSE48.

45  El artículo 69 del Decreto con Fuerza de Ley 
Nº 4/20018, de 2007 señala 3 ítems a los que el dueño 
del predio tiene derecho que se le pague. La jurispru-
dencia de la Corte Suprema en los últimos años ha sido 
invariablemente restrictiva en torno a reconocer pagos 
adicionales a los contemplados en ese artículo (numerus 
clausus). Véase Calderón Rojas Gladys con Chilectra; 
Sociedad Agrícola El Matico Ltda. con Transelec S.A.; Es-
cobar Middleton Verónica con Interchile S.A , entre otras. 
46  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018. Artículo 63 inci-
so 1°: “Si no se produjere acuerdo entre el concesionario 
y el dueño de los terrenos sobre el valor de éstos, el Su-
perintendente, a petición del concesionario o del dueño 
de los terrenos, designará una o más comisiones tasado-
ras compuestas de tres personas, para que, oyendo a las 
partes, practiquen el o los avalúos de las indemnizaciones 
que deban pagarse al dueño del predio sirviente. En estos 
avalúos no se tomará en consideración el mayor valor que 
puedan adquirir los terrenos por las obras proyectadas”.
47  En ese sentido se expone en el considerando séptimo 
de la sentencia de la Corte de Apelaciones Empresa de 
Ferrocarriles del Estado con Jiménez.
48  Aunque, para la Administración, los plazos no son fa-
tales. Véase los Dictámenes Nº 34.291 (2011); Nº 53.505 
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(ix) Decreto y Toma de Razón. Aquí, el Minis-
terio de Energía otorga una concesión para el 
desarrollo de una actividad de energía (gene-
ración, transmisión, o distribución), aprobando 
los planos que dan cuenta de la superficie que 
se afectará con servidumbre y constituyéndola 
conforme a la ley. La concesión otorgada en 
esta etapa es el acto administrativo terminal 
donde se consagran los derechos y obligacio-
nes del concesionario. La toma de razón es la 
subetapa cuyo objetivo se dirige a controlar 
la legalidad del acto y consecuencialmente, la 
sustanciación del proceso administrativo. Es la 
propia CGR la que, velando porque no exis-
tan vicios durante la tramitación del proceso, 
analiza cada etapa y el cumplimiento de las 
exigencias respectivas.

(x) Proceso judicial de toma de posesión ma-
terial del terreno. Esta etapa, en estricto rigor, 
no forma parte del proceso administrativo. Sin 
embargo, es la forma legal (y judicial) a través 
de la cual se ejecuta lo resuelto en el decreto 
concesional, habilitando forzadamente la ocu-
pación de una superficie de terreno que ha 
sido afectada con una servidumbre. El objeti-
vo de esta etapa es que el ahora titular de la 
concesión y servidumbre pueda acceder al te-
rreno y comenzar la construcción de las obras 
comprometidas en tiempo y plazo. Se debe 
tener presente que, de acuerdo a la letra f) del 
artículo 25° de la LGSE, el solicitante debe in-
formar los plazos que tomará para la iniciación 
de los trabajos y terminación de la obra. Esto 
es fundamental pues conforme al número 1 
del artículo 39° de la LGSE las concesiones ca-
ducarán: “Si no se iniciaren los trabajos dentro 
de los plazos señalados y no mediare fuerza 
mayor o caso fortuito u otra causal grave y 
calificada que exima de responsabilidad al 
concesionario, la que deberá ser fundada por 
la Superintendencia”.

En resumen, y de acuerdo a la aplicación 
práctica, algunas de esas etapas conllevan 
tiempos muy considerables y no satisfacen 
eficientemente el objetivo perseguido en cada 
una de ellas, como por ejemplo ocurre en la 
etapa de observaciones, notificaciones y opo-
siciones. Tampoco creemos que la etapa de 
tasación en sede administrativa sea un aporte 
eficiente para el proceso de concesión y pos-
terior servidumbre, pues es la propia regula-
ción la que le resta valor cuando aquella es 
controvertida ante tribunales49.

(2010); Nº 4.000 (2012); y Nº 55.336 (2015). 
49  Tiene poco sentido armar una comisión, pagarle ho-
norarios y tomar tiempo del proceso, para que luego ella 
pueda ser controvertida judicialmente.

4.	 Identificación de 4 problemas principales 
en el presente de la tramitación de 
servidumbres

A continuación, revisaremos 4 de los principa-
les problemas que hemos detectado al anali-
zar los objetivos de las etapas de tramitación 
de la servidumbre:

a.	 Ineficacia procesal de los motivos para 
oponerse u observar un proyecto que 
persigue imponer una servidumbre

Al referirnos al objetivo50 de la etapa de opo-
sición y de observaciones, anticipamos que 
aquel no se satisfacía de forma efectiva.

Tratándose de las observaciones que ter-
ceros pueden hacer respecto de los proyectos 
de concesión eléctrica, conforme a la LGSE, es 
inútil centrar aquellas observaciones en cues-
tiones de fondo, como aspectos ambientales, 
sanitarios o incluso de derechos fundamenta-
les, pues, tal como quedó en evidencia en la 
historia de la Ley Nº 20.701, las observacio-
nes están dirigidas únicamente a advertir a la 
autoridad examinadora (SEC) inconsistencias 
formales existentes en el escrito de la solici-
tud o en sus antecedentes. El intenso debate 
parlamentario referido supra a propósito de la 
mencionada ley, se concentró justamente en 
el alcance de la efectividad del derecho del 
interesado. A la luz de la aplicación que la SEC 
da a esta referencia sobre las observaciones, 
es posible entender que las mismas impiden 
resolver cosas de fondo, lo que es consistente 
con las facultades de la propia SEC, y también 
con la que la propia LGSE –al menos en mate-
ria ambiental– establece en su artículo 1151. 

Así las cosas, la etapa de difusión logra 
su objetivo de difundir entre los interesados el 
proyecto y los niveles de afectación que este 
tendrá, pero como dijimos, aquella comunica-
ción no tiene un correlato en la efectividad de 
las acciones de las cuales dotó el legislador a 
los interesados, quienes al observar, si es que 
lo hacen, en realidad estarían colaborando con 
el examen formal que debe realizar la SEC, 
y que permitiría a dicho organismo instruir al 
solicitante que corrija tal o cual valor o antece-
dente de forma. En cualquier caso, esas omi-
siones formales no irrogarían un vicio esencial 

50  Resguardar intereses (para quienes observen) o derechos 
(para los propietarios futuros afectados por la servidumbre).
51  Inciso segundo del artículo 11 del Decreto con Fuerza 
de Ley Nº 4/20018, de 2007: “El otorgamiento de las con-
cesiones no eximirá al concesionario del cumplimiento de 
todas las normas legales y reglamentarias pertinentes, en 
especial las que regulan materias medioambientales”.
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en la tramitación, a menos que se omita algún 
antecedente que provoque indefensión, como 
por ejemplo, la inexistencia de plano especial 
de servidumbre que finalmente se impondrá a 
determinado propietario52.

Por otro lado, respecto de las oposiciones, 
se advierte que el legislador procuró ser preci-
so y restrictivo respecto al fin de dicha acción 
opositora. En ese sentido, indica el inciso 5° del 
artículo 27 ter de la LGSE: “Las oposiciones de-
berán fundarse en alguna de las circunstancias 
establecidas en los artículos 53° y 54°, debién-
dose acompañar los antecedentes que las acre-
diten”. La restricción de la oposición aparece 
en el siguiente inciso, al indicar: “Las observa-
ciones u oposiciones que presenten tanto los 
dueños de las propiedades afectadas u otros 
interesados que no cumplan con lo señalado en 
los incisos anteriores, en cuanto a las causales 
en que éstas deben fundarse y al plazo dentro 
del cual deben formularse, serán desechadas 
de plano por la Superintendencia”. 

El legislador quiso reducir el universo de 
motivos para oponerse a una futura servidum-
bre eléctrica a cuestiones muy puntuales53: por 
un lado, acotó la oposición a casos en los que 
el futuro afectado ya hubiera sufrido un grava-
men de servidumbre eléctrica en su propiedad 
por otras instalaciones, pudiendo alegar –con 
un sentido de la eficiencia en el uso de los 
recursos– que primero se aprovechen las lí-
neas eléctricas ya existentes. Por otro lado, 
ahora en un sentido de la indemnidad en la 
que deben permanecer las personas frente a 
la actividad eléctrica, señaló como causal de 
oposición la existencia de edificios, corrales, 
huertos, parques, jardines o patios de edifi-
cios que fueran a ser cruzados o atravesados 
por las futuras líneas eléctricas. En ese caso, 
el propietario potencialmente afectado pue-
de accionar oponiéndose al proyecto en esa 
porción que afectaría el edificio existente por 
evidentes razones de compromiso con la se-
guridad de las personas.

Creemos que esta etapa se encuentra 
superada tanto por la propia regulación, como 

52  La esencialidad del vicio es relevante de cara a lo dis-
puesto en los incisos segundo y tercero del artículo 13° 
de la Ley Nº 19.880, de 2003: “El vicio de procedimiento 
o de forma sólo afecta la validez del acto administrativo 
cuando recae en algún requisito esencial del mismo, sea 
por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídi-
co y genera perjuicio al interesado. 
La Administración podrá subsanar los vicios de que ado-
lezcan los actos que emita, siempre que con ello no se 
afectaren intereses de terceros”. 
53  Establecidas en los artículos 53 y 54 del Decreto con 
Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007 .

por la tecnología. Tratándose de oposiciones 
que versen sobre la existencia de líneas que 
ya afectan la propiedad, se debe tener en 
consideración que actualmente la forma en la 
que natural y orgánicamente va creciendo un 
sistema de transmisión eléctrica, es a través de 
los denominados planes de expansión de la 
transmisión. En dichos planes la LGSE contem-
pla expresamente54 que se deben considerar 
instalaciones que resulten económicamente 
eficientes y necesarias para el desarrollo del 
sistema eléctrico. Es decir, el criterio de la 
eficiencia en la determinación de una nueva 
obra ya se considera al momento de elaborar 
el crecimiento de las redes e instalaciones, por 
lo que resulta difícil analizar y resolver favora-
blemente un caso en el que un futuro afectado 
por una servidumbre se oponga solicitando 
que, para ese proyecto que se le pretende 
imponer, se utilicen redes ya existentes en su 
predio. Lo cierto es que el futuro proyecto se 
ordena considerando la existencia de las redes 
que el afectado ya tiene instaladas en su pre-
dio: el análisis de eficiencia se ha hecho mu-
cho antes que el propietario intente oponerse 
alegando la ineficiencia en el uso de las redes. 

Por otra parte, tratándose de oposiciones 
fundadas en edificaciones existentes bajo las 
instalaciones que se proyectan, creemos que 
aquello pudo ser un caso de frecuente ocu-
rrencia hace años atrás, especialmente cuando 
no existía la tecnología de georreferenciación; 
sin embargo, hoy, ese tipo de tecnología per-
mite conocer la condición puntual de un pre-
dio, en un momento de tiempo definido55. Así 
entonces, sin descartar completamente este 
derecho de oposición fundado en esta causal, 
nuevamente aparece como poco efectivo fren-
te a la realidad tecnológica: estas situaciones 
que esta oposición buscaba corregir parecen 
ocurrir con menos frecuencia. 

Lo señalado lleva a reflexionar sobre la 
idoneidad de esta etapa y la que le da lugar, 
esto es, la de notificaciones. Si las causales 
de oposición resultan inconducentes o poco 
prácticas, no tiene sentido entonces estable-
cer una etapa de notificaciones a esa altura 
del proceso. Con esto no queremos señalar 
que deba eliminarse totalmente el propó-
sito perseguido por las observaciones y las 
oposiciones, sino simplemente replantearse 

54  Decreto con Fuerza de Ley Nº 4/20018, de 2007. Ar
tículo 87 letra c. 
55  Lo que por lo demás, permite probar y dar cuenta por 
el solicitante –ante la autoridad– que, dentro de los 6 me-
ses previos a su solicitud, no existían edificaciones bajo la 
línea que proyectó.
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el momento en el cual deban gatillarse esas 
acciones para darle un sentido de urgencia y 
de velocidad al proceso administrativo y a la 
ejecución del proyecto.

b.	 Inexistencia de un tratamiento jurídico 
diferenciado entre proyectos según su 
objetivo y el rol de la servidumbre

Una segunda cuestión problemática a la luz 
del universo de proyectos analizados, es 
aquella que se refiere a las alternativas proce-
dimentales. En la actual legislación solo existe 
una sola forma de tramitar proyectos destina-
dos a imponer servidumbre eléctrica predial: 
la concesión. Lo anterior no obstante que la 
regulación contempla dos grandes clases de 
servidumbres, según el artículo 71 del Regla-
mento de la LGSE. Sin embargo, sólo se de-
termina el proceso de obtención de aquellas 
que afectan la superficie predial, y para estas, 
es irrelevante el tipo de infraestructura o el 
propósito de la misma, ya que al final todas se 
someterán a las mismas reglas y plazos.

No obstante, como hemos señalado, el 
orden jurídico eléctrico para otros tipos de 
procedimientos administrativos de proyectos 
eléctricos sí ha considerado los impactos, y 
desde esa consideración ha determinado la 
carga de exigencias en cada etapa tal como se 
puede advertir de las normas que regulan los 
proyectos sobre Pequeños Medios de Genera-
ción Distribuida, como se señaló supra. 

El problema que se provoca con esta falta 
de categorización y de diferenciación procedi-
mental, es básicamente que, desde las reglas 
del proceso, todo debe ser sometido al mismo 
trámite, aun cuando en sus objetivos e impac-
tos para el sistema eléctrico, puedan tener un 
efecto profundamente distinto. Por lo mismo, 
si se piensa que hay proyectos de transmisión 
o de distribución con un alto impacto dada su 
naturaleza de servicio público (transmisión na-
cional y zonal, por ejemplo) parece razonable 
que la regulación contemple un esquema apro-
piado, diferenciando la tramitación.

c.	 Problemas en de la etapa de tasación

Un tercer tipo de problema es el que sufre el 
afectado por la servidumbre. Tal como dijimos, 
la etapa de tasación que realiza la comisión 
tasadora se orienta a realizar una avaluación 
reglada de las indemnizaciones que deban ha-
cerse a causa de la servidumbre, la que luego 
de ser comunicada a los afectados, puede ser 
impugnada en tribunales.

El problema de esta tasación no solo está 
en su naturaleza jurídica que, como tal, ya es 
difícil de determinar, no pudiendo calificarse 
como un acto administrativo propiamente tal 
a la luz del Artículo 3° de la LBPA; sino que, 
además, sufre de las mismas dificultades de 
comunicación y trazabilidad que padece la eta-
pa de notificaciones. Para esto se debe tener 
en consideración que, para imponer una servi-
dumbre que afecte un predio de un tercero, tal 
como dijimos, se debe notificar la solicitud (un 
extracto) y acompañar el plano especial de ser-
vidumbre al afectado. Sin embargo, la propia 
ley permite que, tratándose de personas cuya 
individualidad o residencia sea difícil determi-
nar, o que por su número dificulten considera-
blemente la práctica de la diligencia, se puede 
recurrir a un juez de letras para ordenar la noti-
ficación regulada en el artículo 54 del CPP, esto 
es, la notificación por avisos.

Ese acto de notificación judicial es un in-
jerto en el marco de un proceso administrativo 
y cuyo control o esquema de impugnabilidad 
altera cualquier regla de mínima certeza, pues 
precisamente la existencia de un vicio en la no-
tificación por avisos es un vicio de naturaleza 
“judicial” pero que indudablemente provoca 
efectos en la tramitación administrativa. No se 
puede alegar ese vicio judicial para que sea 
ponderado y resuelto por la SEC56 por lo que, 
junto a los problemas sustantivos de eficacia que 
ya vimos para la etapa de oposiciones, se suman 
estos problemas procesales de tipo judicial que 
inyectan mayor incerteza en estos casos57.

Adicionalmente, identificamos otro pro-
blema de fondo en esta etapa y que tiene que 
ver con la extensión de las partidas que deben 
ser avaluadas para ser indemnizadas. La LGSE 
estableció en el artículo 69 a qué tendría dere-
cho el dueño del predio afectado por la servi-
dumbre. Ese artículo, como se mencionó supra, 
ha sido interpretado sistemáticamente de ma-
nera restringida, sin que sea posible alegar la 
afectación de otros daños distintos a los que 
allí se determinan.

56  Ya que este organismo, según su Ley Orgánica, no tie-
ne facultades para declarar la existencia de un vicio que 
invalide una notificación judicial, eso solo lo puede hacer 
el juez ante quien se llevó adelante la gestión judicial de 
notificación.
57  Una situación asociada a un presunto vicio judicial en la 
notificación se ventiló ante tribunales, pidiendo la nulidad 
de derecho del acto que otorgó la concesión. Finalmen-
te, la justicia ordinaria resolvió desechar la demanda de 
nulidad sin analizar referirse al supuesto vicio judicial co-
metido en el marco de la notificación. Considerando 9°, 
10° y 11° de la sentencia del 6° juzgado civil de Santiago I 
Inversiones Ltda. con Ministerio de Energía. 
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Otra cosa ocurre en el régimen de servi-
dumbres en materia de telecomunicaciones 
o de concesiones de geotermia o incluso en 
materia de servidumbres para instalaciones de 
combustibles. En el primer caso, el artículo 19° 
de la LGT señala expresamente la procedencia 
de la “indemnización que corresponda”58, lo 
que desde luego permite alegar y demostrar 
otros daños. Por su parte, el artículo 26° de 
la Ley 19.657 sobre concesiones de energía 
geotérmica señala expresamente la posibili-
dad que el dueño afectado sea indemnizado 
por todo perjuicio que se le cause. Finalmen-
te, el artículo 3° del Decreto Supremo Nº 263 
de 1995 que aprobó el Reglamento sobre 
concesiones provisionales y definitivas para la 
distribución y el transporte de gas, señala que 
el juez determinará las indemnizaciones a que 
tienen derecho por los perjuicios que le provo-
quen los permisos en sus predios.

Este es un problema no solo desde la 
asimetría regulatoria que revela una inconsis-
tencia entre figuras de similar naturaleza en 
sectores similares al del ordenamiento jurídico 
eléctrico, sino que lo es también desde la pers-
pectiva de un derecho a la indemnidad patri-
monial a la que aspira cualquier propietario 
que es afectado por una instalación eléctrica.

d.	 Falla en los esquemas de interconexión de 
información y publicidad

Un cuarto y último problema detectado en el 
presente de la servidumbre eléctrica radica en 
las evidentes fallas que existen entre la infor-
mación que se administra a nivel del proceso 
concesional y los efectos prácticos de la falta 
de suficiente publicidad.

Pensemos en un caso que hipotético, 
pero bastante probable: sucede que un so-
licitante “X” requiere una servidumbre que 
afecte el predio de “Y”. El solicitante “X” ya 
ha definido el trazado y ha preparado el tra-
zado que afectará a “Y”, pero “Y” no lo sabe, 
tampoco lo sabe el Ministerio de Energía ni la 
SEC, y solo lo sabrán el día que se ingrese for-
malmente la solicitud a la SEC. Sin embargo, 
la regulación eléctrica antes de aquel ingreso, 
ya le da un valor a esa decisión de “X” de 
afectar el inmueble de “Y”, y lo hace señalan-
do en el inciso tercero del artículo 72 del Re-
glamento de la LGSE lo siguiente: “Los planos 
deberán indicar las condiciones actuales de 

58  Recordemos que, en materia de telecomunicaciones, la 
excepción es la servidumbre legal. En ese especial caso, 
la indemnización “que corresponda” será fijada por los 
Tribunales de Justicia. Véase supra, sección I.

los predios sirvientes…”. Luego agrega: “Para 
los efectos de este inciso, se considerarán ac-
tuales las condiciones existentes dentro de los 
6 meses anteriores a la fecha de la solicitud”.

Con esa disposición, queda en eviden-
cia que los planos especiales de servidumbre 
deben explicitar una condición del predio y 
la superficie que se afectará. Esa condición o 
situación es aquella que existía 6 meses antes 
del ingreso a tramitación ante la SEC pero 
que, además, es la información que da cuenta 
al propietario del lugar específico al interior de 
su predio sobre el cual se emplazará la instala-
ción eléctrica y, por ende, se verá gravado con 
servidumbre. Por consecuencia, todo lo que 
“Y” pueda hacer 6 meses antes de que “X” in-
grese la solicitud, y hasta el momento en que 
efectivamente tome noticia de la afectación 
(notificación judicial o notarial) es suscepti-
ble de ser legalmente afectado. Es decir, “Y” 
podría vender su propiedad sin tener noticia 
del futuro gravamen, aun cuando por ejemplo 
la solicitud ya fue ingresada a la SEC. Podría 
construir una edificación justamente en la 
superficie que será afectada sin tener ningún 
tipo de información respecto de aquello. En 
ambos casos, sus decisiones, de venta o de 
construcción, serán irremediablemente afecta-
das, y de paso, impactará a terceros.

El problema detectado en este caso es 
que no existe ningún tipo de conexión entre 
las bases de datos que procesas solicitudes 
de concesión con potenciales servidumbres, y 
un esquema registral como el que administran 
los conservadores de bienes raíces. Tampoco 
lo hay en las bases de datos de las respecti-
vas direcciones de obras municipales. Por lo 
mismo, una venta que realice “Y” antes de ser 
notificado, irá cargada con un elemento des-
conocido y silencioso que las normas civiles 
deberán resolver posteriormente, pero que, 
sin duda, no contribuye a la certeza que en 
general se espera del derecho, y en especial 
respecto de la propiedad sobre un inmueble. 
Es decir, se produce en la práctica un proble-
ma de certeza jurídica, y la afectación de la 
facultad de disposición que otorga el dominio 
sin si quiera un aviso “previo” al titular, quien 
recién se vendrá a enterar 6 meses después de 
la limitación a sus facultades.

III.	 Futuro

A continuación, expondremos algunas ideas 
que podrían traducirse en eventuales reformas 
al establecimiento de servidumbres. Intenta 
resolver parte de los problemas evidenciados 
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en el capítulo anterior, respetando los verda-
deros objetivos del proceso de concesión y de 
la servidumbre en materia eléctrica.

1.	 Desacople de la servidumbre eléctrica 
respecto de la solicitud de concesión

Esta primera idea se sustenta en el análisis 
que hemos hecho del tratamiento que el le-
gislador y regulador han dado a la figura de la 
servidumbre como herramienta para la instala-
ción de infraestructura en espacios privados. 
En el caso de las instalaciones de gas, de geo-
termia y de telecomunicaciones, la figura o he-
rramienta de la servidumbre ha sido separada 
de la solicitud de concesión propiamente tal.

Esta separación permite distinguir con 
claridad los “tiempos administrativos” de 
aquellos que son judiciales y de aquello que 
dependen del propio solicitante. En materia 
eléctrica, más del 50% del tiempo de tramita-
ción de una concesión que pretende imponer 
una servidumbre se emplea en las etapas de 
notificaciones y oposiciones, y, tal como he-
mos señalado y explicado, el objetivo resulta 
ser habitualmente el mismo: oposiciones u ob-
servaciones desechadas. 

Adicionalmente a este desacople, y de 
cara al principio de eficiencia y eficacia en 
los procedimientos que lleva adelante la ad-
ministración del Estado, parece necesario 
relocalizar las etapas de observaciones, no-
tificaciones, oposiciones y tasación, en sede 
judicial. Ello descargaría el proceso de conce-
sión y agilizaría su otorgamiento, permitiendo 
que con los mismos remedios que ya existen 
en otras regulaciones se avance con el acto 
administrativo que otorgue la concesión y re-
conozca el derecho a imponer la servidumbre, 
dejando las cuestiones de ejercicio y tasación 
de la misma para un momento posterior. 

Se piensa en este caso en un proceso 
administrativo que revise técnicamente el 
proyecto, y determine la procedencia de las 
superficies de afectación conforme a la nor-
mativa de seguridad. Luego, se expida el 
acto administrativo que, además de otorgar 
la concesión, reconozca el derecho a imponer 
las servidumbres forzosas, pero que supedi-
te su aplicación y pormenores a un proceso 
concentrado ante tribunales. Esto permitiría 
tratar las notificaciones y sus eventuales vicios 
en la sede que corresponden, manteniendo 
las causales de oposición y los esquemas de 
revisión o rechazo pero ahora en manos de los 
tribunales.

2.	 Tasación: en sede judicial y sin límite de 
partidas indemnizables

Una segunda idea sobre mejora para la servi-
dumbre eléctrica la identificamos en la tasa-
ción de los perjuicios sufridos por el propie-
tario. Tal como dijimos en el punto anterior, 
estimamos que llevar completamente el pro-
ceso de la tasación, entre otros, a sede judicial 
no solo es armónico con lo que sucede en 
otras regulaciones sectoriales, sino que ade-
más, es consistente con la naturaleza jurídica 
de lo discutido.

Como describimos en el capítulo anterior, 
la etapa de tasación implica que una comisión 
de personas expertas, en el marco del pro-
ceso administrativo, realicen una tarea que la 
regulación eléctrica les ha encomendado. Sin 
embargo, estos tasadores no son funcionarios 
públicos y sus actos no cumplen con las con-
diciones del artículo 3° de la LBPA para ser 
calificados como actos administrativos, con 
todo lo que ello conlleva. Las exigencias que 
el artículo 2° del reglamento que los regula in-
dica que forman parte de un registro público y 
que deben acreditar el cumplimiento de cier-
tas experiencias59. Sin embargo, la LGSE nada 
dijo respecto a vicios o errores que se puedan 
cometer en dicho proceso de avaluación, y la 
SEC tampoco tiene facultades para indagar el 
fondo del informe, el razonamiento económi-
co, o la determinación de una u otra partida 
indemnizada. Su rol solo queda supeditado a 
cuestiones formales, como la constatación del 
cumplimiento de plazos y estructura formal 
de los informes de tasación, y la constatación 
de instancias de audiencia para las partes 
afectadas. Por eso mismo, el artículo 68 de la 
LGSE señala que los concesionarios o dueños 
afectados pueden reclamar de los avalúos 
practicados por las respectivas comisiones ta-
sadoras. Agrega que, desde el momento del 
reclamo, “las cuestiones que se susciten se 
ventilarán de acuerdo con las reglas estableci-
das en el Título XI del Libro Tercero del Códi-
go de Procedimiento Civil”, o sea, las normas 
del procedimiento sumario.

Así entonces, la tasación puede final-
mente ser objeto de un proceso de reclamo 
en sede judicial. Parece razonable entonces 
que esa etapa tasación en general, que es 
un “anexo” al proceso de tramitación admi-
nistrativa de concesión y consecuente servi-
dumbre, se reubique íntegramente en sede 
judicial, manteniendo el esquema de registro 
de tasadores y sus exigencias. Es decir, que 

59  Decreto Supremo Nº 113, de 2007. 
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ese avalúo sea presentado en tribunales en el 
marco del proceso de la imposición de la ser-
vidumbre que siga al proceso de concesión. 
Eso evitaría un proceso de intervención admi-
nistrativa más bien formal como el actual, en 
las que la intervención de la SEC no es en su 
rol fiscalizador.

Por otro lado, es necesario volver a con-
siderar el alcance de los daños indemnizables 
con la tasación, pues no resulta consistente 
que solo sean indemnizables ciertos efectos 
indeseados provocados por las instalaciones 
que ampare una servidumbre, y otros efectos 
sean desestimados. Aquello no solo es distin-
to a lo que se ha regulado en otros sectores, 
sino que además es inconsistente con lo que 
la propia regulación eléctrica establece como 
uno de sus propósitos, a saber, que el uso de 
los recursos energéticos no cause daño a las 
personas y sus cosas.

3)	 Creación de sistema electrónico que 
permita interacción entre registros 
públicos y procesos de concesión

Una tercer y última idea sobre ajustes al pro-
ceso que deviene en una servidumbre eléc-
trica, se refiere a los ajustes que estimamos 
debiesen implementarse a nivel de publicidad 
o comunicación de la solicitud. Tal como ad-
vertimos, la regulación vigente da espacio a 
la intromisión de elementos de gran incerteza 
respecto de actos que el propietario y futuro 
afectado por una servidumbre puede, legíti-
mamente, hacer en y con su terreno.

Los actuales registros electrónicos de la 
administración del Estado, en particular de la 
SEC, en los que se incorporan las solicitudes 
de concesión y el listado de propietarios afec-
tados por servidumbres con las superficies e 
inmuebles respectivos, deberían ser conocidos 
e interconectados con el sistema registral de 
propiedad. En efecto, el sistema electrónico 
de la SEC da cuenta que las listas de propieta-
rios afectados y el detalle de sus predios como 
foja, número, año, y conservador respectivo 
es informado y público. Así también es publi-
ca la información que ese mismo listado da 
acerca de la superficie de afectación para la 
servidumbre. Pensamos que los datos de los 
listados de predios y superficies afectadas de 
toda solicitud que sea declarada admisible 
pueden y debiesen ser incorporados en siste-
mas registrales como los del Conservador de 
Bienes Raíces respectivo. Ello daría una alerta 
temprana a los propietarios y desde luego a 
futuros compradores respecto de la situación 
de la solicitud, que insistimos, ya contaría con 

un acto de la administración que la habría de-
clarado admisible.

Conclusiones

1. Las servidumbres han sido una herra-
mienta central en el despliegue de infraestruc-
tura eléctrica. La historia legislativa eléctrica 
muestra que aquella ha estado presente con-
sistentemente.

2. La servidumbre busca entregar certeza 
jurídica, y ser un remedio en el caso de una 
colisión de derechos: el del dueño del predio 
afectado y del concesionario.

3. Existe una serie de problemas prácti-
cos en la aplicación de las servidumbres. Esto 
se manifiesta especialmente en el tiempo to-
man las etapas relativas a la servidumbre, en 
el proceso de otorgamiento de la concesión 
eléctrica. 

4. Más concretamente, existen 4 proble-
mas específicos: 1) la etapa de observaciones 
a las servidumbres proyectadas en el otor-
gamiento de la concesión tiende a no tener 
efectos prácticos, por temas regulatorios y 
tecnológicos; 2) no se diferencia el tratamiento 
jurídico de los proyectos según su objetivo y 
rol de la servidumbre, lo que genera demo-
ras en la tramitación; 3) existen una serie de 
inconsistencias regulatorias en la etapa de 
tasación, relacionadas con su ubicación en el 
procedimiento administrativo de otorgamiento 
de la concesión, y con las partidas indemniza-
bles; y 4) existen fallas en la publicidad relativa 
a una solicitud de servidumbre, lo que puede 
causar situaciones que terminen limitando el 
legítimo ejercicio de las facultades del domi-
nio del dueño del predio afectado.

5. Los problemas que presenta actual-
mente la servidumbre eléctrica requiere una 
revisión de la regulación aplicable. Este docu-
mento sugiere 3 medidas que pueden adop-
tarse: 1) Desacoplar la servidumbre eléctrica 
de la solicitud de concesión; 2) Tasación en 
sede judicial y no acotar las partidas indemni-
zables; y 3) creación de un sistema que integre 
los registros públicos de propiedad y los pro-
cesos de concesión y servidumbres eléctricas.

6. La regulación del fenómeno de la ser-
vidumbre eléctrica se enfrenta a una necesi-
dad de ajuste a la realidad. Este trabajo sólo 
busca iniciar esa discusión, ya que seguramen-
te pueden surgir otros elementos que deben 
analizarse u otras soluciones más eficaces 
incluso a los problemas que se asocian a la re-
gulación de la servidumbre.
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